[bookmark: _Toc366755199][bookmark: _GoBack]Nº 22-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del treinta y uno de mayo de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, del Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta y del Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas. 
[bookmark: _Toc104541067]También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
ARTÍCULO I
Documento N° 522-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc104541069]ARTÍCULO II
Documento N° 523-2022
Aprobación del Acta N° 21-2022 de la sesión celebrada el martes 24 de mayo de 2022.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, se abstiene de votar por no haber participado de la sesión.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el Acta N° 21-2022 de la sesión celebrada el 24 de mayo de 2022.
[bookmark: _Toc104541073]ARTÍCULO III
Documento Nº 404-2022 / 519-2022
En sesión N° 17-2022 celebrada el 26 de abril de 2022, artículo VIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0235-JP/DJA-2022 del 8 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Edith Hidalgo Salazar, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José Montenegro Zapata, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 11 de febrero de 2022.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 24 de febrero de 2022, recibió la gestión de la señora Hidalgo Salazar, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000234-0770-TS, recibido por esta Dirección el 1 de abril de 2022 y suscrito por la Licda. María Ledezma Carvajal, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Hidalgo Salazar. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Edith Hidalgo Salazar tiene 66 años de edad, cuenta con nivel educativo de bachillerato y se desempeña en las labores domésticas no remuneradas del hogar.

De su historia de vida, se conoce que la señora Edith se mantuvo en matrimonio con el señor José Montenegro Zapata (jubilado judicial) por espacio aproximado de 44 años, hasta que este último fallece. Dinámica que fue caracterizada como cordial y en la que se descartaron separaciones o situaciones sociales de riesgo.

En dicha unión matrimonial se procrearon a 3 integrantes en el grupo fraterno filial, quienes en su totalidad son mayores de edad y conforman grupos familiares independientes. De manera que al fallecer el señor Montenegro Zapata su dinámica familiar se estructura de forma unipersonal.

Por su parte, se dio a conocer que la señora Hidalgo Salazar no ejercía labores económicas remuneradas desde el año 1982, cuando el señor Montenegro Zapata se hace cargo de la totalidad de los egresos económicos del grupo familiar, aunque la administración de los mismos se ejercía de manera compartida.

Respecto a la situación de salud de la persona referida, la investigación realizada da a conocer que contaba con seguro de salud como cónyuge de pensionado, siendo hace casi 4 años diagnosticada con cáncer de mama, lo que conllevó a mastectomía en su mama derecha, así como la presencia de osteoporosis y a una serie de tratamientos medicamentosos que cubre el sistema de salud público. Entorno en el que manifestó angustia e incertidumbre respecto a su condición de aseguramiento.

Al respecto, sumó necesidad de exámenes de rutina, a causa de su diagnóstico, que atiende mediante medicina privada, así como una dieta saludable, basada en frutas y verduras.

No obstante, la persona referida es independiente en actividades de la vida diaria sin necesidad de apoyo técnico, pero dio a conocer que por su condición de salud no le es posible realizar la totalidad de las labores domésticas del hogar.

Respecto al domicilio, se conoce que la señora Edith habita vivienda de tenencia propia, la cual ronda los 100 metros cuadrados y se encuentra en una propiedad a su nombre, la cual es de 351 metros cuadrados. De acuerdo con la valoración social domiciliar realizada, la vivienda está construida en cemento, cuenta con cuatro dormitorios, una sala de televisión, dos baños, una sala de estar, cocina, cuarto de pilas, corredor y zonas verdes. La vivienda se observó en excelente estado general y condiciones de orden y aseo, cuenta con ingreso privado y facilidad de acceso a servicios de salud y transporte.

En la actualidad, la actora del proceso dio a conocer que en el ámbito económico no cuenta con el apoyo de su prole, ya que deben asumir responsabilidades en sus grupos familiares, de manera, que ante el fallecimiento inesperado de su cónyuge ha recurrido al uso del último pago que este recibió y a un dinero que le otorgó Coopelesca, como medio para solventar sus necesidades básicas durante este periodo.

Además, de acuerdo con los registros del Sistema Nacional de Información y Registro Único de Beneficiarios del Estado (SINIRUBE) no se registran subsidios estatales hacia la actora del presente proceso.

Según estudio socioeconómico, se evidencia que la persona referida debe costear egresos relacionados con el pago de servicios básicos, los cuales según las facturas aportadas rondan los ¢92,133.00 (noventa y dos mil ciento treinta y tres colones con 00/100) mensuales.

A ellos se sumaron otros egresos que no pudieron ser corroborados mediante la respectiva documentación; sin embargo, la señora Hidalgo Salazar declaró que requería mensualmente alrededor de ¢35,000.00 (treinta y cinco mil colones con 00/100) referentes a costos de salud, ¢20,000.00 (veinte mil colones con 00/100) para transporte, ¢50,000.00 (cincuenta mil colones con 00/100) para vestuario y aseo personal, ¢50,000.00 (cincuenta mil colones con 00/100) para recreación y alrededor de ¢250,000.00 (doscientos cincuenta mil colones con 00/100) para alimentación y artículos de aseo doméstico.

Además, refirió que deberá incurrir en otros egresos para labores en las que anteriormente su cónyuge la apoyaba, como el pago de una persona servidora doméstica, para lo cual estima un monto mensual de ¢60,000.00 (sesenta mil colones con 00/100), incluyendo el pago de la póliza del Instituto Nacional de Seguros y para trabajos de chapia y mantenimiento de la propiedad, aproximadamente unos ¢35,000.00 (treinta y cinco mil colones con 00/100).

De manera que, en materia de egresos, mediante la respectiva declaración jurada, la señora Hidalgo Salazar estima un total mensual aproximado de ¢600,000.00 (seiscientos mil colones con 00/100) a fin de mantener el estilo de vida que tenía al lado del señor Montenegro Zapata, de quien adujo dependió económicamente durante su matrimonio.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Conclusiones

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Edith Hidalgo Salazar, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor José Montenegro Zapata, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Hidalgo Salazar dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N° 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Hidalgo Salazar, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El estudio revela que el fallecimiento del señor Montenegro Zapata le ha causado a su esposa afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por él, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada toda vez que la misma no cuenta con ingresos propios.

· La edad avanzada de la señora Hidalgo Salazar, torna prácticamente imposible su inserción al mercado laboral o el desarrollo de una actividad económica de rentas estables, por medio de las cuales pueda lograr la satisfacción de sus necesidades básicas de forma segura. 

· Según la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, doña Edith dio a conocer que en el ámbito económico no cuenta con el apoyo de su prole, ya que deben asumir responsabilidades en sus grupos familiares, de manera, que ante el fallecimiento inesperado de su cónyuge ha recurrido al uso del último pago que este recibió y a un dinero que le otorgó Coopelesca, como medio para solventar sus necesidades básicas durante este periodo.

VI. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor José Montenegro Zapata era de ¢1,161,512.97 (un millón ciento sesenta y unos mil quinientos doce colones con 97/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Hidalgo Salazar de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢929,210.38 (novecientos veintinueve mil doscientos diez colones con 38/100) mensuales en bruto.

· Es importante destacar, que el estudio del Departamento de Trabajo Social determinó como egresos mensuales la suma aproximada de ¢600,000.00 (seiscientos mil colones con 00/100), lo que sería equivalente a un 51.66% aproximadamente del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Montenegro Zapata. 

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 24 de febrero de 2022, un total de 9 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Montenegro Zapata. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Hidalgo Salazar, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

 (…)”

- 0 -

Manifestaciones de los integrantes:

El licenciado Arnoldo Hernández Solano solicita que se le aplique lo mismo que en el caso anterior, es decir, que sea remitido por parte de la Dirección de la JUNAFO, un criterio técnico considerando un monto menor para el porcentaje de pensión asignado a la señora Hidalgo Salazar.

Señala el licenciado Freddy Chacón Arrieta, que es necesario indicarle a la Administración que en el futuro vengan con ese estudio ya presentado, para lo estar devolviendo los informes.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, expresa que, si se va a empezar a pedir estudios y devolver informes, se debería indicar que se echa de menos en los informes para que específicamente responda la parte técnica lo que se requiere. Además, que le parece que, si lo que se quiere es ajustar el monto y que no sea un 80%, hay que dar los parámetros para ser objetivos y no los problemas que se han tenido en el pasado con las personas que recurren los acuerdos que se emiten por parte de la Junta.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, devolver el oficio N° 0235-JP/DJA-2022 del 8 de abril de 2022, a la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que remitan un criterio técnico, sobre el monto que se le debe de asignar a la señora Edith Hidalgo Salazar, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José Montenegro Zapata, menor al 80%, según los ingresos que percibe la señora Hidalgo, indicados en el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, y el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, votan por aprobar el informe presentado por la Dirección de la JUNAFO, y otorgar el 80% del monto que devengaba de jubilación el señor Montenegro a la señora Hidalgo Salazar.

Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría.”

- 0 -
En relación con lo anterior, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0316-JP/DJA-2022 del 20 de mayo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En sesión N° 17-2022 celebrada el 26 de abril de 2022, artículo VIII, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conoce el informe N° 0235-JP/DJA-2022 de la Unidad de Cálculo de Beneficios, referente a la solicitud de pensión presentada por la señora Edith Hidalgo Salazar, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José Montenegro Zapata. Se transcribe lo acordado:

“Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, devolver el oficio N° 0235-JP/DJA-2022 del 8 de abril de 2022, a la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que remitan un criterio técnico, sobre el monto que se le debe de asignar a la señora Edith Hidalgo Salazar, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José Montenegro Zapata, menor al 80%, según los ingresos que percibe la señora Hidalgo, indicados en el dictamen socioeco-nómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología.” (el resaltado no pertenece al original)

Previo a dar el criterio solicitado, es importante destacar los siguientes factores relevantes para la definición el porcentaje de la pensión que debería otorgársele a la señora Hidalgo Salazar:

1.	Factores a considerar:

i. Según lo señalado por la Licda. María Ledezma Carvajal, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, encargada del peritaje realizado a la señora Hidalgo Salazar como parte del proceso de su solicitud de pensión, se reporta que la misma no cuenta con ingresos propios ya que su esposo fallecido, el señor José Montenegro Zapata era quién asumía la totalidad de los gastos del hogar.

ii. De acuerdo con estudio socioeconómico realizado y tomando como referencia la documentación aportada por la señora Hidalgo Salazar en su entrevista con la trabajadora social, se reportan los siguientes egresos actuales:

	Gastos
	Monto

	Servicios básicos
	¢92,133.00

	Costos de salud
	¢35,000.00

	Transporte
	¢20,000.00

	Vestuario y aseo personal
	¢50,000.00

	Recreación
	¢50,000.00

	Alimentación y artículos de aseo doméstico
	¢250,000.00

	Servidora doméstica
	¢60,000.00

	Pago de Póliza del INS y pago de mantenimiento de la propiedad
	¢35,000.00

	Total egresos
	¢592,133.00



Cabe aclarar que, según lo manifestado por la trabajadora social, a excepción de los servicios básicos, de los cuales se evidenció con facturas, no se obtuvo documentación que corroborara los demás egresos señalados en el cuadro antepuesto. Estos fueron declarados por la señora Hidalgo Salazar y son montos estimados por ella.

iii. De acuerdo con certificaciones aportadas por la señora Hidalgo Salazar, se constató que no recibe pensión alguna por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

iv. [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor José Montenegro Zapata al momento de su muerte era de ¢1,161,512.97 (un millón ciento sesenta y un mil quinientos doce colones con 97/100) mensuales en bruto. Dicho monto era el único ingreso del grupo familiar, según el estudio.

Conclusiones y recomendaciones

Considerando que el monto de egresos mensuales de la señora Hidalgo Salazar es de una suma de ¢592,133.00 (quinientos noventa y dos mil ciento treinta y tres colones con 00/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne sea de un 62.56% del monto bruto que recibía por beneficio de jubilación el señor Montenegro Zapata, el cual equivale a ¢726,642.51 (setecientos veintiséis mil seiscientos cuarenta y dos colones con 51/100) mensuales en bruto.

Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio de intervención N° 22-000234-0770-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual contiene las manifestaciones realizadas por la señora Hidalgo Salazar en cuanto a los egresos mensuales que mantiene el grupo familiar, esto con el fin de que pueda solventarlos y conservar un estilo de vida estable. 

Asimismo, este análisis se efectúa velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

De esta forma, se emite el criterio técnico requerido, por el órgano superior para lo que a bien considere disponer, de acuerdo con las potestades de ley conferidas al órgano. En espera de que la información respectiva le sea de utilidad.

Anexo:

1. Informe de Trabajo Social

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”
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Manifestaciones de los integrantes:
Comenta el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que daría por aceptado el oficio N° 0316-JP/DJA-2022 del 20 de mayo de 2022 de la Dirección de la JUNAFO, y, entendiendo los comentarios emitidos, así como las consideraciones que se enuncian en el oficio de cita, que recomendaría cerrar el porcentaje en 65% del monto máximo al que puede aspirar. Con los datos y valoraciones que se tienen en el oficio, así como lo expresado por la señora, tendría por satisfechas las necesidades comunicadas y un margen de maniobra para eventualidades propias de la vida.
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Edith Hidalgo Salazar, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José Montenegro Zapata, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0316-JP/DJA-2022 del 20 de mayo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Hidalgo Salazar, cuya asignación mensual será del 65% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial Montenegro Zapata al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 12 de febrero de 2022.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc104541075]ARTÍCULO IV
Documento Nº 403-2022 / 520-2022
En sesión N° 17-2022 celebrada el 26 de abril de 2022, artículo VII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0229-JP/DJA-2022 del 7 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Lenis Damaris Salazar Montero, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José María Machado Ramírez, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 26 de noviembre de 2021.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 07 de diciembre de 2021, recibió la gestión de la señora Salazar Montero, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 21-001700-0732-TS suscrito por la Licda. Violeta Vásquez Rivera, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Salazar Montero. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Lenis Damaris Salazar Montero tiene 71 años de edad, cuenta con estudios universitarios completos, de profesión educadora, pensionada por medio del Régimen Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social.

En la actualidad no reporta pareja afectiva, respecto a su historia de vida se indica contrajo nupcias con el señor José María el 10 de febrero de 1973, procrearon tres descendientes: Greivin José de 44 años, Gustavo Adolfo de 40 años de edad y Alejandro José de 34 años de edad. El primero con vida independiente, Gustavo se encuentra desempleado y Alejandro presenta diagnóstico de Espectro Autista, motivo por el cual es dependiente de otras personas para su subsistencia; los dos últimos residen en el hogar de origen con la señora Damaris.

En cuanto a Alejandro, se indica que asistió a la Escuela Neuropsiquiatrica infantil de Guadalupe y Tibás, donde cursó la educación primaria y secundaria, con adecuación significativa. Luego, ha llevado cursos de pintura y guitarra, también participa en atletismo en las Olimpiadas Especiales Costa Rica, por medio de la Comisión de Juegos Paraolímpicos de San José y ha representado al país en olimpiadas internacionales; siendo que los miembros del grupo familiar lo apoyan al respecto. 

En el área laboral, Alejandro no se ha desempeñado debido a sus limitaciones cognitivas, en razón de lo cual se mantiene en el hogar bajo el cuido y atenciones de la señora Damaris. Asimismo, se indica que anterior al fallecimiento del padre también era dependiente en el ámbito afectivo y económico.

Por otra parte, se refiere que, en el año 1990 el señor José María y la evaluada adquirieron una propiedad en San Blas de Cartago y construyeron una vivienda mediante un préstamo con la MUCAP de Cartago. El cónyuge pagaba el préstamo y asumía parte de la manutención de hogar, mientras la evaluada cubría el resto de gastos, ya que su salario era bajo.

Durante esa etapa, se describe la convivencia de pareja como positiva, luego el señor José María ingresó a la Escuela Judicial como instructor de investigadores y fue ascendiendo de puestos, hasta ocupar el cargo de juez agrario en diferentes juzgados del país, motivo por el cual las condiciones económicas del hogar mejoraron.

Señala la evaluada, que adquirieron dos vehículos, uno para uso de cada cónyuge, ya que luego ella se empleó como docente en la Unidad Pedagógica de Cartago y luego como directora en dicho centro educativo. Por su parte, el señor José María era juez itinerante y se trasladaba a diferentes lugares del país. Los descendientes durante esa etapa asistían al colegio, y la abuela materna la apoya en cuanto a su atención, además contrataron una empleada doméstica por horas para realizar los oficios domésticos.

Se indica que el cónyuge de la evaluada se encargaba de sufragar los gastos de mantenimiento de la vivienda, pago de terapias y citas médicas privadas para Alejandro y para la madre de la evaluada. Señala la evaluada que junto con el cónyuge pagaban la hipoteca de la vivienda que habitaban, asumían la manutención del hogar, pagaban los estudios de los descendientes, los servicios públicos y gastos personales de los miembros del núcleo familiar.

Luego, adquirieron una finca en Turrialba y una casa en el Roble de Puntarenas, las compraron con préstamo bancario, pero ya fueron canceladas ambas deudas. A la fecha pagan los impuestos de la finca y de la casa del Roble, la cual se la cedió en préstamo a una hermana.

En el ámbito de la salud, se señala que al señor José María en el año 2018 le diagnosticaron cáncer de próstata, le efectuaron una intervención quirúrgica y se recuperó. Sin embargo, en el año 2019 presentó afectación en el colon y se le diagnosticó (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Le efectuaron exámenes y le brindaron seguimiento especializado, requería alimentación mediante sonda, estuvo atendido en el hogar con apoyo de médico familiar, hermano del señor José María. También, la evaluada contrató un enfermero para colocarle sueros y morfina para el dolor, los medicamentos los compraban por medios propios y otros los proporcionaba la CCSS.

Al respecto, se indica que durante esa etapa la economía del hogar se afectó, ya que incurrían en muchos gastos como el pago de enfermero privado, compra de alimentos y medicamentos especiales. Se refiere, a que los ingresos no les alcanzaban para cubrir los gastos, motivo por el cual algunos familiares les brindaron apoyo en especie. Posteriormente, refiere que la condición de salud del señor José María se deterioró y el 26 de noviembre de 2021 fue trasladado de emergencia al Hospital Max Peralta, donde falleció ese mismo día; a la edad de 71 años.

Se menciona que posteriormente la evaluada continuó residiendo en la vivienda junto con sus hijos Gustavo y Alejandro, aclara la señora Damaris que, al día siguiente, sea 27 de noviembre de 2021, también falleció su progenitora de manera repentina, de cáncer gástrico.

Al respecto, señala que en ambos casos recurrió a préstamos de dinero con familiares, para efectos de asumir los gastos de las honras fúnebres del cónyuge y de la progenitora. Comenta, en el hogar sus hijos la apoyaron emocionalmente ante dichas pérdidas, sin embargo, señala que en el ámbito económico sus ingresos disminuyeron sustancialmente, motivo por el cual el 7 de diciembre de 2021 solicitó la pensión por viudez.

A la fecha, la evaluada reporta estado de salud regular al presentar diagnóstico de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), para lo cual asiste a controles médicos privados y de la CCSS. También, se menciona patología mental, ya que señala problemas de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), a la fecha le brindan control medicamentoso en la vía privada.

En ese sentido, se refiere haber presentado crisis (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) ante la ausencia del cónyuge y progenitora, también debido a las importantes limitaciones financieras que ha debido enfrentar, ya que el señor José María asumía en mayor medida la manutención del hogar. Al respecto, ha recurrido a ayuda por parte de familiares, mientras gestiona la presente solicitud de pensión por viudez, debido a que la economía del hogar se ha visto afectada de manera sustancial.

Actualmente, la evaluada de 71 años de edad, reside en grupo familiar, integrado por ella, su hijo Gustavo quien se encuentra desempleado y es estudiante universitario, así como su hijo Alejandro quien presenta autismo, mientras que la primera es ama de casa y se mantiene pendiente de las atenciones especiales que requiere Alejandro. 

Al respecto, dicha información fue corroborada por el señor Roy Salazar Montero, hermano de la evaluada, quién manifiesta que la manutención de la señora Lenis Damaris Salazar Montero dependía en mayor medida del apoyo económico brindado por el señor José María Machado Ramírez; anteriormente al deceso del mismo. 

Por otra parte, se indica que el vínculo afectivo entre ambos era muy cercano y dependiente, siendo que se apoyaban entre sí como cónyuges, en igualdad de condiciones. La evaluada manifiesta que contaban con 49 años de casados, compartían de manera cotidiana, los fines de semana salían en pareja junto con Alejandro. También se acompañaban a las citas médicas y se apoyaban entre sí. Además, menciona cuando el señor José María enfermó ella pasaba pendiente de su salud y de sus cuidados, siendo que se apoyaban en el ámbito afectivo y económico. 

A la fecha los integrantes del núcleo familiar muestran dependencia de la pensión que aportaba el excónyuge de la evaluada, motivo por el cual ella solicita el beneficio por viudez. Comenta la señora Damaris que su hermano Roy la apoya de manera esporádica en el ámbito económico o con ayuda en especie, mientras realiza las presentes diligencias, situación que fue reafirmada por el mismo. Al respecto, agrega que él tiene su propia familia e hijos y se encuentra pensionado. Reitera la señora Damaris que a la fecha no logra cubrir la manutención con sus propios recursos económicos, siendo que anteriormente asumía los gastos junto con el cónyuge.

Se refiere haber solicitado el beneficio de pensión por viudez, en razón que existía codependencia del señor José María. Además, en el caso particular de la evaluada, se trata de su condición como excónyuge, así como también, presenta varias las enfermedades como: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Dicha gestión, se señala haberla efectuado al considerarla un derecho y ante las dificultades económicas que enfrenta, circunstancias por las que ha debido solventar los gastos con apoyo principalmente de familiares.

En cuanto a sus actividades laborales, se indica que se encuentra pensionada, es ama de casa y cuidadora de su hijo Alejandro a tiempo completo, ya que requiere medicamentos y alimentación especial. También, recibe terapia física en la vía privada, al respecto, dicha información fue corroboraba mediante la documentación correspondiente.

Según estudio socioeconómico, se reporta que el grupo familiar cuenta un ingreso bruto mensual de ¢1,252,167.50 (un millón doscientos cincuenta y dos mil ciento sesenta y siete colones con 50/100) y neto mensual de ¢892,255.10 (ochocientos noventa y dos mil doscientos cincuenta y cinco colones con 10/100), el cual corresponde a la pensión que recibe la señora Salazar Montero, quien cubre los gastos con dicho monto, o bien opta por atrasar el pago de servicios públicos. 

En cuanto a los egresos, se reporta un monto mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), la cual corresponde al préstamo que realizó doña Lenis Damaris para poder sufragar las honras fúnebres y que aún no lo ha empezado a pagar.

Los egresos para cubrir los gastos de dicho grupo familiar, consisten en: alimentos, comida para mascotas, artículos de higiene y limpieza, carnes y verduras, pago de servicios públicos, medicamentos, atención médica privada y terapia física para la evaluada e hijo con capacidades especiales, artículos de cuidado personal, mantenimiento vehículo, estudios universitarios de su segundo descendiente y transporte para estudio. 

Según los datos aportados, se tiene entonces que el grupo familiar de la señora Salazar Montero maneja un déficit mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Dicho faltante ha generado un ambiente de tensión, siendo que la solicitante se ha visto en la necesidad de cubrir los gastos mediante aportes de familiares y créditos personales.

De lo anterior se destaca que la referida a la fecha cuenta con su propio ingreso económico, y dividido entre el número de miembros del grupo familiar, permite obtener el ingreso percápita, que sería igual a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Dicho resultado se compara con la canasta básica establecida por el INEC que, según el dato de enero de 2022, la Línea de Pobreza está en 119.566 colones en zona urbana, lo cual ubica al grupo familiar en estudio en condición de clase media; sin embargo, actualmente cuenta con un faltante económico considerable de cubrir, lo cual evidencia la dependencia que mantenía el grupo familiar del ingreso aportado por el señor José María previo al deceso del mismo.

Como red de apoyo se identifica a un hermano de la evaluada, quién durante estos meses le ha brindado ayuda en especie o préstamos de dinero para cubrir las honras fúnebres del cónyuge y de la progenitora de la referida. En cuanto a la vivienda que ocupa, se ubica en (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Se encuentra en zona urbana con fácil acceso a diferentes servicios públicos, las condiciones de orden e higiene son adecuadas. 

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Conclusiones

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Lenis Damaris Salazar Montero, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor José María Machado Ramírez, ambos asumían los gastos del hogar, por lo que la señora Salazar Montero dependió parcialmente de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N° 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

· Según certificación aportada por la señora Salazar Montero, se constató que es pensionada del régimen de pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social y recibe por este concepto un monto bruto mensual de ¢1,252,167.50 (un millón doscientos cincuenta y dos mil ciento sesenta y siete colones con 50/100) y neto mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por lo que cuenta con un ingreso estable.

· Del estudio socioeconómico se encontró que los egresos de grupo familiar superan los ingresos que actualmente tienen, manejando un déficit mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Dicho faltante ha generado un ambiente de tensión, siendo que la señora Salazar Montero se ha visto en la necesidad de cubrir los gastos mediante aportes de familiares y créditos personales.

· Según la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, se identifica como factor de vulnerabilidad la condición etaria y de salud de la valorada, debido a que es una persona adulta mayor de 71 años de edad, con varias patologías crónicas y afectación mental, imposibilitando a la referida poder optar por una mayor responsabilidad laboral y por tanto limitando la obtención de ingresos para suplir sus necesidades básicas y las de su hijo Alejandro, con diagnóstico de espectro autista. En ese sentido, cabe destacar que el joven presenta dependencia de otras personas para realizar sus actividades cotidianas, para dichos efectos la evaluada funge como cuidadora a tiempo completo.

· A partir del estudio realizado, se identifica como factor protector que la evaluada cuenta con apoyo emocional y económico o especie por parte de algunos familiares; no obstante, en dado caso de faltar dicha ayuda, las condiciones de salud, económicas y emocionales de la señora Damaris e integrantes del grupo familiar se verían aún más afectadas, sobre todo tomando en cuenta que la manutención del grupo familiar dependía en mayor medida del apoyo económico brindado por el excónyuge fallecido, razón por la cual en términos generales prevalece el estado de necesidad de la evaluada.

VI. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor José María Machado Ramírez era de ¢3,083,426.84 (tres millones ochenta y tres mil cuatrocientos veintiséis colones con 84/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Salazar Montero de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢2,466,741.47 (dos millones cuatrocientos sesenta y seis mil setecientos cuarenta y un colones con 47/100) mensuales en bruto.

· Es importante destacar, que el estudio del Departamento de Trabajo Social determinó como egresos mensuales la suma de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), lo que sería equivalente a un (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) aproximadamente del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Machado Ramírez. En dicho monto no se está incluyendo la deuda de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), correspondiente al préstamo que realizó doña Lenis Damaris para sufragar las honras fúnebres de su esposo y madre, dado que no se tiene conocimiento sobre la modalidad de pago si será en un solo tracto o en cuotas, por cuanto aún no lo ha empezado a pagar.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 07 de diciembre de 2021, un total de 6 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Machado Ramírez. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Salazar Montero, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
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Manifestaciones de los integrantes:

El licenciado Freddy Chacón Arrieta, consulta si se contempló que la señora Salazar es jubilada del Ministerio de Educación.

Responde la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que se remite el informe por parte de la Dirección, pero el porcentaje lo tiene que determinar la Junta, y ahí se indica el monto que recibe la señora por parte del Magisterio, y en el informe de Trabajo Social, se desprende que el déficit de los egresos de doña Lenis, es menor al máximo que según la Ley de podría dar, que sería de un 80%.

Indica el licenciado Freddy Chacón Arrieta, que se solicite a la Unidad de Cálculo de Beneficios de la Dirección de la JUNAFO, un criterio con respecto a esos temas, con respecto al porcentaje, porque estamos yéndonos al porcentaje mayor, que, si ese porcentaje sería pro-fondo o si están asignando un porcentaje solo por asignarlo, porque en los documentos que se remitieron, se desprende que la señora va a quedar con una situación económica bien holgada, por lo que considera que se tienen que ir ajustando los porcentajes a la realidad de las personas.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, comunica que él esta se acuerdo con lo solicitado por don Freddy, ya que queda con una pensión bastante holgada, según los datos que se remiten en los informes.

Manifiesta el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que es claro, en el detalle del informe, que existe un déficit de más de 300 mil colones, sumado a las deudas que se indican, donde, no cuenta con elementos objetivos para tener por menor el monto a asignar. Es comprensible, desde la óptica pro-fondo, que puede ajustarse el monto hacia la baja, pero no cuenta con elementos objetivos y técnicos, para señalar un monto menor al señalado en el estudio recibido por esta Junta. De esta forma, al igual que en otras oportunidades, mantiene el 80%.

Indica el doctor Juan Carlos Segura Solís que, es del criterio que, si bien hay que respetar los derechos pro-fondo, también se deben de respetar los derechos de la señora Lenis, como cónyuge sobreviviente del Jubilado Judicial, y no hay un criterio técnico para poder hacer esa rebaja, por lo que solicita se saque de la agenda, y que nos remitan un criterio técnico, cuál sería, y con base en qué, el monto a otorgar, diferente a ese 80%.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, devolver el oficio N° 0229-JP/DJA-2022 del 7 de abril de 2022, a la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que remitan un criterio técnico, sobre el monto que se le debe de asignar a la señora Lenis Damaris Salazar Montero, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José María Machado Ramírez, menor al 80%, según los ingresos que percibe la señora Salazar, indicados en el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología.

El doctor Juan Carlos Segura Solís y el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, votan por otorgar el 80% del monto que devengaba de jubilación el señor Machado a la señora Salazar.

Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría.”

- 0 -
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0319-JP/DJA-2022 del 20 de mayo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En sesión N° 17-2022 celebrada el 26 de abril de 2022, artículo VII, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conoce el informe N° 0229-JP/DJA-2022 de la Unidad de Cálculo de Beneficios, referente a la solicitud de pensión presentada por la señora Lenis Damaris Salazar Montero, calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José María Machado Ramírez. Se transcribe lo acordado:

“Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, devolver el oficio N° 0229-JP/DJA-2022 del 7 de abril de 2022, a la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que remitan un criterio técnico, sobre el monto que se le debe de asignar a la señora Lenis Damaris Salazar Montero, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José María Machado Ramírez, menor al 80%, según los ingresos que percibe la señora Salazar, indicados en el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología.”( el resaltado no pertenece al original)

Previo a dar el criterio solicitado, es importante destacar los siguientes factores relevantes para la definición el porcentaje de la pensión que debería otorgársele a la señora Salazar Montero:

1. Factores por considerar:

i. Según lo indicado por la Licda. Violeta Vásquez Rivera, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, encargada del peritaje realizado a la señora Salazar Montero como parte del proceso de su solicitud de pensión, se encontró que la misma dependía parcialmente de los ingresos de su esposo fallecido, el señor José María Machado Ramírez, ya que la misma recibe una pensión del Régimen Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y compartía los gastos del hogar con este último.

ii. Actualmente el grupo de familiar de la señora Montero Salazar se integra por ella y sus hijos Gustavo quien es estudiante universitario y Alejandro quien presenta autismo. Ambos dependen de los ingresos de ella.

iii. De acuerdo con estudio socioeconómico realizado y tomando como referencia la documentación aportada por la señora Montero Salazar en su entrevista con la trabajadora social, se reporta que el ingreso bruto mensual del grupo familiar es de ¢1,252,167.50 (un millón doscientos cincuenta y dos mil ciento sesenta y siete colones con 50/100) y neto mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), el cual corresponde a la pensión que recibe la señora Salazar Montero. 

iv. Por otra parte, los egresos mensuales equivalen ¢1,196,000.00 (un millón ciento noventa y seis mil colones con 00/100) correspondientes a alimentos, comida para mascotas, artículos de higiene y limpieza, carnes y verduras, pago de servicios públicos, medicamentos, atención médica privada y terapia física para la evaluada e hijo con capacidades especiales, artículos de cuidado personal, mantenimiento vehículo, estudios universitarios de su segundo descendiente y transporte para estudio. Esto les genera un déficit de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) el cual ha sido solventado de momento con la solicitud de créditos personales. 

v.  En adición a lo anterior, según lo manifestado por la señora Montero Salazar se reporta una deuda de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), la cual corresponde al préstamo que realizó para poder sufragar las honras fúnebres de su cónyuge y de su madre y que aún no comenzado a pagar. 

vi. Cabe señalar que, sobre dicho préstamo esta Dirección consultó vía telefónica a la señora Montero Salazar si ya contaba con el monto que debe pagar por la deuda, a lo cual señaló que dicho dinero fue prestado por su hermano y que no tiene plazo ni monto fijo para su devolución.

vii. La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor José María Machado Ramírez era de ¢3,083,426.84 (tres millones ochenta y tres mil cuatrocientos veintiséis colones con 84/100) mensuales en bruto.

2. Conclusiones y recomendaciones

1. Valorando los factores antes señalados y de lo concluido por la Trabajadora Social se evidencia la dependencia que mantenía el grupo familiar del ingreso aportado por el señor José María previo a su deceso, ya que con sus ingresos actuales no se logra cubrir lo que aportaba al hogar.

1. Ahora bien, considerando que el monto de egresos mensuales del grupo familiar es de una suma de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y su ingreso actual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos quedando un déficit de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne sea de un 12.09% del monto bruto que recibía por beneficio de jubilación el señor Machado Ramírez, el cual equivale a ¢372,786.30 (trescientos setenta y dos mil setecientos ochenta y seis colones con 30/100) mensuales en bruto.

1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio de intervención N°21-001700-0732-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia las manifestaciones realizadas y documentación aportada por la señora Salazar Montero en cuanto a los egresos mensuales que mantiene el grupo familiar, esto con el fin de que pueda solventarlos y conservar un estilo de vida estable.

Asimismo, este análisis se efectúa velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

De esta forma, se emite el criterio técnico requerido, por el órgano superior para lo que a bien considere disponer, de acuerdo con las potestades de ley conferidas al órgano. En espera de que la información respectiva le sea de utilidad.

Anexo:

1) Informe de Trabajo Social

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, indica que daría por aceptado el oficio N° 0319-JP/DJA-2022 del 20 de mayo de 2022 de la Dirección de la JUNAFO, y, entendiendo los comentarios emitidos, así como las consideraciones que se enuncian en el oficio de cita, recomienda cerrar el porcentaje en 20% del monto máximo al que puede aspirar. Esto, por cuanto el monto máximo de la pensión del excompañero judicial, es más alta, pero, que en procura de mantener el estado emocional y de vida estable, es que propone el porcentaje comentado, con los datos y valoraciones que se tienen en el oficio, así como lo expresado por la señora, tendría por satisfechas las necesidades comunicadas y un margen de maniobra para eventualidades propias de la vida, todo, dentro de las políticas pro fondo que ha mantenido esta Junta.
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Lenis Damaris Salazar Montero, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido José María Machado Ramírez, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0319-JP/DJA-2022 del 20 de mayo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Salazar Montero, cuya asignación mensual será del 20% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial Machado Ramírez al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 27 de noviembre de 2021.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc104541078]ARTÍCULO V
Documento Nº 503-2022
[bookmark: _Hlk95997834]La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 029CJ-2022 del 16 de mayo de 2022, remitieron el siguiente informe:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a GEOVANNYA PATRICIA MÉNDEZ BARRIENTOS, cédula Nº (valor 1), a partir del 01 de junio del 2022.

Al 31 de mayo del 2022, la señora GEOVANNYA PATRICIA MÉNDEZ BARRIENTOS habrá laborado para este Poder por espacio de 21 años, 2meses, 10 días.

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	21 años, 2 meses, 10 días. 

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 

	TOTAL GENERAL:
	21 años, 2 meses, 10 días. 

	EDAD:
	48 años, 9 meses, 17 días. 

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	AUXILIAR ADMINISTRATIVO, ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	34234

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	AUXILIAR ADMINISTRATIVO, ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	AUXILIAR ADMINISTRATIVO, 100.00 %
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	(…)
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO MINIMO ESTABLECIDO:
	¢144,585.54. (Monto mínimo establecido en el artículo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	(…)

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."

	
	
	
	

	FÓRMULA APLICADA:
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	21 años, 02 meses, 10 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar * variaciones en el IPC / 240 = Salario Promedio
	
	
	

	Salario Promedio * 83% = Salario de referencia
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de benef
Cio
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 382,426.12 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	60.56%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	



Información adicional:

	Se adJunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adJunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.



	Se adJunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.



	Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez.

Notificaciones:	

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”

Para el presente caso, la señora Méndez Barrientos, cuenta con 21 años, 02 meses y 10 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

La señora Geovannya Méndez de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

Separación por incapacidad absoluta y permanente.


[bookmark: _Hlk104448595]Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, en sesión N° 045-2022 del 22 de febrero de 2022, donde se declara en estado de invalidez a la señora Geovannya Méndez Barrientos, así como del informe técnico N° 0004-JP-2022 de fecha 26 de enero de 2022, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora Geovannya Patricia Méndez Barrientos, Auxiliar Administrativa, Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a partir del 01 de junio de 2022, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Méndez Barrientos, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 382,426.12 (trecientos ochenta y dos mil cuatrocientos veinte y seis colones con doce céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento de la señora Méndez Barrientos, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene a la señora Méndez Barrientos, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
La Administración Regional Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, las Direcciones de Gestión Humana, y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc104541081][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO VI
Documento Nº 526-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0163-DJA-2022 del 24 de mayo de 2022, dirigido al señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, con copia a esta Junta, comunicó:
“En atención al oficio N° SP-484-2022 recibido mediante correo electrónico el 9 de mayo del 2022, mediante el cual se presentan las evaluaciones y conclusiones, con respecto al oficio N° 052-DJA-2021 de fecha 2 de setiembre de 2021, que contiene los fundamentos técnicos emitidos por la empresa VALMER y por la administración del Fondo, relacionados con la metodología de cálculo del deterioro, me permito por este medio informar sobre el avance de gestión de esta administración sobre las observaciones planteadas por este ente Supervisor (SP-784-2021): 

· • Se realizó una sesión de trabajo entre la Dirección de la JUNAFO y ejecutivos de la empresa VALMER el 16 de mayo de 2022, con el fin de analizar las observaciones y recomendaciones realizadas en el oficio N° SP-484-2022, de este análisis considerando las modificaciones en la metodología, programación, pruebas y la colocación de esta versión final en el sistema, la empresa VALMER presentó un cronograma con el fin de cumplir con lo solicitado, el cual se presenta más adelante. 

· • Así mismo es importante destacar que las sugerencias de ajuste presentadas por el Ente Supervisor conllevan procesos complejos para que se ajusten a los cambios requeridos, situación que al ser tomada en consideración, convierte el plazo estipulado en el cronograma presentado por la empresa Valmer, S.A. como razonable. 

[image: ]
De acuerdo con lo anterior, con el fin de analizar y aplicar los cambios sugeridos por la SUPEN y tomando en consideración lo planteado en el cronograma de trabajo por parte de la empresa VALMER, se estima oportuno solicitar un plazo adicional de 30 días hábiles al otorgado en el oficio N° SP-484-2022, con el fin de atender totalmente lo requerido. 



En espera de su estimable comprensión, me despido.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de la solicitud de prórroga realizada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0163-DJA-2022 del 24 de mayo de 2022, dirigido al señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc104541084]ARTÍCULO VII
Documento Nº 507-2022
En sesión Nº 21-2016 celebrada el 03 de marzo de 2016, articulo XVI, se le reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada María Gabriela Argüello Vargas, Analista en Criminología del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones del Primer Circuito Judicial de San José, doce años, nueve meses y veintiocho días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 20 de marzo de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢66,310,728.76 (sesenta y seis millones trescientos diez mil setecientos veintiocho colones con setenta y seis céntimos), que se le deduciría de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
La licenciada María Gabriela Argüello Vargas, Analista en Criminología del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, mediante nota de fecha 18 de mayo de 2022, solicitó lo siguiente:
“Primero:

Ingresé a laborar en el Poder Judicial, propiamente al Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, como Analista en Criminología, el 02 de febrero del año 2015, siendo mi anterior patrono, el Ministerio de Seguridad Publica, Policía de Control de Drogas, por un período de 14 años y 11 meses.

Segundo:

Al ingresar a laborar en el Poder Judicial, me comentaron que si quería tener derecho a la pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa, cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública; por lo anterior, me comuniqué con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 51 años de edad; partiendo que tenía más de 14 años laborando para dicho Ministerio (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido. Lo anterior aunado a la advertencia verbal que recibí, de que no se me reconocería las anualidades que me corresponden, de no realizar dicho trámite.

Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado el cual se ve reflejado el cobro por quincena como obligación por cobrar –RTSFPJ (%)-CP-FJP.

Tercero:

No obstante y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó, que con tal reforma, mi expectativa de una jubilación a los 30 años de servicio y 51 años de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de edad, siempre y cuando posea los 35 años de servicio público.

Por lo anterior, no existe la necesidad hoy en día, de equiparar al Fondo de Pensiones del Poder Judicial la cantidad adeudada, misma que fue calculada dentro una ley que no se encuentra vigente, puesto que con los años de más que tengo que laborar actualmente, se solventaría el pago para la pensión, sin dejar de lado que las condiciones que me fueron expuestas en el momento por parte de Gestión Humana, no son las mismas y que ya no voy a gozar del 100% de mi pensión cuando me jubile, como se pretendía cuando inicié mis labores en el Poder Judicial. Razones además por las cuales autoricé el rebajo a mi salario, para ponerme al día con el régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento.

 Petitoria:

1.	En razón de lo esbozado, solicito a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro e informar al departamento de salarios, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; si no además, se me obliga a cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 51 años de edad. Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y que en mi caso en particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando.

2.	Solicito además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación.

Anexos:
[image: Interfaz de usuario gráfica, Texto, Aplicación, Correo electrónico
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida la gestión de la licenciada María Gabriela Argüello Vargas, Analista en Criminología del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, mediante nota de fecha 18 de mayo de 2022. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la servidora Argüello Vargas, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que si la administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas por la señora María Gabriela, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc104541087]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 412-2022 / 505-2022
En sesión N° 15-2022 celebrada el 05 de abril de 2022, artículo XII, se acordó que de conformidad con el artículo 239, inciso h de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como de las políticas y normativa del Poder Judicial, autorizar el pago de horas extras, para aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que, en razón de los horarios fuera de la jornada laboral, para las sesiones de los diferentes Comités de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en las que presten asistencia para temas de agendas y actas y comunicar lo acordado al Consejo Superior del Poder Judicial, a fin de solicitar se autoricen a las oficinas respectivas, la colaboración para los trámites que correspondan según la normativa aplicable.
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 37-2022 celebrada el 03 de mayo de 2022, artículo XXXIX, que literalmente dice:
“La licenciada Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio 0259-JUNAFO-2022 del 21 de abril de 2022, hizo de conocimiento el acuerdo tomado por su despacho en sesión N° 15-2022 celebrada el 05 de abril de 2022, artículo XII, que literalmente dice:

“Manifiesta el máster Oslean Mora Valdez, que con base en el acompañamiento que realiza la Prosecretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, al Comité de Auditoría, según lo acordado por esta Junta, en sesión N° 9-2022 celebrada el 23 de febrero de 2022, artículo único, donde se dispuso que, en adelante la Dirección de la JUNAFO, brindaría apoyo logístico al Comité de Auditoría. Además, en razón de que dicho Comité se reúne en horas no laborales, es que se solicita la aprobación del pago de horas extras, al puesto de Prosecretaria.

Manifestaciones de los integrantes:

Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que él está de acuerdo con el pago de las horas extras, pero que debería ser a cualquier persona servidora de la Dirección de la JUNAFO, que brinde apoyo a los Comités, porque hoy es el Comité de Auditoría, pero se podría presentar una emergencia en cualquiera de los otros Comités que se tenga que atender fuera de la jornada, por lo que debería ser general. 

Señala el licenciado Freddy Chacón Arrieta, que sí, que se debería dejar más abierto el pago de horas extras, para cuando lo considere pertinente la Administración.

Dice el doctor Juan Carlos Segura Solís que él tiene una duda, si dependiendo de la naturaleza jurídica del cargo, de los funcionarios y funcionarias, no es permitido el pago de horas extras, salvo casos excepcionales.

Responde el máster Oslean Mora Valdez, que el régimen que cubriría un caso para no hacer el pago de horas extras, es el régimen de confianza, ya que son los puestos que no tienen un horario de carácter estricto y por lo tanto no se le debería de aplicar tan sencillo el pago de horas extras.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) De conformidad con el artículo 239, inciso h de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como de las políticas y normativa del Poder Judicial, autorizar el pago de horas extras, para aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que, en razón de los horarios fuera de la jornada laboral, para las sesiones de los diferentes Comités de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en las que presten asistencia para temas de agendas y actas. 2.) Comunicar este acuerdo al Consejo Superior del Poder Judicial, a fin de solicitar se autoricen a las oficinas respectivas, la colaboración para los trámites que correspondan según la normativa aplicable. 3.) Hacer del conocimiento de la Dirección de la JUNAFO el presente acuerdo para su seguimiento e implementación oportuna.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”

- 0 -

Expresa la Vicepresidenta magistrada Solano: “Podemos poner el espacio que se les recuerda que en el caso de pago de jornada extraordinaria debe estar debidamente motivado y que como lo señala la palabra es extraordinario, y solo en los casos que se requiera por la optimización del recurso económico público; y que deben corroborar que cuentan con el contenido presupuestario para sufragar los pagos pertinentes.”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por conocido el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, en sesión N° 15-2022 celebrada el 05 de abril de 2022, artículo XII, en la que se autorizó el pago de horas extras, para aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que, en razón de los horarios fuera de la jornada laboral se deban a las sesiones de los diferentes Comités de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en las que presten asistencia para temas de agendas y actas. Lo anterior, en el entendido que, dichos pagos deben aplicarse únicamente en los casos debidamente motivados; asimismo, deberán corroborar que cuentan con el contenido presupuestario para hacerle frente a los respectivos pagos. 2.) Trasladar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento de Financiero Contable, para que, presten colaboración a los trámites que correspondan según la normativa aplicable. -La cancelación de lo autorizado estará a cargo del programa 951-.

La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo de su cargo.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 37-2022 celebrada el 03 de mayo de 2022, artículo XXXIX, sobre la autorización del pago de horas extras, para aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, en el entendido que será debidamente justificado el motivo por el cual se está elaborando de manera extraordinaria. 2.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc104541089]ENTRA EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
ARTÍCULO IX
Documento Nº 264-2022 / 509-2022
En sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo XXII, se tomó nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar M, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-237-2022 recibido el 4 de marzo de 2022, dirigido a la presidencia de la Corte Suprema de Justicia, con copia a esta Junta y estar a la espera de lo que resuelva el Poder Judicial.
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por Corte Plena, en sesión N° 20-2022 celebrada el 3 de mayo de 2022, artículo XXIII, que literalmente dice:
[bookmark: _Toc94260153]“SALEN LOS MAGISTRADOS CRUZ, RIVAS, SALAZAR ALVARADO, LA MAGISTRADA VARELA Y LA SUPLENTE VARGAS VARGAS.

SE DESCONECTA DEL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MAGISTRADO CASTILLO.

ASUME LA PRESIDENCIA LA MAGISTRADA SOLANO.

[bookmark: _Toc94260154]ENTRAN LOS MAGISTRADOS SUPLENTES JORGE LÓPEZ GONZÁLEZ, RONALD SALAZAR MURILLO Y LAS MAGISTRADAS SUPLENTES ILEANA SÁNCHEZ NAVARRO Y ANA CRISTINA FERNÁNDEZ ACUÑA, EN SUSTITUCIÓN, POR SU ORDEN, DE LOS MAGISTRADOS RIVAS, SALAZAR ALVARADO, CASTILLO Y RUEDA POR INHIBITORIA. 

SE CONECTAN AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA LA MAGISTRADA SUPLENTE ROSIBEL JARA VELÁSQUEZ Y EL MAGISTRADO SUPLENTE RODRIGO CAMPOS ESQUIVEL, EN REEMPLAZO DEL MAGISTRADO CRUZ Y LA MAGISTRADA VARELA POR INHIBITORIA. 

[bookmark: _Hlk97267267]Documento N° 8233-2012, 3610-14, 5433-14, 5553-14, 5614-14, 5834-14, 5850-14, 6212-14, 6734-14, 6742-14, 6909-14, 7051-14, 7081-14, 7141-14, 7146-14, 7171-14, 7178-14, 7688-14, 7781-14, 8150-14, 9312-14, 11368-2019, 10294-2020 y 4664-2021/9179, 10076-2021, 831-2022, 1642-2022 / 1643-2022/3827-2022/ 4664-2022, 5044-2022 y 5202-2022

En sesión N° 50-14 celebrada el 27 de octubre de 2014, artículo único, que en lo que interesa dice:

“En sesión N° 19-14 celebrada el 12 de mayo último, artículo XXV, se tomó el acuerdo que en lo que interesa dice:

“En sesión N° 31-12 celebrada el 3 de setiembre del 2012, artículo XXIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

- 0 -

Expresa la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva: “Me parece que antes de tomar una determinación, lo pertinente sería pasarlo a estudio y le iba a proponer al Magistrado González, si nos hace el favor de estudiar el tema y rinda un informe a esta Corte”. 

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Aprobar la propuesta de la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva, en consecuencia, trasladar el tema planteado al Magistrado González, para su estudio e informe a esta Corte.”

- 0 -

El Magistrado González en nota del 31 de marzo del año en curso, rinde el siguiente informe:

“En atención al oficio 9905-12 del 10 de octubre de 2012, adicionado por el 5561-13 del 22 de mayo de 2013, me permito rendir el siguiente informe en relación con algunos aspectos relacionados con el otorgamiento de jubilaciones y pensiones en el Poder Judicial.

Objeto del informe

Mediante el artículo XXIII de la sesión no. 32-12 del 3 de setiembre de ese mismo año (comunicado por oficio 9905-12 del 10 de octubre de 2012), la Corte Plena acordó solicitar un informe sobre el contenido del oficio SP-1305-2012 de la Superintendencia de Pensiones en el que se cuestiona la legalidad de la regla cuarta, aprobada en la sesión de Corte Plena 9-2000 del 28 de febrero de 2000.

Asimismo, de conformidad con el oficio 8575-13 del 6 de agosto de 2013, la señora Presidente de la Corte solicita se adicione a este análisis lo resuelto por el Consejo Superior en los artículos LIV y XXXI de las sesiones 44-13 y 62-13, respectivamente, en los que dicho órgano eleva a conocimiento de esta Corte el rechazo de una recomendación de auditoría en la que se cuestiona la metodología seguida para el cálculo de las jubilaciones, específicamente, en cuanto se toman en cuenta fracciones de meses hasta completar 720 días o 360 días en vez de considerar el salario devengado en un mes calendario.

I.- Análisis de la Regla Cuarta

Antecedentes

En la sesión de Corte Plena en que se solicitó la realización de este informe, se conoció la respuesta dada a la comunicación de la Superintendencia de Pensiones sobre la visita de supervisión realizada por este órgano, en la cual, dentro de sus resultados, se cuestiona nuevamente la aplicación de la denominada regla cuarta por cuanto considera que no se ajusta al transitorio XIII de la Ley no. 7333. Se recomienda, a su vez, “emitir las disposiciones pertinentes, para derogar la regla cuarta del acuerdo de la Corte Plena en razón de su ilegalidad.” (Anexo al oficio SP-1305-2012)

Como antecedente de este tema, se menciona el informe PJD-032-2005 del 16 de setiembre de 2005, puesto en conocimiento del Poder Judicial a través del oficio SP-2120-2005.

La regla cuarta fue aprobada en la sesión 9-2000 del 28 de febrero del 2000 con ocasión de un informe presentado por la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el que realizó una serie de precisiones en cuanto a los distintos supuestos en que se podían encontrar los servidores judiciales a partir de las diversas reformas legales que han modificado el régimen jubilatorio de la Institución, por lo que propuso cuatro reglas que regularan el otorgamiento de este derecho. La última de estas, y que es objeto de este informe, indica:

“Quienes al 1° de enero de 1994 no tenían 20 años de servicio y siempre y cuando a la entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones N° 7302 de 8 de julio de 1992 vigente a partir del 15 de ese mismo mes y años, hubieren cumplido más de 10 años laborados o reconocidos, pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333, de 5 de mayo de 1993, con 55 o más años de edad si cumplen al mismo tiempo 30 años de servicio.

Los servidores de este grupo pueden jubilarse con un monto proporcional no completo al cumplir los 30 años de servicio, según las reglas propias del Sistema de Pensiones del Poder Judicial vigentes, antes de cumplir los 55 años de edad. 

Y de acuerdo con la edad, también pueden jubilarse con un monto proporcional del promedio del salario jubilable, a los 62 años, siempre y cuando tengan 10 de servicio.”

Ahora bien, para la mayor comprensión, no sólo de las conclusiones del presente estudio, sino principalmente de las situaciones que derivaron en el dictado de la denominada regla cuarta, es fundamental analizar algunos conceptos jurídicos importantes a tomar en cuenta y su aplicación a la materia previsional, para luego realizar un recuento del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial y las distintas reformas legales que lo han afectado desde la vigencia de la reforma de 1983.

Derecho de Pertenencia a un Régimen y Derecho a la Jubilación

Dado que las reglas aprobadas por la Corte Plena, dentro de las cuales se encuentra la denominada “regla cuarta” objeto de este informe, pretendían definir el régimen de jubilaciones aplicable a los funcionarios de acuerdo a su situación particular al momento en que se dio la reforma integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial (que entró en vigencia a partir de 1994), es importante señalar que la discusión de la validez o no de esta, se enmarca dentro del tema de la aplicación temporal de las normas propias de los regímenes previsionales. Por ende, es esencial referirse a los conceptos y principios jurídicos de raigambre constitucional que entran en juego cuando se da una modificación legal.

En este sentido, el primer tema a destacar es que el derecho a la pensión[footnoteRef:1][1] o jubilación constituye un derecho constitucional y fundamental a favor de todo trabajador derivado de la prestación del trabajo (voto de la Sala Constitucional no. 1147-90 de las 16 horas del 21 de setiembre de 1990). [1: [1] Es importante subrayar que en el caso del Poder Judicial, se ha hecho una distinción entre jubilación y pensión, entendiendo por la primera aquella que se le otorga al funcionario judicial, mientras que la segunda sería aquella otorgada al beneficiario. Empero, esta es una distinción propia de la institución, siendo que a nivel doctrinal y jurisprudencial, el primero de ellos (jubilación) cubre o abarca el concepto de pensión.] 


Ahora bien, por la naturaleza propia de este derecho, se encuentra sujeto a una serie de requisitos fijados por el ordenamiento jurídico, cuyo cumplimiento se da luego del ejercicio del trabajo por una cantidad determinada de años (tiempo laborado o servido) y una edad específica.

Por ello, en primer término, la anterior afirmación debe entenderse como un derecho abstracto a acceder a una pensión, tal y como se deriva de los preceptos 33 y 73 de la Constitución Política. Concomitantemente, este derecho se precisa o concreta según el régimen al cual pertenece la persona, el que determina la forma mediante la cual se calculará esta pensión así como los requisitos específicos que debe cumplir la persona para adquirirlo definitivamente.

Por eso, para acceder a una pensión o jubilación, la persona debe cotizar a un régimen específico, el cual puede ser especial (como el caso del Poder Judicial) o general (el administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social). Una vez que ingresó a cualquiera de ellos, y sin perjuicio de la movilidad que se pueda generar entre regímenes, o bien, la pertenencia a más de uno, surge en su esfera jurídica una expectativa conforme a la cual, una vez cumplidos los requisitos establecidos (hecho futuro e incierto), adquirirá el derecho a ser beneficiario de la pensión que resulte de la forma de cálculo prevista.

Así, se habla de un derecho de pertenencia al régimen. 

“[…] es preciso observar que ese derecho [el de jubilación] deja de ser una simple expectativa y se adquiere desde que se ingresa al régimen jubilatorio, al menos como derecho general de pertenencia al mismo, y desde el instante en que el beneficiario se encuentra en las condiciones de hecho previstas para recibir el beneficio, como derecho a la prestación actual, sin que sea necesario que la haya reclamado, ni mucho menos declarado el reconocimiento o comenzado a percibirla” (voto de la Sala Constitucional no. 1147-90 previamente citado)

A partir de lo anterior, la expectativa de jubilarse adquiere contornos más precisos una vez que la persona cotiza para un régimen, momento a partir del cual surge una nueva expectativa, ésta más concreta que la anterior, de recibir el beneficio específico que ese régimen prevé, el cual se adquiere en forma definitiva una vez que se cumplan los requisitos (salvo consolidación de una situación jurídica, según se analizará infra).

Asimismo, es importante aclarar que ese derecho general de pertenencia no puede ser equiparado a la inmutabilidad de las reglas que regulan el otorgamiento de la jubilación. La Sala Constitucional ha precisado el concepto y lo ha distinguido del derecho concreto de la siguiente manera:

“el derecho de pertenencia a un régimen jubilatorio guarda un mayor grado de abstracción y consiste, en esencia, en el derecho a que permanezca el régimen de pensiones propio de la institución en que se labora, así como sus elementos o condiciones definitorias. El derecho a pertenecer al régimen significa a no ser excluido, a que se mantengan sus parámetros generales, como podría ser que la contribución sea tripartita -condición, que, por cierto, en proporciones similares es por sí misma un derecho constitucional, sin perjuicio de que la contribución estatal sea igual en todos los regímenes-. Por sus características, este derecho se adquiere por el solo ingreso a él, sin embargo, como ya se dijo, sus consecuencias son mucho más restringidas que las que se expondrán para el caso del derecho concreto a la pensión. […] El derecho concreto a gozar de la jubilación es aquél que tradicionalmente se ha utilizado como ejemplo para explicar el concepto de derecho adquirido. En esos mismos términos siempre se consideró que nacía en el momento en que el trabajador cumplía los requisitos exigidos por la ley vigente en ese momento para acceder al beneficio jubilatorio. Consecuencia de este razonamiento y de la diferencia de grado que se ha hecho es la indicada en la resolución número 6124-93 de las 14:30 horas del 23 de noviembre de 1993: XIV.- "En cuanto al goce efectivo del mismo, es un derecho que no puede limitarse, condicionarse o suprimirse en forma irracional en modo alguno, cuando se ha adquirido el derecho como tal, constituyéndose así en un derecho absoluto de disfrute. Sin embargo, no sucede del mismo modo con la expectativa de los trabajadores que cotizan para un régimen determinado, de manera que es hasta que se cumple con todos los presupuestos de ley -edad, años de pagar las cuotas, monto, etc.- que se obtiene dicho derecho. Así, la pertenencia a un régimen determinado de pensiones o jubilaciones se adquiere desde el momento en que se comienza a cotizar en dicho régimen, pero el derecho concreto a la jubilación se adquiere cuando el interesado cumple con todos los presupuestos establecidos por ley, y no antes […]” (voto 6491-98 de las 9 horas 45 minutos del 10 de setiembre de 1998)

Lo dicho hasta este punto sirve de introducción para el tema fundamental del presente informe, cual es, en qué situación se encuentran aquellas personas que han cotizado a un esquema previsional específico sin que aún se puedan jubilar cuando este varía por reforma legal. En este tema, los conceptos de derecho adquirido y situación jurídica consolidada permiten introducir la respuesta a esta interrogante.

Al respecto, la Sala Constitucional ha indicado:

“Los conceptos de “derecho adquirido” y “situación jurídica consolidada” aparecen estrechamente relacionados en la doctrina constitucionalista. Es dable afirmar que, en términos generales, el primero denota a aquella circunstancia consumada en la que una cosa –material o inmaterial, trátese de un bien previamente ajeno o de un derecho antes inexistente- ha ingresado en (o incidido sobre) la esfera patrimonial de la persona, de manera que ésta experimenta una ventaja o beneficio constatable. Por su parte, la “situación jurídica consolidada” representa no tanto un plus patrimonial, sino un estado de cosas definido plenamente en cuanto a sus características jurídicas y a sus efectos, aun cuando éstos no se hayan extinguido aún. Lo relevante en cuanto a la situación jurídica consolidada, precisamente, no es que esos efectos todavía perduren o no, sino que –por virtud de mandato legal o de una sentencia que así lo haya declarado- haya surgido ya a la vida jurídica una regla, clara y definida, que conecta a un presupuesto fáctico (hecho condicionante) con una consecuencia dada por (efecto condicionado) […] Ahora bien específicamente en punto a ésta última [situación jurídica consolidada] se ha entendido también que nadie tiene un “derecho a la inmutabilidad del ordenamiento”, es decir, a que las reglas nunca cambien. Por eso, el precepto constitucional no consiste en que, una vez nacida a la vida jurídica, la regla que conecta el hecho con el efecto no pueda ser modificada o incluso suprimida por una norma posterior; lo que significa es que –como se explicó- si se ha producido el supuesto condicionante, una reforma legal que cambie o elimine la regla no podrá tener la virtud de impedir que surja el efecto condicionado que se esperaba bajo el imperio de la norma anterior. Esto es así porque, se dijo, lo relevante es que el estado de cosas de que gozaba la persona ya estaba definido en cuanto a sus elementos y a sus efectos, aunque éstos todavía se estén produciendo, o incluso, no hayan comenzado a producirse.” (voto no. 2765-97 de las 15 horas con 3 minutos del 20 de mayo de 1997) 
   
Como tesis de principio, en materia de pensiones, el trabajador puede afirmar que posee una situación jurídica consolidada a partir del momento en que cumple los requisitos que lo facultan para acogerse a la pensión, sin que sea necesario ningún acto que así lo declare, tal y como se extrae de a cita realizada en las líneas precedentes del voto 1147-90 de la Sala Constitucional. En el caso del Poder Judicial, esto se daría a partir del momento en que el servidor está en posibilidad de aplicar para una jubilación proporcional excepto durante los períodos en que esta posibilidad había sido suprimida del ordenamiento jurídico según se analizará posteriormente. 

Bajo esta tesis de principio, ante un cambio en la legislación, únicamente quienes se encuentren en la situación descrita en el párrafo anterior mantendrían incólume la posibilidad de jubilarse con las reglas del régimen previamente modificado por ser titulares de una situación jurídica consolidada.

Empero, este no sería el único supuesto en que se consolidaría en la esfera jurídica de los servidores la posibilidad de jubilarse según los preceptos reformados o derogados. Ello por cuanto es común que al promulgarse las modificaciones, se incorporen normas transitorias cuyo efecto es consolidar, por disposición expresa de ley, el caso particular de ciertos funcionarios a partir de criterios objetivos, como lo son, en el caso de interés, la edad o la cantidad de años servidos al momento de entrada en vigencia del nuevo cuerpo normativo. 

De conformidad con estas, se le otorga ultractividad al régimen anterior únicamente para un grupo determinado de personas según cuenten con los parámetros definidos previamente, aún y cuando en ese momento no cumplan con los requisitos para jubilarse. 

En este punto, es importante aclarar que, si bien cualquier persona desde el momento en que ingresa a un régimen tiene un derecho de pertenencia según la jurisprudencia constitucional, este no implica, según también se obtiene del extracto transcrito del voto 2765-97, que a partir de ese momento ostentan un derecho a la inmutabilidad. Por el contrario, la ultractividad únicamente favorecerá a un grupo de esos titulares para quienes ese derecho de pertenencia muta a una situación jurídica consolidada, o lo que es lo mismo, para estos, la variación normativa no impide la consecuencia jurídica que se deriva de las reglas que perdieron vigencia general.

Dado que la consolidación anticipada en este supuesto se da como consecuencia de una disposición expresa de la ley, es requisito fundamental para ser beneficiario de la ultractividad, que el sujeto cumpla, al momento en que entró en vigencia la nueva legislación, los parámetros exigidos por esta para tales efectos. 

Bajo la figura del silogismo jurídico, en el caso de las normas transitorias, la consecuencia jurídica es la consolidación para ciertas personas del régimen que se modifica. Por esto, además, se puede afirmar que el régimen transitorio agota sus efectos en el mismo instante de su entrada en vigencia, ya que únicamente beneficia a quienes, en ese momento, cuenten con los presupuestos de hecho previstos en la disposición transitoria. En este sentido, puede verse el voto no. 2002-4257 de las 9 horas 20 minutos del 10 de mayo de 2002 de la Sala Constitucional en el que, refiriéndose a derogatoria del transitorio XIII de la Ley 7333, indicó:

 “la derogatoria de la norma transitoria indicada, no interrumpe sus efectos jurídicos por ya haberse producido plenamente los mismos a la fecha de entrada en vigencia de la Ley número 7333, sea el primero de enero de mil novecientos noventa y cuatro (que reformó totalmente la Ley Orgánica del Poder Judicial, número 8). Como norma transitoria, la misma cesó su vigencia al momento de congelarse en el tiempo los presupuestos de hecho requeridos, y todo aquel funcionario judicial que calzara dentro de los supuestos previstos en la norma, adquiriría el derecho a pensionarse según las condiciones fijadas en la normativa reformada. Así, agotada la razón o causa de la norma, cesa su vigencia (cesante ratione legis cessat et ipsa lex).”

Ahora bien, además de las condiciones expresas que imponga el legislador para otorgar una situación jurídica consolidada en los términos recién expuestos, debe considerarse otro supuesto de transitoriedad, específicamente, cuando la ley es omisa sobre el particular. En estos casos, por creación jurisprudencial, la Sala Constitucional, ha establecido que en tales supuestos el plazo mínimo de transitoriedad debe ser de 18 meses, es decir, también se consolidaría la situación jurídica de quienes les falte este plazo (18 meses) para cumplir con los requisitos necesarios para acceder a la jubilación según las reglas modificadas contados a partir de la entrada en vigencia de nueva legislación [2].

Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (período entre la reforma de 1983 hasta la reforma integral de 1994.

 En materia de pensiones, la Ley Orgánica del Poder Judicial fue modificada mediante ley no. 6869 del 9 de noviembre de 1983, momento a partir del cual, los servidores judiciales podían acceder a la jubilación, la que se calcularía con base en el salario promedio del último año de servicio, si se presentaban cualquiera de los siguientes tres supuestos: 

a) Como regla general, se estableció la edad de retiro en 55 años (con una edad de retiro forzoso de 70 años) y los años de servicio en 30. En este caso, la jubilación correspondería al ciento por ciento de la fórmula de cálculo (promedio del salario del último año).

b) También se habilitó la posibilidad de una jubilación proporcional en caso de no cumplir estos requisitos. Es decir, el funcionario podía hacer efectivo su retiro al cumplir los 30 años de servicio, en cuyo caso el cálculo se hace en proporción a la edad, o bien, antes de cumplir los años de servicio exigidos, cumpliendo la edad, en cuyo caso, la relación se hará según los años laborados [3]. 

Con posterioridad, en 1992 se emite la Ley no. 7302, denominada Ley Marco de Pensiones, la cual entró a regir a partir del 15 de julio de ese mismo año. En lo que interesa, esta normativa modificó la edad de retiro para los servidores del Poder Judicial, estableciéndola en 60 años [4]. Asimismo, esta normativa contiene una disposición transitoria la cual conviene transcribir como parte del presente informe en vista de que se usó como parte del fundamento para emitir la regla cuarta.

“Transitorio III.- Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública. En todo caso, para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine su régimen. 

No obstante, a quienes al entrar en vigencia esta ley les falten menos de dieciocho meses para poder pensionarse o jubilarse según los requisitos originales de la legislación que se deroga, podrán pensionarse o jubilarse al cumplir aquellos requisitos, pero en este caso deberán cotizar con el catorce por ciento (14%) del monto de su pensión hasta cumplir los sesenta años de edad, fecha a partir de la cual continuarán cotizando conforme les corresponda según la presente Ley. […]”
   
El transitorio recién trascrito regula dos aspectos. En su primer párrafo, otorga a los funcionarios que a la entrada en vigencia de esta ley contaban con tiempo servido para la Administración Pública y pertenecían a un régimen cuya edad de retiro se aumentó a 60 años, el beneficio de poder descontar de esta edad 1 año por cada dos que hubiere laborado previamente para la Administración Pública hasta un máximo de 5 años. Es decir, dependiendo de los años servidos, así será la cantidad de años que se pueden reducir de la edad de retiro. 

Como mínimo para aplicar esta ventaja, la persona debía haber laborado 2 años en el sector público, en aplicación del principio del Estado como patrono único, y por cada par adicional, podía rebajar un año más hasta completar los 5. En consecuencia, el máximo de años de servicio que se pueden considerar para estos efectos es de 10.

Es importante destacar que, para ser beneficiario de este “descuento”, no se requiere que el funcionario esté próximo a cumplir los requisitos para su jubilación, sino basta con que, al momento en que entró en vigencia la Ley (15 de julio de 1992), contase al menos con 2 años de tiempo servido para la Administración Pública. 

Lo dicho hasta este punto permite afirmar que se trata, en consecuencia, de un derecho subjetivo otorgado mediante una norma transitoria como un mecanismo compensatorio por el aumento en la edad mínima para el retiro.

El segundo contenido del precepto que se comenta es propiamente el régimen de transición que prevé la Ley, otorgando a la normativa reformada ultractividad únicamente para aquellas personas que cumplieran con los requisitos vigentes antes del 15 de julio de 1992 dentro de los 18 meses siguientes a esa fecha. Es decir, únicamente quienes se encuentran en este grupo, consolidaron como situación jurídica su pertenencia al régimen anterior por disposición expresa de ley.

Así, a partir de esta reforma, los requisitos y forma de cálculo para los servidores judiciales quedaron establecidos de la siguiente manera:
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Asimismo, a partir de esta reforma, los servidores judiciales se pueden agrupar en dos grandes grupos según su jubilación se regule por las reglas contenidas en la Ley 6869 antes de la reforma, o, por las resultantes de esta en aplicación del párrafo segundo del transitorio III. Para pertenecer al primero, el servidor judicial tenía que ubicarse en alguno de los siguientes supuestos:

a) Haber cumplido al 15 de julio de 1992 con los requisitos previstos para jubilarse en la Ley 6869.

b) Cumplir esos requisitos antes del 15 enero de 1994, es decir, 18 meses después de que la Ley 7302 entró en vigencia.

En consecuencia, dentro del segundo grupo, se ubican todos aquellos funcionarios que al 15 de enero de 1994 no hayan cumplido los requisitos establecidos en la Ley 6869 para jubilarse o que hayan ingresado a la laborar a la Administración Pública con posterioridad a esa fecha.
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Es importante señalar que en 1993, el artículo 2 de la Ley Marco de Pensiones (7302), mediante el cual se aumentó la edad de retiro para los servidores judiciales a 60 años, fue reformado por la Ley no. 7359 del 20 de setiembre de ese año. Producto de esta reforma, se eliminó la posibilidad de retiro accediendo a la jubilación proporcional, es decir, hizo exigible el cumplimiento tanto de la edad mínima (60) como de los años de servicio (30) e incorporó un supuesto adicional, cual es, aquella persona que tenga 65 años de edad y haya cotizado al régimen al cual pertenece por más de 20 años [footnoteRef:2][5]. [2: [5] El artículo 2 de la Ley 7302 fue modificado para que dispusiera: “Artículo 2.- Este régimen no será aplicable a las personas cubiertas por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense del Seguro Social, ni a los Regímenes de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional ni al del Poder Judicial. Sin embargo, en lo que se refiere a la edad, los servidores acogidos a este último régimen estarán afectos a lo establecido en el artículo 4 de esta Ley.” Por su parte, el numeral 4 al que remite, establece: “Tendrán derecho a acogerse a jubilación: a) Los servidores que tengan al menos sesenta años de edad que hayan servido al Estado y cotizado para el régimen especial al que pertenezcan al menos por treinta años. b) Los servidores que tengan más de sesenta y cinco años de edad y que hayan servido y cotizado para el régimen especial al que pertenezcan por más de veinte años.”] 


Esta ley no estableció ningún régimen transitorio, y entró a regir a partir de su publicación (01 de octubre de 1993). Claro está, con base en la jurisprudencia constitucional, debe entenderse que aplica el plazo de transitoriedad de 18 meses. Empero, lo anterior carece de relevancia, ya que dentro de este, se dio la reforma integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial (1 de enero de 1994), y dentro de ella, del Título correspondiente a las jubilaciones y pensiones de los servidores judiciales.

Esto implica que esta reforma no surtió efectos, en la medida en que todas aquellas personas que se jubilaron entre el 20 de setiembre de 1993 y el 1 de enero de 1994, sea porque cumplieron ambos requisitos o solo uno de ellos (para efectos de la proporcional) estaban amparados por dicho plazo de transitoriedad.

En todo caso, valga acotar que las reformas aquí comentadas (Ley no. 7302 y 7359) no afectaron el resto de las regulaciones que integran el régimen previsto en la Ley no. 6869, las cuales se mantuvieron incólumes. No obstante, es importante tener presente lo expuesto hasta este punto por cuanto sí incide en la edad con base en la cual se podían retirar los funcionarios.

La reforma integral realizada por Ley no. 7333

Mediante esta ley se modificó integralmente la Ley Orgánica del Poder Judicial, y por ende, el régimen de jubilaciones y pensiones judiciales, el cual, aunque no sufrió grandes modificaciones en cuanto a los requisitos, sí varió sustancialmente la forma de cálculo.

Al igual que en las últimas reformas, se accede a la jubilación con 30 años de servicio y 60 de edad [footnoteRef:3][6]. Asimismo, se habilita a los servidores a jubilarse cumpliendo únicamente uno de los dos requisitos. En caso de que cuente con la edad de retiro, entonces el cálculo se realizará en proporción a los años de servicio a condición de que al menos tenga 10 años de servicio. Si cuenta con 30 o más años de servicio, entonces la proporción se realizará en función de la edad.[footnoteRef:4][7] [3: [6] “Artículo 224.- Los servidores judiciales tendrán derecho a acogerse a una jubilación igual al salario promedio de los mejores doce salarios mensuales ordinarios, de entre los últimos veinticuatro salarios mensulaes ordinarios devengados al servicio del Poder Judicial, siempre que el servidor haya cumplido sesenta años de edad y el número de años de servicio para la Administración Pública sea de treinta años o más. El monto de la jubilación no podrá exceder una suma igual al salario base de un diputado.”]  [4: [7] “Artículo 225.- Si no se cumpliere con la edad o el número de años de servicio citado, la jubilación se calculará de la siguiente forma: a) Si el retiro se produjere al cumplir treinta o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor. Para fijarla, se multiplicará el monto del salario promedio, según la regla del artículo 224, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta; el resulta de esta operación constituirá el monto de la jubilación. b) Si el retiro se produjere al cumplir el servidor sesenta o más años de edad, pero antes de cumplir treinta años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a diez. Para fijarla, se multiplicará el monto del salario promedio indicado en el artículo anterior por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta, el resultado será el monto de la jubilación.”] 


Adicionalmente, debe señalarse que se eliminó el retiro forzoso a los 70 años, y se estableció un tope equivalente al salario base de un diputado (este último aspecto fue declarado inconstitucional posteriormente).

Esta reforma incluyó el transitorio XIII que determinó en qué condiciones se daría la ultractividad de la ley, es decir, estableció las condiciones que debían de cumplir los servidores judiciales para poder jubilarse de conformidad con el régimen anterior. Esta norma indicó: 

“Los servidores que al entrar en vigencia la presente Ley tuvieran más de veinte años de servicio o cincuenta y cinco de edad tendrán derecho a jubilarse, conforme a las reglas de la Ley Orgánica que ahora se reforma, siempre que reúnan todos los requisitos establecidos en esa Ley.”

A partir de lo anterior, son dos las condiciones impuestas por el ordenamiento que debía ostentar la persona al 31 de diciembre de 1993:

a) ser servidor judicial; y
b) tener 20 años de servicio o 55 años de edad.

Por supuesto, a este grupo se debe sumar todas aquellas personas que a esa fecha ya cumplieran con los requisitos fijados para obtener el derecho a la jubilación según el régimen anterior.

Finalmente, en este recuento es preciso mencionar la Ley no. 7605, la cual introdujo dos modificaciones de interés. En primer lugar, al reformar el numeral 24 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cálculo de la pensión se realiza en la actualidad conforme a los últimos mejores 24 salarios ordinarios, fijó la edad de retiro en 62 años y el tope en el equivalente al ingreso de un diputado, el cual incluía el ingreso por dietas y gastos de representación. 

No obstante lo anterior, en cuanto a la edad para acogerse a la jubilación, al no modificarse el artículo 225 que regula la posibilidad del retiro con un monto proporcional, lo cierto es que se mantiene la posibilidad de jubilarse con un 100% de la pensión cuando el servidor tenga 30 años de servicio y 60 años de edad[footnoteRef:5][8]. Esto por cuanto la fórmula de cálculo aplicable en este supuesto indica que para establecer el factor de proporción se debe dividir el monto del salario promedio, por la edad del servidor y dividir el resultado entre 60, lo que daría un 100%. [5: [8] Sin perjuicio de la aplicación del denominado descuento del 2x1 concedido mediante el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones] 


Resumen de Requisitos según las versiones de la Ley Orgánica del Poder Judicial
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Fundamentos de la denominada Regla Cuarta.

En la sesión de Corte Plena no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000, con ocasión de un informe presentado por la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el que se analizó un acuerdo del Consejo Superior sobre la existencia de derechos adquiridos al régimen anterior a la Ley no. 7302 (artículo LV de la sesión del 10 de enero de 1998), se aprobaron una serie de reglas relativas al otorgamiento de jubilaciones tomando en cuenta la coexistencia de distintos regímenes. 

Dentro de las reglas aprobadas por la Corte para jubilarse con promedio completo se encuentran la tercera y la cuarta. La primera de estas señala que “adquirieron derechos”, o mejor dicho, ostentan una situación jurídica consolidada a jubilarse conforme a las reglas vigentes al amparo de la Ley no. 6869, quienes ingresaron a laborar antes del 1 de enero de 1994 si a esa fecha cumplían con los requisitos establecidos para jubilarse o los cumplieran dentro de los dieciocho meses siguientes (antes del 29 de junio de 1995) o si, al 1 de enero de 1994 tuvieran 20 años de servicio. Con la excepción que se dirá, se trata del respeto de situaciones jurídicas consolidadas por cumplimiento de requisitos (derecho adquirido en los términos de la jurisprudencia constitucional al no requerir un acto que así lo constituya) o bien, como consecuencia del transitorio XIII de la Ley no. 7333.

En este sentido, la única observación que se hace, aunque no es objeto de este informe, es lo relativo a los dieciocho meses de transitoriedad que se otorga hasta el 29 de junio de 1995. Esto en relación con aquellas personas que llegaron a los 55 años de edad entre el 1 de enero de 1994 y el 29 de junio de 1995, ya que si bien podría argumentarse que es consecuencia directa de la jurisprudencia constitucional previamente comentada, lo cierto es que al existir una norma transitoria expresa, cabe cuestionar si, adicionalmente resultan aplicables los 18 meses de transitoriedad previstos en la jurisprudencia constitucional. En todo caso, por no ser objeto de este informe, se deja planteada la inquietud para una revisión más pormenorizada en caso de que la Corte lo considere conveniente. 

Hasta este punto, y salvo la observación hecha, la regla tercera precisa los términos que se extraen del transitorio XIII de la Ley no. 7333. No obstante lo anterior, la regla cuarta innova un supuesto adicional no previsto expresamente. Se regula el caso de quienes al 1 de enero de 1994 no tuvieran 20 años de servicio (y por lo tanto, no resultarían cobijados por la literalidad del transitorio), en cuyo caso se extiende el tratamiento a que se ha venido haciendo referencia para todos aquellos servidores que al momento en que entró en vigencia la Ley no. 7302 (Ley Marco de Pensiones) tuvieren más de 10 años laborados o reconocidos, pudiendo jubilarse con promedio completo con 55 o más años de edad y 30 de servicio. 

El fundamento sobre el que se basó esta propuesta, aprobada en definitiva por la Corte, parte del análisis de un criterio de Consejo Superior (cuestionado por la Auditoría Judicial) según el cual todos los servidores judiciales que al 15 de julio de 1992 (fecha en que entró a regir la ley Marco de Pensiones) tenían al menos 10 años de servicio, ya sea con el Poder Judicial o reconocidos por este, gozan de un derecho adquirido en cuanto a la pertenencia al régimen de pensiones vigente antes de la modificación operada mediante la Ley Marco de Pensiones. En virtud de lo anterior, quienes en ese momento tuvieran 10 años de servicio, tenían la posibilidad de acceder a la jubilación proporcional cuando cumplieren 55 años, independientemente del tiempo servido. 

En el estudio y propuesta que hace la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, interpreta que el transitorio III de la Ley no. 7302 otorga un plazo de transitoriedad a quienes a su entrada en vigencia tuvieren más de 10 años de servicio. Al respecto indicó:

“El Transitorio III de la Ley N° 7302, estableció que únicamente pueden acogerse a su jubilación aquellas personas que a la entrada en vigencia de esa norma tuvieren más de diez años de servicio o de tiempo reconocido y sólo lo podrán hacer cumpliendo también el requisito de la edad. En esos claros términos fue que el legislador mantuvo vigente para ellos y con derecho a acogerse al respectivo régimen jubilatorio, un sistema transitorio especial, que no precisamente era igual al anterior. Obsérvese que la norma establece dos aspectos que no se pueden escindir o dividir a los efectos de entender lo que quiso el legislador: 1°) que los servidores podían descontar de la edad de retiro un año por cada dos servidos, lo cual, si se atiende a la limitación de los 55 años consignada en el párrafo segundo, la norma, como se explicó supra, estaba dirigida a quienes en ese momento tuvieran diez años de servicio o reconocidos; y, 2°) que en el párrafo segundo, se señala una doble condición para poder jubilarse bajo con [sic] ese régimen Transitorio especial y excepcional; cumplir con el mínimo de los cincuenta y cinco años y “los años servidos que determine su régimen”. / Como consecuencia de esa disposición, a partir de la vigencia de la Ley 7302, los servidores judiciales quedaron divididos en dos grupos: los que no tenían los 10 años de servicio en el Poder Judicial o en el resto del Sector Público y legalmente reconocidos, debían necesariamente cumplir el requisito de los 60 años de edad (nuevo régimen) o el tiempo de servicio requerido por el Sistema (sistema ordinario). Los que si ya tenían esos 10 años podían rebajar de los 60 años los años de servicio de la forma explicada, pero en todo caso cumplir el otro requisito de los años servidos que determinaba el régimen del Poder Judicial (30 años); ambos requisitos porque la “y” del Transitorio es copulativa.” 

Finalmente, el informe concluye lo siguiente:

“[…] quienes a la entrada en vigencia de la Ley 7302 tenían 10 años de servicio, efectivo o reconocido, y que a la entrada en vigencia de la 7333 no alcanzaron los 20 años, pueden jubilarse ordinariamente a los 55 años pero cumpliendo al mismo tiempo 30 años de servicio, o sea ambos requisitos (55 de edad y 30 de servicio), porque así lo exigió la propia ley.”

Sobre la legalidad de la denominada Regla Cuarta   

A partir de los anteriores antecedentes, en esta sección se procederá a analizar concretamente la denominada regla cuarta y su conformidad con el ordenamiento jurídico.

Como se indicó al realizar el recuento histórico de las variaciones normativas, cada una de ellas estableció un régimen transitorio propio, es decir, como consecuencia de cada modificación al régimen ciertos funcionarios consolidaron las reglas con base en las cuales estaban cotizando antes de las reformas, y las cuales se sintetizan en el siguiente cuadro:
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La regla cuarta parte del presupuesto de que cuando entró en vigencia la Ley 7302, quienes tenían 10 años de tiempo servido consolidaron su situación jurídica respecto del régimen vigente desde la reforma operada en 1986 (Ley 6869). No obstante, esto no se ajusta a la interpretación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.

El párrafo primero de dicho precepto, según se comentó, habilita a los funcionarios cuyo régimen se afectó en cuanto a la edad mínima para el retiro, a descontar un año de esa edad por cada dos de servicio hasta un máximo de 55 años, es decir, la edad que regía antes de la reforma.

Ahora bien, aunque para acceder al beneficio mayor que prevé la norma (55 años) se requiera tener 10 de servicio, de esto no se puede inferir que quienes se encuentren en esta situación vean consolidada la posibilidad de jubilarse según las reglas previstas desde 1983 con la Ley 6869. Esto por las siguientes razones.

En primer lugar, esa conclusión no concuerda con la redacción del párrafo primero, el cual se limita a establecer una posibilidad de descontar años de la edad de retiro en función de los años de servicio dentro de un rango (entre 1-5 años en la edad). Este sería el único beneficio que se puede extraer. 

En línea con lo anterior, la única situación jurídica consolidada que se puede extraer de la norma es que se le otorgue el descuento al momento en que haga efectiva la jubilación (valga decir de acuerdo a las reglas que le sean aplicables). Ahora bien, para tales efectos, no es necesario contar con 10 años de servicio, sino que basta con que haya laborado o tenga reconocidos dos años para ser acreedor del beneficio, en cuyo caso únicamente podrá rebajar la edad de retiro a 59 y así sucesivamente.

Ciertamente, al momento de aprobación de la Ley 7302, quienes tuvieran 10 años de servicio no verían modificado, en nada, el régimen al cual pertenecían en ese momento, pero esto es así en la medida en que dicho cuerpo normativo únicamente modificó la edad mínima de retiro. Esto implica, según ya se ha adelantado, que el efecto de consolidación anticipada de la norma transitoria únicamente tendría efecto respecto de la edad, mas no sobre los demás elementos que componen el régimen, como lo son la cantidad de años de servicio o la forma de cálculo. Como se puede observar, este único efecto del transitorio III de la Ley 7302 es limitado.

Como consecuencia de lo anterior, al momento en que entra a regir la Ley 7333, la transitoriedad del régimen anterior al nuevo se debe analizar con base en las reglas expresas dispuestas en este cuerpo normativo, es decir, para el 1 de enero de 1994, los servidores judiciales activos se segmentaron en los siguientes grupos:

a) Quienes se jubilan con el régimen determinado originalmente en la Ley 6869, dentro del cual se podrían ubicar quienes cumplieron con los requisitos para jubilarse antes del 15 de enero de 1994 por aplicación de los 18 meses de transitoriedad prevista en la Ley 7302 y 

b) Quienes también se jubilan con el régimen determinado originalmente en la Ley 6869 debido a que, al 31 de diciembre de 1993, eran servidores judiciales y además tenían 20 años de servicio o 55 años de edad (transitorio XIII de la Ley 7333). En estos dos supuestos (a y b), podría aplicarse el descuento del 2x1 dependiendo de las circunstancias particulares de cada servidor.

c) Los restantes servidores que no puedan ser ubicados en las dos categorías anteriores, se jubilarían de conformidad con la Ley no. 7333, y su posterior reforma mediante Ley no. 7605.

 En este punto, es importante señalar que la fundamentación del informe presentada por la Comisión del Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no difiere sustancialmente de lo expuesto en las líneas precedentes; incluso podría afirmarse que ambos son contestes.

 Empero, la fundamentación que se plasmó en aquella oportunidad no es coherente con el contenido de la regla cuarta, ya que, en el primero se indicó 

“[…] quienes a la entrada en vigencia de la Ley 7302 tenían 10 años de servicio, efectivo o reconocido, y que a la entrada en vigencia de la 7333 no alcanzaron los 20 años, pueden jubilarse ordinariamente a los 55 años pero cumpliendo al mismo tiempo 30 años de servicio, o sea ambos requisitos (55 de edad y 30 de servicio), porque así lo exigió la propia ley.”[footnoteRef:6][9] [6: [9] Valga retomar lo transcrito anteriormente en donde el informe fundamenta esta conclusión en la literalidad del transitorio III de la Ley 7302, y además, en que la “y” es copulativa.] 

   
Lo anterior responde plenamente con el objeto del informe de la Comisión, el cual analizaba el criterio del Consejo Superior según el cual, quienes al entrar en vigencia la Ley Marco de Pensiones tuvieran 10 años de servicio tienen un derecho adquirido de jubilarse en cualquier momento cuando en el futuro cumplieren 55 años aunque no alcancen los 30 de servicio. Difiriendo de la opinión de este órgano, la Comisión llega al convencimiento de que en aplicación del transitorio III, únicamente se “adquiere el derecho” cumpliendo ambos requisitos (edad de retiro según 2x1 y los 30 años de servicio), excluyendo la posibilidad de la jubilación proporcional.

Sin embargo, al formular la regla cuarta, se realizó un agregado no analizado en el texto del informe y que no guarda relación con los argumentos plasmados, a saber, que estos servidores “pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333”. Es precisamente esta adición la que resulta contraria a derecho, y por lo tanto, los derechos otorgados a su amparo resultan nulos y lesivos a los intereses económicos del Fondo de Jubilaciones, y por ende, al Poder Judicial, por carecer de cobertura legal. 

Sobre la lesividad

De aprobarse este informe, se deberán declarar lesivos todos aquellos actos en que se aprobó una jubilación al amparo de la regla cuarta y en contravención con el régimen transitorio establecido en el transitorio XIII de la Ley 7333. Ahora bien, dado que estos se fundamentaron en la regla cuarta, esta también debe ser declarada nula.

No obstante lo anterior, previo a la declaratoria de lesividad, se deberá realizar un análisis caso por caso para determinar si la jubilación otorgada transgrede la normativa aplicable a dicho servidor. 

En principio, la disconformidad con el ordenamiento jurídico se produce en cuanto a la forma de cálculo utilizada, en la medida en que según el régimen establecido en la reforma de 1983 (Ley 6869) la jubilación se calcula, sin sujeción a tope, y calculada según el salario promedio del último año de servicio, mientras que con la Ley 7333, se consideran los mejores 12 salarios de los últimos 24 meses, suma que no podrá exceder el tope correspondiente. Sin embargo, resulta conveniente revisar el cumplimiento de los requisitos de acuerdo a las reglas señaladas.

Adicionalmente a las personas jubiladas, es preciso analizar el caso de los funcionarios que han “fijado” su derecho, pero no lo han hecho efectivo. 

Esta es una práctica que se ha seguido a lo interno del Poder Judicial en donde el servidor le solicita al Consejo Superior que “declare” que al momento de la gestión le asiste el derecho de pensionarse. Esta práctica hace surgir el interrogante sobre el tratamiento que se le debe dar a este “acto”, más precisamente, si deben ser anulados mediante el proceso de lesividad.

Sobre este punto, debe considerarse que de conformidad con la jurisprudencia de la Sala Constitucional, las reglas con base en las cuales se debe otorgar la jubilación a una persona se consolidan desde el momento en que se cumplen los requisitos para acogerse a la pensión sin necesidad de que haya un acto que así lo declare. En los términos de la Sala Constitucional no es ”necesario que la haya reclamado, ni mucho menos declarado el reconocimiento o comenzado a percibirla” (voto 1147-90 previamente citado).

Incluso, partiendo de lo anterior, el acto que otorga la pensión no tiene efectos constitutivos sino declarativos. 

Esto hace que el “acto de fijación de derechos” sea innecesario. Procurando comprender su razón de ser, se puede suponer que esta se origina en la incerteza que produjo en el fuero interno de los funcionarios las múltiples reformas que se sucedieron en la década de los 90 y el deseo de contar con una decisión administrativa que le genere seguridad sobre su situación personal.

A la luz de la jurisprudencia constitucional, no habría ninguna distinción entre un funcionario que realice este trámite y otro que solicite al Departamento de Gestión Humana que le certifique los años servidos directamente con la Institución junto con los que le han sido reconocidos, e incluso uno que no haga ninguna de anteriores gestiones.

Según lo expuesto, no sería necesario declarar la lesividad de estos actos, y en todo caso, al momento en que el servidor hace efectivo su derecho, el acto que así lo declare debe ajustarse al ordenamiento jurídico al margen de la manifestación realizada en un acuerdo previo.

No obstante lo anterior, debe considerarse que existen sentencias de la Sala Constitucional que incluso ha derivado la existencia de derechos a partir de errores aritméticos, aplicando el principio de intangibilidad de los actos propios, exigiendo recurrir al proceso de lesividad en estos casos, al margen de lo que dispone el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública.

Por ello, a efectos de evitar eventuales nulidades y recursos de amparo, acudir también al mecanismo de la lesividad contra estos “actos de fijación del derecho” que apliquen la denominada regla cuarta.

Por último, no se puede omitir analizar el tema de la caducidad del proceso judicial. Esto motivó que en oportunidades anteriores se valorara que, por el tiempo que había transcurrido desde el otorgamiento de la jubilación, la gestión anulatoria resultaba improcedente por la caducidad de dos meses que establecía la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. No obstante lo anterior, de conformidad con el numeral 21 de dicho cuerpo normativo, lo cierto es que por tratarse de actos de efectos continuados, se preveía la excepción a la aplicación del término de caducidad cuando la acción pretenda la inaplicabilidad futura del acto.

Esto es reiterado en el actual Código Procesal Contencioso Administrativo, por virtud de los artículos 34 y 40, según lo cuales, resulta posible, con independencia del tiempo ordinario de caducidad, cuestionar actos absolutamente nulos para efectos de su inaplicabilidad futura en tanto estos continúen produciendo efectos jurídicos, es decir, en tanto la conducta administrativa formal que se pretenda impugnar sean actos de efectos continuados, siendo las jubilaciones el arquetipo de esta categoría jurídica.

En este sentido, debe señalarse que el transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo dispuso que “El régimen de impugnación de los actos que hayan quedado firmes en la vía administrativa antes de la vigencia del presente Código, se regirá por la legislación vigente en ese momento.” A partir de esta norma, se podría entender que en el caso de las jubilaciones otorgadas cuando aún se encontraba vigente la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativo ya no pueden ser cuestionadas. 

Sin embargo, debido a que dicha normativa mantenía incólume la posibilidad de atacar el acto si este continuaba produciendo efectos para que se declare su inaplicabilidad futura, situación también regulada en el Código Procesal Contencioso Administrativo, entonces un proceso de lesividad que tenga por objeto, precisamente, la inaplicabilidad futura, no puede considerarse caduco, en la medida en que esta nunca ha operado, como sí aconteció si lo que se pretende es la declaratoria de nulidad con efectos retroactivos.

Así, tratándose de pensiones cuyo acto de otorgamiento adquirió firmeza hace más de un año, únicamente procede solicitar la anulación para efectos de inaplicabilidad futura, según el precepto 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo.

En el caso de que se hayan otorgado pensiones cuya firmeza se haya dado dentro del último año, el proceso de lesividad deberá plantearse según las reglas y consecuencias del artículo 39 de dicho cuerpo normativo, y en consecuencia, la nulidad se deberá solicitar con efectos retroactivos y con repetición de lo pagado de más.

Recomendaciones en relación con la denominada regla cuarta.

Con fundamento en lo analizado, me permito realizar las siguientes recomendaciones:

a) Derogar, por presentar vicios de nulidad, la denominada Regla Cuarta aprobada en el artículo XXXI de la sesión no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000.

b) Previa identificación por parte del Departamento de Gestión Humana de los casos en que procede, declarar lesivo a los intereses económicos del Estado todas aquellas jubilaciones o pensiones otorgadas cuyo cálculo se haya realizado según las reglas vigentes a partir de la reforma incorporada por la Ley no. 6869 en aplicación de la regla cuarta. 

c) Previa identificación por parte del Consejo Superior de los casos en que procede, declarar lesivo a los intereses económicos del Estado todos aquellos actos de “fijación del derecho” que se hayan emitido al amparo de la regla cuarta.

d) Remitir los anteriores expedientes a la Procuraduría General de la República para que proceda a la interposición de los procesos de lesividad, únicamente para efectos de anulación e inaplicabilidad futura si el derecho fue otorgado hace más de 1 año. En el caso de aquellas jubilaciones aprobadas y que aún se encuentren dentro del plazo de 1 año previsto en el numeral 39 del Código Procesal Contencioso Administrativo, se solicite la repetición de lo pagado de más.

e) Que en dichos procesos, se solicite una medida cautelar al Juez para que se suspenda el pago de la diferencia entre el cálculo que le correspondería y la suma que actualmente se le gira por jubilación.

f) Que se informe al Consejo Superior para que cualquier jubilación o pensión que esté pendiente de aprobarse en aplicación de la Regla Cuarta sea revisada y resuelta de conformidad con lo expuesto en este informe.

II.- Cálculo de la jubilación con base en fracciones

Sobre este tema, la Auditoría Judicial cuestionó la forma en que se calculaban las jubilaciones por considerar que resultaba contraria a lo dispuesto en el artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Esto por cuanto el cómputo de los 24 salarios se realiza “a partir de la fecha en que la persona se acogerá al beneficio hacia atrás, tomando en cuenta fracciones de meses hasta completar 720 días (equivalente a 24 meses de 30 días)”[footnoteRef:7][10]. En criterio de la Auditoría, esto resulta incorrecto, por cuanto lo procedente es utilizar el mes calendario, ya que la norma citada se refiere a los “salarios mensuales ordinarios”.  [7: [10] Informe 26-07-AFJP-2013 del 15 de enero de 2013.] 


Por ello, concluye, “el hecho de contemplar en el cálculo de la jubilación los meses de manera fraccionada y no el salario mensual (según calendario) provocan que algunas jubilaciones otorgadas no se apeguen estrictamente al ordenamiento jurídico y consecuentemente exista un error en el monto otorgado, ya sea que esté sobrevaluado o subvaluado.”

El Consejo Superior, por su parte, rechazó esta recomendación mediante acuerdo adoptado en el artículo XXXIII de la sesión 17-13 del 26 de febrero del 2013, consideró que no asistía fundamento legal para este punto.

Ante esto, mediante oficio 412-35-AFJP-2013, la Auditoría Judicial solicitó elevar esta discrepancia al conocimiento de la Corte Plena en virtud de lo dispuesto en la Ley de Control Interno. 

El director ejecutivo Alfredo Jones se refirió a los motivos de por qué no es conveniente modificar la forma de cálculo, los cuales se sintetizan a continuación:

a) De conformidad con la Ley de Salarios de la Administración Pública, cada anualidad se contabiliza al sumar 360 días laborales.

b) “la forma de cálculo para establecer el monto de la jubilación como práctica administrativa desde hace más de veinte años, reconoce que la relación de servicio no se termina completando meses, por cuanto podría suceder que los 30 años de labor, la edad de jubilación, la incapacidad por enfermedad o el fallecimiento de la persona, se presente cualquier día del mes.”

c) Señala que el artículo 4 del Reglamento para reconocimiento de tiempo servido hace referencia a 360 días de labor continua efectiva.

d) De variarse la metodología, no se podrían considerar períodos fraccionados para los servidores interinos que no han contado con períodos consecutivos de nombramiento.

e) La modificación planteada supone ajustes al sistema de cómputo con un alto costo, sin que exista una relación costo-beneficio que lo justifique. 

En relación con este punto, el argumento de la Auditoría Judicial resulta acorde con el ordenamiento jurídico. De conformidad con la literalidad del artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para efectos del cálculo se deben considerar los mejores 12 salarios de los últimos 24 salarios mensuales ordinarios. 

Esto implica que la unidad que debe considerarse para efectos de la fórmula de cálculo es el salario mensual devengado, y no los últimos 720 días desde la última fecha laborada. En el caso de que la jubilación se haga efectiva, no en el último día del mes calendario, se debe tomar en cuenta lo que se le pagó en ese mes, es decir, la proporción que le corresponda. 

La ley es clara en señalar que se considerarán los últimos 24 salarios mensuales, al margen de si estos corresponden a un mes laborado en forma íntegra o parcial. 

En relación con los argumentos expuestos en favor de la legalidad de la práctica actual, debe señalarse que el cómputo del tiempo servido y los componentes de la ecuación para el cálculo del monto de jubilación no deben confundirse. Por esto, las citas normativas realizadas no son atinentes.

Por otra parte, en cuanto al tratamiento desigual para los interinos que no cuenten con un período de nombramiento continuo, lo cierto es que este proviene de la misma normativa, sin que se pueda desconocer por una práctica administrativa, sin perjuicio de las acciones que estos funcionarios puedan tomar en caso de considerarse afectados en forma indebida. Asimismo, no puede soslayarse el que la diferencia provendría de la situación fáctica particular de cada uno, y por ende, no podría afirmarse que se trata de una discriminación arbitraria.

Por último, en cuanto al funcionamiento del sistema de cómputo, este debe ajustarse a la normativa, y no la interpretación de la normativa a su operatividad.

Ahora bien, en cuanto a las pensiones otorgadas de esta forma, es preciso contar con una cuantificación del efecto (sea positivo o negativo) para el fondo, a efectos de determinar si resulta conveniente la interposición de un proceso de lesividad. 

Recomendaciones

En virtud de lo expuesto en esta sección del presente informe, se recomienda:

a) Modificar la fórmula de cálculo a partir de este momento para que se consideren los salarios mensuales ordinarios y no las fracciones.

b) Que el departamento de gestión humana y la auditoría Judicial presenten un informe en cuanto a la relación costo-beneficio de impugnar judicialmente las eventuales sumas pagadas de más a los funcionarios judiciales, considerando, además, los ajustes que tengan que hacerse a favor de otros servidores judiciales.

Sin otro particular, en los términos planteados, dejo rendido el anterior informe, quedando a su disposición para cualquier aclaración que considere pertinente.”

- 0 -

La licenciada Karol Monge Molina, Profesional en Derecho de la Secretaría General de la Corte, rinde el Informe Nº 14-2014 del 21 de abril último, que literalmente dice:

“I.- ASUNTO. 

Análisis de la legalidad de la denominada Regla IV, que forma parte de una serie de reglas dictadas por la Corte Plena en sesión nº 9-2000 del 28 de febrero del 2000, con ocasión de la reforma que operó en el sistema de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, a partir de la entrada en vigencia de la ley n° 7302, conocida como Ley Marco de Pensiones; en virtud de las disposiciones contenidas en el oficio SP-1305-2012 de la Superintendencia de Pensiones en el que se cuestiona su legalidad por considerarse que no se ajusta al transitorio XIII de la Ley no. 7333 y en el que se recomendó su derogatoria. 

II. ANTECEDENTES.

La regla cuarta fue aprobada en la sesión 9-2000 del 28 de febrero del 2000 con ocasión de un informe presentado por la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el que se expusieron una serie de consideraciones en relación a los distintos escenarios en que se podían encontrar las personas servidores judiciales a partir de las diversas reformas legales que modificaban el régimen jubilatorio de la Institución.

Por su parte, la Superintendencia de Pensiones –mediante oficio SP-1305-2012-, giró una serie de disposiciones a efecto de derogar la citada regla, y el Consejo Superior de este Poder Judicial –en el artículo LIII de la sesión 60-13 del 12 de junio de 2013- solicitó a la Corte Plena, su modificación a efecto de que las personas de nuevo ingreso al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que soliciten reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, no se les puede aplicar dicha regla.

III. NORMATIVA APLICABLE.

El otorgamiento de las jubilaciones se encontraba regulado en el artículo 231 de la Ley n° 6869 del 9 noviembre de 1983, Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicho numeral expresaba:

“El retiro será facultativo para los funcionarios y empleados judiciales que hayan servido cargos en el ramo judicial por treinta años o más y que tengan cincuenta y cinco o más años de edad. La jubilación se acordará en la siguiente forma:

a) Si el retiro se produjere al cumplir treinta o más años de servicio y cincuenta y cinco o más de edad, la jubilación será igual al salario promedio del último año de servicio.

b) Si el retiro se produjere al cumplir treinta o más años de servicio, pero sin haber cumplido los cincuenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará de acuerdo con el salario promedio del último año de servicio, pero en proporción a la edad del servidor. Para fijarla se multiplicará el monto del salario promedio del último año de servicio por la edad del servidor, y el producto se dividirá entre cincuenta y cinco, cuyo resultado será el monto de la jubilación.

c) Si el retiro se produjere antes de cumplir treinta años de servicio y cincuenta y cinco o más años de edad, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a diez. Para fijarla se aplicará lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 230 ibídem.” (resaltado no es del original).

De lo anterior se desprenden varias cuestiones importantes:

1. La edad de retiro se estableció en 55 años y los años de servicio en 30, correspondiendo una jubilación con el 100% del promedio del salario del último año laborado.

2. Se estableció la posibilidad de una jubilación proporcional al cumplir los 30 años de servicio, en cuyo caso el cálculo se hace en proporción a la edad, o bien, antes de cumplir los años de servicio exigidos, cumpliendo la edad, en cuyo caso, la relación se hará según los años laborados. 

Con la entrada en vigencia de la Ley nº 7302, denominada Ley Marco de Pensiones (15 de julio de 1992) se modificó la edad de retiro para las y los servidores del Poder Judicial, pasando de 55 a 60 años.

Expresamente se señaló en su artículo 2 lo siguiente:

 “Esta Ley no será aplicable a las personas cubiertas por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense del Seguro Social ni a los regímenes de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional ni al del Poder Judicial. Sin embargo, los servidores de este Poder deberán haber cumplido al menos sesenta años de edad para jubilarse en forma ordinaria. No obstante lo dispuesto anteriormente, las personas acogidas al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional no podrán jubilarse ordinariamente antes de cumplir los cincuenta años de edad.” (resaltado es mío).
 
Esta normativa contiene una disposición transitoria que se usó como parte del fundamento para emitir la regla cuarta, que se transcribe a continuación:

“Transitorio III.- Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública. En todo caso, para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine su régimen. 

No obstante, a quienes al entrar en vigencia esta ley les falten menos de dieciocho meses para poder pensionarse o jubilarse según los requisitos originales de la legislación que se deroga, podrán pensionarse o jubilarse al cumplir aquellos requisitos, pero en este caso deberán cotizar con el catorce por ciento (14%) del monto de su pensión hasta cumplir los sesenta años de edad, fecha a partir de la cual continuarán cotizando conforme les corresponda según la presente Ley. (…)”

De esta manera se otorgó a las y los funcionarios que a la entrada en vigencia de esta ley contaban con tiempo servido para la Administración Pública y pertenecieran a un régimen cuya edad de retiro se aumentó a 60 años (como es el caso del Poder Judicial), el beneficio de poder descontar de esta edad un año por cada dos que hubiere laborado previamente para la Administración Pública hasta un máximo de 5 años. 

Podía ser acreedor o acreedora de este beneficio quien al momento en que entró en vigencia la Ley nº 7302(15 de julio de 1992), hubiere servido al menos dos años para la Administración Pública. 

Este transitorio también permitió a aquellas personas que cumplieran con los requisitos vigentes antes del 15 de julio de 1992, dentro de los 18 meses posteriores a esa fecha, poder jubilarse de conformidad con el régimen anterior a la modificación.

A partir de la modificación a la edad que se introdujera en el régimen de jubilaciones del Poder Judicial, se establecieron dos grupos de personas servidoras a saber, quienes se regían por las reglas de la Ley nº 6869 antes de la reforma que operó con la 7302 (ya fuera porque cumplían con los requisitos previamente o; porque el transitorio III les otorgaba la posibilidad de seguir dentro de ese grupo de servidores o servidoras) y; quienes al 15 de enero de 1994 –fecha límite establecida por el transitorio III-, no hubieren cumplido los requisitos establecidos en la Ley 6869 para jubilarse.

Posteriormente el artículo 2 de la Ley 7302, fue reformado mediante la Ley nº 7359 del 20 de setiembre de 1993, de la siguiente forma: 

“Artículo 2.- Este régimen no será aplicable a las personas cubiertas por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense del Seguro Social, ni a los Regímenes de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional ni al del Poder Judicial. Sin embargo, en lo que se refiere a la edad, los servidores acogidos a este último régimen estarán afectos a lo establecido en el artículo 4 de esta Ley.” (resaltado no es del original).

Por su parte, el numeral 4 al que remite, establece: 

“Tendrán derecho a acogerse a jubilación: a) Los servidores que tengan al menos sesenta años de edad que hayan servido al Estado y cotizado para el régimen especial al que pertenezcan al menos por treinta años. b) Los servidores que tengan más de sesenta y cinco años de edad y que hayan servido y cotizado para el régimen especial al que pertenezcan por más de veinte años.” (resaltado es mío).

Ante tal modificación legislativa que operó a partir del 01 de octubre de 1993, desapareció la posibilidad de la jubilación proporcional y se hizo exigible el cumplimiento tanto de la edad mínima de sesenta años como de los años de servicio.

Dicha normativa no trajo consigo un transitorio que dimensionara sus efectos, lo que quiere decir que desde la fecha supra mencionada, toda persona servidora judicial debió haberse jubilado hasta haber cumplido 60 años de edad y 30 años de servicio para la Administración Pública. 

Luego acaeció la reforma integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la ley nº 7333 que continúa manteniendo los mismos requisitos de edad y servicio establecidos por la Ley nº 7359, los que se plasmaron en el artículo 224 como se observa:

“Artículo 224.- Los servidores judiciales tendrán derecho a acogerse a una jubilación igual al salario promedio de los mejores doce salarios mensuales ordinarios, de entre los últimos veinticuatro salarios mensuales ordinarios devengados al servicio del Poder Judicial, siempre que el servidor haya cumplido sesenta años de edad y el número de años de servicio para la Administración Pública sea de treinta años o más. El monto de la jubilación no podrá exceder una suma igual al salario base de un diputado.” (resaltado no es del original).

Esta reforma incluyó el transitorio XIII que estableció las condiciones que debían de cumplir los servidores judiciales para poder jubilarse de conformidad con el régimen anterior. Esta normativa indicó: 

“Los servidores que al entrar en vigencia la presente Ley tuvieran más de veinte años de servicio o cincuenta y cinco de edad tendrán derecho a jubilarse, conforme a las reglas de la Ley Orgánica que ahora se reforma, siempre que reúnan todos los requisitos establecidos en esa Ley.”

A partir de lo anterior, son dos las condiciones impuestas por el ordenamiento que debía ostentar la persona al 31 de diciembre de 1993:

1. ser servidor o servidora judicial; y
2. tener 20 años de servicio o 55 años de edad.

Cabe destacar que a la hora de promulgar dicho transitorio, no se tomó en cuenta lo regulado en la Ley nº 7359 que impuso como indispensable el contar con el mínimo de 60 años de edad y 30 de servicio, no obstante, pareciera que al ser una normativa posterior y especial, derogó tácitamente tales requisitos, posibilitándose nuevamente la jubilación a los 55 años. 

Por su parte la Ley nº 7333 sufrió dos reformas importantes mediante la nº 7605, la primera en relación con el cálculo de la pensión y la segunda de interés para este estudio, que fijó la edad de retiro en 62 años. Por lo que la redacción del numeral 224 quedó de esta forma:

"Artículo 224.- Los servidores judiciales podrán acogerse a una jubilación igual al salario promedio de los últimos veinticuatro mejores salarios mensuales ordinarios, devengados al servicio del Poder Judicial, siempre que hayan cumplido sesenta y dos años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública sea al menos de treinta. En ningún caso, el monto de la jubilación podrá exceder del equivalente al ingreso de un diputado, entendiéndose por ingreso las dietas y los gastos de representación." (resaltado es mío).
 
Asimismo, se dejó abierta la posibilidad del retiro con monto proporcional, ya fuera por cumplimiento de años de edad o de servicio, pues el artículo 225 no sufrió modificación alguna. 

Se adJunta cuadro-resumen de la normativa analizada:

	NORMATIVA
	AÑOS DE SERVICIO
	EDAD
	JUBILACIÓN PROPORCIONAL

	6869
	30
	55
	SI

	7302
	30
	60
	NO

	7333
	30
	60
	SI

	7605
	30
	62
	SI




IV. DE LO RELATIVO A LA REGLA IV.
 
En la sesión de Corte Plena nº 9-2000 del 28 de febrero del 2000, con ocasión de un informe presentado por la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se aprobaron varias reglas relativas al otorgamiento de jubilaciones, pues se valoró el hecho de que las personas servidoras judiciales, se encontraban sometidas a una serie de distintos escenarios en materia de jubilaciones. 

Por ser objeto de estudio, únicamente se transcribirá la regla IV adoptada en dicha sesión: 

“Quienes al 1° de enero de 1994 no tenían 20 años de servicio y siempre y cuando a la entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones N° 7302 de 8 de julio de 1992 vigente a partir del 15 de ese mismo mes y años, hubieren cumplido más de 10 años laborados o reconocidos, pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333, de 5 de mayo de 1993, con 55 o más años de edad si cumplen al mismo tiempo 30 años de servicio.

Los servidores de este grupo pueden jubilarse con un monto proporcional no completo al cumplir los 30 años de servicio, según las reglas propias del Sistema de Pensiones del Poder Judicial vigentes, antes de cumplir los 55 años de edad. 

Y de acuerdo con la edad, también pueden jubilarse con un monto proporcional del promedio del salario jubilable, a los 62 años, siempre y cuando tengan 10 de servicio.”

Véase que la citada regla, regula el supuesto de quienes al 1 de enero de 1994 no tuvieran 20 años de servicio, extendiéndose la ultra actividad que se le otorgó a la Ley nº 6869, mediante el transitorio III de la 7302 que dio la posibilidad a quienes no cumplían a ese momento, con los requisitos para acceder a la jubilación. 

El razonamiento para su aprobación estuvo basado en el criterio de que todas las personas servidoras judiciales que al 15 de julio de 1992 (fecha en que entró a regir la ley Marco de Pensiones) tenían al menos 10 años de servicio, ya sea con el Poder Judicial o reconocidos por este, gozaban de un derecho adquirido en cuanto a la pertenencia al régimen de pensiones vigente antes de la modificación operada mediante la Ley Marco de Pensiones, criterio que ha sido objetado por la Sección de Auditoría de este Poder Judicial. 

De manera que la Corte Plena estableció la posibilidad de que todas aquellas personas que a la data señalada, hubieren servido por más de 10 años a la Administración Pública, pudieran jubilarse con promedio completo, a la edad de 55 años, siempre que hubieren laborado 30 años de servicio. 

Sometiendo dicha regla a un escrutinio minucioso y a la luz de la normativa estudiada, se observa que tal disposicion no se ajusta a esa legislación por lo que deviene en ilegal por las razones que se exponen. 

En criterio de quien suscribe, no es cierto que se haya gestado una situación jurídica consolidada para quienes tenían más de 10 años de pertenecer al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pues la Sala Constitucional, claramente ha sido del criterio de que con el ingreso de la persona trabajadora a determinado régimen de jubilaciones, lo que se asegura es su derecho de pertenencia mas no se adquiere su derecho a una jubilación ya que para gozar de este último, debe cumplir con los requisitos que imperen en ese momento. 

Obsérvese lo dicho por ese Órgano Constitucional en su sentencia nº 6124-93 de las 14:30 horas del 23 de noviembre de 1993: 

“En cuanto al goce efectivo del mismo, es un derecho que no puede limitarse, condicionarse o suprimirse en forma irracional en modo alguno, cuando se ha adquirido el derecho como tal, constituyéndose así en un derecho absoluto de disfrute. Sin embargo, no sucede del mismo modo con la expectativa de los trabajadores que cotizan para un régimen determinado, de manera que es hasta que se cumple con todos los presupuestos de ley -edad, años de pagar las cuotas, monto, etc.- que se obtiene dicho derecho. Así, la pertenencia a un régimen determinado de pensiones o jubilaciones se adquiere desde el momento en que se comienza a cotizar en dicho régimen, pero el derecho concreto a la jubilación se adquiere cuando el interesado cumple con todos los presupuestos establecidos por ley, y no antes (…)” (resaltado no es del original). 

En línea con lo anterior, la única situación jurídica consolidada que se puede extraer del transitorio III de la Ley nº 7302 es el otorgamiento del descuento de años quienes al 31 de diciembre de 1993, eran servidores o servidoras judiciales y además tenían 20 años de servicio o 55 años de edad.

El resto de personas trabajadoras deberían o debieron jubilarse con respeto de la normativa 7333 y su reforma operada mediante la Ley nº 7605.

En todo caso, lo relevante en este asunto y que fue señalado por la Superintendencia de Pensiones, es que el cuadro normativo que se mencionó en el acápite anterior, estableció claramente que para poder jubilarse con promedio completo, debía cumplirse con el límite de edad señalado –sea 60 ó 62 años según fuera el caso y normativa aplicable- y 30 años de servicio, dejando abierta la opción del retiro proporcional a falta de alguno de estos dos requisitos, pero nunca se permitió por la vía legal, que al jubilarse a los 55 años, se pudiera optar por el 100% de la formula aplicable. 

Es justamente la frase “pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333”, la que resulta contraria a derecho, y por lo tanto, al no tener un sustento legal debe procederse a su revocatoria cuanto antes. 

V. TRATAMIENTO QUE DEBE DÁRSELE A LA REGLA IV Y A LAS JUBILACIONES OTORGADAS BAJO SU AMPARO.

Las reglas adoptadas por la Corte Plena, a la luz de la doctrina del derecho público, no son sino actos administrativos adoptados por el órgano de mayor jerarquía del Poder Judicial.

Bajo esa óptica y revisada la normativa aplicable a los actos administrativos, bien la Corte Plena puede ocuparse de su revocación, figura que perfectamente encaja en el asunto bajo análisis. 

De previo conviene hacer la aclaración de que quien suscribe, no considera prudente –a pesar de que las jubilaciones otorgadas con arreglo de la regla IV-, iniciar procesos de lesividad contra los actos administrativos del Consejo Superior que declararon derechos jubilatorios pues atendiendo a razones de oportunidad y costo-beneficio, tendría el Poder Judicial que confinar a las personas jubiladas a que perciban su derecho de forma proporcional y no completo y en caso de negativa, reinsertar laboralmente a todas aquellas personas que no cuentan o no contaron con los sesenta o sesenta y dos años de edad –según sea el caso-, con el fin de que adquieran la edad impuesta por el ordenamiento jurídico aplicable y; tomando en cuenta que ya existen otras personas nombradas en las plazas que quienes se jubilaron, dejaron vacantes, tendría la institución que asumir los costos de dobles salarios en un mismo puesto o, enfrentarse a múltiples procesos contenciosos, en suma onerosos para el presupuesto de la Administración de Justicia. 

Además, debe tomarse en cuenta que las personas jubiladas solicitaron el beneficio en virtud de políticas que en su momento había dictado el máximo jerarca del Poder Judicial, conducta administrativa que se creyó apegada al bloque de legalidad y constitucionalidad correspondientes. 

De manera que al haberse otorgados derechos de buena fe, debe analizarse con mucho cuidado la conveniencia de declararlos lesivos a los intereses públicos. 

En ese sentido es importante traer a colación lo referente al principio de confianza legítima, que conlleva a la necesaria conducta –consistente en signos externos- por parte de la Administración en cuanto a que mediante una o varias acciones, se delimite la conducta del administrado o administrada, al punto de que se presume esa conducta como legítima, de manera que la persona particular sabrá a que atenerse. También se trata de una manifestación del principio de buena fe que parte de un acto que otorga confianza y que le permite deducir que sus expectativas son razonables. 

Así, se establece un marco de acción de una situación jurídica individualizada que le permite a la persona administrada, pensar que la actuación de la Administración y los derechos que han nacido de ésta, se encuentra apegada al bloque de legalidad y el desconocimiento de tales presupuestos conlleva a la violación de expectativas legítimas y derechos subjetivos del administrado y administrada. 

Al respecto, la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia ha abordado este tema, en su sentencia n° 93-2011 dictada a las 9:05 horas del 03 de febrero de 2011 donde expresó:

“La aplicación del principio de confianza legítima tiene como presupuesto necesario que la Administración, mediante una o varias actuaciones, haya determinado el comportamiento del particular, quien puede presumir, con base en estas, la legitimidad de su conducta.” (resaltado no es del original).

Posteriormente, esa misma Sala en su voto n° 1692-2012 de las 10:10 horas del 13 de diciembre de 2012, expresó: 

“Debe tomarse en cuenta que, según el numeral 171 de la LGAP, “la declaratoria de nulidad absoluta tendrá efecto puramente declarativo y retroactivo a la fecha del acto, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe” (el destacado no es del original). Se colige, entonces, a partir de la retroactividad establecida en la norma, que los efectos jurídicos derivados de la conducta administrativa carece (sic) de causa, lo que justifica, su reversión. A diferencia del anterior supuesto, no se trata de procurar una reparación, sino una consecuencia lógica y normal de la nulidad declarada, restableciendo la relación jurídico administrativa al estado en que se encontraba previo al dictado del acto. Evidentemente, esta posibilidad se encuentra limitada por la existencia de derechos adquiridos de buena fe, la cual debe ser valorada en forma casuística.

V.-

Por otra parte, debe considerarse que el efecto retroactivo de la nulidad absoluta, y por ende, del restablecimiento pleno, demandan examen de la buena fe del titular del derecho suprimido. Esto se extrae del mismo mandato 171 de la LGAP, y concuerda con el artículo 131.1 del CPCA, según el cual la declaratoria de nulidad absoluta tendrá efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia del acto, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. En otros términos, el retorno a la situación anterior al acto requiere determinar si la actuación del administrado obedece a una confianza que extrajo de la conducta administrativa, del acto que le confirió o declaró el derecho. Esta Sala ha manifestado que la aplicación del principio de confianza legítima presupone que la Administración haya determinado el comportamiento de aquél, de manera que éste podía presumir, con base en la conducta de aquélla, la legitimidad de la suya (en este sentido puede consultarse la sentencia no. 93-F-SI-2011 de las 9 horas 5 minutos del 3 de febrero de 2011). Otro aspecto a considerar en el restablecimiento pleno es que el juzgador, aún y cuando determine la existencia de buena fe del administrado, tiene la potestad de graduar y dimensionar los efectos de su fallo bien en el tiempo, en el espacio, bien en la materia (canon 131.3 ibídem). Esta potestad de dimensionar consiste en un margen de discrecionalidad que se reconoce al juez contencioso en atención al caso concreto, y por el cual puede delimitar o enmarcar la decisión en los aspectos dichos, cuando así se requiera para mantener o lograr estabilidad social y seguridad jurídica.” (resaltado no es del original).

Como se observa, estos principios tuvieron presencia a la hora de que se dictaron los actos administrativos que otorgaron las distintas jubilaciones y le brindaron seguridad jurídica a las personas servidoras judiciales, de manera que al promulgarse la regla IV se estableció un límite a sus pretensiones aunque éstas no fueran contestes con el ordenamiento jurídico. 

Dicho lo anterior, debe continuarse con el tema de la revocación. Nótese que el artículo 152 de la Ley General de Administración Pública establece que:

“1. El acto administrativo podrá revocarse por razones de oportunidad, conveniencia o mérito, con las excepciones que contempla esta ley. / 2. La revocación deberá tener lugar únicamente cuando haya divergencia grave entre los efectos del acto y el interés público, pese al tiempo transcurrido, a los derechos creados o a la naturaleza y demás circunstancias de la relación jurídica a que se intenta poner fin.” (resaltado no es del original).

Si se aplica la norma transcrita a la situación fáctica de la regla IV, se desprende claramente que existe una razón de oportunidad y conveniencia para el Poder Judicial, de revocar (parcialmente) el acto administrativo que dio vida a dicha regla, pues existe una dislocación grave del ordenamiento jurídico con su promulgación, ya que fue traída a la vida jurídica sin contar con un sustento legal, a pesar de que con ella, se otorgaran derechos y sin importar que fue promulgada en el año 2000, pues la normativa en cuestión lo permite. 

Asimismo, dicha revocación puede fundarse en una mejor valoración de las circunstancias, en este caso, de la normativa aplicable a las jubilaciones del régimen del Poder Judicial, tal y como lo establece el inciso 2) del numeral 153 íbidem. 

La solución propuesta tiene la ventaja de no tener que requerir el dictamen que refiere el artículo 155 de la Ley de rito, pues al no revisarse los actos administrativos que otorgaron derechos jubilatorios a la luz de la regla IV, no deberán realizarse cálculos indemnizatorios, pues con la revocación se pretende únicamente la inaplicabilidad futura de dicha regla, mismo efecto que se tendría si se procediera a la declaratoria de lesividad de dicha regla, pero enfrentándose a engorrosos procedimientos administrativos. 

De esta forma, quienes adquieran su derecho jubilatorio, tendrán que hacerlo cumpliendo con los requisitos que establece la normativa que les sea aplicable pero no en virtud de la regla IV y con ello, no se causará más perjuicio al Fondo de lo que ya ha señalado la Superintendencia de Pensiones. 

VI. CONCLUSION.

De todo lo dicho respetuosamente se emiten las siguientes recomendaciones: 

a) Revocar de manera inmediata por la Corte Plena, la denominada Regla Cuarta aprobada en el artículo XXXI de la sesión no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000.

b) No iniciar procedimientos de lesividad contra los actos administrativos del Consejo Superior, que otorgaron derecho jubilatorios a personas servidoras judiciales, esto por razones de conveniencia para la institución. 

c) No aprobar más jubilaciones a la luz de la regla IV, debido a que nunca ha existido una situación jurídica consolidada respecto de los requisitos de la ley nº 6869.

De esta manera dejo así el informe rendido.” 
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En esa oportunidad, luego de un intercambio de criterios, se adoptaron los siguientes acuerdos:

“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Aprobar la propuesta planteada por el Magistrado Ramírez, en consecuencia, conceder audiencia a las asociaciones, agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial, para que en el plazo de 15 días hábiles a partir del recibo de la comunicación de este acuerdo, remitan el criterio o las observaciones que a bien tengan, respecto a los informes sobre la regla cuarta aprobada por esta Corte en la sesión N° 9-2000 del 28 de febrero de 2000, artículo XXXI.”
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Se dispuso: Las señoras Magistradas y los señores Magistrados que estimen deben inhibirse de conocer y resolver este asunto, presentarán por escrito a la Secretaría General las razones de su inhibitoria, las que serán trasladadas a análisis jurídico conforme corresponda, a fin de determinar la procedencia o no de las inhibitorias que se formulen.

En una próxima sesión se establecerá la forma en que se conocerán las inhibitorias que se presenten. Se declara acuerdo firme.
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Vencido el plazo otorgado, las respuestas recibidas fueron las siguientes:

El doctor Pablo Navarro Villalobos, Presidente de la Asociación Costarricense de Medicina Forense, en correo electrónico de 30 de mayo del año en curso, manifestó:

“Con respecto al número de oficio Número 5262- 14 de fecha 28 de mayo del 2014, ésta asociación no tiene ningún comentario que agregar.”

- 0 -

Los licenciados Alex Jesús Víquez Jiménez y Miguel Fernández Calvo, por su orden Presidente y Secretario de la Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), en nota del 11 de junio de este año, señalaron:

“En tiempo y forma, la ASOCIACION COSTARRICENSE DE PROFESIONALES EN DERECHO DEL PODER JUDICIAL (ACROPODEJU), nos presentamos por medio del suscrito a manifestar lo conducente respecto de la audiencia conferida en torno al estudio efectuado por el Mag. Oscar González y complementado por la Licda. Karol Monge Molina en relación a la denominada “Regla IV” y a cuyo amparo se aprobaron una serie de jubilaciones de acuerdo a las reglas establecidas en Ley 6869 a quienes hubieren cumplido diez años laborados o reconocidos al momento de entrada en vigencia la Ley Marco de Pensiones Nº7302 de 8 de julio de 1992.

Nos avocamos seria y detenidamente al análisis y discusión de este complejo y extenso documento gracias a la ampliación del plazo que Corte Plena muy atinadamente nos otorgó; teniendo siempre muy presente los intereses de la población judicial y sobre todo de jubilados que podrían verse afectados con la decisión que tome ese órgano colegiado al respecto.

Necesariamente debemos reconocer la seriedad y el rigor aplicado por el Mag. González en la elaboración del presente informe, sin embargo debemos externar nuestra rotunda oposición a las recomendaciones que expone, específicamente en lo relativo a la interposición de procesos de lesividad. Si bien es cierto, desde un punto de vista estrictamente jurídico la denominada “Regla IV” no puede sostenerse por carecer de un debido sustento legal, consideramos totalmente inviable y reñido con la normativa legal y los principios jurídicos que informan la materia, el que se pretenda trasladar a quienes hayan obtenido su jubilación al amparo de este acuerdo, las consecuencias de esa determinación que ahora se procura eliminar. 

Resulta evidente que la “Regla IV” no es producto de alguna disposición legal o reglamentaria (como sí lo son los transitorios anexados a la Ley 7302 y que regulan por ejemplo la conocida Regla del 2x1 que constituye una situación jurídica consolidada), sino de un acuerdo que Corte Plena tomó en el artículo XXXI de la sesión 9-2000 del 28 de febrero del año 2000 y cuyo contenido es ampliamente conocido. Hemos analizado el tema con la ayuda de profesionales en diversas materias y, objetiva y seriamente debemos reconocer, como Asociación, que dicha disposición no tiene un debido sustento legal y por ende lo procedente es su inmediata revocación y la no aprobación de nuevas jubilaciones a su amparo.

Sin embargo y pese a lo anterior, tal y como ya lo adelantamos, estimamos improcedente e inviable la formulación de procesos de lesividad en contra de aquellos funcionaros judiciales que hayan obtenido su jubilación de acuerdo al contenido de la mencionada “Regla IV”. Como es bien conocido, el fundamento de ese acuerdo de Corte Plena del 28 de febrero del año 2000, fue el reconocimiento de un régimen de pertenencia que según pronunciamiento de la Sala Constitucional debe entenderse de una manera diversa a como lo hizo en aquel momento Corte Plena. En efecto, el 23 de noviembre del año 1993 la Sala Constitucional emite el voto 6124-93 y en el cual desarrolla el tema y establece que el derecho de pertenencia se adquiere con el simple hecho de comenzar a cotizar en un régimen determinado, en tanto el derecho a disfrutar la pensión se alcanza cuando se cumplen los requisitos establecidos. Tenemos claro que, en caso de que haya una modificación de la ley que regula ese régimen, perfectamente se puede incorporar una norma que regule el tema de la transitoriedad, o bien –en caso de omisión absoluta al respecto- remitirse al plazo de transitoriedad de dieciocho meses que la misma Sala Constitucional ha reconocido. En este caso, esa “transitoriedad” se aplicó no por medio de una disposición legal transitoria, sino mediante un acuerdo de Corte Plena.

Lo anterior es fundamental para destacar la buena fe de quienes se acogen a su jubilación al amparo de esa disposición, y que ahora no deben verse afectados por la revocatoria de la misma. La Licda. Monge Molina expone, puntual y muy acertadamente las razones de hecho y de derecho que tornan no solo en inviable sino en ilegal, pretender la presentación de los procesos de lesividad que el Mag. González recomienda, tanto para aquellos que tienen más de un año de haber obtenido su jubilación de acuerdo a la Regla IV (a los cuales solo se les readecuaría el monto de su pensión), contra aquellos que tienen menos de un año de haberla obtenido (a los cuales además se les exigiría la repetición de lo pagado); y menos aún contra aquellos que tan solo se hayan limitado a “fijar” su presunto derecho.

Es obvio que del análisis costo-beneficio que debe necesariamente hacerse en torno a este aspecto, se debe concluir que ello no es ni remotamente recomendable. La sola posibilidad de que las personas objeto de este proceso hagan válida su potestad de reinsertarse a su trabajo para completar cuotas o edad, implicaría un trastorno de proporciones impensadas en el Poder Judicial, ello sin mencionar el costo económico que ello implicaría pues, las personas que se vean desplazadas laboralmente hacia sus originales puestos, tendrían todo el derecho de seguir percibiendo el mismo salario.

Paralelo a lo anterior, debe considerarse que existe una posibilidad alta, real y palpable que esos juicios de lesividad no tengan ningún éxito, sobre todo tomando en consideración la existencia de una serie de disposiciones legales que vienen a dar amparo y protección a estos funcionarios jubilados y que la Licda. Monge Molina señala en su informe. En efecto, la relación de los artículos 152, 153, 155 y 171 de la LGAP; el 131 del CPCA y pronunciamientos jurisprudenciales de la Sala I que desarrollan ampliamente el Principio de Confianza Legítima como una manifestación del Principio de Buena Fe, determinan a priori un resultado nada halagüeño para esos eventuales procesos. 

En todo momento y para todo efecto, debe considerarse que las personas que se han acogido a lo largo de estos años a su jubilación de acuerdo a los parámetros que fijo esa cuestionada “Regla IV”; lo hicieron conforme a una disposición que emitió Corte Plena, como órgano encargado de tomar ese tipo de disposiciones, y que por ende resultó totalmente válida y aplicable para sus respectivos cálculos. Constituiría un verdadero atropello al más básico concepto de Seguridad Jurídica (principio al que tenemos derecho todos los sujetos de Derecho) que ahora, producto de un nuevo análisis de la cuestión, se pretenda afectarlos en un tema tan sensible como lo es el monto de su pensión. 

Valga agregar que nos extraña sobremanera que, paralelamente, el Mag. González se abstenga de todo tipo de análisis y recomendación en relación a quienes tomaron esta disposición (Regla IV) y que tacha de ilegal e improcedente. Se pretende que los funcionarios jubilados al amparo de esta disposición sean los que corran con los daños que tal Regla IV le provocó al Fondo Pensiones, pero ni por asomo vislumbra la eventual responsabilidad que tendrían quienes tomaron y validaron ese acuerdo.

En criterio de esta Asociación ni lo uno ni lo otro; estimamos que existió buena fe de parte de los miembros de Corte Plena que tomaron ese acuerdo al amparo de un concepto de pertenencia y transitoriedad que estimaron válido y aplicable; pero entonces mucho menos de parte de funcionarios judiciales que obtuvieron su pensión al tenor de la misma.

Apoyamos plenamente la fundada postura del Mag. Jinesta en cuanto diferencia claramente los actos de efectos continuos de los actos de efectos consumados y que se torna en un tema esencial a dilucidar luego de que se proceda a revocar la Regla IV, lo cual consideramos como un hecho inminente. Nunca y desde ninguna óptica puede estimarse que la mera ejecución de un acto administrativo como lo es el depósito mensual del monto de la pensión que corresponda a un funcionario jubilado, le otorgue continuidad a un acto administrativo que, todo lo contrario, se consuma y surte efectos jurídicos en el momento mismo en que la pensión es aprobada y validada por el Consejo Superior. 

La postura de esta Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial no puede ser la de defender a ultranza y sin argumentos de peso una disposición que evidentemente carece de sustento legal y que se ampara en un concepto de “pertenencia” cuyo desarrollo jurisprudencial ha sido muy diferente al que utilizó Corte Plena en su aprobación. De ahí que estimemos prudente y necesario que dicha Regla IV sea revocada y no se autoricen nuevas jubilaciones a su amparo. No obstante, y por las razones que hemos expuesto ampliamente, nos oponemos rotunda y enérgicamente a cualquier acuerdo tendiente a la interposición de procesos de lesividad en contra de los funcionarios judiciales que lograron su pensión de acuerdo a esa disposición. 

Finalmente, debemos manifestarnos en pro del criterio expuesto por el Mag. González en lo que se refiere a la aplicación de los criterios que se utilizan como fórmula para el cálculo de la pensión. Estimamos que el ordinal 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es claro al indicar que para ese cálculo deben considerarse los últimos 24 salarios mensuales, lo cual implica que en casos de meses fraccionados, sea meses no laborados completamente por el funcionario, se debe considerar el salario mensual devengado y no recurrir a la fórmula utilizada de proceder al cálculo a partir de los últimos 720 días desde la última fecha laborada, práctica que supone un perjuicio para el Fondo de Pensiones.

En la forma expuesta dejamos rendida nuestra posición respecto de este tema.”
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En oficio N° 23-Sitrajud-14 del 11 de junio último, la máster Ingrid Bermúdez Vindas y el señor Rodolfo González Fernández, por su orden, Secretaria General y Secretario de Actas del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (SITRAJUD), manifestaron:

“Con oficio N° 4696-14 de la Secretaría de la Corte fechado 14 de mayo del 2014, se nos traslada el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N°19-14 celebrada el 12 de mayo de 2014, artículo XXV, que literalmente dice:

“Aprobar la propuesta planteada por el Magistrado Ramírez, en consecuencia, conceder audiencia a las asociaciones, agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial, para que en el plazo de 15 días hábiles a partir del recibo de la comunicación de este acuerdo, remitan el criterio o las observaciones que a bien tengan, respecto a los informes sobre la regla cuarta aprobada por esta Corte en la sesión N° 9-2000 del 28 de febrero de 2000, artículo XXXI.”

Adicionalmente, mediante oficio Nº 5281-14 de esa misma Secretaría fechado 28 de mayo del año en curso, se nos informa que la Corte Plena en la sesión Nº 22-14 del 26 de mayo del año en curso, Artículo XVI, extendió el plazo para emitir criterios u observaciones sobre el tema planteado por 15 días naturales a partir del 04 de junio del año en curso.

En tiempo y forma el Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (Sitrajud), manifiesta, con el debido respeto, a exponer las razones por las que no comparte el contenido ni las recomendaciones incluidas en los informes que por separado rindieron el Magistrado González y la Licda. Karol Monge Molina, Profesional en derecho de la Secretaría General de la Corte, sobre la legalidad de la denominada regla cuarta, por las razones siguientes:

Los estudios realizados se basaron en aspectos legales donde se cuestiona el otorgamiento de las jubilaciones en el Poder Judicial al amparo de la denominada regla cuarta “aprobada” por la Corte Plena en la sesión Nº 9-2000 del 28 de febrero de 2000.

Es criterio de Sitrajud, que el acuerdo objeto de estudio adoptado por la Corte Plena en la sesión Nº 9-2000 del 28 de febrero del año 2000, NO SURTIÓ NINGÚN EFECTO JURÍDICO que deba ser combatido en la vía legal, por cuanto el mismo no modificó los acuerdos que sobre el particular había tomado el Consejo Superior como órgano competente para otorgar las jubilaciones.

Prueba de lo indicado es lo discutido y acordado por la Corte Plena en la sesión Nº 47-00 que celebró el día 04 de diciembre del año 2000, Artículo XX, el cual se adJunta como anexo. Las intervenciones de quienes integraban la Corte Plena para el momento en que se discutió el tema, son enriquecedoras sobre el carácter NO VINCULANTE para el Consejo Superior de las recomendaciones que hizo la Comisión de Jubilaciones al seno de la Corte Plena que habían sido “aprobadas” en la Sesión N° 9-2000 del 28 de febrero de 2000, artículo XXXI y que son las mismas en que se originan los estudios del Magistrado González y la Licda. Karol Monge Molina, Profesional en derecho de la Secretaría General de la Corte, sobre la legalidad de la denominada regla cuarta, y para los alcances de este estudio es importante transcribir nuevamente lo que dijo el Magistrado Sancho:

“…Continúa el Magistrado Sancho y dice que ahora lo que se hace es resolver el pliego que presentó el Consejo y de nuevo se propone regresarlo, porque en última instancia es al Consejo Superior al que corresponde adoptar las decisiones finales sobre los criterios de aplicación para resolver las jubilaciones y las pensiones. A los integrantes de la Comisión les parece que es claro lo de la competencia del Consejo, sólo que habrían, por decirlo de esa manera, realizado un trabajo de examen, de análisis de la normativa aplicable y existiría de parte de la Corte, a manera de dictamen no vinculante al Consejo, para que el Consejo Superior oriente las políticas hacia el futuro.”

También es importante recordar que el Consejo Superior en la Sesión Nº 83-03 celebrada el 04 de noviembre de 2003, Artículo V, entró a valorar nuevamente los contenidos de sus acuerdos en relación con el otorgamiento de las Jubilaciones en el Poder Judicial, con fundamento en la reiteración de gestiones que hiciera la Auditoría Judicial tanto a la Corte Plena cuanto al propio Consejo Superior, con el fin de que modificara las interpretaciones hechas sobre el particular y luego de las deliberaciones del caso el Consejo Superior acordó: 

“…Analizado una vez más el informe N° 708-394-AF-2003 de la Auditoría Judicial, por mayoría, se dispuso: 1) No entrar a revisar los acuerdos que sobre materia de jubilaciones y pensiones de los servidores judiciales ha tomado este Órgano. Lo anterior, en virtud de que dichos acuerdos han respondido a análisis exhaustivos realizados por los Integrantes de este Consejo, que en su oportunidad se tuvieron que efectuar y se consideran apegados a la normativa que regula el tema. El fundamento de los precitados acuerdos está contenido en las actas de Corte Plena, artículos XVII, del 7 de octubre, LXV, del 9 de noviembre, XC, del 16 de noviembre, todos estos de 1992, artículo VII, del 1° de setiembre de 1997 y artículo XXXI, del 28 de febrero de 2000. Asimismo, las disposiciones relativas a las jubilaciones y pensiones de los servidores judiciales, se sustentan, entre otros, en los siguientes acuerdos adoptados por este Consejo, artículo LV, de la sesión Nº 11-98 y artículo XXIX, de la sesión Nº 27-00. Además, en los votos de la Sala Constitucional que a los efectos se hizo referencia en dichos acuerdos. 2) En relación con la reiteración que hace el licenciado Hugo Ramos Gutiérrez, en su condición de Auditor Judicial, para que este Consejo se pronuncie, nuevamente, sobre los acuerdos tomados por este órgano, referentes al tema de otorgamiento de pensiones y jubilaciones a los servidores judiciales, se considera necesario hacer del conocimiento del señor Ramos Gutiérrez, que como se indicó, los acuerdos han sido tomados de conformidad con la legislación que regula esta materia y que estos han quedado firmes desde hace muchos años. Además, de que ya han surtido los efectos legales correspondientes, otorgando derechos subjetivos a los servidores judiciales y terceros, por lo que se estima improcedente entrar en una nueva revisión de lo acordado, en virtud de la inseguridad jurídica que esto acarrearía para esas personas. En ese sentido, como fue señalado, se dispuso mantener lo resuelto oportunamente por este Consejo.

El Magistrado Mora y la licenciada Anchía votaron por reconsiderar el acuerdo adoptado por este Órgano en sesión celebrada el 10 de febrero de 1998, artículo LV, al disponer que todos los servidores judiciales que al 15 de julio de 1992, fecha en que entró a regir la Ley 7302 del 8 de julio de 1992, (Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional), "tenían al menos 10 de años de servicio con el Poder Judicial o reconocidos para tal efecto, gozan de un derecho adquirido en cuanto a pertenencia al régimen jubilatorio que ahí se deroga" y demás acuerdos conexos, dado que estiman que son contrarios a las normas legales que regulan la concesión de las jubilaciones y al acuerdo de la Corte Plena de la sesión celebrada el 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, en que se dictaron reglas generales para el otorgamiento de las jubilaciones.”

Para el Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, los acuerdos transcritos evidencian que las disposiciones adoptadas por el Consejo Superior en cuanto al otorgamiento de las Jubilaciones en la Institución, están debidamente fundamentadas en la normativa legal que la informa y fue la misma que la propia Corte Plena utilizó desde el año 1992 para fundamentar los acuerdos que originaron aquellas disposiciones y nunca fueron objeto de algún litigio.

Es por lo indicado que las recomendaciones externadas en los informes puestos en nuestro conocimiento no modificarían en nada los acuerdos del Consejo Superior, ya que las recomendaciones que en su momento vertió la Comisión de Jubilaciones, no surtieron ningún efecto en las decisiones que adoptó el Consejo Superior, es importante recordar que el Magistrado González recomendó:

g) “…Derogar, por presentar vicios de nulidad, la denominada Regla Cuarta aprobada en el artículo XXXI de la sesión No. 9-2000 del 28 de febrero del 2000.

h) Previa identificación por parte del Departamento de Gestión Humana de los casos en que procede, declarar lesivo a los intereses económicos del Estado todas aquellas jubilaciones o pensiones otorgadas cuyo cálculo se haya realizado según las reglas vigentes a partir de la reforma incorporada por la Ley no. 6869 en aplicación de la regla cuarta. 

i) Previa identificación por parte del Consejo Superior de los casos en que procede, declarar lesivo a los intereses económicos del Estado todos aquellos actos de “fijación del derecho” que se hayan emitido al amparo de la regla cuarta.

j) Remitir los anteriores expedientes a la Procuraduría General de la República para que proceda a la interposición de los procesos de lesividad, únicamente para efectos de anulación e inaplicabilidad futura si el derecho fue otorgado hace más de 1 año. En el caso de aquellas jubilaciones aprobadas y que aún se encuentren dentro del plazo de 1 año previsto en el numeral 39 del Código Procesal Contencioso Administrativo, se solicite la repetición de lo pagado de más.

k) Que en dichos procesos, se solicite una medida cautelar al Juez para que se suspenda el pago de la diferencia entre el cálculo que le correspondería y la suma que actualmente se le gira por jubilación.

l) Que se informe al Consejo Superior para que cualquier jubilación o pensión que esté pendiente de aprobarse en aplicación de la Regla Cuarta sea revisada y resuelta de conformidad con lo expuesto en este informe.”

Por su parte la Licda. Karol Monge Molina, Profesional en Derecho de la Secretaría General de la Corte indicó:.

“…De todo lo dicho respetuosamente se emiten las siguientes recomendaciones: 

d) Revocar de manera inmediata por la Corte Plena, la denominada Regla Cuarta aprobada en el artículo XXXI de la sesión No. 9-2000 del 28 de febrero del 2000.

e) No iniciar procedimientos de lesividad contra los actos administrativos del Consejo Superior, que otorgaron derecho jubilatorios a personas servidoras judiciales, esto por razones de conveniencia para la institución. 

f) No aprobar más jubilaciones a la luz de la regla IV, debido a que nunca ha existido una situación jurídica consolidada respecto de los requisitos de la ley nº 6869.”

En Sitrajud no compartimos ninguna de las recomendaciones vertidas en los informes que han sido puestos en nuestro conocimiento, por cuanto las mismas están basadas en una eventual revocatoria ó derogatoria de la denominada Regla Cuarta que la Corte aprobó en el Artículo XXXI de la sesión Nº 9-2000 del 28 de febrero del año 2000, mismas que de ser acogidas por la Corte no modificarían en nada los acuerdos que desde antes de esa fecha había adoptado el Consejo Superior, ya que como hemos reseñado con la copiosa información transcrita, aquella recomendación de la Comisión de Jubilaciones no surtió ningún efecto en cuanto al otorgamiento de las Jubilaciones por parte del Consejo Superior, que es el órgano competente y legalmente autorizado para aprobar las jubilaciones a las personas trabajadoras de la Institución, y a pesar de las reiteradas gestiones tendientes a modificar sus criterios siempre ha mantenido su posición al respecto, por lo que no es posible legalmente modificar las jubilaciones otorgadas ni las que lleguen a otorgarse al amparo de sus acuerdos.

Somos conscientes y reconocemos los esfuerzos emprendidos por la Administración para mejorar la gestión de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones, y en ese sentido somos del criterio que la introducción de cualquier tipo cambio en la interpretación de la llamada “regla cuarta” o en el cálculo de jubilación con base en fracciones vigentes, debe emanar exclusivamente de un órgano de naturaleza jurisdiccional, o bien, de forma auténtica por reforma legal.

Arribamos a este acuerdo en defensa de aquellas y aquellos trabajadores judiciales que resultarían perjudicados con eventuales cambios de criterio administrativo en los dos aspectos antes indicados, aún después de consolidado su derecho de buena fe a la jubilación con un monto fijado de previo a tomar tal decisión.”
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El licenciado Jorge Luis Morales García, Secretario General del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), en nota del 16 de junio del año en curso, expresó:

“Por este medio me permito, en mi calidad de Secretario General del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), externar el criterio que en relación con la llamada "regla cuarta" nos fuera solicitado en virtud de Sesión de esta Corte Plena número 19-14 del 12 de mayo de 2014, artículo XXV, cuyo plazo para pronunciarnos fue ampliado hasta el 19 de junio del corriente, según acuerdo tomado en virtud del artículo XVI de la Sesión de Corte Plena número 22-14 del 26 de mayo último.

Al respecto, queremos aclarar que la metodología que seguimos para externar nuestra posición fue hacer una consulta a nuestras bases y, a la población judicial en general, con el objetivo de percibir cuál es el sentir imperante al respecto. Después de recibir alguna retroalimentación, nos hemos percatado de que existe un alto grado de desconocimiento sobre las implicaciones de la mencionada regla cuarta. Por ello, en primer término, recomendamos como conveniente hacer una campaña de difusión al respecto, con lenguaje sencillo, que aclare los alcances de dicha medida y de qué forma se podría ver afectada la población judicial.

Nos contactamos con el Departamento de Gestión Humana, Subproceso de Administración de Personal para clarificar y poner en términos más sencillos en qué consiste la problemática que ocupa. Fue así como se nos aclaró que, tal y como lo indica el informe del Magistrado Oscar González, de lo que se trata es de la vigencia del régimen anterior a la promulgación de las reformas a las leyes que han variado la situación jubilatoria. 

Lo que no es válido es deducir del transitorio III de la Ley 7302 que quiénes tenían 10 años o más, al 15 de enero de 1993 (esto en aplicación de los 18 meses contados a partir del 15 de julio de 1992 en que entró en vigencia la Ley Marco de Pensiones 7302), pero menos de 20 años de laborar a ese momento, se les aplique el régimen que establecía la Ley 6869 (55 años de edad, 30 de servicio y pensión proporcional cumpliendo sólo un requisito, del promedio de los últimos doce salarios).

En tanto que este transitorio sólo facultaba que las personas que tuvieran 10 años descontaran 5 años de los 60, en aplicación del 2 x 1, con lo que quedarían en 55 años, pero las condiciones de la jubilación proporcional tendrían que estar reguladas por el régimen vigente, que conforme al cuadro que calzamos al pie de este párrafo podría ser el establecido en la Ley 7333 (promedio de los mejores 12 salarios de los últimos 24 meses) o el de la ley 7605 (promedio de los últimos 24 salarios). Lo que estaría determinado por el momento en que se adquieren los requisitos para la jubilación.
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Otro aspecto importante que pudimos investigar es que incluso con anterioridad a la promulgación de la regla cuarta, se dieron algunos otorgamientos de jubilaciones con criterios similares a los recogidos en la regla cuarta y que también estas pensiones estarían en una situación similar, es decir entre el período de 1997 y febrero de 2000.

Hecho este preámbulo, debemos decir que nuestra posición como Sindicato es que ante todo este es un asunto de legalidad y que la Corte Plena debiera resolver conforme a los intereses de tutela del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial en atención a la protección de los intereses legales y financieros del fondo. 

Creemos que a este respecto no estamos ante una situación de discrecionalidad política y en ese sentido el traslado a las agrupaciones gremiales, que bien la agradecemos, tiene un mero efecto informativo.

Así las cosas, si la Corte Plena estima que se deben seguir los juicios de lesividad respectivos, nuestra única observación debería ser que no sólo se contemplen los casos de las jubilaciones que se hubieren otorgado con posterioridad a febrero del año 2000, fecha en que se emitió la relacionada regla cuarta, sino también aquellas otras pensiones otorgadas desde el año 1997 siguiendo criterios similares.

En el aspecto meramente gremial, que es el que sí nos interesa en forma prioritaria, no nos deja de preocupar el impacto que posiblemente pueda llegar a tener una determinación como la recomendada en el informe del Magistrado Oscar González, sobre todo respecto de aquellos jubilados que ya tengan plenamente comprometida su capacidad de pago al haber adquirido, por ejemplo, compromisos financieros que reduzcan su capacidad de liquidez.

En esos casos proponemos que la Corte Plena considere estas situaciones a la luz de propuestas que ha venido haciendo nuestra agrupación sindical, como la opción de otorgar, con recursos del mismo Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, préstamos directos que permitan refinanciar deudas a intereses convenientes para el jubilado y que generen una retribución suficiente para el Fondo de Pensiones, de tal forma que el jubilado adquiera capacidad de pago y se fortalezca la estabilidad financiera de nuestro fondo, sirviendo de paso para compensar la situación que se le podría venir si tuviera que ver afectado el monto de su jubilación por un proceso de lesividad.

Dejamos así rendido el informe que nos fuera requerido en relación con esta materia.”
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El licenciado Jesús Fallas Sánchez, Presidente del Consejo de Administración de COOPEJUDICIAL R.L. en oficio Nº GGC2014/2014 de 17 de junio del año en curso, indicó:

“Por este medio, nos permitimos hacer de su conocimiento que el Consejo de Administración en su sesión N° 16-06/2014 del 13 de Junio de 2014, conoció el oficio del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial N°23-Sitrajud-14 del 11 de junio de 2014, dirigido a la señora Silvia Navarro Romanini, Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia y acordó avalar y apoyar la posición de SITRAJUD con respecto a la Regla IV, tal cual se expresa en dicho oficio.”
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La licenciada Damaris Molina González, Presidenta de la Asociación Nacional de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial (ASOJUPEN), en nota de 17 de junio último, expresó:

“La suscrita, Damaris Molina González, en mi condición de Presidenta de la ASOCIACIÓN NACIONAL DE JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL PODER JUDICIAL “ASOJUPEN”, dentro del término conferido y con relación al informe otorgado por el Señor Magistrado Oscar González en punto a la “Regla 4”, me permito hacer las siguientes consideraciones: 
 
En primer término, nos referimos únicamente a lo que toca a los jubilados y pensionados en este tema, toda vez que los argumentos en defensa de los trabajadores con expectativa para acogerse a este beneficio, con base en la normativa que se viene aplicando y que hace relación a la muchas veces mencionada regla 4, corresponde a las organizaciones gremiales activas.

Dentro de un segundo punto, es importante anotar que este asunto esta inmerso en un debate pleno de elementos jurídicos, cuya interpretación está reservada a los profesionales en derecho y la decisión ulterior a la Corte Plena como ente superior administrativo, junto con el Consejo Superior de donde deviene la orden para su aplicación definitiva.

Partiendo de ello, tomamos en cuenta que los beneficios de jubilación y pensión han sido otorgados al abrigo de la normativa específica que los ampara: Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley Marco de Pensiones y los principios generales del derecho. De esa manera, los trabajadores directamente afectados por las disposiciones que emanan del ente Superior (Corte Plena-Consejo Superior), así como la propia ciudadanía costarricense, esperamos que tales pronunciamientos están plenamente resguardados por la ley y que lo contrario, deviene en violación a los principios de certeza, confianza y seguridad jurídica, propios de un sistema jurídico anclado en la democracia que proclama nuestro país.

Afianzada en tales presupuestos, la organización ASOJUPEN considera que las jubilaciones otorgadas conforme al transitorio de la Ley Marco de Pensiones del año 92 que a su vez remitió a los beneficios de la “ley anterior” (Ley Orgánica del Poder Judicial vigente), y que son parte del debate cuya audiencia nos permitimos contestar, se han consolidado en el tiempo y que su pretensión de reforma en perjuicio, si así se considerara, violaría flagrantemente la más elemental esencia de los Derechos Humanos, consagrados en nuestra Carta Fundamental y en los mismos Tratados Internacionales.

Al efecto, debe considerarse también, que los actos involucrados en el otorgamiento de tales beneficios, surgieron a la vida jurídica de una manera voluntaria, de buena fe, cimentados en la confianza de acciones totalmente transparentes. De otra forma, ninguna o ninguno de los posibles beneficiarios hubiese sido partidario (a) de recibir un patrocinio al margen de la ley, según lo han expresado en conversatorio realizado al respecto y en muchos casos inclusive, se alega que fueron llamados por la propia administración para que se acogieran o aprovecharan la oportunidad de obtener su jubilación con la disposición emanada de Corte Plena-Consejo Superior. De esa suerte, no existe ninguna responsabilidad de los destinatarios asignados para que a “esta altura del partido”, se les conmine a una reasignación de su asignación mensual y mucho menos a una devolución injusta de parte de la misma.

Por tanto, nuestra posición concreta aboga porque se mantengan intactos los beneficios otorgados al amparo de las resoluciones emanadas de Corte Plena y Consejo Superior ahora cuestionadas. En el peor de los casos, se readecuen los mismos conforme corresponda, siempre que se respeten los derechos adquiridos, las situaciones jurídicas consolidadas y la confianza legítima para lo cual, somos totalmente enfáticos en nuestra expresión de solicitud. No obstante esta argumentación, debe de quedar claro que también somos contralores del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que contiene nuestras propias asignaciones mensuales, por medio de lo cual se debe, no solo garantizar su pago efectivo, sino además, proteger las erogaciones futuras partiendo de derechos jubilatorios legal y transparentemente otorgados.

Al efecto y con el fin de amortiguar la incertidumbre que la ventilación de este grosero tema ha causado en nuestro gremio, con las publicaciones emanadas de la Superintendencia de Pensiones, Supen, (supuestamente extraídas de sus propias investigaciones en los departamentos correspondientes de nuestra institución) algo que respetuosamente se considera insólito porque seguimos afirmando que la ley no permite tal intromisión y que la misma es una total violación a la independencia de poderes, señala en nuestra Carta Magna, solicitamos se suministre un listado de las personas afectadas, para que de ser necesario, puedan accionar en defensa de sus derechos, ya que ni siquiera las que se jubilaron dentro de los años a que refiere el período en análisis, pueden determinar por sí mismas, si les cobija o no la situación señalada.”  

- 0 -

Las siguientes respuestas se recibieron después del plazo otorgado, cuya fecha de vencimiento fue el 18 de junio de este año.

La licenciada Ana Luisa Meseguer Monge, Presidenta de la Asociación Costarricense de Juezas, en nota recibida el 19 de junio en curso, refirió:

“Con fundamento en lo dispuesto en la sesión 19-14 celebrada el 12 de mayo en curso, artículo XXXV, así como en la sesión 22-14 del 26 de mayo del 2014, en nombre de la Asociación Costarricense de Juezas, procedo a realizar las observaciones pertinentes sobre la denominada regla cuarta, aprobada por la Corte Plena en la sesión No. 9-2000 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI.

De la nominada Regla Cuarta y el resultado de la visita de supervisión realizada por la Superintendencia de Pensiones.

En la sesión 9-2000 del 28 de febrero del 2000, se tomó el siguiente acuerdo:

“Quienes al 1° de enero de 1994 no tenían 20 años de servicio y siempre y cuando a la entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones N° 7302 de 8 de julio de 1992 vigente a partir del 15 de ese mismo mes y años, hubieren cumplido más de 10 años laborados o reconocidos, pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333, de 5 de mayo de 1993, con 55 o más años de edad si cumplen al mismo tiempo 30 años de servicio.

Los servidores de este grupo pueden jubilarse con un monto proporcional no completo al cumplir los 30 años de servicio, según las reglas propias del Sistema de Pensiones del Poder Judicial vigentes, antes de cumplir los 55 años de edad. 

Y de acuerdo con la edad, también pueden jubilarse con un monto proporcional del promedio del salario jubilable, a los 62 años, siempre y cuando tengan 10 de servicio.”

Por informe SP-1305-2012 de la Superintendencia de Pensiones, se puntualizan una serie de observaciones y requerimientos respecto del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Específicamente, en relación con la Regla cuarta antes dicha, se indica que: ".... no se ajusta a lo dispuesto en el Transitorio XIII de la Ley No. 7333 de 05 de mayo de 1993..." y se solicita al Poder Judicial

"2.1 Emitir las disposiciones pertinentes para derogar la regla cuarta del acuerdo de Corte Plena en razón de su ilegalidad".

Lo anterior, resulta de gran importancia, precisamente porque lo solicitado por la SUPEN es una derogatoria de la norma (hacia futuro). Nunca esa Superintendencia ha hecho mención a la procedencia de una declaratoria de nulidad de la misma con efectos retroactivos y, mucho menos, de que debía declararse la lesividad de aquellos actos individuales dictados bajo su amparo.

Informe del Magistrado González Camacho.

Se indica que en materia previsional, el trabajador/a posee una situación jurídica consolidada a partir del momento en que cumple los requisitos que lo facultan para acogerse a la jubilación y, que en caso del Poder Judicial, se daría a partir del momento en que el servidor/a está en posibilidad de aplicar para obtener una jubilación proporcional, excepto, durante los períodos en que había sido suprimida del ordenamiento jurídico.

Sigue afirmando el Magistrado González que, en el caso de normas transitorias, su consecuencia jurídica es la consolidación para ciertas personas del régimen que se modifica, por lo que agota sus efectos en el mismo instante de su entrada en vigencia, ya que únicamente beneficia a quienes, al momento, cuenten con los presupuestos de hecho previstos en la disposición transitoria. Afirma que existe otro supuesto de transitoriedad, cuando la ley es omisa sobre el particular, creada en forma jurisprudencial por la Sala Constitucional, al establecer que en tales supuestos, el plazo mínimo de transitoriedad debe ser de dieciocho meses; es decir, también, se consolidaría la situación jurídica de quienes les falte un año y medio para cumplir con todos los requisitos necesarios para acceder a la jubilación según las reglas modificadas, contados a partir de la entrada en vigencia de la nueva legislación.

Después de un análisis de la diversa legislación que regula la materia de Pensiones y Jubilaciones de los servidores/as del Poder Judicial, concluye que contraviene el ordenamiento jurídico y resulta nula la formulación de la denominada Regla IV, que les permite con un promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333, en aquellos casos en que cuenten con diez años de pertenencia al régimen al momento de entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones. 

Igualmente, se propone se declaren lesivos todos aquellos actos en que se aprobó una jubilación al amparo de la Regla IV y en contravención con el régimen del Transitorio XIII de la Ley 7333. 

En cuanto al tema de la caducidad para interponer los procesos de lesividad, expresa que todos los actos de aprobación de jubilaciones y pensiones son de efecto continuo o no instantáneo. Considera que, por esa razón, a aquellos que fueron emitidos durante la vigencia de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, no les sería aplicable el plazo de caducidad de dos meses, por lo que queda abierta la acción de anulación mientras sigan surtiendo efectos a tenor del artículo 21 de dicha legislación, aunque únicamente para su inaplicabilidad futura. Además, agrega que, con el actual Código Procesal Contencioso Administrativo (artículo 34 y 40) resulta posible cuestionar con independencia del tiempo ordinario de caducidad (un año), los actos absolutamente nulos y, también, para efectos de su inaplicabilidad futura, en tanto estos continúen surtiendo efectos jurídicos.

Concluye entonces, que no puede pretenderse la declaratoria de nulidad con efectos retroactivos, para aquellos actos declaratorios de derechos que adquirieron firmeza hace más de un año y que, únicamente, puede solicitarse la anulación para su inaplicabilidad futura.

Informe de la Secretaría General de la Corte, suscrito por la Licenciada Karol Monge Molina.

Al igual que el informe del Magistrado González Camacho, en este último, se considera que la Regla IV excede lo dispuesto en la Ley.

"Sometiendo dicha regla a un escrutinio minucioso y a la luz de la normativa estudiada, se observa que tal disposición no se ajusta a esa legislación por lo que deviene en ilegal por las razones que se exponen. 

En criterio de quien suscribe, no es cierto que se haya gestado una situación jurídica consolidada para quienes tenían más de 10 años de pertenecer al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pues la Sala Constitucional, claramente ha sido del criterio de que con el ingreso de la persona trabajadora a determinado régimen de jubilaciones, lo que se asegura es su derecho de pertenencia mas no se adquiere su derecho a una jubilación ya que para gozar de este último, debe cumplir con los requisitos que imperen en ese momento". 

(...)

En línea con lo anterior, la única situación jurídica consolidada que se puede extraer del transitorio III de la Ley nº 7302 es el otorgamiento del descuento de años quienes al 31 de diciembre de 1993, eran servidores o servidoras judiciales y además tenían 20 años de servicio o 55 años de edad.

El resto de personas trabajadoras deberían o debieron jubilarse con respeto de la normativa 7333 y su reforma operada mediante la Ley nº 7605.

En todo caso, lo relevante en este asunto y que fue señalado por la Superintendencia de Pensiones, es que el cuadro normativo que se mencionó en el acápite anterior, estableció claramente que para poder jubilarse con promedio completo, debía cumplirse con el límite de edad señalado –sea 60 ó 62 años según fuera el caso y normativa aplicable- y 30 años de servicio, dejando abierta la opción del retiro proporcional a falta de alguno de estos dos requisitos, pero nunca se permitió por la vía legal, que al jubilarse a los 55 años, se pudiera optar por el 100% de la formula aplicable. 

Es justamente la frase “pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333”, la que resulta contraria a derecho, y por lo tanto, al no tener un sustento legal debe procederse a su revocatoria cuanto antes

Concluye que:

De previo conviene hacer la aclaración de que quien suscribe, no considera prudente –a pesar de que las jubilaciones otorgadas con arreglo de la regla IV-, iniciar procesos de lesividad contra los actos administrativos del Consejo Superior que declararon derechos jubilatorios pues, atendiendo a razones de oportunidad y costo-beneficio, tendría el Poder Judicial que confinar a las personas jubiladas a que perciban su derecho de forma proporcional y no completo y, en caso de negativa, reinsertar laboralmente a todas aquellas personas que no cuentan o no contaron con los sesenta o sesenta y dos años de edad –según sea el caso-, con el fin de que adquieran la edad impuesta por el ordenamiento jurídico aplicable y; tomando en cuenta que ya existen otras personas nombradas en las plazas de quienes se jubilaron, tendría la institución que asumir los costos de dobles salarios en un mismo puesto o, enfrentarse a múltiples procesos contenciosos, en suma onerosos para el presupuesto de la Administración de Justicia. 

Además, debe tomarse en cuenta que las personas jubiladas solicitaron el beneficio en virtud de políticas que en su momento había dictado el máximo jerarca del Poder Judicial, conducta administrativa que se creyó apegada al bloque de legalidad y constitucionalidad correspondientes. 

Se recomienda:

g) Revocar de manera inmediata por la Corte Plena, la denominada Regla Cuarta aprobada en el artículo XXXI de la sesión no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000.

h) No iniciar procedimientos de lesividad contra los actos administrativos del Consejo Superior, que otorgaron derechos jubilatorios a personas servidoras judiciales, esto por razones de conveniencia para la institución. 

i) No aprobar más jubilaciones a la luz de la regla IV, debido a que nunca ha existido una situación jurídica consolidada respecto de los requisitos de la ley nº 6869.

Nuestra posición. 

No corresponde a nuestra Asociación determinar si la Regla cuarta, es un acto administrativo contrario o no al ordenamiento jurídico.

Lo que sí es necesario apuntar, es que se disiente total y absolutamente de la opinión externada por el Magistrado González Camacho, en cuanto al plazo de caducidad aplicable a los actos individuales que han otorgado derechos de jubilación o pensión con base en dicha Regla cuarta, en el supuesto de que la Corte Suprema de Justicia decida interponer procesos de lesividad.

De conformidad con el artículo 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, el cual estuvo vigente hasta el 31 de diciembre del 2007, el plazo de caducidad para que la propia Administración autora de algún acto declarativo de derechos, pretendiere demandar su anulación, era de cuatro años contados a partir de la fecha en que se hubiere dictado. Esta norma resulta absolutamente clara y especial para el proceso de lesividad. 

En todo caso, se impone hacer una referencia al artículo 21 de la citada Ley Reguladora, en el que el Magistrado González sustenta su posición, norma que literalmente establecía:

"1.- No se admitirá la acción contencioso- administrativa respecto de: 
a) Los actos consentidos expresamente o por no haber sido recurridos en tiempo y forma, lo que sean reproducción de otros anteriores ya definitivos o firmes y los confirmatorios de los consentidos; y

b) Las resoluciones que pongan término a la vía administrativa como previa a la judicial

2.- En todo caso, se admitirá la impugnación contra los actos a que se refiere el inciso a) del párrafo anterior, cuando fueren nulos de pleno derecho y están surtiendo efectos; pero ello únicamente para fines de su anulación e inaplicabilidad futura."

Esa norma quedó tácitamente derogada por el artículo 175 de la Ley General de la Administración Pública, cuya redacción original estableció:

"Caducará en cuatro años la potestad del administrado para impugnar el acto absolutamente nulo en la vía administrativa y jurisdiccional, sin que se apliquen al respecto los plazos normales de caducidad".

Nótese que la Ley General de la Administración Pública estableció un plazo fatal de cuatro años para la impugnación de los actos absolutamente nulos, sin realizar ninguna diferencia entre si son de efectos inmediatos o continuados y, por ser una ley posterior, prevalece sobre la anterior. 

Si bien el Código Procesal Contencioso Administrativo en su artículo 40 expresa que "1.- Serán impugnables los actos administrativos absolutamente nulos, para efectos de anulación e inaplicabilidad futura, así como las conductas omisivas, mientras subsistan sus efectos continuados, pero ello únicamente para su anulación e inaplicabilidad futura...", debe tenerse en cuenta que el Transitorio III de ese cuerpo normativo, claramente preceptúa que el régimen de impugnación de los actos que hayan quedado firmes en la vía administrativa antes de la vigencia de Código, se rigen por la ley anterior.

Entonces, debe hacerse una diferenciación importante:

1.- Actos que otorgaron derechos jubilatorios a servidores/as judiciales con fundamento en la Regla cuarta, emitidos hasta el 31 de diciembre del 2007.

A estos actos, conforme al Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo, no se les aplica el régimen impugnatorio regulado en ese cuerpo legal, sino el anterior. Por dicha razón, independientemente de si se trata de actos con efectos continuados o no, el artículo 175 de la Ley General de la Administración Pública que derogó tácitamente el numeral 21.2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativo, establecía respecto de ellos un plazo fatal de caducidad de cuatro años. 

En consecuencia, la acción contra todos esos actos se encuentra caduca y no puede el Poder Judicial pretender declarar su nulidad por medio de procesos de lesividad.

2.- Actos que otorgaron derechos jubilatorios a servidores/as judiciales con fundamento en la Regla cuarta, emitidos a partir del 1° de enero del 2008.

El acto de efectos continuados es propio de aquellas relaciones jurídicas de duración, de modo que incide reiteradamente en la esfera jurídica del particular, ya sea creando, modificado o extinguiendo durante ese período las relaciones o situaciones jurídicas que integran esa esfera jurídica. Por el contrario, los actos de efectos instantáneos, son aquellos cuya incidencia o efecto se agota en un solo momento, precisamente en el que varía, en forma positiva o negativa, el conjunto de derechos, potestades, obligaciones, deberes y cargas de las personas. 

En el caso concreto, resulta demasiado simplista, afirmar que como el acto que reconoce un derecho jubilatorio es de efectos continuos, el plazo de caducidad para su anulación se mantiene abierto hasta un año después de haber cesado los efectos, al menos, para su inaplicabilidad futura.

La facultad de anulación de los actos administrativos, tienen por principio un límite infranqueable, cual es, que no puede ser ejercida si resulta contraria a la equidad y a la buena fe. No basta con expresar que el reconocimiento de un derecho jubilatorio es un acto de efecto continuo, para determinar que tiene abierto el plazo de caducidad para su inaplicabilidad futura. El operador de derecho debe necesariamente ponderar, además, los posibles efectos invalidatorios sobre los derechos reconocidos; sobre todo, si el/la titular de esos derechos confió de buena fe en la validez del acto y su confianza es digna de protección. 

Téngase en cuenta, que no se trata de un simple derecho patrimonial, sino que el derecho a una jubilación tiene rango constitucional de conformidad con el artículo 73 de la Constitución Política y goza de amplia protección en diversos instrumentos internacionales. Declarar la nulidad de esos actos, aunque sea para efectos futuros, causa una grave dislocación de la realidad fáctica y jurídica de las personas afectadas.

Todas son personas que de buena fe solicitaron y obtuvieron el beneficio, en virtud de políticas generales dictadas por las más altas autoridades del Poder Judicial, cuya conducta siempre consideraron apegada al ordenamiento jurídico. Tal y como se indica en el dictamen de la Secretaría General de la Corte, existe un principio de confianza legítima que ahora no puede desconocer la Administración. La confianza legítima, se entiende en la doctrina y la jurisprudencia, como la expectativa cierta de que una situación jurídica o material, abordada de cierta forma en el pasado que no puede ser tratada de modo extremadamente desigual en otro período, salvo que exista una causa constitucionalmente aceptable que legitime su variación. Como elemento incorporado al de buena fe, la confianza legítima puede proyectarse en el hecho de que se espere la perpetuación de específicas condiciones regulatorias de una situación o la posibilidad de que no se apliquen exigencias más gravosas de las ya requeridas para la realización de un fin.

La buena fe debe gobernar las relaciones entre la autoridad y los particulares y, éstos deben ser protegidos frente a actos contrarios a actuaciones u omisiones administrativas prolongadas en el tiempo, debiendo prevalecer el principio de seguridad jurídica.

Por otra parte, la declaratoria de nulidad de esos actos, trae consigo gravísimos perjuicios al Poder Judicial, por cuanto, las cosas deben volver a su estado original, por lo que, necesariamente todas aquellas personas afectadas que así lo quieran, podrían válidamente pretender ser reinstaladas en los puestos que ocupaban antes de su jubilación, con la finalidad de completar los requisitos de edad o tiempo de servicio, sin que el hecho de que haya otras personas ocupando el cargo pueda alegarse como un obstáculo válido. Nuestra organización se ha cuestionado: ¿está el Poder Judicial preparado para asumir este resultado?, ¿tendrá a dos personas laborando en el mismo puesto?, ¿cuál sería el costo económico de lo anterior?. Insistimos en que la dislocación de la estructura y el daño económico que se causaría con la declaratoria de nulidad, indudablemente, serían mucho más graves.

Cabe recalcar, que lo solicitado en su informe por la Superintendencia de Pensiones, fue única y exclusivamente la derogatoria de la Regla cuarta y nunca pretendió que se realizaran procesos de lesividad contra actos individuales.”
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La máster Adriana Orocú Chavarría, Presidenta de la Asociación Costarricense de la Judicatura, en nota recibida el 19 de junio último, expresó:

“La suscrita, Adriana Orocú Chavarría, en calidad de presidenta de la Asociación Costarricense de la Judicatura, remito respuesta al oficio N° 4686-14, del 14 de mayo de 2014, que refiere al acuerdo tomado por la honorable Corte Plena, en la sesión N° 19-14 celebrada el 12 de mayo en curso, artículo XXV, respuesta acordada en sesión número 8-12 de Junta Directiva de ACOJUD, del 18 de junio del presente, acuerdo noveno, en los términos siguientes: 

La denominada regla cuarta, reconoció hasta la suspensión de su utilización, los beneficios jubilatorios de la ley Orgánica del Poder Judicial, derogada a partir del 1 de enero de 1994, a un grupo de servidoras y servidores judiciales que cumplían los supuestos normativos de 10 años de servicio o reconocidos al 15 de julio de 1992 cuando se promulgó la Ley N° 7302 (Ley Marco de Pensiones) y que al momento de su retiro cuenten con al menos 55 años de edad y 30 años o más de servicio. Derivada de esa condición, se concluye que las personas que se beneficiaron al amparo de la regla cuarta, además de tener 10 años o más de servicio o reconocidos al entrar en vigencia la ley N° 7302, debieron cumplir ambos requisitos jubilatorios (edad y tiempo de servicio)

Actualmente, de conformidad con las reglas actuales jubilatorias incluidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, se establecen tres tipos de reglas: las de edad cumplida, las tiempo de servicio (30 años) y las que definen el cálculo. Son las últimas mencionadas –las de cálculo- las que se vieron modificadas por la regla cuarta. Sea, partiendo del hecho de que la persona cumple con la edad y el tiempo de servicio, se concedieron los beneficios jubilatorios de la ley anterior (como ligar el monto de la jubilación al puesto activo y el cálculo de los últimos 12 meses laborados, como promedio salarial de referencia) para definir el monto de la jubilación. Por lo anterior, la promulgación de la llamada regla cuarta, generó un monto mayor de asignación jubilatoria, a un pequeño grupo de servidoras y servidores judiciales.

Lo afirmado se confirma por los informes recibidos y analizados por Corte Plena, suscritos por el Magistrado Oscar González Camacho y la Profesional en Derecho de la Secretaría General de la Corte, Licda. Karol Monge Molina, en los que se concuerdan en reconocer la ilegalidad de la regla cuarta, recomendando en ambos, revocar de manera inmediata dicha regla, aprobada en el artículo XXXI de la sesión no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000. 

La ACOJUD, apoya la conclusión de los informes mencionados, ya que coincidimos en la errónea interpretación y aplicación de dicha regla y resulta evidente, la afectación a nuestro Fondo de retiro y la colectividad judicial.

Con respecto al tema de los eventuales procesos de lesividad, es claro que de revocarse la regla cuarta, la Procuraduría General de la República debe valorar la interposición de esos procesos, con el objetivo de declarar la lesividad de los actos en que se aprobó una jubilación al amparo de esa regla, en contravención con el régimen transitorio establecido en el transitorio XIII de la Ley 7333, analizando cada caso concreto, a la luz del principio pro fondo, a fin de establecer si la jubilación otorgada transgrede la normativa aplicable.

Con lo concluido, reiteramos nuestro compromiso como asociación gremial, en el resguardo de los intereses colectivos, aún cuando estos se contrapongan a los individuales, siendo consecuentes con lo que hasta ahora hemos procurado, cual es la defensa de nuestro Fondo de Pensiones y Jubilaciones, considerando ante éste panorama, que la administración debe ponderar procesos de conciliación con los eventuales afectados.”

- 0 -

La licenciada María Isabel Villegas Núñez, Secretaria de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial (ANPROJUD), en nota recibida el 19 de junio del año en curso, manifestó:

“En atención al oficio N° 4686-14, del 14 de mayo de 2014, referente al acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 19-14 celebrada el 12 de mayo en curso, artículo XXV; respetuosamente nos permitimos exponer lo acordado por nuestra Junta Directiva:

1- La denominada Regla Cuarta, reconoce beneficios contenidos en la ley Orgánica del Poder Judicial, derogada desde 31 de enero de 1993, a un grupo de servidoras y servidores judiciales que cumplían los siguientes requisitos: a) quienes tenían 10 años de servicio o reconocidos al 15 de julio de 1992 cuando se promulgó la Ley N° 7302 (Ley Marco de Pensiones). b) Que al momento de su retiro tengan al menos 55 años de edad y c) Quienes tengan al mismo tiempo 30 años o más de servicio. 

2- Del punto anterior se concluye que las personas que se beneficiaron al amparo de la regla 4, además de tener 10 años o más de servicio o reconocidos al entrar en vigencia la ley N° 7302, debieron cumplir ambos requisitos jubilatorios (edad y tiempo de servicio).

3- La legislación vigente en materia jubilatoria para el Poder Judicial, establece tres tipos de reglas: las relativas a la edad cumplida, las relativas al tiempo de servicio (30 años) y las que definen su cálculo. Esta última es la que se vio modificada por la regla 4°. Ya que esta partiendo del hecho de que la persona cumple con la edad y el tiempo de servicio, concedió beneficios de la ley anterior, como ligar la jubilación al puesto que ocupaba la persona al momento del retiro y redefinió la fórmula de cálculo al reducir de 24 a 12 meses el promedio salarial de referencia para definir el monto de asignación jubilatorio. 

4- Por lo anterior, se puede afirmar que la promulgación de la regla 4° generó un monto mayor de asignación a un pequeño grupo de servidoras y servidores judiciales, a quienes se les calculó su jubilación con el parámetro de 12 salarios y no de 24, como lo define la ley vigente. 

5- Los informes recibidos por esa Corte, suscritos por el Magistrado Oscar González Camacho y la Licda. Karol Monge Molina, profesional en Derecho de la Secretaría General de la Corte; concuerdan en reconocer la ilegalidad de la regla 4° y recomiendan revocar de manera inmediata dicha Regla, aprobada en el artículo XXXI de la sesión no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000. Lo cual apoyamos completamente, ya que coincidimos en la ilegalidad de dicha regla y resulta evidente la afectación a nuestro Fondo de retiro, y la colectividad judicial, en beneficio de un pequeño grupo que han disfrutado de una asignación excesiva.

6- Con respecto al tema de lesividad, es claro que de revocarse la regla 4, deberá valorar la Procuraduría declarar lesivos todos aquellos actos en que se aprobó una jubilación al amparo de ella y en contravención con el régimen establecido en el transitorio XIII de la Ley 7333. Sin embargo estimamos que previo a solicitar la declaración de lesividad, se requiere de un análisis de cada caso a fin de establecer si la jubilación otorgada transgrede la normativa aplicable a dicho servidor. En este tema debe recordarse que al jurisprudencia constitucional ha construido el principio de “indubio pro fondo”, donde la Administración debe procurar el beneficio supremo de nuestro fondo jubilatorio, de ahí que aunque reconocemos que las eventuales lesividades que se declaren y la eventual reducción de los montos asignados a las y los jubilados y pensionados, existe un bien superior que es la salud económica y actuarial de nuestro Fondo. Debe recordarse que los beneficios otorgados ilegítimamente por esta Regla, no sólo han tenido impacto en el cálculo de la jubilación, generando una afectación al fondo, sino que al mantener ligado el monto de la jubilación al puesto en que se jubiló la persona, tendremos que a futuro se deberían seguir realizando ajustes al monto asignado, con la consecuente afectación para las finanzas de nuestro Fondo y más grave aún todo sustentado en una asignación irregular; perpetuando un acto ilegal.

7- Las Organizaciones laborales, somos representantes de los intereses y aspiraciones de nuestros agremiados, de ahí que se procuren los intereses colectivos, aún cuando estos se contrapongan a los individuales. Por lo que siendo consecuentes con la defensa que hemos realizado de nuestro Fondo y procurando una sana y eficiente administración, debemos insistir ante esa Corte que se procure el beneficio colectivo y se realicen las gestiones que nuestra legislación faculta y ordena, para resarcir al Fondo de Jubilaciones de las y los servidores judiciales; así como de las personas pensionadas; los recursos que de forma excesiva e ilegal le han sido entregados a un pequeño grupo de exservidores judiciales.

8- Finalmente, se considera oportuno que la Administración promueva un proceso de conciliación con los eventuales afectados ante los procesos de lesividad, a fin de llegar a arreglos sin que medien procesos jurisdiccionales.”
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El licenciado Rodrigo Coto Calvo, en ese entonces Presidente de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD), en oficio ASSJ-203-2014 recibido el 20 de junio de este año, indicó:

“En atención al oficio N° 4686-14, del 14 de mayo de 2014, referente al acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 19-14 celebrada el 12 de mayo en curso, artículo XXV; respetuosamente nos permitimos exponer lo acordado por nuestra Junta Directiva:

1- La denominada Regla Cuarta, reconoce beneficios contenidos en la ley Orgánica del Poder Judicial, derogada desde 31 de enero de 1993, a un grupo de servidoras y servidores judiciales que cumplían los siguientes requisitos: a) quienes tenían 10 años de servicio o reconocidos al 15 de julio de 1992 cuando se promulgó la Ley N° 7302 (Ley Marco de Pensiones). b) Que al momento de su retiro tengan al menos 55 años de edad y c) Quienes tengan al mismo tiempo 30 años o más de servicio. 

2- Del punto anterior se concluye que las personas que se beneficiaron al amparo de la regla 4, además de tener 10 años o más de servicio o reconocidos al entrar en vigencia la ley N° 7302, debieron cumplir ambos requisitos jubilatorios (edad y tiempo de servicio).

3- La legislación vigente en materia jubilatoria para el Poder Judicial, establece tres tipos de reglas: las relativas a la edad cumplida, las relativas al tiempo de servicio (30 años) y las que definen su cálculo. Esta última es la que se vio modificada por la regla 4°. Ya que está partiendo del hecho de que la persona cumple con la edad y el tiempo de servicio, concedió beneficios de la ley anterior, como ligar la jubilación al puesto que ocupaba la persona al momento del retiro y redefinió la fórmula de cálculo al reducir de 24 a 12 meses el promedio salarial de referencia para definir el monto de asignación jubilatorio. 

4- Por lo anterior, se puede afirmar que la promulgación de la regla 4° generó un monto mayor de asignación a un pequeño grupo de servidoras y servidores judiciales, a quienes se les calculó su jubilación con el parámetro de 12 salarios y no de 24, como lo define la ley vigente. 

5- Los informes recibidos por esa Corte, suscritos por el Magistrado Oscar González Camacho y la Licda. Karol Monge Molina, profesional en Derecho de la Secretaría General de la Corte; concuerdan en reconocer la ilegalidad de la regla 4° y recomiendan revocar de manera inmediata dicha Regla, aprobada en el artículo XXXI de la sesión no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000. Lo cual apoyamos completamente, ya que coincidimos en la ilegalidad de dicha regla y resulta evidente la afectación a nuestro Fondo de retiro, y la colectividad judicial, en beneficio de un pequeño grupo que han disfrutado de una asignación excesiva.

6- Con respecto al tema de lesividad, es claro que de revocarse la regla 4, deberá valorar la Procuraduría declarar lesivos todos aquellos actos en que se aprobó una jubilación al amparo de ella y en contravención con el régimen establecido en el transitorio XIII de la Ley 7333. Sin embargo estimamos que previo a solicitar la declaración de lesividad, se requiere de un análisis de cada caso a fin de establecer si la jubilación otorgada transgrede la normativa aplicable a dicho servidor. En este tema debe recordarse que al jurisprudencia constitucional ha construido el principio de “indubio pro fondo”, donde la Administración debe procurar el beneficio supremo de nuestro fondo jubilatorio, de ahí que aunque reconocemos que las eventuales lesividades que se declaren y la eventual reducción de los montos asignados a las y los jubilados y pensionados, existe un bien superior que es la salud económica y actuarial de nuestro Fondo. Debe recordarse que los beneficios otorgados ilegítimamente por esta Regla, no sólo han tenido impacto en el cálculo de la jubilación, generando una afectación al fondo, sino que al mantener ligado el monto de la jubilación al puesto en que se jubiló la persona, tendremos que a futuro se deberían seguir realizando ajustes al monto asignado, con la consecuente afectación para las finanzas de nuestro Fondo y más grave aún todo sustentado en una asignación irregular; perpetuando un acto ilegal.

7- Las Organizaciones laborales, somos representantes de los intereses y aspiraciones de nuestros agremiados, de ahí que se procuren los intereses colectivos, aún cuando estos se contrapongan a los individuales. Por lo que siendo consecuentes con la defensa que hemos realizado de nuestro Fondo y procurando una sana y eficiente administración, debemos insistir ante esa Corte que se procure el beneficio colectivo y se realicen las gestiones que nuestra legislación faculta y ordena, para resarcir al Fondo de Jubilaciones de las y los servidores judiciales; así como de las personas pensionadas; los recursos que de forma excesiva e ilegal le han sido entregados a un pequeño grupo de exservidores judiciales.

8- Finalmente, se considera oportuno que la Administración promueva un proceso de conciliación con los eventuales afectados ante los procesos de lesividad, a fin de llegar a arreglos sin que medien procesos jurisdiccionales.”
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En sesión N° 38-14 celebrada el 11 de agosto del año en curso, artículo Único, en lo conducente se tomó el siguiente acuerdo:

[…]

Las Magistradas y los Magistrados que presentaron motivo de inhibitoria para conocer este tema fueron: Villanueva, Varela, Vega, Camacho, Pereira, Solís, Ramírez, Arroyo y Vega. 

Las inhibitorias presentadas se trasladaron a estudio jurídico del licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, Profesional en Derecho de la Secretaría General de la Corte, quien remite el informe Nº 26-2014 de 3 de julio del año en curso, que literalmente dice:

"Respecto del informe sobre la regla cuarta que presentó el Magistrado Óscar González Camacho, la Corte Plena en sesión N° 19-14 celebrada el 12 de mayo del año en curso, artículo XXV, dispuso: "Las señoras Magistradas y los señores Magistrados que estimen deben inhibirse de conocer y resolver este asunto, presentarán por escrito a la Secretaría General las razones de su inhibitoria, las que serán trasladadas a análisis jurídico conforme corresponda, a fin de determinar la procedencia o no de las inhibitorias que se formulen".

En cuanto al tratamiento de las abstenciones de las señoras Magistradas y los señores Magistrados, el suscrito en criterio N° 15-2011 del 17 de mayo de 2011 (conocido y aprobado por la Corte Plena en sesión N° 30-11 celebrada el 12 de setiembre de 2011, artículo XXVI), expresó lo siguiente:

"(…) Los artículos 230 y 234 de la Ley General de la Administración Pública, literalmente expresan lo siguiente:

"Artículo 230.- 

1. Serán motivos de abstención los mismos de impedimento y recusación que se establecen en la Ley Orgánica del Poder Judicial y, además, los que resultan del artículo 102 de la Ley de la Administración Financiera de la República.

2. Los motivos de abstención se aplicarán al órgano director, al de la alzada y a las demás autoridades o funcionarios que intervengan auxiliándolos o asesorándolos en el procedimiento.

3. Sin embargo, cuando los motivos concurran en un miembro de un órgano colegiado, la abstención no se hará extensiva a los demás miembros, salvo casos calificados en que éstos la consideren procedente.

Artículo 234.- 

1. Cuando se tratare de un órgano colegiado, el miembro con motivo de abstención se separará del conocimiento del negocio, haciéndolo constar ante el propio órgano a que pertenece.

2. En este caso, la abstención será resuelta por los miembros restantes del órgano colegiado, si los hubiere suficientes para formar quórum; de lo contrario, resolverá el superior del órgano, si lo hubiere, o, en su defecto, el Presidente de la República.

3. Si la abstención se declarare con lugar, conocerá del asunto el mismo órgano colegiado, integrado con suplentes si los tuviere, o con suplentes designados ad hoc por el órgano de nombramiento".

Por su parte, la Ley Orgánica en su numeral 31 señala:

"Artículo 31.- 

A falta de regla expresa sobre impedimentos, excusas y recusaciones, se estará a lo dispuesto en el Código Procesal Civil, en cualquier materia, salvo en la jurisdicción constitucional la cual se regirá por sus propias normas y principios.

Los motivos de impedimento y recusación, previstos en los códigos y leyes procesales, comprenden a los servidores judiciales, incluso a los auxiliares y administrativos que, de algún modo, deban intervenir en el asunto, debiendo ser sustituidos para el caso concreto.

El Código Procesal Civil en sus artículos 49 y 53 establece:

"Artículo 49.- Causas. 

Todo juzgador está impedido para conocer:

1) En asuntos en que tenga interés directo.

2) En asuntos que le interesen de la misma manera a su cónyuge, a sus ascendientes o descendientes, hermanos, cuñados, tíos y sobrinos carnales, suegros, yernos, padrastros, hijastros, padres o hijos adoptivos.

Si después de iniciado un proceso, alguna de las personas indicadas adquiriera algún derecho en el objeto o en el resultado del proceso, se considerará que hay motivo de impedimento, pero la parte contraria podrá habilitar al funcionario para que conozca del asunto, siempre que lo haga antes de que intervenga el funcionario sustituto.

3) En asuntos en que sea o haya sido abogado de alguna de las partes.

4) En asuntos en que fuere tutor, curador, apoderado, representante o administrador de bienes de alguna de las partes en el proceso.

5) En asuntos en que tenga que fallar en grado acerca de una resolución dictada por alguno de los parientes mencionados en el inciso 2) anterior.

6) En tribunales colegiados, en asuntos en los cuales tenga interés directo alguno de los integrantes, o bien su cónyuge, o cualquiera de sus ascendientes o descendientes consanguíneos.

7) En asuntos en los que alguno de los parientes indicados en el inciso 2) sea o haya sido abogado director o apoderado judicial de alguna de las partes, siempre que esa circunstancia conste en el expediente respectivo.

Sin embargo, en el caso previsto en este inciso, la parte contraria podrá habilitar al funcionario para que conozca del asunto, siempre que lo haga antes de que intervenga en ese asunto el funcionario sustituto.

En los casos a que se refieren los incisos 1), 2) y 4) de este artículo, estarán también impedidos para actuar en los asuntos los secretarios, los prosecretarios y los notificadores.

Artículo 53.- Causas. 

Son causas para recusar a cualquier funcionario que administra justicia: 

1) Todas las que constituyen impedimento conforme con el artículo 49.

2) Ser primo hermano por consanguinidad o afinidad, concuñado, tío o sobrino por afinidad de cualquiera que tenga un interés directo en el asunto, contrario al del recusante.

3) Ser o haber sido en los doce meses anteriores socio, compañero de oficina o de trabajo o inquilino bajo el mismo techo del funcionario; o en el espacio de tres meses atrás, comensal o dependiente suyo.

4) Ser la parte contraria, acreedor o deudor, fiador o fiado por más de mil colones del recusado o de su cónyuge. Si la parte respecto de quien existe el vínculo de crédito o fianza fuere el Estado o una de sus instituciones, una municipalidad, una sociedad mercantil, una corporación, asociación, cooperativa o sindicato, no será bastante para recusar esta causal, ni las demás que, siendo personales, sólo puedan referirse a los individuos.

5) Existir o haber existido en los dos años anteriores, proceso penal en el que hayan sido partes contrarias el recusante y el recusado, o sus parientes mencionados en el inciso 2) del artículo 49. Una acusación ante la Asamblea Legislativa no será motivo para recusar a un magistrado por la causal de este inciso ni por la de ningún otro del presente artículo.

6) Haber habido en los dos años precedentes a la iniciación del asunto, agresión, injurias o amenazas graves entre el recusante y el recusado o sus indicados parientes; o agresión, amenazas o injurias graves hechas por el recusado o sus mencionados parientes al recusante después de comenzado el proceso.

7) Sostener el recusado, su cónyuge o sus hijos, en otro proceso semejante que directamente les interese, la opinión contraria del recusante; o ser la parte contraria juez o árbitro en un proceso que a la sazón tenga el recusado, su cónyuge o hijos.

8) Haberse impuesto alguna pena o corrección en virtud de queja interpuesta en el mismo proceso por el recusante.

9) Estarse siguiendo o haberse seguido en los seis meses precedentes al asunto, otro proceso civil de mayor o de menor cuantía entre el recusante y el recusado, o sus cónyuges o hijos, siempre que se haya comenzado el proceso por lo menos tres meses antes de aquel en que sobrevenga la recusación.

10) Haberse el recusado interesado, de algún modo, en el asunto, por la parte contraria, haberle dado consejos o haber externado opinión concreta a favor de ella. Si alguno de esos hechos hubiere ocurrido siendo alcalde, actuario, juez, juez superior o magistrado el recusado, una vez declarada con lugar la recusación mediante plena prueba de los hechos alegados, se comunicará lo resuelto a la Corte Plena para que destituya al juzgador, y a la Asamblea Legislativa si se trata de un magistrado. En ambos casos se hará la comunicación al Ministerio Público para que abra proceso penal contra el funcionario.

Las opiniones expuestas o los informes rendidos por los juzgadores, que no se refieran al asunto concreto en que sean recusados, como aquellas que den con carácter doctrinario o en virtud de requerimiento de los otros poderes, o en otros asuntos de que conozcan o hayan conocido de acuerdo con la ley, no constituyen motivo de excusa ni de recusación.

11) Haber sido el recusado perito o testigo de la parte contraria en el mismo asunto.

12) Haber sido revocadas por unanimidad o declaradas nulas en los tribunales superiores tres o más resoluciones del recusado contra el recusante en un mismo asunto; pero dado este caso de recusación, podrá recusarse al juez en cualquier otro proceso que tenga el recusante ante el mismo funcionario.

Tal y como se observa, la Ley General de la Administración Pública establece en forma clara que los motivos de abstención son los mismos de impedimento y recusación que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. Lo anteriormente transcrito implica la remisión de la Ley General a otros cuerpos normativos para la especificación del contenido de las causales en las que se configuran los supuestos de abstención. Expresamente se mencionan las que se establecen en la Ley Orgánica del Poder Judicial, entratándose de impedimento y recusación, y las que se desprenden del artículo 107 de la Ley de la Administración Financiera de la República. En cuanto a las primeras, se encontraban contenidas en los artículos 199 a 210 de esa Ley Orgánica. Sin embargo, mediante Ley 7130 del 16 de agosto de 1989, publicada en el Alcance Nº 35 a La Gaceta Nº 208 del 3 de noviembre de 1989, (Código Procesal Civil) se dispuso, mediante el artículo 8º, la derogatoria de los citados artículos. Lo anterior implica que, en función de la plenitud hermenéutica del Derecho, han de aplicarse las disposiciones contenidas en el Código Procesal Civil que regulan los institutos del impedimento y de la recusación, por un lado, por ser este el conjunto normativo que derogó aquellas disposiciones y, por otro, para llenar la eventual laguna que se produciría en el Ordenamiento Jurídico administrativo.

Además, la citada Ley General define el procedimiento que se debe seguir en aquellos casos en los que uno o varios de los miembros de un órgano colegiado se abstengan de conocer sobre un determinado asunto, señalando, de forma expresa, que cuando una abstención fuese declarada con lugar, el órgano deberá ser integrado por miembros suplentes para que lo conozcan, medida que busca garantizar justamente la existencia de quórum de ley para que no se afecte de forma negativa el funcionamiento normal del órgano.

II.- JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA.-

Es vasto el análisis que ha efectuado la Procuraduría General de la República sobre el tema de las abstenciones. Por ejemplo, en la Opinión Jurídica N° 016-J-2009 del 12 de febrero de 2009, expresó:

"Sobre este tema, la Ley General de la Administración Pública, en su numeral 230, indica de forma clara y precisa que son motivos de abstención los mismos de impedimento y recusación que se establecen en la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por su parte, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 31, señala que a falta de regla expresa sobre impedimentos, excusas y recusaciones, se debe de estar a lo dispuesto en el Código Procesal Civil, en cualquier materia, salvo en la jurisdicción constitucional, la cual se rige por sus propias normas y principios. Por último, el Código Procesal Civil, en el numeral 49, inciso 2, indica que todo juzgador [en nuestro caso el funcionario de la Administración Pública] está impedido para conocer los asuntos que le interesen de la misma manera a su cónyuge, a sus ascendientes o descendientes, hermanos, cuñados, tíos y sobrinos carnales, suegros, yernos, padrastros, hijastros, padres o hijos adoptivos. 

Al respecto, en el dictamen C-368-07 de 11 de octubre del 2007, indicamos también lo siguiente: 

"Existe vasta jurisprudencia administrativa emitida por esta Procuraduría General, en el sentido de que el deber de abstención se justifica y se exige en la medida en que exista un conflicto de intereses que pueda afectar la imparcialidad y objetividad de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus competencias. En este sentido, se entiende que el interés público debe prevalecer sobre el interés particular, motivo por el cual se impone que los funcionarios que concurran con su voto a la adopción de acuerdos o actos se encuentren libres de consideraciones o circunstancias que puedan poner en riesgo su independencia de criterio –necesaria en el ejercicio de la función pública- en detrimento del interés público. 

Concretamente mediante dictamen N° C-245-2005 de fecha 4 de julio del 2005, éste órgano asesor manifestó lo siguiente: 

‘1. La abstención tiende a garantizar la prevalencia del interés público 

El deber de abstención existe y se impone en la medida en que exista un conflicto de intereses que afecte, en mayor o menor medida, la imparcialidad, la objetividad, la independencia de criterio del funcionario que debe decidir; por ende, comprende también los casos de conflicto u oposición de intereses: ese deber puede derivar de la existencia de una incompatibilidad de situaciones derivadas de la oposición o identidad de intereses. Incompatibilidad que determina la prohibición de participar en la deliberación y decisión de los asuntos en que se manifieste el conflicto o identidad de intereses. Es en ese sentido que se afirma que el deber de abstención se impone aún en ausencia de una expresa disposición escrita. 

La independencia del funcionario a la hora de discutir y decidir respecto de un asunto es esencial y esa independencia es lo que funda todo el régimen de abstenciones, recusaciones e impedimentos. Normalmente, se le prohíbe al funcionario participar en actividades o tener intereses que puedan comprometer esa independencia. Esa prohibición no es absoluta en los organismos representativos de intereses. No obstante, la prohibición se manifiesta en el deber de abstención, referido exclusivamente a los asuntos en que tiene interés directo e inmediato el funcionario con poder de decisión. 

Es de advertir que el deber de abstenerse se impone en el tanto exista un interés particular y con independencia de que efectivamente se derive un beneficio o perjuicio concreto y directo. 

Lo que importa es que el interés particular no sólo no prevalezca sobre el interés general, sino también que ese interés particular no influya ni vicie la voluntad del decidor. Recuérdese, al respecto, que el acto administrativo debe constituir una manifestación de voluntad libre y consciente, "dirigida a producir el efecto jurídico deseado para el fin querido por el ordenamiento" (artículo 130.-1 de la Ley General de la Administración Pública). Y la concreción de ese fin puede verse entrabada o imposibilitada por la existencia de circunstancias que afecten la imparcialidad del funcionario que emite el acto administrativo. 

La Sala Constitucional se ha referido a la necesidad de establecer disposiciones que tiendan a evitar los conflictos de interés en la Administración, ya que ello afecta el funcionamiento administrativo y los principios éticos en que debe fundarse la gestión administrativa: 

(…) ‘… el artículo 11 de la Constitución Política estipula el principio de legalidad, así como sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, al señalar que estos están sometidos a la Constitución y a las leyes; aquí nace el fundamento de las incompatibilidades, el funcionario público no puede estar en una situación donde haya colisión entre interés público e interés privado…’. Sala Constitucional, resolución N° 3932-95 de las 15:33 horas del 18 de julio de 1995. 

Como bien lo expresa la Procuraduría General de la República, la abstención es un deber que se les exige a los funcionarios públicos, cuando exista un conflicto de competencia que pueda afectar la imparcialidad y objetividad en el ejercicio de sus competencias. También ese Órgano Asesor ha manifestado en forma reiterada que para obviar los conflictos de intereses y salvaguardar el interés público en el ejercicio de la función pública, el legislador ha elaborado un conjunto de reglas que deben ser observadas por dichos funcionarios, entre las cuales están las referentes a la abstención y recusación (artículos 230 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública)".

Conforme a lo expuesto en el criterio de cita, es posible concluir que la abstención implica que una autoridad administrativa o un funcionario deben apartarse del conocimiento de un tema cuando les afecte alguna causa que pueda hacer peligrar su imparcialidad. De no existir ese interés directo e inmediato del funcionario con poder de decisión que pueda comprometer su independencia, es su deber participar en la deliberación y decisión de los asuntos que son sometidos a conocimiento del órgano colegiado que integra. 

Ahora bien, antes de analizar cada una de las abstenciones planteadas por las señoras Magistradas y los señores Magistrados, es precio referir que la regla cuarta fue aprobada en la sesión de Corte Plena N° 9-2000 del 28 de febrero del 2000 con ocasión de un informe presentado por la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el que realizó una serie de precisiones en cuanto a los distintos supuestos en que se podían encontrar los servidores judiciales a partir de las diversas reformas legales que han modificado el régimen jubilatorio de la Institución. Esta regla indica:

"Quienes al 1° de enero de 1994 no tenían 20 años de servicio y siempre y cuando a la entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones N° 7302 de 8 de julio de 1992 vigente a partir del 15 de ese mismo mes y años, hubieren cumplido más de 10 años laborados o reconocidos, pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333, de 5 de mayo de 1993, con 55 o más años de edad si cumplen al mismo tiempo 30 años de servicio.

Los servidores de este grupo pueden jubilarse con un monto proporcional no completo al cumplir los 30 años de servicio, según las reglas propias del Sistema de Pensiones del Poder Judicial vigentes, antes de cumplir los 55 años de edad". 

Y de acuerdo con la edad, también pueden jubilarse con un monto proporcional del promedio del salario jubilable, a los 62 años, siempre y cuando tengan 10 de servicio."

Con esta regla, la Corte Plena estableció la posibilidad de que todas aquellas personas que al 15 de julio de 1992, hubieren servido por más de 10 años a la Administración Pública, pudieran jubilarse con promedio completo, a la edad de 55 años, siempre que hubieren laborado 30 años de servicio. Además, para el cálculo del monto de la jubilación se utiliza el salario promedio de los doce últimos salarios, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1937 y sus reformas.

En primer término, las señoras Magistradas y los señores Magistrados Zarela Villanueva Monge, Román Solís Zelaya, Julia Varela Araya, Rolando Vega Robert, Eva Camacho Vargas, José Manuel Arroyo Gutiérrez y Gilbert Armijo Sancho, estiman tener impedimento para conocer el informe del Magistrado González por cuanto si la Corte decide anular la regla cuarta, ello afectaría la forma de cálculo de su jubilación. Al respecto, según información recopilada en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Departamento de Personal, todos ellos reportan 10 o más años laborados o reconocidos al 15 de julio de 1992, por tanto, con esa regla los cálculos se realizarían de conformidad con lo dispuesto por la Ley Orgánica de 1937 y sus reformas, es decir, el monto de jubilación se calcularía con el salario promedio de los doce últimos salarios; caso contrario, se haría con el salario promedio de los últimos veinticuatro salarios. En ese sentido y de conformidad con lo establecido en los artículos 230 de la Ley General de la Administración Pública y 49 inciso 1) del Código Procesal Civil, estima el suscrito que sí tienen impedimento para conocer el informe elaborado por don Óscar.

[bookmark: _Hlk102982894]Por otra parte, el Magistrado Jesús Ramírez Quirós señaló: "Si bien es cierto no me encuentro dentro del grupo de jubilados del Poder Judicial que se le aplicó la regla cuarta, si participé en la sesión N° 9-200 del veintiocho de febrero del año dos mil, Acta N° 009-00, artículo XXXI, en tal tesitura considero que en vista de haber externado criterio sobre el punto en discusión, me asiste el derecho a excusarme en el conocimiento que dará la Corte próximamente de esta regla. Como muestra de mi mayor consideración solicito se de curso a la misma de parte de los órganos encargados".

En este caso, el suscrito no encuentra que el motivo de impedimento señalado por don Jesús se encuentre dentro de las causales establecidas en el artículo 49 del Código Procesal Civil. Además, el hecho de que haya participado en la sesión de Corte Plena y votara la aprobación de la regla cuarta, no lo inhibe de analizar nuevamente el tema y de manifestar su posición al respecto, sea ratificando la vigencia de esa regla o bien su derogatoria.

La Magistrada Magda Pereira Villalobos expresa que tiene impedimento para conocer el informe del Magistrado González, por cuanto para otorgarle su jubilación, que ahora está suspendida, se aplicó la referida regla cuarta. Efectivamente, cuando el Consejo Superior aprobó la jubilación de doña Magda en sesión N° 85-02 celebrada el 12 de noviembre de 2002, artículo XXXVI, con un total de tiempo servido de 30 años y 50 años de edad, en aplicación de esa regla, los cálculos se realizaron de conformidad con lo dispuesto por la Ley Orgánica de 1937 y sus reformas, es decir, el monto de jubilación fue calculado con el salario promedio de los doce últimos salarios, ello por cuanto al 15 de julio de 1992 tenía 10 o más años laborados o reconocidos. En ese sentido y de conformidad con lo señalado en la normativa citada, estima el suscrito que también tiene impedimento para conocer el informe elaborado por el Magistrado González."
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En correo electrónico recibido en la Secretaría General de la Corte el viernes 8 de agosto en curso, el Magistrado Cruz estima que debe inhibirse de conocer este asunto, porque en su caso podría ser aplicable la regla cuarta, respecto de los criterios de jubilación. 
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El licenciado Mora Rodríguez en nota de 11 de este mes, señaló:

"Vista la inhibitoria que presentó el Magistrado Fernando Cruz Castro y en adición a lo expresado por el suscrito en el criterio N° 26-2014 de 3 de julio último, estimo que don Fernando no tiene impedimento para conocer el informe que presentó el exmagistrado Óscar González Camacho sobre la regla cuarta en materia de jubilaciones (aprobada en la sesión de Corte Plena N° 9-2000 del 28 de febrero del 2000); toda vez que según informan de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Departamento de Personal, al 1° de enero de 1994 tenía más de 20 años de servicio, por lo que los cálculos se le realizarían de conformidad con lo dispuesto por la Ley Orgánica de 1937 y sus reformas, sin necesidad de aplicar esa regla."

- 0 -

Se deja constancia de que, efectivamente el Consejo Superior en sesión N° 49-05 celebrada el 28 de junio de 2005, artículo XXV, conoció el informe elaborado por el Departamento de Personal, según oficio N° 1329-AP-2005 de 17 de junio de 2005, en que se aprobó el derecho jubilatorio del Magistrado Cruz, a partir del 1° de junio de ese año.

En dicho informe se indicó lo siguiente:

	NORMA LEGAL:
	"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto por Corte Plena en sesión celebrada el 28/02/2000, artículo XXXI y ratificado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 15/03/2001, artículo LXVIII, Ley Orgánica de 1937 y sus reformas".



- 0 -

[…]

Hace uso de la palabra el licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, Profesional en Derecho de la Secretaría General de la Corte, quien indica: "El informe que en su oportunidad rendí, inicia con una introducción de un acuerdo anterior que la Corte Plena había aprobado, sobre la forma en que se tramitan las inhibitorias.

Posteriormente y de forma particular analizo los casos en que las señoras Magistradas y señores Magistrados presentaron su inhibitoria.

La "regla cuarta" literalmente dice: "Quienes al 1° de enero de 1994 no tenían 20 años de servicio y siempre y cuando a la entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones N° 7302 de 8 de julio de 1992 vigente a partir del 15 de ese mismo mes y año, hubieren cumplido más de 10 años laborados o reconocidos, pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333, de 5 de mayo de 1993, con 55 o más años de edad o si cumplen al mismo tiempo 30 años de servicio.

Los servidores de este grupo pueden jubilarse con un monto proporcional no completo al cumplir los 30 años de servicio, según las reglas propias del Sistema de Pensiones del Poder Judicial vigentes, antes de cumplir los 55 años de edad". 

Y de acuerdo con la edad, también pueden jubilarse con un monto proporcional del promedio del salario jubilable a los 62 años, siempre y cuando tengan 10 años de servicio.".

Analizada la citada regla, el primer grupo de señoras Magistradas y señores Magistrados, las Magistradas Villanueva, Varela, Camacho y los Magistrados Solís, Vega y Armijo, son quienes se encuentran dentro de dichos parámetros de la regla, porque al 1 de enero de 1994, si bien es cierto no tenían 20 años de servicio, al 15 de julio de 1992 contaban con 10 años o más de servicio, de manera que su jubilación se calcularía con el promedio de los últimos 12 salarios y no de los últimos 24, lo cual generaría un 3 o 4% más o menos de la jubilación, según me explicaron en la Dirección de Gestión Humana, dependiendo del sistema de cálculo que se vaya a utilizar en su momento.

Estimo que ellas y ellos tienen interés directo para decidir si se elimina o no dicha regla. Eventualmente estarían impedidos para conocerla, de conformidad con el artículo 49, inciso 1, del Código Procesal Civil.

Dado que el Magistrado Rivas acaba de presentar su inhibitoria, también estaría dentro de este grupo, por lo tanto, el Magistrado Rivas tendría un interés directo de si se elimina o no la "regla cuarta".

El Magistrado Ramírez es el otro caso al que también se adhiere ahora el Magistrado Aguirre, en el sentido de que ambos votaron la aprobación de la citada regla en aquel entonces.

En el informe que rindo estimo que el haber participado en la votación no les impide analizar de nuevo y eventualmente si así lo votaran, eliminarla; eso es como cuando se interpone un recurso de revocatoria o de reposición, donde los que integran el órgano pueden eventualmente conocer y decidir si mantienen o no la posición adoptada inicialmente.

En el informe se concluye que el hecho de haber participado en la sesión de Corte Plena donde se aprobó la "regla cuarta", no es impedimento para analizarla nuevamente. Además, no hay causal en el artículo 49 del Código Procesal Civil que así lo establezca.

El otro caso es el de la Magistrada Pereira, quien eventualmente sí tiene impedimento, porque en el momento en que se le otorgó la jubilación, que ahora está suspendida, se le aplicó la referida regla cuarta. Lo que se decida la impactaría directamente y tendría interés, según el artículo 49 del citado Código, en lo que la Corte resuelva.

El último caso es el del Magistrado Cruz, quien presentó inhibitoria el viernes 8 de agosto en curso; sin embargo, haciendo el análisis de la situación del Magistrado Cruz, al 1 de enero de 1994 tenía más de 20 años de servicio en el Poder Judicial, en ese caso a él no le aplicarían la "regla cuarta" y se jubilaría con las normas de la ley anterior.

En términos generales eso es lo que indico en el informe".

[…]

El Magistrado Rivas no tendría impedimento, ni tampoco los Magistrados Ramírez y Aguirre por el hecho de haber integrado esa Corte. No encontré ninguna causal de impedimento en el artículo 49 del Código Procesal Civil y considero que el hecho de que votaran en ese momento, no les inhibe de revisar su posición y eventualmente con estas nuevas condiciones volver a emitir una nueva decisión.

El motivo de impedimento del Magistrado Rivas, es porque él sí se vería beneficiado con la "regla cuarta", porque al primero de enero de 1994 no tenía 20 años de servicio, pero al 15 de julio de 1992 tenía 10 años o más. Lo que se decida incidirá en el sistema de cálculo de su jubilación, por eso es que el Magistrado Rivas estaría impedido, no por el hecho de haber participado, sino por el tiempo de servicio.

A los Magistrados Ramírez y Aguirre estimo no tienen motivo de inhibitoria por el hecho de haber participado en la sesión en que aprobaron la "regla cuarta", ellos se jubilarían con otro régimen. Presentan su inhibitoria por el hecho únicamente de haber participado en la votación y en la aprobación de esa regla en Corte Plena".

Indica la Magistrada Escoto: "Tengo una duda y me gustaría me la aclaren. En virtud de que son varias personas quienes se han inhibido, no solo los Magistrados Aguirre y Rivas, quienes lo hacen en este momento, también observo que están de por medio el Magistrado Cruz, quien lo hizo la semana pasada, la Magistrada Pereira y no sé si los demás Magistrados y Magistradas, por lo que quisiera saber el orden en que deberíamos ver todas las inhibitorias".

Responde la Secretaria General: "A este momento no se ha resuelto ninguna inhibitoria, precisamente para eso es la sesión convocada hoy y poder conformar el tribunal. 

[…]

[bookmark: _Hlk102982845]Recibida la votación correspondiente, por mayoría de ocho votos, se acordó: Rechazar las inhibitorias planteadas por los Magistrados Ramírez y Aguirre, al estimarse que no les asiste impedimento alguno para conocer y emitir su voto en este asunto. Así votaron los Magistrados y las Magistradas Escoto, Rojas, Castillo, Rueda, Salazar; el Suplente López González y las Suplentes Picado Brenes y Salas Torres. 

El Magistrado Chinchilla y la Magistrada Arias emitieron su voto por acoger las inhibitorias formuladas por los Magistrados Ramírez y Aguirre.

Con motivo de lo resuelto, se procede a llamar a los Magistrados Ramírez y Aguirre para que se integren a esta sesión.

Se decreta un receso.

ENTRAN LOS MAGISTRADOS RAMÍREZ Y AGUIRRE. EL PRIMERO PRESIDE ESTE ACTO.

Expresa el Magistrado Ramírez: "En primer lugar vamos a conocer la inhibitoria planteada por el Magistrado Cruz".

Le solicito a la señora Secretaria General se sirva informar a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados en qué consiste la inhibitoria".

Informa la Secretaria General: "Conforme lo indicó el licenciado Mora Rodríguez, analizando la situación del Magistrado Cruz se concluye que él no tendría motivo de inhibitoria, en razón de que a enero 1994 ya tenía más de 20 años de servicio en el Poder Judicial, por lo que se aplicaría la ley anterior de 1937".

Señala el Magistrado Ramírez: "Someto a discusión la inhibitoria presentada por el Magistrado Cruz. Aparentemente de lo que informa la señora Secretaria no procede, pero ustedes decidirán. ¿Hay alguien que no esté de acuerdo con ese criterio? ¿Todas y todos estaríamos de acuerdo en rechazar la inhibitoria del Magistrado Cruz?" 

Por unanimidad, se dispuso: Rechazar la inhibitoria presentada por el Magistrado Cruz, con base en el criterio emitido por el licenciado Mora Rodríguez, por lo que no tendría impedimento en conocer y votar este asunto. 

Con motivo de lo resuelto, se procede a llamar al Magistrado Cruz para que se integre a la sesión.

Se decreta un receso.

A LAS 11,00 HORAS ENTRA EL MAGISTRADO CRUZ Y SE REANUDA LA SESIÓN.

El Magistrado Ramírez, quien preside este acto, procede a leer el correo electrónico que le entregó en este acto el Magistrado Cruz, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de Gestión Humana, en que le indicó lo siguiente:

"De conformidad con los registros que lleva este Departamento me permito indicar que el Consejo Superior en la sesión 49-05 celebrada el 28 de junio de 2005, artículo XXV, conoció el informe para aprobación del derecho jubilatorio del señor Magistrado Fernando Cruz, a partir del 1° de junio de 2005. 

Los cálculos de fueron realizados con la Ley Anterior y en aplicación de la regla IV."
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SALE EL MAGISTRADO CRUZ.

Con base en lo anterior, presento revisión del acuerdo anterior en que se rechazó la inhibitoria del Magistrado Cruz".

Por unanimidad se declara con lugar la revisión interpuesta por el Magistrado Ramírez.

En razón de lo dispuesto se separa al Magistrado Cruz del conocimiento de este asunto.

-0-

Continúa diciendo el Magistrado Ramírez: "Vamos a conocer las inhibitorias presentadas por las Magistradas Villanueva, Varela, Camacho y los Magistrados Rivas, Solís, Vega, Arroyo y Armijo, indican que se les aplicó la "regla cuarta". En vista de esa circunstancia estimo deben ser separados. ¿Están de acuerdo?"

Por unanimidad, se acordó: Acoger las inhibitorias planteadas por las Magistradas Villanueva, Varela, Camacho y los Magistrados Rivas, Solís, Vega, Arroyo y Armijo, en consecuencia, se les tiene por separadas y separados del conocimiento de este asunto.

[…]
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Realizado los sorteos correspondientes, resultaron electas y electos para conocer estas diligencias, los Magistrados y las Magistradas Suplentes: Ana Isabel Vargas Vargas, Jorge Isaac Solano Aguilar, Diego Benavides Santos, María Alexandra Bogantes Rodríguez, Juan Carlos Segura Solís, Mario Gutiérrez Quintero, Jorge Enrique Desanti Henderson, Ronald Cortés Coto, Yerma Campos Calvo y Jorge Araya García. 

La Magistrada Suplente Lupita Chaves Cervantes sustituye a la Magistrada Escoto por hallarse incapacitada y el Magistrado Suplente Jorge López González ocupa la plaza vacante de la Sala Primera, en razón de que la Asamblea Legislativa le revocó el nombramiento al Exmagistrado González.

El señor Álvaro Castro Porras, Jubilado Judicial e Integrante de la Junta Directiva de la Asociación Nacional de Empleados Judicial, en nota de 5 de agosto del año en curso, interpuso Acción de Inconstitucionalidad en contra del precepto contenido en los artículos 34 y 40 y Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo, con base en los siguientes términos:

“… y con vista en el Poder Especial al efecto conferido por la Junta Directiva de dicha Asociación, (aporto personería de cédula jurídica), con el debido respeto ante esta autoridad me apersono a establecer FORMAL ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD en contra del precepto contenido en los artículos 34 y 40 y Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo vigente y con sustento en lo que de seguido se expone: 

LEGITIMACION

Estima el suscrito accionante que, de conformidad con el contenido del numeral 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en su párrafo segundo, tratándose el presente asunto de un caso propio de lo que esta norma establece y/o denomina como DEFENSA DE INTERESES DIFUSOS O QUE ATAÑEN A LA COLECTIVIDAD EN SU CONJUNTO y/o CORPORATIVOS POR PROPIO DESARROLLO DE ESTA AUTORIDAD DE LO CONSTITUCIONAL, toda vez que, el contenido íntegro de las normas impugnadas TIENEN SI Y SOLO SI APLICACIÓN Y DIRECTA INCIDENCIA SOBRE EL SEGMENTO DE SERVIDORES PUBLICOS Y JUDICIALES COMO LO SON LOS SERVIDORES JUDICIALES A LOS QUE DICHO SEA PASO, Y EN VIRTUD DE OSTENTAR LA VOCALIA DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPLEADOS JUDICIALES, NOS RESULTA MENESTEROSO REPRESENTAR EN ESTE ASUNTO COMO EL QUE ANTE ESTA AUTORIDAD HE CONSIDERADO DEBATIR, A EFECTO DE DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE LA ALEGADA INCONSITUCIONALIDAD DE TAL NORMA. LA LEGITIMACIÓN SE ENCUENTRA EN EL HECHO DE QUE ACTUAMOS EN NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE UN NÚCLEO DE INTERESES PERTENECIENTES A LOS MIEMBROS DE LA JUNTA DIRECTIVA DE ANENUD, MILES DE AFILIADOS A NUESTRA ENTIDAD GREMIAL, TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL PODER JUDICIAL Y SERVIDORES Y SERVIDORAS PUBLICOS EN GENERAL DE MANERA QUE, COMO HA DICHO ESTA SALA:  “ESTAMOS FRENTE A UN INTERÉS DE ESTA JUNTA DIRECTIVA Y, AL MISMO TIEMPO, DE CADA UNO DE SUS MIEMBROS, DE FORMA NO INDIVIDUALIZADA, PERO INDIVIDUALIZABLE, LO QUE CONSTITUYE UN INTERÉS CORPORATIVO O QUE ATAÑE A ESA COLECTIVIDAD JURÍDICAMENTE ORGANIZADA…” (VOTOS Nº 1631-912233-91 7056-95). 

HECHOS

1. Que el suscrito en la actualidad, ostenta el cargo de Vocal de la Junta Directiva de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, tal y como consta en la personería jurídica que se adJunta.

2. Que el artículo 40 en su totalidad y el segundo párrafo del inciso primero del artículo 34 del actual Código Procesal Contencioso Administrativo, establecen condiciones para proceder a invocar la impugnabilidad de los actos administrativos que se presuman absolutamente nulos y/o conductas omisivas que, en nuestro respetuoso criterio, violentan una cantidad impresionante de normas de la Carta Fundamental, así como Principios Informantes del Derecho de la Constitución.

3. En efecto, admitir en un Estado Social y Democrático de Derecho como el que en apariencia prevalece en Costa Rica, la existencia de normas como las que se acusan de contrarias a la Carta Fundamental y a los Principios Informantes del Derecho de la Constitución Política, es consentir el secuestro de derechos de raigambre constitucional como el de Seguridad Jurídica que, si se quiere es el pilar fundamental de este modelo de Estado.

4. La norma que se acusa de contraria a los postulados de la Carta Fundamental, establece una gravosa violación DEL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA toda vez esta, es una norma que ha sido emitida contrario a los Principios de Racionalidad, Razonabilidad y Proporcionalidad principios estos que sin lugar a dudas han de observar las normas de naturaleza jurídica, que tienen como finalidad en casos como este, poner límites a las actuaciones de las Administraciones Públicas que eventualmente, podrían constituir un USO ABUSIVO DEL DERECHO, Y DEL PODER.

5. Que en criterio del suscrito accionante, el contenido de los artículos 40 y apartado primero del artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo, sin lugar a dudas, es contrario no solo al contenido de diversas normas de raigambre constitucional, sino a principios del Derecho de la Constitución.

6. Los artículos cuestionados, confrontan de manera directa, preceptos constitucionales como las Situaciones Jurídicas Consolidadas derivadas del numeral 34 de la Carta Fundamental.

7. Atentan además, las normas cuestionadas, respecto del Principio del Derecho de la Constitución Política conocido como Teoría de la Progresividad y/o Gradualidad de los Derechos Fundamentales, según el cual EXISTE UN DEBER DEL ESTADO, DE LOGRAR NIVELES CADA VEZ MÁS ALTOS EN LA SATISFACCIÓN DE LOS DERECHOS SOCIALES A TRAVÉS DE LA GRADUALIDAD Y LA PROGRESIVIDAD, EVITANDO TODO GÉNERO DE MEDIDAS REGRESIVAS EN SU SATISFACCIÓN. Esta reforma que motiva la presentación de esta Acción de Inconstitucionalidad, amén de regresiva, en nuestro modesto y respetuoso criterio, resultaría extraordinariamente grave a los postulados del Estado Social y Democrático de Derecho y a la propia jurisprudencia del Tribunal Constitucional, por más decir fuente del ordenamiento jurídico patrio, al tenor de lo resguardado en el numeral 13 de la Ley de la Jurisdiccional. Tomado del Voto 2177-2010 de las quince horas treinta y dos minutos del nueve de setiembre de dos mil diez y emitido por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, con vista en el contenido de los votos números 2771 de las 11.40 horas del 4 de abril de 2003, 10553 de las 14.54 horas del 1 de julio de 2009, 4806 de las 14.50 horas del 10 de marzo de 2010. Cuál es el sustento de aducir esta vulneración. Desde nuestra humilde perspectiva, UNA CANTIDAD IMPORTANTE DE DERECHOS QUE SURGEN A LA VIDA JURIDICA CON OCASIÓN DE LA EXISTENCIA DE LA RELACIÓN DE EMPLEO, podrían en virtud de la existencia de estas dos normas cuestionadas, SER ACUSADAS DE ABSOLUTAMENTE NULOS, y en consecuencia objeto de procesos de lesividad que, a la postre vendrían a socavar derechos válidamente nacidos a la vida jurídica con ocasión de un acto administrativo, lo cual indicamos atenta contra los basamentos del principio del Derecho de la Constitución en este apartado indicado. 

8. Un Estado Social y Democrático como el que, según interpretaciones de este Tribunal Constitucional de la República es el existente en nuestro país, debe en todo momento hacer prevalecer los Principios del Derecho de la Constitución Política que consideramos se podrían ver seriamente afectados tales como el Principio “Pro Libertatis” interpretación en cuanto le favorezca a sus destinatarios, “Principio Pro Homine” interpretación que mas favorezca a la persona Humana.

9. Los Derechos Derivados de la Seguridad Social, Señoras y Señores Magistradas y Magistrados del Tribunal Constitucional de la República, es lo que lo doctrina del Derecho de la Constitución Política, denomina DERECHOS PRESTACIONALES y/o sociales, mismos que se encuentran incorporados dentro del Derecho Genérico de raigambre constitucional de la Seguridad Social, mismo que lejos de verse afectado por la reforma aprobada en forma regresiva, estaría provocando una gravísima lesión a los Principios de orden constitucional, que desde la creación de nuestro Tribunal Constitucional en el año 1989, han sido ampliamente desarrollados y tutelados en forma acertada. En tal sentido téngase a la vista además la sentencia número 2165-1996 de las 17.12 hrs, del día 8 de mayo de 1996, en el que el Tribunal Constitucional de la República efectúa un análisis extraordinario de la protección que respecto de los derechos derivados de la Seguridad Social, (entre estos los Prestacionales) debe hacer el Estado, en este caso, el costarricense.

PRETENSION

De conformidad con los hechos y razonamientos, ante esta Autoridad expuestos, es que con absoluto respeto me apersono de conformidad con el contenido de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y el propio texto de la Constitución Política, así como con fundamento en los Principios de Racionalidad, Razonabilidad y Proporcionalidad, Teoría de la Gradualidad y/o Progresividad de los Derechos Sociales, a interponer Acción de Inconstitucionalidad, a efecto que, mediante sentencia de esta Autoridad se declaren CONTRARIO AL DERECHO DE LA CONSTITUCION POLITICA Y SUS PRINCIPIOS el contenido total del artículo 40 y apartado primero del artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo vigente, por estimar el suscrito accionante a diversos Principios del Derecho de la Constitución como líneas atrás se expuso, RAZON POR LA CUAL SOLICITAMOS SEA REPARADO POR ESTA AUTORIDAD MEDIANTE LA DECLARATORIA DE INCONSTITUCIONALIDAD QUE POR MEDIO DE ESTA ACCION DE AMPARO DEMANDAMOS.

DERECHO

Con la exclusiva intencionalidad de evidenciar la procedencia de la presente Acción de Inconstitucionalidad, me permito aportar jurisprudencia de este Tribunal Constitucional de la República, por medio de la cual, esta Sala ha desarrollado en copiosa jurisprudencia, lo relativo al Principio de Seguridad Jurídica, a los Principios de Racionalidad, Razonabilidad y Proporcionalidad que necesariamente han de observar todas las normas del derecho positivo vigente, del Principio o Teoría de la Progresividad de los Derechos Sociales y/o Prestacionales y las Situaciones Jurídicas Consolidadas, entre otros temas que se indican son violentados con la existencia de las normas que se acusan de violatorios del Derecho de la Constitución. 

SITUACIONES JURIDICAS CONSOLIDADAS

Voto No. Res. Nº 2010-001325

IV.- Sobre el derecho tutelado. Como lo ha señalado esta Sala en otras oportunidades, los conceptos de "derecho adquirido" y "situación jurídica consolidada" aparecen estrechamente relacionados en la doctrina constitucionalista. Es dable afirmar que, en términos generales, el primero denota a aquella circunstancia consumada en la que una cosa -material o inmaterial, trátese de un bien previamente ajeno o de un derecho antes inexistente- ha ingresado en (o incidido sobre) la esfera patrimonial de la persona, de manera que ésta experimenta una ventaja o beneficio constatable. Por su parte, la "situación jurídica consolidada" representa no tanto un plus patrimonial, sino un estado de cosas definido plenamente en cuanto a sus características jurídicas y a sus efectos, aun cuando éstos no se hayan extinguido aún. Lo relevante en cuanto a la situación jurídica consolidada, precisamente, no es que esos efectos todavía perduren o no, sino que -por virtud de mandato legal o de una sentencia que así lo haya declarado- haya surgido ya a la vida jurídica una regla, clara y definida, que conecta a un presupuesto fáctico (hecho condicionante) con una consecuencia dada (efecto condicionado). Desde esta óptica, la situación de la persona viene dada por una proposición lógica del tipo si..., entonces...»; vale decir: si se ha dado el hecho condicionante, entonces la "situación jurídica consolidada" implica que, necesariamente, deberá darse también el efecto condicionado. En ambos casos (derecho adquirido o situación jurídica consolidada), el ordenamiento protege -tornándola intangible- la situación de quien obtuvo el derecho o disfruta de la situación, por razones de equidad y de certeza jurídica. En este caso, la garantía constitucional de la irretroactividad de la ley se traduce en la certidumbre de que un cambio en el ordenamiento no puede tener la consecuencia de sustraer el bien o el derecho ya adquirido del patrimonio de la persona, o de provocar que si se había dado el presupuesto fáctico con anterioridad a la reforma legal, ya no surja la consecuencia (provechosa, se entiende) que el interesado esperaba de la situación jurídica consolidada. Ahora bien, específicamente en punto a ésta última, se ha entendido también que nadie tiene un "derecho a la inmutabilidad del ordenamiento", es decir, a que las reglas nunca cambien. Por eso, el precepto constitucional no consiste en que, una vez nacida a la vida jurídica, la regla que conecta el hecho con el efecto no pueda ser modificada o incluso suprimida por una norma posterior; lo que significa es que -como se explicó- si se ha producido el supuesto condicionante, una reforma legal que cambie o elimine la regla no podrá tener la virtud de impedir que surja el efecto condicionado que se esperaba bajo el imperio de la norma anterior. Esto es así porque, se dijo, lo relevante es que el estado de cosas de que gozaba la persona ya estaba definido en cuanto a sus elementos y a sus efectos, aunque éstos todavía se estén produciendo o, incluso, no hayan comenzado a producirse. De este modo, a lo que la persona tiene derecho es a la consecuencia, no a la regla.

PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA 

Res. Nº 2012000267 

VI.- Sobre el principio de la seguridad jurídica.- Reiteradamente la Sala ha indicado que la seguridad jurídica es un principio constitucional que en su sentido genérico consiste en la garantía dada al individuo de que su persona, sus bienes y sus derechos no serán objeto de ataques violentos o que, si éstos llegan a producirse, le serán aseguradas por la sociedad, protección y reparación: es la situación del individuo como sujeto activo y pasivo de relaciones sociales, que sabiendo o pudiendo saber cuáles son las normas jurídicas vigentes, tiene fundamentales expectativas de que ellas se cumplan. Ese valor jurídico pretende dar certeza contra las modificaciones del Derecho, procura evitar la incertidumbre del Derecho vigente, es decir, las modificaciones jurídicas arbitrarias, realizadas sin previo estudio y consulta. Puede ser considerada tanto en sentido subjetivo y objetivo, pero ambos están indisolublemente vinculados; en su sentido subjetivo es la convicción que tiene una persona de que la situación de que goza no será modificada por una acción contraria a los principios que rigen la vida social y en sentido objetivo se confunde con la existencia de un estado de organización social, de un orden social. En la mayoría de los ordenamientos jurídicos positivos existen normas que pretenden dar cumplimiento al valor de la seguridad jurídica; en el nuestro tenemos varias expresiones de ese principio tales como la presunción del conocimiento de la ley, el principio de la reserva o legalidad penal, el principio de irretroactividad de la ley, la cosa juzgada y la prescripción, entre otros. (en ese sentido ver la sentencia No. 2000-0878 de las 16:12 hrs. del 26 de enero del 2000) 

Las resoluciones supra indicadas, evidencian la pertinencia de la presente Acción de Inconstitucionalidad, toda vez que sin mayor esfuerzo, se puede advertir que, las normas, cuestionadas de contrarias al Derecho de la Constitución, es más que evidente. Una norma que permita y autorice a las Administraciones Públicas, revisar, analizar y con vista en el contenido de, ya sea un Proceso de Lesividad y/o por la vía de un Proceso de Conocimiento, tal y como se expuso, podrían secuestrar en forma palmaria, derechos que han ingresado a la esfera patrimonial de cada destinatario y en consecuencia se han constituido en Derechos y/o Situaciones Jurídicas Consolidadas, lo cual como se ha expuesto, no debe ni puede ser consentido en un Sistema Democrático de Derecho como el nuestro. 

SOLICITUD DE TRÁMITE PREVIO

Solicito al Honorable Tribunal Constitucional que en tanto se tramita la presente Acción de Inconstitucionalidad, la NO aplicación de las normas párrafo primero del artículo 34 y artículo 40 que acusamos de contrario y/o lesivo de la Carta Fundamental, y que puntualmente indican “ 40 QUE DISPONE “ 1) SERÁN IMPUGNABLES LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ABSOLUTAMENTE NULOS, PARA EFECTOS DE SU ANULACIÓN E INAPLICABILIDAD FUTURA, ASÍ COMO LAS CONDUCTAS OMISIVAS, MIENTRAS SUBSISTAN SUS EFECTOS CONTINUADOS, PERO ELLO ÚNICAMENTE PARA SU ANULACIÓN E INAPLICABILIDAD FUTURA. 

2) EN ESTOS CASOS, EL PLAZO MÁXIMO PARA INTERPONER EL PROCESO SERÁ DE UN AÑO A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL CESE DE SUS EFECTOS” Y LA FRASE CONTENIDA EN EL APARTADO 1) DEL ORDINAL 34 DEL MISMO CODIGO QUE AL EFECTO REZA “EL PLAZO MÁXIMO PARA ELLO SERÁ DE UN AÑO, CONTADO A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE A AQUEL EN QUE HAYA SIDO DICTADO, SALVO SI EL ACTO CONTIENE VICIOS DE NULIDAD ABSOLUTA, EN CUYO CASO, DICHA DECLARATORIA PODRÁ HACERSE MIENTRAS PERDUREN SUS EFECTOS. EN ESTE ÚLTIMO SUPUESTO, EL PLAZO DE UN AÑO CORRERÁ A PARTIR DE QUE CESEN SUS EFECTOS Y LA SENTENCIA QUE DECLARE LA NULIDAD LO HARÁ, ÚNICAMENTE, PARA FINES DE SU ANULACIÓN E INAPLICABILIDAD FUTURA. AMBAS NORMAS DEL CODIGO PROCESAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (LEY No. 85-08 de los veinticuatros días del mes de abril del año 2006 publicado en el Alcance No. 38 a la Gaceta del 22 de junio de 2006.) HASTA TANTO ESTA SALA DE LO CONSTITUCIONAL NO RESUELVA POR EL FONDO LA PRESENTE ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. 

CUMPLIMIENTO DE LO ORDENADO POR EL ARTÍCULO 79 DE LA LEY DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

Con la exclusiva finalidad de dar fiel cumplimiento a lo ordenado por el artículo 79 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional me permito aportar lo necesario para que se practique el acto de traslado de la presente Acción de Inconstitucionalidad. 

Solicitamos se le confiera audiencia a la Procuraduría General de la República todo esto, a efecto de cumplir con lo preceptuado en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.

NOTIFICACIONES: Yo las atenderé en el correo electrónico del autenticante saulumabar@yahoo.com y subsidiariamente en las oficinas de la ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPLEADOS JUDICIALES (ANEJUD) sitas en esta ciudad, de los Drs. Echandi 70 metros al oeste mano izquierda. Solicito que a la Procuraduría General de la República sita en esta ciudad de la Clínica de los Doctores Echandi 50 metros al norte.”
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La Sala Constitucional, dentro del expediente Nº 14-012592-0007-CO dictó la siguiente resolución:

“SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las trece horas y doce minutos del veinte de agosto del dos mil catorce.

Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Álvaro Castro Porras, mayor, casado, jubilado judicial, portador de la cédula de identidad número 01-0457-0039, en su condición de integrante y apoderado judicial de la Junta Directiva de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJTJD); para que se declaren inconstitucionales el inciso primero del artículo 34, el artículo 40 y el transitorio III, todos, del Código Procesal Contencioso Administrativo, Ley número 8508, por estimarlos contrarios a los principios de seguridad jurídica, de razonabilidad y proporcionalidad, y de progresividad de los derechos sociales y al artículo 34 de la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República. Las normas se impugnan en cuanto existe un deber del Estado de lograr niveles cada vez más altos en la satisfacción de los derechos sociales a través de la gradualidad y la progresividad, evitando toda medida regresiva. Añade que las normas impugnadas son regresivas y una cantidad importante de derechos que surgen a la vida jurídica con ocasión de la existencia de la relación de empleo, podrían, en virtud de la existencia de las norma impugnadas, ser ser acusadas de absolutamente nulas. En consecuencia, objeto de procesos de lesividad que, vendrían a socavar derechos válidamente nacidos a la vida jurídica con ocasión de un acto administrativo, lo cual atenta contra un Estado Social y Democrático de Derecho. Manifiesta que normas, como las impugnadas, que permitan y autoricen a las administraciones públicas, revisar analizar y, con vista en el contenido de un proceso de lesividad o un proceso de conocimiento, secuestrar derechos que han ingresado a la esfera patrimonial de cada destinatario y, en consecuencia, se han convertido en derechos o situaciones jurídicas consolidadas, no pueden ser consentidas en un sistema democrático como el costarricense. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante proviene del párrafo segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional tratándose el presente asunto de la defensa de intereses difusos o que atañen a la colectividad en su conjunto y/o corporativos. Agrega que las normas impugnadas tienen aplicación y directa incidencia sobre el segmento de servidores públicos y judiciales que representa la Asociación Nacional de Empleados Judiciales. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-9 1, 0537-9 1, 0554-9 1 y 0881-9 1) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese.”
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Las licenciadas Andrea Calderón Gassmann y Liyanyi Granados Granados, por su orden, Procuradora AdJunta y Abogada de la Procuraduría General de la República, en oficio Nº C-293-2014 de 12 de setiembre del año en curso, dirigido al máster Walter Jiménez Sorio, Auditor General, le manifestaron:

“Con la aprobación de la señora Procuradora General de la República, nos referimos a sus oficios 1171-100-AFJP-2012 del 28 de noviembre, 752-72-AFJP-2012 del 9 de agosto y 327-31-AFJP-2012 fechado 16 de abril, todos del 2012, mediante los cuales se solicita nuestro criterio en cuanto a las siguientes interrogantes: 

 “1. ¿Es legalmente viable anular o bien, debe declararse lesivo, el acto mediante el cual se otorgó un reconocimiento de tiempo servido, considerando que se basaron en una norma reglamentaria que amplió lo señalado en la Ley № 6801?

 2. ¿Se podría anular los efectos (tanto obligaciones como beneficios) generados por la decisión tomada por la Administración, considerando que se aplicó la disposición reglamentaria que ampliaba las excepciones señaladas por el legislador cuando emitió la Ley antes mencionada?

3. ¿Qué efecto tienen los derechos adquiridos de buena fe por los servidores y servidoras beneficiadas, respecto de las interrogantes anteriores?

4. Ahora bien, de existir casos en que la Administración hubiese efectuado algún reconocimiento fundamentado en los alcances del reglamento anterior, posterior a la fecha en que la Corte Plena lo modificó: ¿Cuál sería el procedimiento a seguir para subsanar la situación? ¿Qué efecto tendría que el beneficiario alegue derechos adquiridos de buena fe?

5. En caso de proceder la declaratoria de lesividad de los reconocimientos ¿Qué plazo tendría la Administración para interponerla?”

Antes de referirnos a las interrogantes transcritas, nos permitimos ofrecer a esa Administración las disculpas del caso por el atraso sufrido en la emisión del presente dictamen, lo cual está motivado en la gran carga de trabajo que enfrenta este Despacho, principalmente en materia de atención de litigios en la vía judicial, que nos sujeta a plazos perentorios ineludibles.

I) ACERCA DE LA ADMISIBILIDAD 

De previo a abordar los temas de fondo, es necesario indicar que, vistos los términos en que la consulta ha sido planteada, conviene reseñar que la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República (Ley N° 6815 del 27 de setiembre de 1982 y sus reformas) establece en sus artículos 4 y 5 una serie de requisitos de admisibilidad que deben ser cumplidos cuando se nos presenta una consulta para el respectivo análisis. 

Las citadas normas disponen literalmente que: 

“ARTÍCULO 4: CONSULTAS: Los órganos de la Administración Pública, por medio de los jerarcas de los diferentes niveles administrativos, podrán consultar el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría; en cada caso, deberán acompañar la opinión de la asesoría legal respectiva, salvo el caso de los auditores internos, quienes podrán realizar la consulta directamente”. 

“ARTÍCULO 5: CASOS DE EXCEPCIÓN: No obstante, lo dispuesto en los artículos anteriores, no son consultables los asuntos propios de los órganos administrativos que posean una jurisdicción especial establecida por ley”. 

El planteamiento por parte del jerarca del nivel administrativo constituye un requisito de admisibilidad. Ahora bien, en el caso que aquí nos ocupa, tenemos que mediante oficio № 752-72-AFJP-2012 del 09 de agosto de 2012, se explica que el Auditor General se inhibió de conocer el tema consultado por su propia situación personal. En consideración de esta situación, estimamos que, con fundamento en la normativa que rige el Poder Judicial transcrita en el citado oficio, y la propia jerarquía institucional, el Sub Auditor se encuentra legitimado para presentar la consulta. 

Por otra parte, en razón de que la norma autoriza expresamente a los auditores internos para realizar la consulta sin necesidad de acompañarla con el criterio de la asesoría legal, igualmente la gestión se ajusta a las exigencias de admisibilidad en ese aspecto.

II) EN CUANTO AL FONDO

1) Sobre el Principio de Legalidad

Conforme al Principio de Legalidad que rige el actuar de la Administración Pública, todo acto administrativo debe estar amparado en una norma para ser considerado autorizado y válido, para luego ser eficaz.

El artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública concibe el Principio de Legalidad en los siguientes términos:

“Artículo 11. 1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes. 2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.”

A partir de lo anterior, y en orden al tema de la consulta planteada, podemos empezar señalando que todo reconocimiento salarial debe estar basado en una norma para ser otorgado válidamente, pues el acto administrativo debe estar sometido al ordenamiento jurídico.

En nuestra jurisprudencia administrativa, el Principio de Legalidad se ha ido decantando en la siguiente forma: 

“El principio de legalidad ha sido definido como una técnica de libertad y una técnica de autoridad (García de Enterría, Eduardo y Otro. Curso de Derecho Administrativo. Editorial Civitas, Madrid-España, reimpresión a la tercera edición, 1980). Lo primero, porque en todo Estado de Derecho el poder está sometido al Derecho, tal y como se indicó supra. Con base en lo anterior, el Estado sólo puede expresarse a través de normas habilitantes del ordenamiento jurídico, las cuales responden a los ideales y a las aspiraciones de los habitantes de las sociedades democráticas, con lo que se busca evitar actuaciones que afecten las libertades fundamentales de la persona. El principio de legalidad constituye un presupuesto esencial para garantizar la libertad; sin él, el ciudadano estaría a merced de las actuaciones discriminatorias y abusivas de los poderes públicos. 

Por otra parte, el principio de legalidad es una técnica de autoridad, porque gracias a él se le otorgan las potestades jurídicas a la Administración Pública para que cumpla con los fines que le impone el ordenamiento jurídico. Desde esta óptica, el principio de legalidad es una garantía para el administrado, ya que, gracias a él, la Administración posee los poderes suficientes que le permiten desplegar las actividades necesarias para satisfacer el interés público. Ahora bien, sólo es legítimo el utilizar esas atribuciones en los fines que expresa o implícitamente le impone el ordenamiento jurídico a la Administración Pública, porque de lo contrario, se caería en vicio de desviación de poder. También, la validez del uso de esos poderes, está condicionada al ejercicio razonable y donde exista una relación lógica y justa entre los medios empleados y los fines perseguidos, ya que, de no ser así, se caería en el vicio de exceso de poder. 

Así las cosas, podemos afirmar que la Administración Pública en la sociedad democrática está sometida al principio de legalidad. Con base en él, aquélla sólo puede realizar los actos que están previamente autorizados por el ordenamiento jurídico. En efecto, señala el artículo 11 LGAP, que la Administración Pública debe actuar sometida al ordenamiento jurídico y sólo puede realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.” (El destacado no corresponde al original) (Dictamen C-111-2006 del 15 de marzo del 2006).

Como vemos, la Administración Pública solamente puede realizar los actos o prestar los servicios públicos que el ordenamiento jurídico le autorice, conforme a las potestades que posea con el objeto de cumplir los fines decretados por el ordenamiento jurídico. 

Partiendo de este marco introductorio, pasamos entonces a referirnos al tema concreto del rubro de anualidades que se reconoce en el esquema salarial de los servidores públicos y el fundamento normativo que debe existir para su otorgamiento.

2) Sobre el reconocimiento del tiempo servido. Continuidad en el servicio.

En términos generales, la continuidad del servicio prestado en una relación laboral es importante a efectos de definir el pago de la cesantía. Pero, además, en este caso particular es relevante a efectos de conocer la legitimidad de la asignación de un aumento salarial basado en la antigüedad, es decir, basado en el tiempo servido en el Poder Judicial, tomando en cuenta la continuidad del servicio prestado en aquel. 

La jurisprudencia costarricense ha calificado la anualidad como un aumento otorgado según la antigüedad en el servicio público, explicado bajo las siguientes consideraciones:

“IV.- Acerca de las Anualidades: El salario total es un concepto que comprende no sólo el salario base, sino que engloba el total de las remuneraciones que por otros conceptos percibe el trabajador.(…)De esta forma, constituyen pluses los aumentos por antigüedad que se le hace al trabajador en reconocimiento de los años de servicio, a su buen desempeño y a la mayor experiencia adquirida en sus labores, como también lo que percibe por zonaje, puesto que con este rubro se compensan los mayores desembolsos que debe hacer el trabajador que tiene que ejecutar sus labores en lugares distintos al centro de trabajo. Así las cosas, las anualidades constituyen un plus salarial que percibe un servidor público, como reconocimiento de los años de servicio prestados para la Administración. (Resolución № 2000-395 de las 9:40 horas del 04 de mayo de 2000 dictada por Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia) (El destacado no corresponde al original). 

Así, el pago de anualidad o tiempo servido, se entiende como una adición al salario basada en el reconocimiento de los años de servicio prestados por el trabajador, de allí que es necesaria la revisión de la continuidad del servicio, en aras de determinar si el trabajador será o no beneficiario del plus. 

Este Órgano Asesor ha conceptualizado la anualidad de la siguiente manera: 

“un reconocimiento otorgado por la Administración, cuya finalidad es premiar la experiencia adquirida de sus funcionarios que han permanecido en forma continua prestando sus servicios a ésta. Básicamente, este incentivo es un premio por la antigüedad del funcionario que ha dedicado su esfuerzo, experiencia y conocimiento adquirido en el transcurso de los años para ponerlo al servicio de un solo patrono, en este caso del Estado y sus instituciones.” (Dictamen C -242-2005 del 1 de julio de 2005) (Ver en ese mismo sentido el Dictamen C-307-2007 de 7 de agosto de 2007) (El destacado no corresponde al original).

Con respecto al Poder Judicial, el reconocimiento del tiempo servido -en acatamiento del Principio de Legalidad- está asentado en el Estatuto de Servicio Judicial, Ley № 5155 del 10 de enero de 1973, el cual regula las relaciones entre el Poder Judicial y sus servidores con el fin de protegerles y de garantizar la eficiencia de la función judicial.

El artículo 62 del citado Estatuto hace referencia al fundamento para el otorgamiento de los beneficios, en los siguientes términos: 

 “Artículo 62.- El Departamento de Personal efectuará los estudios para determinar el monto posible de los beneficios que deban reconocerse a los servidores judiciales de acuerdo con la Ley de Salarios, a fin de que la Corte Plena haga las asignaciones necesarias en el presupuesto de cada año. Para efectuar esos cálculos el Departamento de Personal podrá requerir la colaboración de la Contaduría de la Corte.” (El destacado no corresponde al original). 

Es decir, que los beneficios que se otorguen a los funcionarios judiciales se entienden basados en la Ley de Salarios. Bajo ese esquema, tenemos que en el numeral 12 de la Ley de Salarios del Poder Judicial (Ley № 6801 de 24 de agosto de 1982), se establece que los aumentos de sueldo que sean procedentes se concederán cada año e indica las causales que suspenden el período anual requerido para el aumento de salario. Además, establece que las licencias sin goce de salario sí suspenden la continuidad del servicio, lo cual, entonces, le impediría al funcionario recibir el beneficio en cuestión. 

Como desarrollo de la anterior disposición, el “Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial”, Reglamento № 36 del 04 de diciembre de 2006, concretamente el artículo 4) inciso 2), estipula las excepciones a esa suspensión en la continuidad del servicio, es decir, las circunstancias en las cuales, a pesar de estar el servidor gozando de una licencia sin goce salario, no se suspende la continuidad de la relación laboral, motivo por el cual, al amparo de esas causales, el funcionario sí se hace acreedor del pago de la correspondiente anualidad.

Ahora bien, la gestión que aquí nos ocupa se cuestiona justamente la posible extralimitación en que podría haber incurrido dicho reglamento, por venir eventualmente a contrariar las disposiciones que sobre el particular establece la Ley, y a partir de ello surge la inquietud de cuáles serían entonces las consecuencias sobre los salarios de los servidores, aspectos que pasamos a abordar en el siguiente aparte.

3) Sobre reconocimientos basados en normas reglamentarias y posibles derechos adquiridos de buena fe 

A efectos de aclarar el alcance jurídico de la ley y del reglamento, conviene en primer término acudir la doctrina, la cual define esos conceptos de la siguiente manera: 

“LEY: Regla, norma, precepto de la autoridad pública, que manda, prohíbe o permite algo// La expresión positiva del Derecho.// Regla de conducta obligatoria dictada por el Poder Legislativo, o por el Ejecutivo cuando lo substituye o se arroga sus atribuciones.” (Cabanellas Guillermo, Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Editorial Heliasta SRL, Tomo V, Argentina, 2003. p.147). 

“REGLAMENTO: En general, instrucción escrita para el régimen de gobierno de una institución o empresa.// Disposición complementaria o supletoria de una ley dictada aquella por el Poder Ejecutivo sin intervención del Legislativo y con ordenamiento de detalle, más expuesto a variaciones con el transcurso del tiempo.//(…)en el concepto de Duguit, reglamento es toda disposición de carácter general que emana de órgano distinto del Parlamento.” (Cabanellas Guillermo, Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Editorial Heliasta SRL, Tomo V, Argentina, 2003. p.104). (El destacado no corresponde al original). 

Así, tenemos que la ley es la norma general, la regla de conducta obligatoria emanada del órgano legislativo. Por su parte, el reglamento es la disposición complementaria de una ley, esto es, la disposición adicional –y de menor rango- que la desarrolla.

En ese mismo sentido, la doctrina explica lo siguiente: 

“2. El ejercicio de la potestad reglamentaria en colaboración con la ley (…) iii) La tercera, el reglamento puede reproducir los preceptos de la ley que desarrolla, junto a los nuevos que él mismo establece.” (Santamaría Pastor Juan Alfonso, Principios de Derecho Administrativo General I, Editorial Iustel, España, 2004 p.372). 

De esta forma, es claro que el objetivo de un reglamento es concretar y desarrollar las disposiciones establecidas por la ley de manera general, y por ende, el reglamento puede reproducir los lineamientos indicados en la ley e incluso establecer nuevos preceptos por su cuenta, siempre que éstos resulten complementarios y congruentes con la Ley. Ergo, en un supuesto como el que aquí nos interesa, ciertamente el reglamento puede regular y concretar los beneficios de carácter laboral otorgados por la ley.

Como se advierte, ciertamente el reglamento no debe incurrir en una extralimitación que apareje entrar en contradicción con las disposiciones expresas de la ley, e incluso tal situación puede ser motivo para su anulación, o bien su reforma o derogación. Incluso un reglamento en esas condiciones eventualmente puede llegar a resultar inaplicable, cediendo –por razones de jerarquía normativa (artículo 6 LGAP)– ante las disposiciones expresas de la ley.

No obstante, si durante su período de vigencia la Administración decidió aplicar un reglamento de esa naturaleza en beneficio de algún funcionario –normativa que en todo caso ya se derogó, en el supuesto consultado– estaríamos en presencia de una configuración de derechos adquiridos de buena fe que no podrían desconocerse. Se trata de una normativa cuya validez nunca fue cuestionada.

Esto último –desde luego– partiendo de que el reglamento vigente en su momento haya sido correctamente aplicado, es decir, cumpliéndose a cabalidad todas las condiciones y requisitos establecidos por la normativa. Lo anterior quiere decir que si el funcionario hizo incurrir a la Administración en error al presentar información falsa o incorrecta, no se configuran las condiciones para que surja el derecho adquirido.

El denominado derecho adquirido es aquel beneficio o provecho que se entiende ya incorporado a la esfera de derechos subjetivos del individuo, de tal suerte que no puede verse negativamente disminuido, alterado o suprimido por virtud de una modificación normativa posterior ni por un cambio en la voluntad administrativa. 

Es así como el derecho adquirido confiere certeza a una situación jurídica determinada, que le otorga al beneficiado una garantía frente a eventuales modificaciones que la situación pueda llegar a sufrir en el futuro. 

A la luz de las consideraciones expuestas, es nuestro criterio que si a un determinado funcionario judicial se le reconocieron beneficios al amparo de lo que establecía la norma reglamentaria, se trata de un beneficio adquirido válidamente, situación que no puede desconocerse.

Ahora bien, en la hipótesis de que la normativa reglamentaria sufra una modificación o derogatoria, y con posterioridad se adopte un acto confiriendo un beneficio salarial acudiendo a la normativa anterior que ya ha perdido vigencia, estaríamos en ausencia de un fundamento normativo, de ahí que en tal caso sí entraría en juego el tema de la validez del acto.

Así las cosas, y tratándose de un supuesto distinto que debe ser abordado bajo otra perspectiva, pasamos entonces a analizarlo en el siguiente aparte, en relación con la declaratoria de nulidad absoluta, evidente y manifiesta en sede administrativa, así como el proceso de lesividad que se ventila en sede judicial.

4) Procedimiento para declarar la nulidad absoluta del acto administrativo y plazo para interponerlo. Anulación en vía administrativa con sustento en el artículo 173 de la LGAP.

Partiendo del supuesto de que estemos en presencia de un acto administrativo que deviene necesario anular por resultar contrario al bloque de legalidad, en el ordenamiento jurídico costarricense existen dos vías para declarar su nulidad, a saber: 

a) en la vía administrativa, mediante la declaratoria de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, mediante el procedimiento regulado en el numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública, y

b) en la vía judicial, supuesto al que se recurre en aquellos casos en que el acto presente nulidad absoluta, pero esa nulidad no tiene carácter de evidente y manifiesta, razón por la cual -en garantía de los derechos del administrado- debe acudirse al juicio de lesividad regulado en el Código Procesal Contencioso Administrativo, previa declaratoria en vía administrativa de que el acto administrativo es lesivo. 

Acerca de estas dos vías procesales para acceder a la anulación de un acto administrativo, este órgano asesor ha explicado lo siguiente:

“I. (…) En estos supuestos, y cuando exista un acto declarativo de derechos, lo procedente sería la apertura de un procedimiento administrativo de conformidad con lo establecido en los artículos 173 y 308, si el vicio que se configura es de tal magnitud, que la nulidad absoluta sea además, evidente y manifiesta, o si, por el contrario, la nulidad no es evidente ni manifiesta, deberá declararse el acto lesivo a los intereses de la Administración e instaurarse el proceso contencioso administrativo, de conformidad con lo que establece el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo.”

Así, la existencia de una nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acto administrativo conllevará la realización de un procedimiento ordinario en la vía administrativa para hacer tal declaratoria. Por su parte, en caso de que el acto contenga tenga un vicio de nulidad pero que la misma no sea de esa índole, lo procedente será la instauración y tramitación de un proceso judicial de lesividad. 

En relación con las interrogantes planteadas en su gestión consultiva, cabe señalar que si se otorgó un beneficio salarial basado en una norma reglamentaria no vigente –por haber sido modificada por acuerdo de la Corte Plena- podríamos entonces estar en presencia de un acto sin sustento normativo, y por ende, susceptible de anulación en vía administrativa, cumpliendo todos los requisitos establecidos en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública -siguiendo el procedimiento ordinario consagrado en el artículo 308 y siguientes de dicha normativa, y previo dictamen favorable que habría de ser emitido por esta Procuraduría-, todo lo cual habrá de ser apreciado por la Administración para tomar la decisión de seguir esta vía, según las condiciones que presente cada caso concreto.

Sobre el particular, tenemos que, tal como se indica en su consulta, en el año 2010, la Corte Plena, en Sesión Nº 36-10 del 20 de diciembre de 2010, artículo XVII, acordó una reforma al Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido, eliminando las excepciones que anteriormente se habían concedido para efectos de no romper la continuidad en el servicio, en caso de gozar de una licencia sin goce de sueldo. 

En efecto, la versión actual del artículo establece que los permisos sin goce de salario iguales o mayores a un mes, afectan la fecha en que se cumple la anualidad del servidor, por lo cual se considera que aquellos sí suspenden la continuidad del servicio. 

Bajo ese entendido, como ya lo indicáramos líneas atrás, los reconocimientos salariales –basados en esas causales de excepción que anteriormente la norma reglamentaria otorgaba– obtenidos con posterioridad a la reforma del artículo, no contaban con respaldo normativo.

Así las cosas, estaríamos en presencia de un acto inválido, viciado de nulidad absoluta. La Ley General de la Administración Pública, en el numeral 166, define ese concepto, en los siguientes términos: 

"Artículo 166: Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente.” 

La nulidad absoluta se presenta cuando el acto administrativo carece de uno o varios de sus elementos constitutivos, es decir, el sujeto, el motivo, el contenido y el fin. 

Cabe llamar la atención sobre el hecho de que la potestad anulatoria en vía administrativa de actos declarativos de derechos es excepcional, debido a que tales actos se encuentran protegidos por el principio constitucional de intangibilidad de los actos propios, derivado del artículo 34 de la Constitución Política, el cual prohíbe a la Administración volver sobre sus propios en perjuicio de los administrados o funcionarios.

De esta manera, los derechos subjetivos constituyen un límite respecto de las potestades de revocación o modificación de los actos administrativos, pues la Administración no puede emitir un acto y con posterioridad dictar otro que le contradice, en menoscabo de derechos subjetivos. 

Sin embargo, como ya hemos venido explicando, excepcionalmente la Administración puede anular en vía administrativa ese acto declaratorio de derechos, para lo cual debe seguir el procedimiento establecido en el numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública, siempre con el cumplimiento de los requisitos formales ahí dispuestos.

En aras de contar con mayor claridad sobre este tema, nos permitimos ahondar en el aspecto de los límites a la potestad administrativa de anular actos declaratorios de derechos subjetivos, sobre lo cual este órgano consultivo ha indicado lo siguiente:

“A. El carácter excepcional de la potestad administrativa de anular actos declaratorios de derechos subjetivos. Como reiteradamente lo ha expuesto este órgano, de conformidad con la Constitución y las leyes la Administración no puede volver sobre sus propios actos lesionando derechos subjetivos. Consecuentemente, la potestad administrativa de anulación de actos declaratorios de derechos subjetivos es excepcional y su ejercicio requiere el cumplimiento previo del Debido Proceso, de manera efectiva. La Administración Pública debe mantenerse dentro de las dimensiones taxativamente limitadas de esta potestad. Lo contrario implicaría no sólo la inobservancia de Principios de Orden Público sino también, la imputación de eventuales responsabilidades de órdenes diversos a los funcionarios y al Estado. (…) De no estarse ante la hipótesis de la nulidad absoluta, evidente y manifiesta, la Administración no puede ejercer la potestad establecida en este artículo.” (El destacado no corresponde al original) (Dictamen C-038-2004 de 30 de enero de 2004).

Acerca de la existencia de nulidad absoluta de un acto administrativo y su anulación en vía administrativa de manera excepcional, hemos señalado:

“II. Sobre la Nulidad, Absoluta, Evidente y Manifiesta. El artículo 173.1 de la LGAP establece que cuando la nulidad absoluta de un acto administrativo declaratorio de derechos sea evidente y manifiesta, esta podrá ser declarada por la Administración Pública en vía administrativa. Lo dispuesto en este numeral implica que el vicio que afecte al acto debe dar lugar a una nulidad absoluta en los términos de los artículos 166 y 167 de la LGAP. Es decir, que habrá nulidad absoluta cuando falten uno o varios de los elementos constitutivos del acto, sea real o jurídicamente, esto es sujeto, fin, contenido y motivo al tenor de los artículos 129, 131, 132 y 133 ibídem. Pero también habrá nulidad absoluta cuando alguno o varios de los elementos están imperfectamente constituidos de modo tal que impidan la realización del fin del acto. Ahora bien, la nulidad de un acto administrativo declaratorio de derechos en vía administrativa es excepcional. En esta materia rige el principio de la intangibilidad de los actos propios, por lo que la regla es que dicha nulidad sea declarada en sede jurisdiccional. De allí que sólo en los casos en que la nulidad sea de tal gravedad que pueda ser calificada de absoluta y dicha característica sea evidente y manifiesta, la propia administración pueda anular sus actos.” (El destacado no corresponde al original) (Dictamen C-176-2013 de 02 de septiembre del 2013).

Para una mayor claridad, nos permitimos transcribir lo dispuesto por el numeral 173 de La Ley General de la Administración Pública, que regula el procedimiento requerido para anular en la vía administrativa un acto declarativo de derechos subjetivos, en los siguientes términos: 

“Artículo 173. 1) Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos sea evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso-administrativo de lesividad, previsto en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República; este dictamen es obligatorio y vinculante. Cuando la nulidad absoluta verse sobre actos administrativos directamente relacionados con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen. En ambos casos, los dictámenes respectivos deberán pronunciarse expresamente sobre el carácter absoluto, evidente y manifiesto de la nulidad invocada. 2) Cuando se trate de la Administración central del Estado, el ministro del ramo que dictó el respectivo acto deberá declarar la nulidad. Cuando se trate de otros entes públicos o Poderes del Estado, deberá declararla el órgano superior supremo de la jerarquía administrativa. Contra lo resuelto cabrá recurso de reposición o de reconsideración, en los términos del Código Procesal Contencioso-Administrativo.3) Previo al acto final de anulación de los actos a que se refiere este artículo, la Administración deberá dar audiencia a las partes involucradas y cumplir con el debido procedimiento administrativo ordinario dispuesto en esta Ley. 4) La potestad de revisión oficiosa consagrada en este artículo, caducará en un año, a partir de la adopción del acto, salvo que sus efectos perduren. 5) La anulación administrativa de un acto contra lo dispuesto en este artículo, sea por omisión de las formalidades previstas o por no ser absoluta, evidente y manifiesta, será absolutamente nula, y la Administración estará obligada, además, al pago por daños, perjuicios y costas; todo sin perjuicio de las responsabilidades personales del servidor agente, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 199. 6) Para los casos en que el dictado del acto administrativo viciado de nulidad absoluta, evidente y manifiesta corresponda a dos o más ministerios, o cuando se trate de la declaratoria de nulidad de actos administrativos relacionados entre sí, pero dictados por órganos distintos, regirá lo dispuesto en el inciso d) del artículo 26 de esta Ley.7) La pretensión de lesividad no podrá deducirse por la vía de la contrademanda.” (El destacado no corresponde al original).

Así, reiteramos que antes de dictar la nulidad de un acto, es necesario que la Administración realice un procedimiento ordinario administrativo con todas las garantías del debido proceso y cuente con el dictamen favorable emitido por esta Procuraduría General de la República.

El procedimiento ordinario previo a la declaratoria de nulidad debe sustanciarse en los términos dispuestos por la propia Ley General de la Administración Pública, confiriendo audiencia a las partes involucradas, con todas las garantías propias del debido proceso. Luego, el órgano superior supremo –la Corte Plena, en el caso de la consulta que aquí nos ocupa– sería el órgano encargado de declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acto administrativo que se cuestiona, previo dictamen favorable rendido por esta Procuraduría General.

En cuanto al plazo para la declaratoria de nulidad de un acto administrativo, éste caduca en el término de un año contado a partir de la adopción del acto (para el caso de actos dictados con posterioridad al 1° de enero del 2008, fecha en la que entró en vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo), salvo que sus efectos perduren, lo cual, en nuestro criterio, sería justamente lo que ocurre en una hipótesis como la consultada, en donde los efectos siguen reproduciéndose en cada pago periódico del sueldo, de tal suerte que la posibilidad de anulación por esta vía se mantiene latente mientras se realicen dichos pagos dentro del salario.

Con posterioridad a que el órgano director ha terminado la instrucción del procedimiento, este debe rendir el informe respectivo y comunicarlo al órgano decisor con competencia para dictar el acto final, es decir, el órgano superior supremo de la jerarquía administrativa, siempre con la finalidad exclusiva de que sea éste el que previo a dictar el acto final correspondiente, tome el acuerdo correspondiente a la remisión del asunto ante esta Procuraduría General, o a la Contraloría General, según del tema del que se trate. 

Es hasta la emisión del dictamen favorable que, posteriormente, el órgano decisor adopta el acto final, la cual debe comunicarse al administrado que fue parte de la tramitación del procedimiento ordinario.

En cuanto a la importancia que reviste la formalidad del procedimiento ordinario administrativo y la obtención del respectivo dictamen favorable, hemos señalado lo siguiente:

 “d) Apertura de un procedimiento ordinario (…) De lo anterior, se desprende que como requisito previo a la declaratoria de nulidad en vía administrativa, la Administración debe ordenar la apertura de un procedimiento ordinario en los términos dispuestos por los artículos 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, para que sea dentro de aquel donde se declare esa nulidad, previo otorgamiento del derecho de defensa al afectado y la comprobación de la naturaleza absoluta, evidente y manifiesta de la misma, pues de lo contrario se produciría la invalidez del acto anulatorio. Únicamente a partir de dicho procedimiento podría esta representación constatar si se está en presencia de una nulidad de esa naturaleza y respaldar la actuación de la Administración al seguir la vía administrativa para anular un acto declaratorio de derechos, requisito que la Sala Constitucional ha avalado en numerosas oportunidades (…)” (Dictamen C-004-2014 08 de enero de 2014).

Sobre el momento procesal oportuno para tramitar la solicitud del dictamen sobre la nulidad, hemos señalado:

“Así las cosas, y para la cuestión planteada por el señor Ministro, esta Procuraduría no puede, en esta etapa procedimental, dictar pronunciamiento alguno en lo relativo a la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de la Resolución DRT-442-89, pues tal dictamen debe verterse cuando haya finalizado el procedimiento administrativo de rigor.” (Dictamen C-087-91 de 23 de mayo de 1991) (El destacado no corresponde al original). 

“En otras palabras, luego de que el órgano director ha terminado la instrucción del procedimiento, debe comunicarlo así al órgano decisor, con la finalidad de que sea éste el que tome el acuerdo correspondiente a la remisión del asunto ante la Procuraduría General, o a la Contraloría General, según corresponda.” (El destacado no corresponde al original) (Dictamen C-109-2005 de 14 de marzo de 2005).

La emisión del dictamen favorable en un momento procesal concreto obedece a la función de contralor de legalidad y de garantía del debido proceso para el administrado, tema sobre el cual hemos venido señalando lo siguiente: 

“II.- Intervención previa y obligatoria de la Procuraduría General como contralor de legalidad debe ser formalmente requerida por el órgano superior supremo de la jerarquía administrativa (órgano decisor). Es importante aclarar, en primer lugar, que la intervención que le otorga el citado numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP) a la Procuraduría General, constituye una garantía más para el administrado, como contralor de legalidad, cuando la Administración, de forma excepcional, pretenda ir contra sus propios actos en sede administrativa. Tal y como ha sido conceptualizado por la Sala Constitucional, la participación de la Procuraduría en un trámite de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, cumple un fin garantista del debido proceso, por tratarse de un criterio externo y experto ajeno al órgano que dictaría el acto anulatorio (ver resolución N° 1563-1991 de las 15 horas del 14 de agosto de 1991). A tal punto se cumple dicha función que únicamente contando de previo con un criterio favorable de este Órgano, podría la Administración emitir el acto final que declare el vicio del acto. Cabe agregar que también se presenta la particularidad de que es el único supuesto (unido a lo que prescribe el artículo 183 de la LGAP) en el que la Procuraduría General entra al análisis de un caso particular, lo cual deviene en la excepción de la regla contenida en el numeral 5° de nuestra Ley Orgánica. En fin, la propia Sala Constitucional califica este dictamen como un “acto preparatorio” de obligatorio acatamiento para la administración que lo gestiona (Véase al respecto la resolución 2004-01003 de las 14:40 horas del 4 de febrero del 2004. y en sentido similar, las Nºs 2004-01005 de las 14:42 horas del 4 de febrero y 2004-01831 de las 15:09 horas del 24 de febrero, ambas del 2004). Con base en las consideraciones jurídicas expuestas, y en atención al tenor literal del artículo 173. 1 de la LGAP, resulta claro que el dictamen de la Procuraduría General o de la Contraloría General -según el ámbito de sus competencias- debe ser previo a la eventual declaratoria de nulidad, pero posterior a la instrucción de un procedimiento ordinario en los términos del numeral 308 y siguientes de la citada Ley General (Entre otros, el dictamen C-158-2005 de 28 de mayo de 2005)” (Dictamen C-127-2011 de 10 de junio de 2011). 

En ese mismo sentido: 

“Dentro del trámite para la declaratoria de una nulidad absoluta, evidente y manifiesta, esta Procuraduría cumple básicamente dos funciones: constatar que el procedimiento administrativo llevado a cabo haya cumplido con los principios y garantías del debido proceso; y, posteriormente, verificar la existencia y magnitud del vicio que a criterio de la Administración genera una nulidad susceptible de ser catalogada como absoluta, evidente y manifiesta.” (Dictamen C-244-2008 de 15 de julio de 2008) (El destacado no corresponde al original). 

Como vemos, el dictamen debe ser emitido antes de la declaratoria de nulidad pero posterior a la instrucción del procedimiento ordinario, con el objetivo de ser una garantía para el administrado, ya que, mediante un criterio externo, especializado y ajeno al órgano que dispondrá la anulación del acto administrativo, se propicia el control de la legalidad de tal decisión. 

Respecto del carácter vinculante de este tipo de dictamen, ha señalado la jurisprudencia constitucional: 

“III. (…) Si el dictamen de la Procuraduría o de la Contraloría General de la República es desfavorable, en el sentido que la nulidad absoluta del acto administrativo no es evidente y manifiesta, la respectiva administración pública se verá impedida, legalmente, para anular el acto en vía administrativa y tendrá que acudir, irremisiblemente, al proceso ordinario contencioso administrativo de lesividad. El dictamen de los dos órganos consultivos citados es vinculante para la administración respectiva en cuanto al carácter evidente y manifiesto de la nulidad.” (Sentencia № 2006-8960, de las 10:53 horas del 23 de junio de 2006 dictada por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia). 

Ahora bien, para finalizar este acápite, es importante llamar la atención sobre lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley General de la Administración Pública, cuyo texto señala lo siguiente:

“Artículo 171.-La declaración de nulidad absoluta tendrá efecto puramente declarativo y retroactivo a la fecha del acto, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe.” 

Así, en la regulación del régimen de nulidades del acto administrativo, nótese que el mismo ordenamiento protege los derechos adquiridos de buena fe aún cuando se llegase a producir la declaratoria de nulidad, como sería el supuesto que hemos analizado. Ello tiene lógica, tomando en consideración que se puede tratar de beneficios que ya se han incorporado al patrimonio, que ya han ingresado a la esfera de derechos subjetivos del individuo –es decir, los montos ya pagados– y que, por tal circunstancia, si se recibieron de buena fe, no podría pretenderse eliminarlos retroactivamente.

Por tal razón, en caso de que algún funcionario se encuentre en la situación de haber sido beneficiado bajo el supuesto amparo de un reglamento que ya había sido derogado, corresponderá entonces a la Administración determinar la buena fe del funcionario al momento de acceder al beneficio. 

Lo anterior, por cuanto, como es bien sabido, constituye un principio general de derecho que la buena fe siempre se presume, de tal suerte que habría que demostrar lo contrario –es decir, la mala fe del servidor– para poder intentar desconocer retroactivamente los derechos otorgados bajo tales condiciones.

4) Sobre el proceso de lesividad en vía judicial

Ahora bien, como ya mencionamos líneas atrás, en caso de que se estime que el acto no presente una nulidad con las características de evidente y manifiesta, habría de seguirse el procedimiento regulado en el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo, el cual dispone lo siguiente: 

“ARTÍCULO 34. 1) Cuando la propia Administración, autora de algún acto declarativo de derechos, pretenda demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previamente el superior jerárquico supremo deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier otra naturaleza. El plazo máximo para ello será de un año, contado a partir del día siguiente a aquel en que haya sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos. En este último supuesto, el plazo de un año correrá a partir de que cesen sus efectos y la sentencia que declare la nulidad lo hará, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad futura.2) La lesividad referente a la tutela de bienes del dominio público no estará sujeta a plazo. 3) Corresponderá al Consejo de Gobierno la declaratoria de lesividad de los actos administrativos dictados por dos o más ministerios, o por estos con algún ente descentralizado. En tales supuestos, no podrán ser declarados lesivos por un ministro de distinto ramo.4) La declaratoria de lesividad de los actos dictados por órganos administrativos con personalidad jurídica instrumental, será emitida por el superior jerárquico supremo.5) La pretensión de lesividad no podrá deducirse por la vía de la contrademanda.”

Según dispone la norma, de manera previa a la anulación de un acto administrativo en la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, debe el superior jerárquico –en este caso, la Corte Plena– declarar lesivo a los intereses públicos el citado acto, dentro del plazo de un año contado a partir del día siguiente del cual se haya dictado el acto administrativo, pero si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, dicha declaratoria puede hacerse mientras permanezcan sus efectos. Lo anterior, como ya acotamos, para los actos dictados después de la entrada en vigencia del CPCA, el 1° de enero del 2008.

Respecto a las características del Proceso de Lesividad, este órgano asesor ha dicho lo siguiente: 

“La primera -la lesividad- es la vía que puede llevar a la declaratoria de nulidad por el órgano jurisdiccional. En efecto, el proceso de lesividad está concebido en nuestro ordenamiento como un proceso de carácter especial, con trámites y características propios, que lo diferencian de otros procesos en los que se manifiesta la potestad de autotutela administrativa; tanto así, que la declaratoria de lesividad por parte de la Administración, no es más que un trámite procesal, que no afecta el acto o contrato cuya nulidad se pretende; inclusive este caso no debe ir precedido por un procedimiento administrativo ordinario, sino que basta la declaratoria de lesividad por parte del órgano superior de la jerarquía administrativa correspondiente, ya que será el Juez, quien con los elementos que se hagan llegar al juicio, el que determine si el acto se encuentra viciado o no.“ (Énfasis agregado. Dictamen C-059-2009 del 23 de febrero de 2009).

En cuanto al requisito previo para plantear un proceso de lesividad tramitado en la vía judicial, concretamente ante la vía contenciosa administrativa, nuestra jurisprudencia administrativa ha indicado lo siguiente: 

“La segunda vía, regulada en los artículos dichos del Código Procesal Contencioso Administrativo, puede llevar a que el Juez de esta materia anule el acto cuestionado, en cuyo caso, no es necesario que deba ir precedido por un procedimiento administrativo ordinario, sino que basta la declaratoria fundamentada de lesividad por parte del órgano superior jerárquico supremo correspondiente (que en este caso sería el Concejo Municipal), de que dicho acto es lesivo a los intereses públicos, para luego proceder a la interposición de la demanda correspondiente.(Dictamen C-128-2008 del 21 de abril de 2008)(El destacado no corresponde al original) (Ver también Dictamen C-212-2012 17 de setiembre del 2012). 

En relación con los presupuestos del Proceso de Lesividad, el plazo para interponerlo y las consecuencias de una eventual sentencia estimatoria, a nivel jurisprudencial los Tribunales han señalado lo siguiente: 

“X. Presupuestos para el Proceso de Lesividad. (…) De manera general, la lesividad se constituye en un mecanismo jurisdiccional en virtud del cual la Administración pretende la supresión de un acto suyo, propio, que en tesis de principio, genera un efecto favorable a un tercero destinatario. Desde ese plano, en este tipo de contiendas, la lesividad es de corte subjetivo, en tanto pretende la anulación de una conducta que concede un derecho o en general, una situación de beneficio a una persona. Tal figura se encuentra positivizada en el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo, norma que fija los elementos previos y regulaciones procesales de esta figura. Empero, se encuentra referenciada además en el numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública. Desde la óptica de los presupuestos procesales, se imponen condiciones subjetivas, objetivas, procedimentales y temporales. En cuanto a la arista subjetiva, la legitimación activa se concede a la Administración emisora del acto cuestionado, en tanto que el legitimado pasivo es el receptor de los efectos de la conducta, sea, quien obtiene sus bondades. En lo atinente a la arista objetiva, la lesividad se constituye como un mecanismo de eliminación jurídica de actos administrativos que sean disconformes sustancialmente con el ordenamiento jurídico, sea, los actos que padezcan de algún nivel de invalidez, sea absoluta o relativa, en cualquiera de sus tipologías (artículos 128, 158, 165 y concordantes de la citada Ley General No. 6227). En esa línea, la Administración debe declarar lesiva a los intereses públicos esa conducta, lo que debe ser establecido dentro de un marco de acciones internas de la administración que son impostergables para formular la acción. En efecto, en el orden procedimental, se impone que el jerarca máximo supremo de la Administración Pública respectiva declare la lesividad del acto, sea por lesión a intereses económicos, fiscales o de otra índole que se desprendan del interés público, para lo cual, ha de contar con un criterio jurídico-técnico de base que sustente esa determinación. A diferencia de otras figuras de supresión de conductas públicas, no requiere de audiencia al tercero, sino solo de acciones a lo interno de la Administración, ya que será dentro del proceso judicial que el tercero podrá establecer sus alegatos de defensa. Ahora bien, cuando el acto emane del Estado (ver artículo 1 de la citada Ley General), sea, de la Administración Central, la demanda solo podrá ser incoada por la Procuraduría General de la República (canon 16 de la Ley No. 8508), previo pedimento del jerarca máximo supremo y previa declaratoria interna de lesividad, con detalle de los motivos de ese criterio. En cuanto a la dimensión temporal, la nueva normativa procesal establece un plazo de un año contado a partir de la emisión del acto (que no de su comunicación) para declarar lesivo el acto a los intereses públicos, y luego de esa declaratoria (y no a partir del vencimiento de ese primer año) se otorga un plazo de un año para plantear la acción contenciosa administrativa a modo de plazo fatal de caducidad, salvo en casos de actos con nulidad absoluta, en cuyo caso, la declaratoria de lesividad puede realizarse en tanto perduren sus efectos, corriendo el año aludido desde el cese definitivo de dichos efectos. En esa hipótesis, la eventual sentencia estimatoria dispondrá la nulidad únicamente para la inaplicabilidad futura del acto, constituyéndose en una excepción expresa al régimen de retroactividad de las nulidades absolutas establecido por el ordinal 171 de la Ley General de la Administración Pública. La excepción a ese aspecto temporal de un año se configura en tutela de dominio público, caso en el que la acción de lesividad no está sujeta a plazo por la aplicación de la cláusula general de imprescriptibilidad de ese tipo de bienes según se deriva del artículo 261 del Código Civil.” (El destacado no corresponde al original)(Sentencia № 120-2013-VI de las 10:10 horas del 30 de setiembre de 2013 dictada por Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Sexta). 

Dada la claridad de la explicación que brinda la transcrita sentencia, no resulta pertinente reiterar mayores explicaciones sobre el particular, recalcando únicamente que no existe en este caso obligación de seguir en sede administrativa un procedimiento ordinario con garantía de defensa para el interesado, toda vez que el contradictorio se producirá justamente dentro del litigio, en el cual finalmente será el juez quien declare o no la nulidad alegada.

En cuanto a los plazos, tenemos entonces que el término para declarar el acto lesivo a los intereses públicos, es de un año contado a partir de la emisión del acto, aspecto puntual sobre el cual conviene subrayar el hecho de que el punto de partida del año es la fecha de emisión del acto, y no la fecha el de su comunicación o notificación al afectado. 

A partir de esa declaratoria de lesividad, se abre el plazo de un año para plantear la respectiva acción judicial en sede contenciosa, que es un plazo fatal de caducidad, según lo ha entendido el Tribunal Contencioso Administrativo, como ya vimos líneas atrás. 

A lo anterior debe hacerse la importante salvedad de que, en los casos de nulidad absoluta, la declaratoria de lesividad puede realizarse en tanto perduren los efectos del acto, en cuyo caso, el año referido corre desde el cese definitivo de dichos efectos. 

Ello reviste particular significado tratándose precisamente de actos que han generado beneficios salariales, toda vez que en estos casos los efectos siguen reproduciéndose en cada pago periódico del sueldo, de tal suerte que la posibilidad de declarar la lesividad se mantiene abierta mientras subsista esa relación de servicio. Valga acotar, eso sí, que la normativa dispone que una eventual sentencia estimatoria dispondrá la nulidad únicamente para la inaplicabilidad futura del acto administrativo. 

III) CONCLUSIONES

1) Si la Administración concedió un beneficio salarial basado en una norma reglamentaria vigente, se trata de un beneficio otorgado en condiciones de validez, que no puede desconocerse posteriormente.

2) Ahora bien, en la hipótesis de que la normativa reglamentaria sufra una modificación o derogatoria, y con posterioridad se adopte un acto confiriendo un beneficio salarial acudiendo a la normativa anterior que ya ha perdido vigencia, estaríamos en ausencia de un fundamento normativo, de ahí que en tal caso sí entraría en juego el tema de la validez del acto.

3) Existen dos vías para declarar la nulidad del acto, a saber: a) en la vía administrativa, mediante la declaratoria de nulidad absoluta, evidente y manifiesta (artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública); y b) en la vía judicial, mediante el juicio de lesividad regulado en el Código Procesal Contencioso Administrativo, previa declaratoria en vía administrativa de que el acto administrativo es lesivo. 

4) El procedimiento administrativo ordinario previo a la declaratoria de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, debe sustanciarse en los términos dispuestos por la propia Ley General de la Administración Pública, confiriendo audiencia a las partes involucradas, con todas las garantías propias del debido proceso. Luego, el órgano superior supremo –la Corte Plena, en el caso de la consulta que aquí nos ocupa– sería el órgano encargado de declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acto administrativo que se cuestiona, previo dictamen favorable rendido por esta Procuraduría General.

5) El plazo para la declaratoria de nulidad de un acto administrativo caduca en el término de un año contado a partir de la adopción del acto, salvo que sus efectos perduren, lo cual, en nuestro criterio, sería justamente lo que ocurre en una hipótesis como la consultada, en donde los efectos siguen reproduciéndose en cada pago periódico del sueldo, de tal suerte que la posibilidad de anulación por esta vía se mantiene latente mientras se realicen dichos pagos dentro del salario.

6) Para efectos de la lesividad, se establece el plazo de un año contado a partir de la emisión del acto (que no de su comunicación) para declarar lesivo el acto a los intereses públicos, y luego de esa declaratoria (y no a partir del vencimiento de ese primer año) se otorga un plazo de un año para plantear la acción contenciosa administrativa a modo de plazo fatal de caducidad, salvo en casos de actos con nulidad absoluta, en cuyo caso, la declaratoria de lesividad puede realizarse en tanto perduren sus efectos, corriendo el año aludido desde el cese definitivo de dichos efectos. 

7) Ahora bien, de conformidad con el artículo 171 de la Ley General de la Administración Pública, se protegen los derechos adquiridos de buena fe aún cuando se llegase a producir la declaratoria de nulidad, pues se trata de beneficios que ya han incorporado al patrimonio. Si tales beneficios se recibieron de buena fe, no podría pretenderse eliminarlos retroactivamente. Corresponderá entonces a la Administración determinar la buena fe del funcionario al momento de acceder al beneficio.”
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Manifiesta el Magistrado Ramírez, quien Preside este acto: “El tema que vamos a conocer, se trata exclusivamente sobre la “Regla Cuarta”, a cuyos efecto la licenciada Karol Monge Molina, Profesional en Derecho 3 de la Presidencia de la Corte, expondrá los antecedentes históricos que se han presentado en cuanto a ese punto.

Respecto a los Magistrados y Magistrada de la Sala Constitucional, en caso de que no vayan votar, les rogaría mantenerse en la sesión a fin de tener quórum”.

Expresa el Magistrado Jinesta: “En el caso de los Magistrados y Magistrada de la Sala Constitucional, habida cuenta que se presentó una acción de inconstitucionalidad contra los artículos 34, 40 y el transitorio 3 del Código Procesal Contencioso Administrativo, que es la acción N° 12592-14, por lo que nos tenemos que inhibir, pues este asunto está íntimamente vinculado a esta normativa y básicamente hace relación a los procesos de lesividad, que es una discusión que está necesariamente inmersa y vinculada con lo que hoy se discutirá. De manera, que no sé si nos retiramos para que nos nombren suplentes.

El tema es que habemos Magistrados y Magistrada propietaria que eventualmente no podríamos resolver este asunto, porque lo que se resuelva les podría beneficiar directa o indirectamente y no sabemos cuáles serán los suplentes que llegarían a conformar la Sala y ese es el problema que tenemos”.

Interviene la Magistrada Rojas: “El asunto que necesitamos que se mantengan en la sesión para efectos de quórum, simplemente no resuelven allá y resolverían otros suplentes, si se agotan, cae en la regla de los que estén, eso sería lo que aplicaría, la misma regla. De lo contrario, tendríamos que suplir a todos los propietarios y suplentes sobre una posibilidad, lo cual no sería razonable y estaría afectando el quórum del Órgano”.

Prosigue el Magistrado Jinesta: “El asunto es que muchos de los suplentes son funcionarios judiciales y en este momento no tengo claro si les beneficia o no la regla cuarta.

El Magistrado Araya García es uno de los pocos que es completamente ajeno al tema de esta regla”.

Agrega el Magistrado Salazar: “Otra solución sería mantenernos en sesión para conservar el quórum, en virtud de que una convocatoria con suplentes también puede ser complicado. Sin embargo, a la hora de que se efectué la votación, el acuerdo que se vaya a tomar, nos podemos abstener y no rompemos la sesión”.

El Magistrado Ramírez le consulta al Magistrado Araya García: ¿Usted se mantiene en la votación o se inhibe?”

Responde el Magistrado Araya García: “Me interesaría eventualmente, lo que pasa es que por supuesto que es un hecho que uno no sabe si estaría integrando la Sala para conocerlo, pero el tema me interesa que lo pueda conocer a nivel de Sala Constitucional, si es que llegue a formar parte de esa integración.

Estimo que la tesis del Magistrado Salazar es importante, en lo personal me podría mantener para efectos de quórum y al final me abstendría de votar”.
Agrega el Magistrado Ramírez: “Vamos a someter a votación la inhibitoria del Magistrado Araya García”.

Aclara el Magistrado Jinesta: “A diferencia del Magistrado Salazar, en lo personal me retiro, porque considero que no debo conocer el asunto, si luego también lo conoceré en la Sala Constitucional. En la misma condición lo haría Magistrado Castillo.

Bien podría constituirse la Corte con los suplentes del caso”.

SALEN LOS MAGISTRADOS JINESTA Y CASTILLO. 

ENTRA EL MAGISTRADO RUEDA, PERO INMEDIATAMENTE SALE AL ESTIMAR QUE LE ASISTE IMPEDIMENTO PARA CONOCER ESTE ASUNTO.

Interviene el Magistrado Salazar: “Considero que de las opciones presentadas, en lo personal me mantendría para efectos de quórum y no tomaría una decisión para no traer abajo la sesión. Sin embargo, si los Magistrados Jinesta, Castillo y Rueda se inhiben, habría que votar o resolver la inhibitoria de ellos a efectos de sustituirlos, no solo del Magistrado Araya García sino también de los que creen que están inhibidos y no pueden estar en la sesión”.

Prosigue el Magistrado Ramírez: “Vamos a resolver a las inhibitorias presentadas.”

Dice la Secretaria General: “Hago de conocimiento de todas las señoras Magistradas y señores Magistrados, que también la Magistrada Hernández y el Magistrado Salazar estarían sometiendo a conocimiento de la Corte la inhibitoria para conocer el tema, con motivo de la acción de inconstitucionalidad que se les presenta.

En lo que se refiere a la Magistrada Campos Calvo y el Magistrado Gutiérrez Quintero se excusaron de asistir a esta sesión.

En todo caso, para resolver este tema no se ocupa quórum completo”.

[…]

Recibida la votación correspondiente, por unanimidad, se acordó: Rechazar la inhibitoria planteada por el Magistrado Araya García, al estimarse que no le asiste impedimento alguno para conocer y emitir su voto en este asunto, y además de que no está llamado como propietario a intervenir en la resolución de la Acción de Inconstitucionalidad que se ha citado.
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ENTRA EL MAGISTRADO ARAYA GARCÍA.

Expresa el Magistrado Ramírez: “Vamos a proceder a resolver la inhibitoria planteada por los Magistrados y Magistrada titulares de la Sala Constitucional, en la cual se fundamenta que a ellos les corresponderá conocer la Acción de Inconstitucionalidad que se ha interpuesto en este tema.

Votar uno es por acoger la inhibitoria de la Magistrada Hernández y los Magistrados Jinesta, Castillo, Rueda y Salazar, dado que en el caso de los Magistrados Armijo y Cruz, se les había acogido la inhibitoria en su oportunidad; y dos es por no acogerla.

Recibida la votación correspondiente, por mayoría de catorce votos, se dispuso: Acoger la inhibitoria formulada y en consecuencia tener por separados a la Magistrada Hernández y a los Magistrados Jinesta, Castillo, Rueda y Salazar para el conocimiento del presente asunto. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Rojas, Chinchilla, Arias y los Suplentes Vargas Vargas, Solano Aguilar, Chaves Cervantes, López González, Benavides Santos, Segura Solís, Bogantes Rodríguez, Desanti Henderson, Cortés Coto y Araya García.

El Magistrado Aguirre emitió su voto por no acoger la inhibitoria.

La Secretaría General de la Corte procederá a realizar el trámite correspondiente para que se efectúen los sorteos correspondientes, para sustituir a la Magistrada Hernández y a los Magistrados Jinesta, Castillo, Rueda y Salazar que resultaron inhibidos para conocer los informes respectivos, lo anterior sin perjuicio de que hoy, al haber quórum suficiente, se procederá a resolver lo correspondiente en torno a la aplicación de la denominada "regla cuarta", conforme lo indicado por el Presidente, Magistrado Ramírez.
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Agrega el Magistrado Ramírez: “Entonces, vamos a conocer sobre el tema planteado sobre la Regla Cuatro, a cuyos efectos conforme lo señalé la licenciada Monge Molina, hará un recuento de sus antecedentes.

Esta regla fue aprobada en la sesión de Corte Plena 9-2000 del 28 de febrero de 2000 y se trasladó al Consejo Superior, para que adoptara las decisiones pertinentes. Dicho acuerdo fue en el sentido de que podían jubilarse con 30 años de servicio y 55 años de edad, se tomó proporcionalmente en la mayoría de los casos y si era menor el número de años.

Esta Corte se pronunciará únicamente sobre la regla cuarta, porque con respecto a la Acción de Inconstitucionalidad, habrá que esperar si procede la lesividad, cómo y en cuanto a quienes, y eso será resorte exclusivo de la Sala Constitucional. En lo que respecta a esta Corte nos corresponde dejar sin efecto o vigente la regla cuarta”.

[…]

[bookmark: _Hlk102984229]Sometido el asunto a votación, por mayoría de trece votos, se acordó: 1.) Tener por rendidos los informes del Exmagistrado González Camacho y la licenciada Monge Molina. 2.) Tener por presentadas las respuestas remitidas por parte de las asociaciones, agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial. 3.) Revocar hacia futuro la regla cuarta adoptada por la Corte Plena en la sesión N° 9-00 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, de conformidad con lo establecido en los artículos 152 y 153 de la Ley General de Administración Pública, por razones de oportunidad y conveniencia para este Poder de la República. 4.) Disponer lo que corresponda respecto de aquellas jubilaciones otorgadas en aplicación de esa regla, una vez que la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad número 14-012592-0007-CO, interpuesta por la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) contra los artículos 34 y 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo y a la que se le dio curso mediante resolución de las 13:20 horas del 20 de agosto de 2014. Así emitieron su voto las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Rojas, Aguirre, Chinchilla, Arias y los Suplente y las Suplentes Vargas Vargas, Solano Aguilar, Chaves Cervantes, López González, Bogantes Rodríguez, Desanti Henderson, Cortés Coto y Araya García. 

Los Magistrados Benavides Santos y Segura Solís votaron por suspender el conocimiento de este asunto hasta tanto la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad interpuesta.
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[…]. Se declara acuerdo.”
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[bookmark: _Hlk94256467]Informa la Secretaria General que la Sala Constitucional mediante resolución 2017015945 de las 11:40 horas del 4 de octubre de 2017, notificada a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y a la Procuraduría General de la República el 16 de enero del 2018, declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad promovida por la Junta Directiva de dicha Asociación, en contra de los artículos 34 y 40 y el Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo.

[bookmark: _Hlk103285363]El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, en oficio DJ-2891-2020 de 04 de setiembre de 2020, manifestó: 

“En forma muy atenta, esta unidad asesora se permite solicitar a la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia, someter a conocimiento y valoración del máximo órgano colegiado de gobierno del Poder Judicial, el siguiente informe sobre la situación del acuerdo de sesión 9-2000 del 28 de febrero del 2000, referente a la denominada, a efecto de que se determine si estima procedente acoger solicitud de nulidad de los actos generadores de derechos subjetivos a su amparo, conforme al análisis realizado en la sesión 050-2014 de 27 de octubre de 2014, artículo único, con base en las siguientes consideraciones:

La denominada regla cuarta fue aprobada en la sesión 9-2000 del 28 de febrero del 2000 de la Corte Suprema de Justicia, con ocasión de un informe presentado por la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el que realizó una serie de precisiones en cuanto a los distintos supuestos en que se podían encontrar los servidores judiciales a partir de las diversas reformas legales que han modificado el régimen jubilatorio de la Institución, por lo que propuso cuatro reglas que regularan el otorgamiento de este derecho. La última de estas, y que es objeto de este informe, indica:

 “Quienes al 1° de enero de 1994 no tenían 20 años de servicio y siempre y cuando a la entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones N° 7302 de 8 de julio de 1992 vigente a partir del 15 de ese mismo mes y años, hubieren cumplido más de 10 años laborados o reconocidos, pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333, de 5 de mayo de 1993, con 55 o más años de edad si cumplen al mismo tiempo 30 años de servicio.

 Los servidores de este grupo pueden jubilarse con un monto proporcional no completo al cumplir los 30 años de servicio, según las reglas propias del Sistema de Pensiones del Poder Judicial vigentes, antes de cumplir los 55 años de edad. 

 Y de acuerdo con la edad, también pueden jubilarse con un monto proporcional del promedio del salario jubilable, a los 62 años, siempre y cuando tengan 10 de servicio.”

Con respecto a este acuerdo, la SUPEN se cuestionó por primera vez la aplicación de la indicada regla cuarta definida por la Corte Plena, y en informe SP-1305-2012 de la Superintendencia de Pensiones, se indica que: ".... no se ajusta a lo dispuesto en el Transitorio XIII de la Ley No. 7333 de 05 de mayo de 1993..." 
 
Con base en lo anterior se solicita al Poder Judicial: “…2.1 Emitir las disposiciones pertinentes para derogar la regla cuarta del acuerdo de Corte Plena en razón de su ilegalidad".

Por su parte, sobre el tema, el Consejo Superior en sesión celebrada el 3 de julio del 2007, artículo LXXVII ya había señalado, literalmente que:

“… en su oportunidad, con el criterio de mayoría adoptado a ese momento por este Consejo, se concedió la jubilación a personas que actualmente la disfrutan, con derechos subjetivos que solo podrían ser revertidos en un proceso de lesividad, el que en algunos casos no sería posible iniciar por el tiempo transcurrido desde que se otorgaron esos derechos; en otros por las dificultades que se presentarían, pues la única alternativa es la reincorporación del beneficiario a sus labores anteriores, con la afectación que implica a quien actualmente desempeña el cargo, y que, indudablemente, tiene derechos adquiridos en relación al puesto, y en otros, a la fecha, la situación se encuentra debidamente ajustada a derecho -según el criterio de esa Superintendencia- pues el transcurso del tiempo conlleva que los requisitos se hayan cumplido, situaciones todas que impiden iniciar los señalados procesos de lesividad. En algunos casos la relación costo-beneficio no justifica que se presenten procesos de lesividad pues la suma a recuperar según los cálculos realizados por la Supen resulta ser de muy poca monta y en consecuencia superiores a los gastos a invertir en esos procedimientos. Además, este Órgano estima que lo resuelto es producto de un acuerdo tomado por mayoría en un cuerpo deliberativo, con base en una interpretación debidamente fundamentada en la normativa y principios que rigen esta materia, lo que hace válido el criterio que prevaleció al otorgar las jubilaciones que la SUPEN ahora cuestiona, por lo que, si no existen nuevos hechos o razones para revisar lo acordado, un proceso de lesividad no tendría mucha posibilidad de lograr un reconocimiento judicial.”

En sesión N° 31-12 celebrada el 3 de setiembre del 2012, artículo XXIII, se conoció el tema en Corte y a propuesta de la entonces Presidenta en ejercicio, se dispuso lo siguiente: “Aprobar la propuesta de la Presidenta en ejercicio, Magistrada Villanueva, en consecuencia, trasladar el tema planteado al Magistrado González, para su estudio e informe a esta Corte.”

En atención a lo anterior, el Magistrado González en nota del 31 de marzo del año 2014, rindió el respectivo informe, en donde recomendó lo siguiente:

“a) Derogar, por presentar vicios de nulidad, la denominada Regla Cuarta aprobada en el artículo XXXI de la sesión no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000.

b) Previa identificación por parte del Departamento de Gestión Humana de los casos en que procede, declarar lesivo a los intereses económicos del Estado todas aquellas jubilaciones o pensiones otorgadas cuyo cálculo se haya realizado según las reglas vigentes a partir de la reforma incorporada por la Ley no. 6869 en aplicación de la regla cuarta.

c) Previa identificación por parte del Consejo Superior de los casos en que procede, declarar lesivo a los intereses económicos del Estado todos aquellos actos de “fijación del derecho” que se hayan emitido al amparo de la regla cuarta.

d) Remitir los anteriores expedientes a la Procuraduría General de la República para que proceda a la interposición de los procesos de lesividad, únicamente para efectos de anulación e inaplicabilidad futura si el derecho fue otorgado hace más de 1 año. En el caso de aquellas jubilaciones aprobadas y que aún se encuentren dentro del plazo de 1 año previsto en el numeral 39 del Código Procesal Contencioso Administrativo, se solicite la repetición de lo pagado de más.

e) Que en dichos procesos, se solicite una medida cautelar al Juez para que se suspenda el pago de la diferencia entre el cálculo que le correspondería y la suma que actualmente se le gira por jubilación.

f) Que se informe al Consejo Superior para que cualquier jubilación o pensión que esté pendiente de aprobarse en aplicación de la Regla Cuarta sea revisada y resuelta de conformidad con lo expuesto en este informe”.

En la misma sesión se conoció informe de la Licda Karol Monge, en donde ella recomendó lo siguiente:

“a) Revocar de manera inmediata por la Corte Plena, la denominada Regla Cuarta aprobada en el artículo XXXI de la sesión no. 9-2000 del 28 de febrero del 2000

b) No iniciar procedimientos de lesividad contra los actos administrativos del Consejo Superior, que otorgaron derecho jubilatorios a personas servidoras judiciales, esto por razones de conveniencia para la institución.

c) No aprobar más jubilaciones a la luz de la regla IV, debido a que nunca ha existido una situación jurídica consolidada respecto de los requisitos de la ley nº 6869”.

Luego de una extensa deliberación y hecho el análisis de ambos informes, la Corte mediante acuerdo de sesión 050-2014 de 27 de octubre de 2014, artículo único, dispuso lo siguiente:

“Sometido el asunto a votación, por mayoría de trece votos, se acordó: 1.) Tener por rendidos los informes del Ex magistrado González Camacho y la licenciada Monge Molina. 2.) Tener por presentadas las respuestas remitidas por parte de las asociaciones, agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial. 3.) Revocar hacia futuro la regla cuarta adoptada por la Corte Plena en la sesión N° 9-00 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, de conformidad con lo establecido en los artículos 152 y 153 de la Ley General de Administración Pública, por razones de oportunidad y conveniencia para este Poder de la República. 4.) Disponer lo que corresponda respecto de aquellas jubilaciones otorgadas en aplicación de esa regla, una vez que la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad número 14-012592-0007-CO, interpuesta por la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) contra los artículos 34 y 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo y a la que se le dio curso mediante resolución de las 13:20 horas del 20 de agosto de 2014. Así emitieron su voto las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Rojas, Aguirre, Chinchilla, Arias y los Suplente y las Suplentes Vargas Vargas, Solano Aguilar, Chaves Cervantes, López González, Bogantes Rodríguez, Desanti Henderson, Cortés Coto y Araya García. 

Los Magistrados Benavides Santos y Segura Solís votaron por suspender el conocimiento de este asunto hasta tanto la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad interpuesta.”

Mediante voto 2017- 15.945 la Sala Constitucional declaró sin lugar la respectiva acción de inconstitucionalidad y resolvió lo siguiente:

“La Sala considera que los reclamos e impugnaciones, por el fondo, son improcedentes. En el ordenamiento jurídico costarricense, tanto la Ley General de la Administración Pública como la entonces Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, hoy el Código Procesal Contencioso Administrativo, y supletoriamente el Código Civil, contienen una amplia regulación del tema de la nulidad y anulabilidad, definiendo, a veces con mayor precisión, otras recurriendo a conceptos jurídicos indeterminados, la tipología relevante que le es asociada y que se requiere para la validación o invalidación de la amplísima gama de situaciones jurídicas anómalas (invalidez absoluta o relativa, manifiesta y evidente, el error y sus subtipos, error vicio y simple error). Estas normas establecen cuándo y cómo procede declarar la invalidez, cuándo y bajo qué procedimientos pueden plantearse en sede administrativa o judicial, así como los plazos establecidos para ello. También relacionan las potestades anulatorias de la Administración con los bienes y valores objeto de la invalidez, y muy especialmente, relacionan la invalidez con el álgido tema de que el acto nulo o anulable haya establecido, reconocido o concedido derechos a favor de los administrados. En este contexto, la legislación citada regula el proceso de lesividad directamente relacionado con el régimen de nulidad de los actos administrativos, cuando exista de por medio, precisamente, la concesión de derechos subjetivos a favor de los administrados.

El inciso 1) del artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo hace referencia a dicha declaratoria de lesividad y cuándo puede la misma realizarse en los supuestos de nulidad absoluta, definiendo que en esos casos el plazo máximo para su ejercicio sería mientras perduren los efectos del acto, pero únicamente para fines de anulación e inaplicabilidad futura –en similares términos a los que en su momento contemplada la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa-; igual criterio sigue el artículo 40 del mismo Código, al disponer que son impugnables los actos administrativamente nulos para efectos de su anulación e inaplicabilidad futuras. Como bien señala la Procuraduría General de la República, existen diferentes maneras u opciones para abordar el plazo dentro del cual puede alegarse en la vía judicial la nulidad absoluta, siendo así que en el caso costarricense, el legislador optó por una variable de las denominadas “intermedia”, señalando en las normas de cita que el acto absolutamente nulo es impugnable judicialmente mientras se mantengan sus efectos, pero únicamente para anulación e inaplicabilidad futura. Es decir, que en el ejercicio de su potestad legislativa, el legislador se decantó por un régimen específico que permite la declaratoria de nulidad absoluta bajo los parámetros indicados, sin que de modo alguno dichas normas sean inconstitucionales, pues, precisamente, se enmarcan dentro del ejercicio de las potestades del legislador en la formulación de las leyes.

La Sala advierte que no puede dejarse de lado que en el proceso de lesividad subyace un acto viciado, contrario al ordenamiento jurídico, de ahí su nulidad. Lo que el legislador hace, en claro ejercicio y reflejo de su potestad legislativa, es definir quién, cuándo y cómo, esa nulidad es declarable siendo que la regulación del tema genera, a su vez, claridad al administrado y conlleva o aspira a la realización del valor seguridad jurídica. El legislador podía discriminar por los bienes tutelados, por los sujetos afectados o beneficiados, por la entidad del acto viciado, casos y tiempos en que se puede o no, declarar administrativa o judicialmente la nulidad. El sistema escogido por el legislador en este caso, es intermedio en el sentido que no cohonesta la firmeza y eficacia definitiva de actos nulos, que devinieron inimpugnables, pero tampoco genera la incertidumbre de que cualquier acto administrativo firme pueda ser anulado en cualquier momento. Esta vía intermedia fija requisitos estrictos de fondo, de tiempo, de sujetos y de procedimiento para obtener la declaración de nulidad y limita los efectos de la anulación a futuro, lo que excluye de plano el alegato de la irretroactividad o lesión a derechos adquiridos y situaciones consolidadas.

En suma, que las normas impugnadas establecen un mecanismo, de los muchos que pudo haber perfilado el legislador en ejercicio de su potestad legislativa, para restablecer la vigencia de los valores del ordenamiento jurídico cuando han sido violados groseramente, permitiendo, de algún modo en verdad excepcional y limitado, especialmente en cuanto a sus efectos futuros, reparar vicios que aparentemente serían irreparables bajo el principio de intangibilidad de actos propios no obstante que ello conlleve declarar como mal concedidos o reconocidos derechos a los administrados. La Sala no encuentra que, de suyo, para declarar nulos derechos mal establecidos a los administrados, se tenga que violentar la pléyade de importantes principios constitucionales que el accionante invoca en el libelo de interposición de la presente acción, sino que, todo lo contrario, se sobreentiende que el procedimiento anulatorio debe conllevar el necesario respeto a todos los derechos del administrado quien, individualmente, podrá tener acceso al expediente, al contradictorio y demás garantías pertinentes que las normas en cuestión no conculcan, dejándolo a salvo de la arbitrariedad y del ejercicio abusivo o desviado del poder público. De otro modo dicho, la Administración puede, a la luz de las normas aquí cuestionadas, pretender la anulación de actos anómalos que favorecieron indebidamente al administrado, pero para hacerlo ha de seguir estrictamente el camino y las vías legales que, precisamente, normas como las que se impugnan, definen y clarifican en aras de la seguridad jurídica tanto de la Administración como de los administrados.

IV.- Consecuentemente, siendo que bajo las consideraciones de fondo expuestas se estima que las normas impugnadas no son inconstitucionales, sino que son producto y reflejo del ejercicio legítimo de la potestad legislativa, lo que corresponde es declarar sin lugar la presente acción de inconstitucionalidad, como en efecto se dispone”.

En oficio DJ-C-364-2019 de 6 setiembre de 2019, esta unidad asesora comunicó a la Secretaría de la Corte lo siguiente:

“En razón de que al día de hoy ya se encuentra debidamente resuelta la acción de inconstitucionalidad 14-012592-007-CO, mediante voto 15945-2017 de 8:40 de 4 de octubre de 2017, lo procedente es adoptar un acuerdo por parte de la Corte Suprema de Justicia en donde se disponga ordenar a la Dirección de Gestión Humana, proceda a realizar un estudio a fin de determinar el nombre de todos los funcionarios a los cuales se les aprobó una jubilación al amparo de la denominada regla cuarta y en contravención con el régimen transitorio establecido en el transitorio XIII de la Ley 7333.

Con base en dicha lista, una vez que sea suministrada y conocida por la Corte, esta deberá proceder a declarar la lesividad de los respectivos actos administrativos, conforme lo dispuesto en el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo y 173 de la Ley General de la Administración Pública y para lo cual, en su momento esta unidad asesora preparará los respectivos proyectos de actos administrativos”.

Mediante oficio PJ-DGH-AP-2767-2020 de fecha 15 de julio de 2020, la Dirección de Gestión Humana hace llegar a esta Dirección lista de las personas a las cuales se les llegó a aplicar la indicada regla IV, indicándose lo siguiente: 

“La revisión efectuada estableció el descarte de 17 casos que corresponden a separaciones por Incapacidad Absoluta y Permanente. Como resultado, el análisis se concentró en 255 casos de los cuales una vez verificados sus antecedentes laborales y personales en cuanto a jubilación, dan como resultado que en un total de 180 jubilaciones se aplicó la denomina “Regla IV” de forma incorrecta, esto debido a que los servidores y servidoras no contabilizaban 20 años de servicio al 01 de enero de 1994, pero los cálculos del monto de beneficio se realizaron con base en el promedio de los últimos doce salarios y una asignación del 100%”.

En razón de lo anterior, se estima necesario que la Corte Suprema de Justicia adopte la estimación que considere procedente respecto de los actos creadores de derechos en cuanto a la diferencia a favor de los 180 servidores contenidos en el cuadro excel adjunto, conforme el acuerdo de sesión 050-2014 de 27 de octubre de 2014, artículo único.”
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El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en correo electrónico del 7 de mayo del 2021, expresó:

“Mediante oficios N°. 11808-2020 del 17 de diciembre 2020 y 2416-2021 del 12 de marzo 2021, la Secretaría de la Corte ha informado que aún se mantiene pendiente de conocer en la agenda de la respetable Corte Plena el oficio N°. DJ-2891-2020 remitido por el MS.c. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico del Poder Judicial, documento que inicia su trámite desde el pasado mes de septiembre de 2020.

La resolución de lo expuesto en dicho oficio, es parte integral de la atención del requerimiento presentado por la Superintendencia de Pensiones mediante oficio N° SP-880-2020, el cual hasta el día de hoy se encuentra pendiente de esta vital atención.

En razón de lo anterior, se requiere de la estimable colaboración de sus dependencias, con el fin de priorizar el conocimiento de este tema por parte de la honorable Corte Plena”.
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Mediante correo electrónico de 17 de junio de 2021, la magistrada suplente Ana María Picado Brenes comunicó, en lo que interesa, lo siguiente: 

“…Sin embargo, me parece que no podría conocer el tema de la regla IV de la Ley de Pensiones y Jubilaciones dado que soy jubilada del Poder Judicial. Razón por la cual en la Sala Constitucional me inhibo de conocer los asuntos relacionados con dicha ley”.
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Por su parte la magistrada suplente Ana Isabel Vargas Vargas, en correo electrónico de 18 de junio de 2021, informó lo siguiente: 

“Creo que en ese tema no podría participar por tener un interés directo, dado mi condición de funcionaria judicial con derecho declarado para la jubilación.
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El máster Oslean Mora Valdez, Director de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en correo electrónico del 26 de agosto del 2021; expresó:

 “De la situación expuesta en correo infra citado, se recibió respuesta del Despacho de la Presidencia indicando que esta situación sería atendida por la Secretaría de la Corte. Han pasado prácticamente un año desde la remisión del oficio N°. DJ-2891-2020 de fecha 04 de septiembre de 2020, sin que se haya resuelto el tema respectivo a esta gestión.
 
No omito manifestar que, tal y como ha sido expuesto en ocasiones anteriores, la resolución que sobre este tema se sirva brindar la honorable Corte Plena, resulta medular para la atención del requerimiento presentado por la Superintendencia de Pensiones, en razón de lo cual es de vital importancia contar con una respuesta oficial al respecto”.
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La licenciada Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 824-2021 del 20 de setiembre del 2021, expresó:

“ […]

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibidas las manifestaciones del Máster Oslean Mora Valdez, Director a.í de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como el oficio N° SP-832-2021 de 26 de agosto de 2021, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos, relacionado con el SP-880-2020. 2.) Hacer una instancia respetuosa a la honorable Corte Plena, con la finalidad de que conozca a la mayor brevedad el oficio N° DJ-2891-2020, suscrito por el M.S.c. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico del Poder Judicial, debido a que la resolución de lo expuesto en dicho documento es parte integral de la atención del requerimiento presentado en el oficio N° SP-880-2020, emitido por la Superintendencia de Pensiones, tomando en consideración que actualmente esta Junta Administradora está en incumplimiento ante esa Superintendencia y eventualmente se expone a una multa económica, generando repercusiones en el patrimonio del Fondo de jubilaciones y Pensiones, lo anterior por no brinda respuesta en tiempo y forma. 3.) La Dirección de la Junta Administradora tomará nota para los fines correspondientes”.
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El máster Oslean Mora Valdez, en su citado carácter en oficio N° 030-DJA-2022 de 24 de enero de 2022, comunicó lo siguiente: 

“Atendiendo el requerimiento de la SUPEN vía correo electrónico del día 19 de enero del 2022 referente al cumplimiento del “Plan de Acción de la Regla IV”, en forma atenta, se consulta sobre el status de la gestión presentada por la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-2891-2020, remitida a conocimiento de corte plena desde el mes de setiembre del 2020, de acuerdo a los seguimientos presentados que a continuación se describen:

· Gestión inicial: mediante oficio N°. DJ-2891-2020 de fecha 04 de septiembre de 2020 mediante el cual la Dirección Jurídica del Poder Judicial entabla gestión ante la Corte Plena con el fin de que se pronuncie con respecto a los actos creadores de derecho en la aplicación de la denominada Regla IV.

· Seguimientos efectuados: Por medio de gestiones efectuadas con fecha 30/10/2020, 16/12/2020, 04/03/2021, 07/05/2021, 05/07/2021, 26/08/2021 y 16/11/2021 la Administración de la JUNAFO ha brindado el seguimiento respectivo ante la Secretaría de la Corte y el Despacho de la Presidencia con el fin de urgir la definición de este tema, como asunto medular de este plan de acción. 

· Respuestas brindadas: Mediante oficios N°. 11808-2020 y 2416-2021, así como correos electrónicos de fecha 10/05/2021 y 12/07/2021, tanto la Secretaría de la Corte como el Despacho de la Presidencia han informado que el tema se mantiene pendiente de conocimiento de la honorable Corte Plena. 

Dado el plazo de atención y ante la falta de respuesta en la definición de este asunto, la JUNAFO decide en sesión N°. 37-2021, artículo III de fecha 06 de septiembre de 2021 hacer una atenta instancia ante la Corte Plena para la resolución a la brevedad de este asunto, conforme se aprecia en el siguiente acuerdo: 

[bookmark: _Toc94260161]Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibidas las manifestaciones del Máster Oslean Mora Valdez, Director a.í de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como el oficio N° SP-832-2021 de 26 de agosto de 2021, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos, relacionado con el SP-880-2020. 2.) Hacer una instancia respetuosa a la honorable Corte Plena, con la finalidad de que conozca a la mayor brevedad el oficio N° DJ-2891-2020, suscrito por el M.S.c. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico del Poder Judicial, debido a que la resolución de lo expuesto en dicho documento es parte integral de la atención del requerimiento presentado en el oficio N° SP-880-2020, emitido por la Superintendencia de Pensiones, tomando en consideración que actualmente esta Junta Administradora está en incumplimiento ante esa Superintendencia y eventualmente se expone a una multa económica, generando repercusiones en el patrimonio del Fondo de jubilaciones y Pensiones, lo anterior por no brinda respuesta en tiempo y forma. 3.) La Dirección de la Junta Administradora tomará nota para los fines correspondientes.” (el subrayado no es parte del original)

En virtud de lo anterior y debido a la importancia de dar respuesta oportuna a dicho ente supervisor, se solicita su estimable colaboración para atender el requerimiento planteado e informar sobre el avance de esta gestión”.
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La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-237-2022, del 3 de marzo de 2022, recibido en la Secretaría General el 1° de abril de 2022, manifestó lo siguiente: 

“Mediante oficio DJ-2891-2020 del 04 de setiembre de 2020, suscrito por el Director Jurídico a.i. señor Rodrigo Campos Hidalgo, se comunica a la Secretaría General de la Corte que usted preside, el informe referente a la denominada regla cuarta.

Del informe citado se destaca lo siguiente: 

“(…) Mediante oficio PJ-DGH-AP-2767-2020 de fecha 15 de julio de 2020, la Dirección de Gestión Humana hace llegar a esta Dirección la lista de las personas a las cuales se les llegó a aplicar la indicada regla IV (…) “un total de 180 jubilaciones se aplicó la denomina “Regla IV” de forma incorrecta, esto debido a que los servidores y servidoras no contabilizan 20 años de servicio al 01 de enero de 1994, pero los cálculos del monto de beneficio se realizaron con base en el promedio de los últimos doce salarios y una asignación del 100%.” (…) “En razón de lo anterior, se estima necesario que la Corte Suprema de Justicia adopte la estimación que considere procedente respecto de los actos creadores de derechos en cuanto a la diferencia a favor de los 180 servidores, conforme el acuerdo de sesión 050-2014 de 27 de octubre de 2014, artículo único.”

Dado lo anterior, se le solicita que, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibido de esta comunicación, se pronuncie con respecto al trámite que le va a dar la Corte Suprema de Justicia a lo solicitado en el informe de la División Jurídica del Poder Judicial”. 
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La magistrada Patricia Solano Castro, Presidenta en ejercicio, en oficio N° 105-P-2022 del 26 de abril de 2022, dirigido a la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, comunicó lo siguiente:

“En atención a su oficio SP-237-2022 del 3 de marzo de 2022, recibido en la Secretaría General de la Corte el 1° de abril de 2022, en el que se refiere al oficio DJ-2891-2020 del 04 de setiembre de 2020, suscrito por el Director Jurídico interino, señor Rodrigo Campos Hidalgo, relativo al informe de la denominada “regla cuarta”, y en que se solicita a la Presidencia de la Corte “…que, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibido de esta comunicación, se pronuncie con respecto al trámite que le va a dar la Corte Suprema de Justicia a lo solicitado en el informe de la División Jurídica del Poder Judicial”, hago de su estimable conocimiento que la Corte Plena tiene en agenda, en asuntos urgentes, el informe antes citado pero, en razón de que ha debido conocer consultas legislativas que tienen plazos muy perentorios, así como procedimientos disciplinarios con esa misma condición y otros de carácter urgentísimo, no le ha sido posible resolverlo en el plazo otorgado.

Ante esa situación, mucho le estimaré se conceda un plazo adicional a la Corte, de al menos 15 días hábiles para resolver y notificar lo que ésta determine.

No omito manifestarle que el conocimiento de este asunto se le dará el carácter prioritario para que, de no haber algún inconveniente, se pueda resolver en la sesión de Corte Plena del próximo martes 3 de mayo”.
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La magistrada Iris Rocío Rojas Morales, en correo electrónico de 3 de mayo de 2022, remitió lo siguiente: 

“La abajo firmante Iris Rocío Rojas Morales ced 2-385-932 presento inhibitoria para conocer el tema de otorgamiento de jubilaciones y pensiones en el Poder Judicial, concretamente la regla IV; ello en tanto tengo un interés directo en la resolución de este asunto -artículo 12.1 del CPC- al tener aprobado en este momento mi derecho jubilatorio y, es evidente que lo que resuelva Corte Plena sobre este tema, impactará el monto que se me otorgue por concepto de jubilación.

Ruego darle el trámite de estilo.”
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Finalmente, en correo electrónico de 3 de mayo de 2022, la magistrada Damaris Vargas Vásquez, expresó lo siguiente: 

“... A la vez, le solicito que por su digno medio traslade a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte mi inhibitoria para conocer del Artículo XVII de la Agenda 20-2022 vinculada con el otorgamiento de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial concretamente, la aplicación de la Regla Cuarta.

Lo anterior, con fundamento en el artículo 12 inciso 16 del Código Procesal Civil debido a que participé como integrante suplente del Consejo Superior en su aplicación y toma de decisiones acerca de sus alcances. Concretamente, en la sesión del Consejo Superior 4-2013 de 17 de enero de 2013, artículo LXX, de cuyo acuerdo participé, se dispuso:

“Se acordó:1) Tener por rendido el informe de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez y el máster Francisco Arroyo Meléndez y hacerlo del conocimiento de la Superintendencia de Pensiones. 2) Respecto a la Regla IV, esta tiene sustento en la normativa legal que rige la materia, según lo fundamentó la Corte Plena en su oportunidad, no obstante, se estima oportuno recomendar a dicho Órgano la modifique, para que indique expresamente que a las personas de nuevo ingreso al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que soliciten reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, no se les puede aplicar dicha regla, lo anterior a partir de la fecha que la misma Corte determine. 3) Comunicar al doctor Edgar Robles Cordero, que el aumento en las jubilaciones y pensiones con ocasión de la aplicación del Índice de Competitividad Salarial (ICS) a los servidores activos, fue decretado por la Corte Plena como ajuste por costo de vida para los jubilados y pensionados y en el mismo porcentaje en que se hizo el reconocimiento a los servidores activos, por cuando dicho aumento venía a reponer la diferencia dejada de percibir entre la inflación y los aumentos por costo de vida, y se ajusta estrictamente a lo establecido en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 4) No acoger la recomendación de la SUPEN de reintegrar con recursos del presupuesto del Poder Judicial, los montos que a criterio de la Superintendencia se han pagado de manera incorrecta por la aplicación de la regla IV y el pago del ICS, por cuanto, además de que no se comparte ese criterio por las razones ya indicadas, los aportes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que proceden de recursos presupuestarios son los definidos por la Ley Orgánica del Poder Judicial y no existe ninguna otra norma legal que autorice ese reintegro. Se declara acuerdo firme.”

De acuerdo a lo anterior, al haber emitido pronunciamiento sobre la aplicación y definición de los alcances de la Regla Cuarta, estimo no debo intervenir en la decisión de Corte Plena sometida a conocimiento en el artículo XVII. En esa oportunidad el Consejo Superior dispuso que, respecto a la Regla IV, esta tiene sustento en la normativa legal que rige la materia, según lo fundamentó la Corte Plena en su oportunidad, no obstante, se estima oportuno recomendar a dicho Órgano la modifique, para que indique expresamente que a las personas de nuevo ingreso al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que soliciten reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, no se les puede aplicar dicha regla, lo anterior a partir de la fecha que la misma Corte determine. Además, de disponer comunicar al doctor Edgar Robles Cordero, que el aumento en las jubilaciones y pensiones con ocasión de la aplicación del Índice de Competitividad Salarial (ICS) a los servidores activos, fue decretado por la Corte Plena como ajuste por costo de vida para los jubilados y pensionados y en el mismo porcentaje en que se hizo el reconocimiento a los servidores activos, por cuando dicho aumento venía a reponer la diferencia dejada de percibir entre la inflación y los aumentos por costo de vida, y se ajusta estrictamente a lo establecido en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. De igual forma se estimó no acoger la recomendación de la SUPEN de reintegrar con recursos del presupuesto del Poder Judicial, los montos que a criterio de la Superintendencia se han pagado de manera incorrecta por la aplicación de la regla IV y el pago del ICS, por cuanto, además de que no se comparte ese criterio por las razones ya indicadas, los aportes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que proceden de recursos presupuestarios son los definidos por la Ley Orgánica del Poder Judicial y no existe ninguna otra norma legal que autorice ese reintegro”. 
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Manifiesta la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Continuamos con la sesión. Muy buenas noches. Tenemos que resolver el artículo XVII, que es el acuerdo que ha estado pendiente de resolver por Corte Plena, respecto a aquellas jubilaciones otorgadas en aplicación de la Regla IV, está pendiente de conocerse el informe de la Dirección Jurídica.

Don Rodrigo Campos está para presentar el informe respectivo.

La Secretaría, según el último estudio de conformación, según las inhibitorias que han sido acogidas y las que se presentaron en la última oportunidad, está el magistrado Ronald Salazar Murillo en sustitución del magistrado Salazar, por inhibitoria, la magistrada Ana Cristina Fernández Acuña en sustitución del magistrado Rueda por inhibitoria, la magistrada doña Rosibel Jara Velásquez en sustitución del magistrado Cruz, la magistrada Ileana Sánchez Navarro en sustitución del magistrado Castillo por inhibitoria, el magistrado José Roberto Garita Navarro, está en la plaza vacante, está la magistrada Garro, como titular de la Sala Constitucional, igualmente el magistrado don Jorge Araya.

En la Sala Tercera está el magistrado Rafael Segura en la plaza vacante, la magistrada Zúñiga, el magistrado Alfaro, el magistrado Ramírez y mi persona.

En la Sala Segunda está el magistrado Olman Ugalde González en sustitución del magistrado Sánchez, por vacaciones el día de hoy, el magistrado Rodrigo Campos Esquivel en sustitución de la magistrada Varela por inhibitoria, está la magistrada Chacón, el magistrado Olaso y el magistrado Aguirre.

Está el magistrado Jorge López González en sustitución del magistrado Rivas, la magistrada Ana Isabel Vargas Vargas en la plaza vacante, está la titular, la magistrada Vargas Vásquez, está la magistrada Rojas Morales y doña Jessica Jiménez que está en la plaza en sustitución de don Román Solís.

Hay unas inhibitorias que han sido presentadas o que dijeron que se iban a presentar, entonces les voy a solicitar y a efectos que tanto, y por eso le pedí al señor Director Jurídico que se quedara, que estuviera en la sesión a efectos de que puedan tomar las argumentaciones, porque algunos compañeros y compañeras señalaron que iban a presentar inhibitorias para participar del conocimiento del presente asunto.

Pidió la palabra el magistrado Ramírez Quirós, adelante don Jesús, lo escuchamos".

Expresa el magistrado Ramírez: "Gracias señora Presidenta, con todo respeto expongo, a mí me tocó presidir no sé si en la última sesión que decidió a favor o en contra, que yo voté a favor o en contra de otorgar la Regla IV, pero lo cierto es que hasta externé criterio sobre si procedía y no procedía, entonces yo considero que al haber presidido esa sesión, externé criterio que me inhibe de conocer este asunto; si fue rechazada la reitero de nuevo con base en esos fundamentos".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Don Jesús, usted participó, doña Silvia le va a informar en la sesión donde esta cámara decidió revocar la aplicación de la Regla IV".

Aclara la Secretaria General: "Estaba viendo, en la sesión que participó ya les digo cual es, pero don Jesús participó y ya les digo quienes más, en la sesión en que se conocieron los informes del exmagistrado González Camacho y de la licenciada doña Karol Monge Molina, en ese tiempo era la directora jurídica.

Ese fue el punto 1.

“2.) Tener por presentadas las respuestas remitidas por parte de las asociaciones, agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial. 3.) Revocar hacia futuro la regla cuarta adoptada por la Corte Plena en la sesión N° 9-00 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, de conformidad con lo establecido en los artículos 152 y 153 de la Ley General de Administración Pública, por razones de oportunidad y conveniencia para este Poder de la República. 4.) Disponer lo que corresponda respecto de aquellas jubilaciones otorgadas en aplicación de esa regla, una vez que la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad número 14-012592-0007-CO, interpuesta por la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) contra los artículos 34 y 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo y a la que se le dio curso mediante resolución de las 13:20 horas del 20 de agosto de 2014. Así emitieron su voto las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Rojas, Aguirre, Chinchilla, Arias y los Suplente y las Suplentes Vargas Vargas, Solano Aguilar, Chaves Cervantes, López González, Bogantes Rodríguez, Desanti Henderson, Cortés Coto y Araya García. 

Los Magistrados Benavides Santos y Segura Solís votaron por suspender el conocimiento de este asunto hasta tanto la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad interpuesta.”

Eso fue lo que se dispuso en la sesión que indica don Jesús".

Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Magistrada Garro".

[bookmark: _Hlk102992414]Indica la magistrada Garro: "Muchas gracias señora Presidenta. Aquí en este instante voy a presentar formalmente mi inhibitoria por lo siguiente: las partes interesadas, al menos algunas de las partes interesadas impugnaron los artículos relacionados con el procedimiento de declaratoria de los actos absolutamente nulos, y la Sala Constitucional, la mayoría de los integrantes fueron separados de este asunto para evitar que ellos conocieran en la Sala y aquí en la Corte del mismo asunto.

Voy a explicar ahora a qué me refiero.

Concretamente, fue la ANEJUD y esto fue conocido en el expediente 14-12592, y como ustedes recordarán, la resolución de lo que aquí se va a ver ahora, estuvo suspendido a la espera de lo que se resolviera en esa acción de inconstitucionalidad. 

Pues muy bien, el punto es que yo en mi condición de magistrada suplente integré la Sala Constitucional para resolver de esa acción que, mediante el voto 17-5945. 

A mí me parece que es improcedente que si yo integré la Sala en la que se resolvió esa acción, resuelva este asunto ahora en sede administrativa, porque lo que aquí se decía tiene como presupuesto la decisión que la Sala tomó en aquel momento. Entonces, por este motivo me parece que me asiste, por esa razón me parece que me asiste motivo de inhibitoria y la dejo formalmente planteada. Muchas gracias".

Consulta la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "¿Qué fue lo que resolvió la Sala magistrada Garro?".

[bookmark: _Hlk102992433]Añade la magistrada Garro: "La Sala resolvió una acción en la que algunas de las personas, concretamente la ANEJUD, había impugnado unas normas que hacían relación justamente al procedimiento de declaratoria de los actos absolutamente nulos, y la Sala dijo en ese momento que esos actos eran, que esas normas eran constitucionales.

Entonces, lo que aquí se vaya a resolver tiene un presupuesto y es la constitucionalidad de las normas al respecto. De hecho, por eso es que este asunto que ahora se va a resolver en sede administrativa estuvo suspendido a la espera de que resolviera la acción de inconstitucionalidad, y yo intervine, o sea, yo integré la Sala Constitucional en el 2017 para el voto 5945 que se refería justamente a este tema.

No sé si tal vez don Rodrigo puede explicar un poco mejor el asunto, pero lo que quiero decir aquí es que se trata de examinar la constitucionalidad de las normas relacionadas con el procedimiento de actos absolutamente nulos, y por eso es que entiendo que hay una íntima conexión; de hecho, el motivo por el cual se separan a los magistrados propietarios de entonces, es justamente porque estaba pendiente de resolución esa acción, pero yo luego integré la Sala para resolver esa acción. Gracias".

Manifiesta la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muy bien. Queda pendiente de resolución, puede retirarse al salón aledaño mientras resolvemos. 

La magistrada Vargas también había solicitado la palabra a efectos de pronunciarse sobre una inhibitoria. Adelante doña Damaris".

Señala la magistrada Vargas: "Gracias señora Presidenta. En mi caso me inhibo con fundamento en el artículo 12 inciso 16 del Código Procesal Civil, debido a que participé como integrante suplente del Consejo Superior en la aplicación y toma de decisiones acerca de los alcances de la Regla IV, concretamente en la sesión del Consejo Superior 4-2013 del 17 de enero del 2013, artículo LXX, cuyo acuerdo participé se dispuso: 

“Se acordó:1) Tener por rendido el informe de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez y el máster Francisco Arroyo Meléndez y hacerlo del conocimiento de la Superintendencia de Pensiones. 2) Respecto a la Regla IV, esta tiene sustento en la normativa legal que rige la materia, según lo fundamentó la Corte Plena en su oportunidad, no obstante, se estima oportuno recomendar a dicho Órgano la modifique, para que indique expresamente que a las personas de nuevo ingreso al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que soliciten reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, no se les puede aplicar dicha regla, lo anterior a partir de la fecha que la misma Corte determine. 3) Comunicar al doctor Edgar Robles Cordero, que el aumento en las jubilaciones y pensiones con ocasión de la aplicación del Índice de Competividad Salarial (ICS) a los servidores activos, fue decretado por la Corte Plena como ajuste por costo de vida para los jubilados y pensionados y en el mismo porcentaje en que se hizo el reconocimiento a los servidores activos, por cuando dicho aumento venía a reponer la diferencia dejada de percibir entre la inflación y los aumentos por costo de vida, y se ajusta estrictamente a lo establecido en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial…”

Además, se dispuso, - recordemos que para esta fecha el Consejo Superior tenía competencia para lo del Fondo de Pensiones-

“4) No acoger la recomendación de la SUPEN de reintegrar con recursos del presupuesto del Poder Judicial, los montos que a criterio de la Superintendencia se han pagado de manera incorrecta por la aplicación de la regla IV y el pago del ICS, por cuanto, además de que no se comparte ese criterio por las razones ya indicadas, los aportes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que proceden de recursos presupuestarios son los definidos por la Ley Orgánica del Poder Judicial y no existe ninguna otra norma legal que autorice ese reintegro.” 

De manera tal que, al haber participado en esta decisión vinculada con la regla IV, no solamente sobre su aplicación, sino también sus alcances, estimo que debería de separarme del conocimiento de este acuerdo por parte de Corte Plena con fundamento en la normativa indicada".

SE DESCONECTA DEL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MAGISTRADO ARAYA.

Expresa la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muy bien. Queda presentada su excusa. 

Habían presentado también, solicitud de inhibitoria la magistrada Rojas y el magistrado López, en ese orden les concedo la palabra".

SALE LA MAGISTRADA VARGAS.

Interviene la magistrada Garro: "¿Doña Patricia?".

Indica la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "¿Sí señorita?".

[bookmark: _Hlk102992455]Menciona la magistrada Garro: "Antes de salir, perdón, es que quería aclarar nada más una cosa, y es que el magistrado Jorge Araya tiene un problema de fluido eléctrico, pero me acaba de decir que en realidad todo lo que yo dije le aplica a él, porque él también estuvo integrando la Sala para la resolución de esta acción de inconstitucionalidad. Entonces, los motivos que yo aduje, que por favor se los apliquen también a él. Gracias".

SALEN EL MAGISTRADO RAMÍREZ Y LA MAGISTRADA GARRO.

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Magistrada Rojas, la escuchamos".

Manifiesta la magistrada Rojas: "Está ya prescrito, a mí, en este momento ya yo tengo declarado la pensión por el régimen de pensiones del Poder Judicial, la Junta, no está determinado obviamente el monto, solo declarado el derecho, pero lo dispuesto justamente en este asunto me relaciona de manera directa por tener esa condición en este momento. 

Ya tengo declarado el derecho, pero no fijado el monto y la cuantía estaría afectada por lo que se resuelva en lo que falta de resolver en este tema. Gracias. Entonces, es el 12, 1 del Código Procesal Civil".

Consulta la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Una consulta magistrada Rojas ¿al momento de entrar a regir la ley usted tenía 10 años de servicio en el Poder Judicial?".

Contesta la magistrada Rojas: "No recuerdo".

Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "La ley según la aplica, la anterior a marzo del año 92 es, la regla IV se aplica para las pensiones que fueron aprobadas con anterior al 8 de julio del año 92, quien había cumplido para ese momento 10 años laborados para el Poder Judicial. 

A las personas que para ese momento no teníamos 10 años de servicio, no nos aplica la regla IV".

Indica la magistrada Rojas: "No recuerdo".

Menciona la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Entonces para eso, por eso hago la mención, porque sí se requiere el dato especifico y a efectos de poderlo, porque la regla IV se aplica si y solo si, si cuando entró a regir la Ley 7333 las personas funcionarias tenían 10 años de servicio".

Dice la magistrada Rojas: "Yo creo que tenía unos meses más, me parece recordar que don Eduardo Sancho, que fue el redactor de la regla IV, algo me dijo al respecto, pero obviamente ese dato no lo tengo".

Manifiesta la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Por eso, la ley entró a regir el 5 de mayo del año 93, tendría, ¿usted entró a laborar al Poder Judicial o tenía para el 5 de mayo del año 93, 10 años de servicio?".

Contesta la magistrada Rojas: "No sé".

Expresa la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Le pregunto el dato, porque sería necesario a efectos de poder resolver la inhibitoria que presenta".

Señala la magistrada Rojas: "Sí, pero no lo sé, no tengo ese dato de cuándo empecé".

Indica la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Yo sí lo tengo porque hoy en el Consejo Superior, lo voy a revisar, vimos el dato. Lo voy a revisar vamos a ver".

Menciona la magistrada Rojas: "Ah bueno. Muchas gracias. Y aparentemente participé en la revocatoria del acto por razones de oportunidad y conveniencia, además, junto con don Jesús Ramírez y la magistrada Vargas, entonces si se le acoge a él motivo de haber revocado el acto, tendría que por lo mismos motivos aplicárseme la misma circunstancia, entonces dejo presentadas las dos consideraciones. Voy a salir". 

SALE LA MAGISTRADA ROJAS.

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muy bien. Magistrada Vargas".

Manifiesta la magistrada Vargas Vargas: "Gracias señora Presidenta. En mi caso, yo formulé la inhibitoria desde junio del año 2021, precisamente porque en ese momento percibí la posibilidad de que tenía un interés directo de acuerdo con el 12.1 del Código Procesal Civil, y yo por cuanto a mí se me aprobó ya el derecho a la jubilación desde el año 2017 y con posibilidad de aplicar no necesariamente la Regla IV en su totalidad, pero sí algunos de los beneficios que concedían la ley y las posteriores reformas que se dieron. 

En esas circunstancias yo, si fuera del caso, pues le diría, le pediría entonces a don Rodrigo que si me puede dar el criterio jurídico a efectos de saber específicamente si en mi caso particular me afecta o no lo que se vaya a discutir en este asunto".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Adelante don Rodrigo".

Hace uso de la palabra el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico: "Vamos a ver. Pareciera entonces que lo más sano es que haga la exposición para que efectos de determinar si en los diferentes supuestos, porque es un tema realmente complejo el de la consistencia de cuatro leyes más o menos, y ustedes vean a ver si calzan o no en esos supuestos. Yo lo puedo hacer con gusto".

Agrega la magistrada Vargas Vargas: "Precisamente la inhibitoria yo la formulé porque no es tan simple como que es nada más la aplicación de la regla IV, y usted bien lo conoce porque usted y yo he estado leyendo el informe. En realidad hay una serie de disposiciones que beneficiarían a quienes opten por esta circunstancia, entonces yo sí pienso que estaría inmersa en la causal 12.1, pero lo someto a consideración del respetable cuerpo colegiado a fin de que sean ustedes los que definan tal circunstancia, de acuerdo con las diferentes leyes de las reformas que se han dado a lo largo de los años. 

Muchas gracias. Me retiro para que procedan a conocer". 

SALE LA SUPLENTE VARGAS VARGAS. 

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Magistrado Aguirre".

Manifiesta el magistrado Aguirre: "Bueno, es que yo tengo alguna duda, porque integrando el Consejo Superior en, por lo menos de lo que hemos encontrado en alguna oportunidad, en la sesión 32-19 del 9 de setiembre del 19, intervine aplicando la Regla IV, o sea, conociendo alguna solicitud de pensión, es posible que haya intervenido también en otras, integrando el Consejo.

Entonces eso pues podría considerarse que tenga, pues no un interés directo, pero sí que pueda haber alguna duda y entonces podría cobijarme una causal de inhibitoria, de acuerdo con el artículo 12, sería el inciso 16 creo que es, eso es.

Es que ese acuerdo lo que dice es dejar sin efecto el acuerdo tomado en la sesión N° 40-14, del 2 de mayo del 2014, en el que se le reconoció para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Fabián Esteban Castro Molina, jefe administrativo de la sección de mantenimiento y construcción, 4 meses y 25 días laborados para la Caja Costarricense, de conformidad con el artículo 173 del Código de Trabajo, el Departamento de Personal procederá a determinar el monto que se ha girado en el salario del señor Fabián Esteban, producto del reconocimiento de anualidades a efecto de rebajárselas. Comunicar al licenciado Castro Molina que a futuro del caso de que se reconozca nuevamente el tiempo laborado en la Caja.

Parece que no. Bueno entonces lo dejamos así mejor para no hacer problema, más de lo que puede haber".

Consulta la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "No le entiendo, entonces no presenta la inhibitoria".	

Añade el magistrado Aguirre: "No, mejor no".

Prosigue la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muy bien, entonces vamos a proceder a resolver las inhibitorias que están, hay que ver si tenemos quorum doña Silvia. 

Don Rodrigo va a exponer lo que es Regla IV, para que ustedes lo entiendan, porque es relativamente sencillo, y entonces a efectos de resolver las inhibitorias que están planteadas de las personas que conocieron.

Con relación a la magistrada Rojas Morales, según, y lo digo porque lo vimos hoy en Consejo Superior, lo que le aplica es el transitorio para la entrada en vigencia de la ley 7333, que lo informó el Fondo de Pensiones, dice que para el 15 de julio del año 92, y se lo digo para que tome nota la Secretaría, tenía 4 años 4 meses y 15 días, o sea, ingresó al Poder Judicial como en el año 89.

Por eso la pregunta que le hice era relativamente sencilla si al 92, 93 tenía diez años, tenía que haber ingresado 82, 83 al Poder Judicial, no los tenía, para efectos de resolución de lo que vea, don Rodrigo va a presentar lo que es Regla IV, para que puedan, es relativamente sencillo.

Para ir adelantando en la discusión, me parece importante que a efectos de las inhibitorias que han sido presentadas, me parece que las personas que participaron en la sesión de Corte que derogó Regla IV, por lo menos desde mi óptica, no les asiste el derecho de inhibitoria, porque en aquel momento lo que se hizo fue el análisis, según correspondió al criterio jurídico de la inadecuada aplicación de la Regla IV y quedó en suspenso el declarar la lesividad, hasta tanto resolviera Sala Constitucional.

Entonces ¿qué pasó?, se derogó ¿y ahora qué hay que hacer? es la segunda parte de ese acto de si había que derogar la lesividad del acto, eso es lo que tenemos que ver en este momento, por eso me parece que quienes actuaron en aquel momento, pese a que hubieran externado criterio y derogado la regla IV, no les asiste motivo para excusarse de participar de la sesión”.

Refiere el magistrado Alfaro: "Doña Patricia, tal vez nada más para indicar que en ese sentido es que ya Corte en algún momento denegó esa excusa por lo menos a don Jesús".

Agrega la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Sí, ese fue el motivo, y ese es el mismo motivo en este caso, porque lo que se hizo fue decir que a futuro la revocó, y claro, lo que se había aplicado para ese momento, es la segunda parte del acto lo que estamos sujetos o lo que ha estado pendiente.

Y en esto cuando se los dije, se los había indicado antes, cuando hicimos la agenda, con doña Silvia la semana pasada, la SUPEN nos había mandado una nota de que nos había dado plazo hasta el 29 de abril para responder esto, habíamos solicitado una ampliación del plazo, porque el lunes pasado no pudimos ver el tema por la hora, a pesar de que nos fuimos a las nueve de la noche, por eso es que el día de hoy cuando hicimos, necesariamente tenemos que resolverlo, no nos han dado respuesta y por eso estamos con plazo vencido".

Don Rodrigo, tal vez, si usted lo va exponiendo para…, sí, por favor".

Expone el máster Campos Hidalgo: "Ok. Hagámoslo a capela. Vamos a ver, para poder entenderlo lo que tal vez, muy brevemente, porque la presentación es mucho más amplia y profunda, ahí está. 

Vamos a ver, para poder entender el tema de la regla IV, hay que entender que en los años 90 se dieron una serie de reformas a los regímenes de pensiones, los diferentes regímenes de pensiones, el Poder Judicial tenía, ahí está la regla; el Poder Judicial tenía un régimen de pensiones de varios años atrás que es afectado, es reformado parcialmente por esos regímenes de pensiones que vendría la explicación que les haría yo.

Ahora, en concreto, en algún momento se aprueba la regla IV y se indica que es un mecanismo para tutelar las situaciones jurídicas previas y que de alguna forma tutelaban una especie como derecho de pertenencia a un determinado sector al régimen de jubilaciones previo existente; entonces, se le da un tipo de ultraactividad al régimen que se estaba eliminando, de manera tal que pudiera ser amparado. 

El problema, y un poco adelanto, es que en las conclusiones que se hacen en los diferentes estudios, se ve que el texto de la regla IV no es acorde con los transitorios y las normas de las diferentes leyes. No tiene, según las diferentes interpretaciones que se han hecho, una base jurídica, este texto.

¿Qué dice el texto? Quienes al primero de enero de 1994 no tenían 20 años de servicio y siempre y cuando la entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones, 7302 del 8 de julio de 1992 vigente a partir del 15 de ese mismo mes y año, o sea, el 15 de julio de 1992, hubieren cumplido más de 10 años laborados o reconocidos, pueden jubilarse, decía, con promedio completo según el régimen anterior a la Ley 7333, con 55 o más años de edad se cumplen al mismo tiempo 30 años de servicio. 

Entonces, aquí el tema propiamente es que le estaba dando esa posibilidad a las personas que hubieran cumplido más de 10 años laborados o reconocidos le deban la posibilidad de una fórmula de cálculo diferente, más favorable a estas personas que tuvieran 10 o más al 15 de julio de 1992.

Básicamente esa es la regla IV en ese aspecto, ahí está más, un poquito más esquematizado.

Pero el concepto de regla IV atiende a eso, a este grupo de personas que tenían los 10 años o más a esa fecha exacta, a ese día exacto y que les dan un beneficio en la fórmula de cálculo, básicamente".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Y me corrige don Rodrigo. También el cálculo se hacía con base en los últimos 12 salarios, no 24, por eso es que a la hora de hacer el cálculo es diferente".

Refiere el máster Campos Hidalgo: "Sí, una de las leyes previas habla exactamente de la fórmula tal cual".

Interviene la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Sí, entonces, eso era precisamente la fórmula de cálculo y eso es lo que incidía, por eso es que ahora yo le preguntaba a la magistrada Rojas si ella para tal fecha tenía cuánto tiempo de servir, porque es diferente el transitorio que la regla IV, entonces, por eso básicamente eso es lo que se discute. 

Como señalamos, esta Corte ya revocó para posterior momento, en aquel momento de que resolvieron, pero lo anterior todo lo que se aprobaron y que eso es lo que está pendiente de verse con SUPEN, porque se aprobaron de forma irregular, es lo que tenemos que discutir si efectivamente así sucedió.

Entonces, me parece que quienes participaron en esa sesión de Corte, en esa condición quiénes están según leyó doña Silvia, los magistrados Aguirre, el magistrado López, por eso se le rechazó como señaló el magistrado Alfaro, en su oportunidad la inhibitoria que presentó don Jesús, y entonces, con base en esa argumentación creo que sería de rechazarse o sería la propuesta que hace Presidencia, a las compañeras, sería a la magistrada Rojas básicamente y a la magistrada Vargas Vargas. Porque la posición de doña Damaris Vargas es diferente, es que en el Consejo Superior aprobó como suplente en representación de los jueces, como integrante del Consejo Superior aprobó pensiones aplicando regla IV. Porque entonces son de los actos lesivos que tenemos que, de los actos que hay que ver si son lesivos y por eso es que ella piensa que debería de excusar.

Pero, entonces, si les parece, el primer presupuesto sería resolver el de los magistrados que son los mismos presupuestos, Ramírez que ya se la habíamos rechazado, es decir, que ya estaba resuelto el tema si les parece, de la magistrada Rojas y de la magistrada Vargas Vargas".

Expresa la licenciada Navarro: "Voy a iniciar la votación. Es una votación abierta".

Dice la Secretaria General: "Voy a hacer la votación nominal porque el sistema está presentando algún problema, y les tendría que pedir a todos que se desconecten y se vuelvan a conectar, entonces voy hacer la votación nominal.

Se procede a conocer las inhibitorias planteadas por el magistrado Ramírez, la magistrada Rojas y la suplente Vargas Vargas. 

CONSIDERANDO,

1.) Que en sesión N° 19-14 celebrada el 12 de mayo de 2014, artículo XXV, al conocerse el informe rendido por el ex magistrado Óscar González Camacho, en torno a algunos aspectos relacionados con el otorgamiento de jubilaciones y pensiones en el Poder Judicial y la aplicación de la denominada “regla cuarta”, aprobada por la Corte Plena en la sesión N° 9-2000 del 28 de febrero de 2000, artículo XXXI, y el criterio jurídico emitido por la licenciada Karol Monge Molina, a la sazón, Profesional en Derecho de la Secretaría General de la Corte, según informe Nº 14-2014 de 21 de abril de ese año, entre otros aspectos, se acordó que las señoras magistradas y los señores magistrados que estimaran debían inhibirse de conocer y resolver este asunto, presentarían por escrito a la Secretaría General las razones de su inhibitoria, las que serían trasladadas a análisis jurídico conforme corresponda, a fin de determinar la procedencia o no de las inhibitorias que se formularan y que en una próxima sesión se establecería la forma en que se conocerían las inhibitorias que se presentaran.

2.- Que en atención al inciso que antecede, en sesión N° 38-14 del 11 de agosto de 2014, artículo único, presentó inhibitoria para conocer este tema, entre otros, el magistrado Ramírez, y en lo que interesa se dispuso: 

“(…)

Por otra parte, el Magistrado Jesús Ramírez Quirós señaló: "Si bien es cierto no me encuentro dentro del grupo de jubilados del Poder Judicial que se le aplicó la regla cuarta, si participé en la sesión N° 9-200 del veintiocho de febrero del año dos mil, Acta N° 009-00, artículo XXXI, en tal tesitura considero que en vista de haber externado criterio sobre el punto en discusión, me asiste el derecho a excusarme en el conocimiento que dará la Corte próximamente de esta regla. Como muestra de mi mayor consideración solicito se de curso a la misma de parte de los órganos encargados".

Recibida la votación correspondiente, por mayoría de ocho votos, se acordó: Rechazar las inhibitorias planteadas por los Magistrados Ramírez y Aguirre, al estimarse que no les asiste impedimento alguno para conocer y emitir su voto en este asunto. Así votaron los Magistrados y las Magistradas Escoto, Rojas, Castillo, Rueda, Salazar; el Suplente López González y las Suplentes Picado Brenes y Salas Torres”. 

3.- Que en sesión N° 50-14 del 27 de octubre de 2014 artículo único, se conoció el informe rendido por el ex magistrado González Camacho referente al contenido del oficio SP-1305-2012 de la Superintendencia de Pensiones en el que se cuestionaba la legalidad de la regla cuarta, aprobada en la sesión de Corte Plena Nº 9-2000 del 28 de febrero de 2000, artículo XXXI y se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 

(…)

Sometido el asunto a votación, por mayoría de trece votos, se acordó: 1.) Tener por rendidos los informes del Exmagistrado González Camacho y la licenciada Monge Molina. 2.) Tener por presentadas las respuestas remitidas por parte de las asociaciones, agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial. 3.) Revocar hacia futuro la regla cuarta adoptada por la Corte Plena en la sesión N° 9-00 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, de conformidad con lo establecido en los artículos 152 y 153 de la Ley General de Administración Pública, por razones de oportunidad y conveniencia para este Poder de la República. 4.) Disponer lo que corresponda respecto de aquellas jubilaciones otorgadas en aplicación de esa regla, una vez que la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad número 14-012592-0007-CO, interpuesta por la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) contra los artículos 34 y 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo y a la que se le dio curso mediante resolución de las 13:20 horas del 20 de agosto de 2014. Así emitieron su voto las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Rojas, Aguirre, Chinchilla, Arias y los Suplente y las Suplentes Vargas Vargas, Solano Aguilar, Chaves Cervantes, López González, Bogantes Rodríguez, Desanti Henderson, Cortés Coto y Araya García. 

Los Magistrados Benavides Santos y Segura Solís votaron por suspender el conocimiento de este asunto hasta tanto la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad interpuesta.

4.-Que la sesión N° 50-14 del 27 de octubre de 2014, artículo único, fue presidida por el magistrado Ramírez. 

5.- Que mediante sentencia 2017015945 de las 11:40 horas del 4 de octubre de 2017, notificada a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y a la Procuraduría General de la República el 16 de enero del 2018, la Sala Constitucional declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad promovida por la Junta Directiva de dicha Asociación, en contra de los artículos 34 y 40 y el Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo.

6.- Que el magistrado Ramírez en este acto, presente inhibitoria para conocer el tema en cuestión en los siguientes términos: “…con todo respeto expongo, a mí me tocó presidir no sé si en la última sesión que decidió a favor o en contra, que yo voté a favor o en contra de otorgar la regla IV, pero lo cierto es que hasta externé criterio sobre si procedía y no procedía, entonces yo considero que al haber presidido esa sesión, externé criterio que me inhibe de conocer este asunto; si fue rechazada la reitero de nuevo con base en esos fundamentos”.

7.- Que la magistrada Rojas mediante correo electrónico de 3 de mayo en curso, presentó inhibitoria en los siguientes términos. 

“…presento inhibitoria para conocer el tema de otorgamiento de jubilaciones y pensiones en el Poder Judicial, concretamente la regla IV; ello en tanto tengo un interés directo en la resolución de este asunto -artículo 12.1 del CPC- al tener aprobado en este momento mi derecho jubilatorio y, es evidente que lo que resuelva Corte Plena sobre este tema, impactará el monto que se me otorgue por concepto de jubilación.

Ruego darle el trámite de estilo.”

Además, en este acto señala lo siguiente:

“Manifiesta la magistrada Rojas: "Está ya prescrito, a mí, en este momento ya yo tengo declarado la pensión por el régimen de pensiones del Poder Judicial, la Junta, no está determinado obviamente el monto, solo declarado el derecho, pero lo dispuesto justamente en este asunto me relaciona de manera directa por tener esa condición en este momento. 

Ya tengo declarado el derecho, pero no fijado el monto y la cuantía estaría afectada por lo que se resuelva en lo que falta de resolver en este tema. Gracias. Entonces, es el 12, 1 del Código Procesal Civil".

8.- Que la magistrada suplente Ana Isabel Vargas Vargas, en correo electrónico de 18 de junio de 2021, presentó inhibitoria en los siguientes términos: 

“Creo que en ese tema no podría participar por tener un interés directo, dado mi condición de funcionaria judicial con derecho declarado para la jubilación.

Además, en este acto agrega lo siguiente: 

“…En mi caso, yo formulé la inhibitoria desde junio del año 2021, precisamente porque en ese momento percibí la posibilidad de que tenía un interés directo de acuerdo con el 12.1 del Código Procesal Civil, y yo por cuanto a mí se me aprobó ya el derecho a la jubilación desde el año 2017 y con posibilidad de aplicar no necesariamente la Regla IV en su totalidad, pero sí algunos de los beneficios que concedían la ley y las posteriores reformas que se dieron. 

En esas circunstancias yo, si fuera del caso, pues le diría, le pediría entonces a don Rodrigo que si me puede dar el criterio jurídico a efectos de saber específicamente si en mi caso particular me afecta o no lo que se vaya a discutir en este asunto".

(…)

"Precisamente la inhibitoria yo la formulé porque no es tan simple como que es nada más la aplicación de la regla IV, y usted bien lo conoce porque usted y yo he estado leyendo el informe. En realidad hay una serie de disposiciones que beneficiarían a quienes opten por esta circunstancia, entonces yo sí pienso que estaría inmersa en la causal 12.1, pero lo someto a consideración del respetable cuerpo colegiado a fin de que sean ustedes los que definan tal circunstancia, de acuerdo con las diferentes leyes de las reformas que se han dado a lo largo de los años. 

(…)”

9.- Que analizadas las razones expuestas por el magistrado Ramírez, estima esta Corte, por unanimidad, que en sesión N° 38-14 del 11 de agosto de 2014, artículo único, ya se resolvió lo referente a la inhibitoria planteada por don Jesús. 

10.- Que analizadas las razones expuestas por la magistrada Rojas y la suplente Vargas Vargas, estima esta Corte por unanimidad, que no les asiste motivo para separarse del conocimiento del presente asunto, por cuanto estas no se enmarcan en los supuestos del artículo 12 inciso 1 del Código Procesal Civil.

POR TANTO

Por unanimidad, se dispuso: 1) No acoger la inhibitoria presentada por el magistrado Ramírez, por cuanto en sesión N° 38-14 del 11 de agosto de 2014, artículo único, ya se resolvió lo referente a esta. 2) No acoger las inhibitorias planteadas por la magistrada Rojas y la magistrada Vargas Vargas, por cuanto estas no se enmarcan en los supuestos del artículo 12 inciso 1 del Código Procesal Civil. Así votaron los magistrados y las magistradas Solano, Aguirre, Olaso, Chacón, Alfaro, Zúñiga, las suplentes Jiménez Ramírez, Sánchez Navarro, Jara Velásquez, Fernández Acuña y los suplentes López González, Campos Esquivel, Ugalde González, Segura Bonilla, Garita Navarro y Salazar Murillo. 
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Prosigue la Secretaria General: "Entonces les voy a decir que ingresen".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Vamos a hacer pasar a los magistrados Jesús Ramírez y a las magistradas Rojas Morales y Vargas Vargas y vamos a conocer la inhibitoria de doña Damaris y la de los dos magistrados de Sala Constitucional, Garro y Araya.

Si les parece conocemos primero la de la magistrada Vargas que está presente, vamos a proceder a conocer la inhibitoria que presentó la magistrada doña Damaris Vargas, la propuesta que hace Presidencia, me parece que es atinente, creo que acoger la inhibitoria que ella presenta, ha habida cuenta que lo que nos informa es no solo que se pronunció esa parte no sería en Consejo Superior con relación al Fondo, sino que aprobó pensiones como integrante del Consejo Superior, aplicando Regla IV, creo que sería ese segundo presupuesto, porque el primero sería parecido al que los integrantes de Corte que se pronunciaron sobre la revocatoria de la Regla IV.

ENTRAN EL MAGISTRADO RAMÍREZ, LA MAGISTRADA ROJAS Y LA SUPLENTE VARGAS VARGAS. 

Pero si el haber intervenido y aprobado sobre un tema que vamos a conocer sería la propuesta entonces acoger o rechazar, si someteríamos a votación de esta cámara.

Tenemos problemas con el sistema de votación y por eso la vamos hacer nominal, salvo si alguien quiere hacer uso de la palabra me lo dicen".

Interviene la magistrada Rojas: "Yo entiendo que queda solo la magistrada Vargas".

Aclara la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Falta de Garro y de Araya".

Añade la magistrada Rojas: "Ok, Garro y Araya son del mismo supuesto de la acción, pero no tengo claro el de Vargas".

Refiere la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Es que ella dice dos cosas, una que participó en una sesión del Consejo Superior, en donde se pronunciaron sobre el contenido de la Regla IV, y además ese es un supuesto y en otro que ella como integrante del Consejo Superior en varias ocasiones cuando se conocían jubilaciones, aprobó pensiones de las que están discutiéndose, aplicando regla IV".

Consulta la magistrada Rojas: "¿Y cuál es el sustento jurídico?".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Ella señaló que era el artículo 12 inciso 1 de Código Procesal Civil y el 16".

Indica la magistrada Rojas: "Porque el 1 es interés directo y ella no tiene interés directo en lo que aprobó".

Aclara la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Si ella señaló que era el 16".

Prosigue la magistrada Rojas: "¿Y el 16 en qué sentido?, ¿porque no va a ser objetiva si ya aplicó la regla?, pregunto".

Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Ese fue el fundamento que dio, se acoge o se rechaza".

Se procede a realizar la votación nominal para resolver la inhibitoria planteada por la magistrada Vargas, y;

CONSIDERANDO,

1.- Que en sesión N° 50-14 del 27 de octubre de 2014 artículo único, se conoció el informe rendido por el ex magistrado Óscar González Camacho referente al contenido del oficio SP-1305-2012 de la Superintendencia de Pensiones en el que se cuestionaba la legalidad de la regla cuarta, aprobada en la sesión de Corte Plena Nº 9-2000 del 28 de febrero de 2000, artículo XXXI y se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 

“(…)

Sometido el asunto a votación, por mayoría de trece votos, se acordó: 1.) Tener por rendidos los informes del Exmagistrado González Camacho y la licenciada Monge Molina. 2.) Tener por presentadas las respuestas remitidas por parte de las asociaciones, agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial. 3.) Revocar hacia futuro la regla cuarta adoptada por la Corte Plena en la sesión N° 9-00 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, de conformidad con lo establecido en los artículos 152 y 153 de la Ley General de Administración Pública, por razones de oportunidad y conveniencia para este Poder de la República. 4.) Disponer lo que corresponda respecto de aquellas jubilaciones otorgadas en aplicación de esa regla, una vez que la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad número 14-012592-0007-CO, interpuesta por la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) contra los artículos 34 y 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo y a la que se le dio curso mediante resolución de las 13:20 horas del 20 de agosto de 2014. Así emitieron su voto las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Rojas, Aguirre, Chinchilla, Arias y los Suplente y las Suplentes Vargas Vargas, Solano Aguilar, Chaves Cervantes, López González, Bogantes Rodríguez, Desanti Henderson, Cortés Coto y Araya García. 

Los Magistrados Benavides Santos y Segura Solís votaron por suspender el conocimiento de este asunto hasta tanto la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad interpuesta.

2.- Que mediante sentencia 2017015945 de las 11:40 horas del 4 de octubre de 2017, notificada a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y a la Procuraduría General de la República el 16 de enero del 2018, la Sala Constitucional declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad promovida por la Junta Directiva de dicha Asociación, en contra de los artículos 34 y 40 y el Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo. 

3.- Que la magistrada Vargas presente inhibitoria para conocer el tema en cuestión en los siguientes términos: 

“… A la vez, le solicito que por su digno medio traslade a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte mi inhibitoria para conocer del Artículo XVII de la Agenda 20-2022 vinculada con el otorgamiento de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial concretamente, la aplicación de la Regla Cuarta.

Lo anterior, con fundamento en el artículo 12 inciso 16 del Código Procesal Civil debido a que participé como integrante suplente del Consejo Superior en su aplicación y toma de decisiones acerca de sus alcances. Concretamente, en la sesión del Consejo Superior 4-2013 de 17 de enero de 2013, artículo LXX, de cuyo acuerdo participé, se dispuso:

“Se acordó:1) Tener por rendido el informe de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez y el máster Francisco Arroyo Meléndez y hacerlo del conocimiento de la Superintendencia de Pensiones. 2) Respecto a la Regla IV, esta tiene sustento en la normativa legal que rige la materia, según lo fundamentó la Corte Plena en su oportunidad, no obstante, se estima oportuno recomendar a dicho Órgano la modifique, para que indique expresamente que a las personas de nuevo ingreso al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que soliciten reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, no se les puede aplicar dicha regla, lo anterior a partir de la fecha que la misma Corte determine. 3) Comunicar al doctor Edgar Robles Cordero, que el aumento en las jubilaciones y pensiones con ocasión de la aplicación del Índice de Competitividad Salarial (ICS) a los servidores activos, fue decretado por la Corte Plena como ajuste por costo de vida para los jubilados y pensionados y en el mismo porcentaje en que se hizo el reconocimiento a los servidores activos, por cuando dicho aumento venía a reponer la diferencia dejada de percibir entre la inflación y los aumentos por costo de vida, y se ajusta estrictamente a lo establecido en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 4) No acoger la recomendación de la SUPEN de reintegrar con recursos del presupuesto del Poder Judicial, los montos que a criterio de la Superintendencia se han pagado de manera incorrecta por la aplicación de la regla IV y el pago del ICS, por cuanto, además de que no se comparte ese criterio por las razones ya indicadas, los aportes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que proceden de recursos presupuestarios son los definidos por la Ley Orgánica del Poder Judicial y no existe ninguna otra norma legal que autorice ese reintegro. Se declara acuerdo firme.”

De acuerdo a lo anterior, al haber emitido pronunciamiento sobre la aplicación y definición de los alcances de la Regla Cuarta, estimo no debo intervenir en la decisión de Corte Plena sometida a conocimiento en el artículo XVII. En esa oportunidad el Consejo Superior dispuso que, respecto a la Regla IV, esta tiene sustento en la normativa legal que rige la materia, según lo fundamentó la Corte Plena en su oportunidad, no obstante, se estima oportuno recomendar a dicho Órgano la modifique, para que indique expresamente que a las personas de nuevo ingreso al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que soliciten reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, no se les puede aplicar dicha regla, lo anterior a partir de la fecha que la misma Corte determine. Además, de disponer comunicar al doctor Edgar Robles Cordero, que el aumento en las jubilaciones y pensiones con ocasión de la aplicación del Índice de Competitividad Salarial (ICS) a los servidores activos, fue decretado por la Corte Plena como ajuste por costo de vida para los jubilados y pensionados y en el mismo porcentaje en que se hizo el reconocimiento a los servidores activos, por cuando dicho aumento venía a reponer la diferencia dejada de percibir entre la inflación y los aumentos por costo de vida, y se ajusta estrictamente a lo establecido en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. De igual forma se estimó no acoger la recomendación de la SUPEN de reintegrar con recursos del presupuesto del Poder Judicial, los montos que a criterio de la Superintendencia se han pagado de manera incorrecta por la aplicación de la regla IV y el pago del ICS, por cuanto, además de que no se comparte ese criterio por las razones ya indicadas, los aportes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que proceden de recursos presupuestarios son los definidos por la Ley Orgánica del Poder Judicial y no existe ninguna otra norma legal que autorice ese reintegro”. 

4.- Que analizada la inhibitoria planteada por la magistrada Vargas, estima esta Corte procedente acogerla, de conformidad con lo que establece el artículo 12, inciso 16 del Código Procesal Civil y tenerla por separada del conocimiento de este asunto. 

POR TANTO

Por unanimidad, se acordó: Acoger la inhibitoria presentada por la magistrada Vargas y tenerla por separada del conocimiento de este asunto. Así votaron los magistrados y las magistradas Solano, Rojas, Aguirre, Olaso, Chacón, Ramírez, Alfaro, Zúñiga, las suplentes Vargas Vargas, Jiménez Ramírez, Sánchez Navarro, Jara Velásquez, Fernández Acuña y los suplentes López González, Campos Esquivel, Ugalde González, Segura Bonilla, Garita Navarro y Salazar Murillo. 
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Prosigue la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Nos restan por resolver las inhibitorias de los magistrados Araya y Garro, que señalaron que resolvieron una acción de inconstitucionalidad en donde discutieron si existía en una acción, si las normas aplicables en esto eran o no inconstitucionales, la propuesta que hace Presidencia, o por lo menos como lo veo es que no procede la inhibitoria, porque son dos temas diferentes, una cosa es que se cause lesividad y otra cosa es que sean o no inconstitucionales, son dos temas diferentes entonces, igual procedemos.

Señaló la magistrada Garro que en otros de los casos, algunos magistrados de la Constitucional, les acogimos la inhibitoria con base en el mismo argumento, pero creo que el error, pienso que está mal resuelto, no crea derecho, yo no acogería la inhibitoria con base en esa argumentación, pero bueno esa es la propuesta que hace Presidencia, salvo mejor criterio, las escucho y los escucho, sometemos a votación la inhibitoria de ambos, la magistrada Garro y el magistrado Araya".

Consulta el magistrado Alfaro: "Disculpe doña Patricia, es que no logro entender bien el supuesto por el que la magistrada Garro y el magistrado Araya están planteando su excusa o su inhibitoria, ¿es porque ellos se pronunciaron sobre la constitucionalidad de las normas sobre las cuales se fundó la anulación de la Regla IV?".

Responde la magistrada Rojas: "No, se planteó una acción de inconstitucionalidad contra la norma del Código Procesal Contencioso Administrativo que le permite al Estado, declarar lesivos los actos favorables, esa acción la tramitó la Sala Cuarta, en su momento don Ernesto Jinesta dijo que ellos se retiraban porque tenían que resolver esa acción para la lesividad, posteriormente se declara constitucional esa potestad del Estado, de declarar lesivos, cuando hay una lesividad, cuando hablamos de nulidad relativa, cuando el acto es absolutamente nulo, como es el caso que aquí se ha dado, aunque lo que hubo fue una revocatoria, pero básicamente hay un pronunciamiento de Procuraduría me parece, no todavía no.

Cuando estamos frente a una nulidad, absoluta, evidente y manifiesta es un proceso ordinario que se hace aquí internamente y se le pide un criterio jurídico a la Procuraduría y si lo da, solo cuando es relativa que necesita un ojo experto, entonces va a la jurisdicción contenciosa, esa posibilidad de declarar lesiva se cuestionó y esa norma o esa posibilidad es la que ellos resolvieron y resolvieron que esa posibilidad es constitucional". 

Indica el magistrado Alfaro: "Gracias doña Rocío, es que a estas horas ya es difícil a veces entender, entonces, ese pronunciamiento de constitucionalidad de la Sala, no tiene injerencia en lo que nosotros estamos resolviendo ahora".

Aclara la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Eso es la facultad que tenemos de declarar o no lesivo un acto, que es diferente".

Añade la magistrada Rojas: "Ahora lo que no recuerdo es que esto se votó revocando no por nulidad, revocando por conveniencia y oportunidad ya recuerdo".

Se procede a realizar una votación nominal para conocer las inhibitorias planteadas por la magistrada Garro y por el magistrado Araya, y;

CONSIDERANDO,

1.- Que en sesión N° 50-14 del 27 de octubre de 2014 artículo único, se conoció el informe rendido por el ex magistrado Óscar González Camacho referente al contenido del oficio SP-1305-2012 de la Superintendencia de Pensiones en el que se cuestionaba la legalidad de la regla cuarta, aprobada en la sesión de Corte Plena Nº 9-2000 del 28 de febrero de 2000, artículo XXXI y se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 

“(…)

Sometido el asunto a votación, por mayoría de trece votos, se acordó: 1.) Tener por rendidos los informes del Exmagistrado González Camacho y la licenciada Monge Molina. 2.) Tener por presentadas las respuestas remitidas por parte de las asociaciones, agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial. 3.) Revocar hacia futuro la regla cuarta adoptada por la Corte Plena en la sesión N° 9-00 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, de conformidad con lo establecido en los artículos 152 y 153 de la Ley General de Administración Pública, por razones de oportunidad y conveniencia para este Poder de la República. 4.) Disponer lo que corresponda respecto de aquellas jubilaciones otorgadas en aplicación de esa regla, una vez que la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad número 14-012592-0007-CO, interpuesta por la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) contra los artículos 34 y 40 del Código Procesal Contencioso Administrativo y a la que se le dio curso mediante resolución de las 13:20 horas del 20 de agosto de 2014. Así emitieron su voto las Magistradas y los Magistrados Ramírez, Rojas, Aguirre, Chinchilla, Arias y los Suplente y las Suplentes Vargas Vargas, Solano Aguilar, Chaves Cervantes, López González, Bogantes Rodríguez, Desanti Henderson, Cortés Coto y Araya García. 

Los Magistrados Benavides Santos y Segura Solís votaron por suspender el conocimiento de este asunto hasta tanto la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad interpuesta.

2.- Que mediante sentencia 2017015945 de las 11:40 horas del 4 de octubre de 2017, notificada a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y a la Procuraduría General de la República el 16 de enero del 2018, la Sala Constitucional declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad promovida por la Junta Directiva de dicha Asociación, en contra de los artículos 34 y 40 y el Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo. 

3.- Que la magistrada Garro y el magistrado Araya presentan inhibitoria para conocer el tema en cuestión en los siguientes términos: 

“…Aquí en este instante voy a presentar formalmente mi solicitud de inhibitoria por lo siguiente: Las partes interesadas, al menos algunas de las partes interesadas impugnaron los artículos relacionados con el procedimiento de declaratoria de los actos absolutamente nulos, y la Sala Constitucional, la mayoría de los integrantes fueron separados de este asunto para evitar que ellos conocieran en la Sala y aquí en la Corte del mismo asunto.

Voy a explicar ahorita a qué me refiero.

Concretamente, fue la ANEJUD y esto fue conocido en el expediente 14-12592, y como ustedes recordarán, la resolución de lo que aquí se va a ver ahorita, estuvo suspendido a la espera de lo que se resolviera en esa acción de inconstitucionalidad. 

Pues muy bien, el punto es que yo en mi condición de magistrada suplente integré la Sala Constitucional para resolver de esa acción que, mediante el voto 17-5945. 

A mí me parece que es improcedente que si yo integré la Sala en la que se resolvió esa acción, resuelva este asunto ahorita en sede administrativa, porque lo que aquí se decía tiene como presupuesto la decisión que la Sala tomó en aquel momento. Entonces, por este motivo me parece que me asiste, por esa razón me parece que me asiste motivo de inhibitoria y la dejo formalmente planteada. Muchas gracias".

(…)

La Sala resolvió una acción en la que algunas de las personas, concretamente la ANEJUD, había impugnado unas normas que hacían relación justamente al procedimiento de declaratoria de los actos absolutamente nulos, y la Sala dijo en ese momento que esos actos eran, que esas normas eran constitucionales.

Entonces, lo que aquí se vaya a resolver tiene un presupuesto y es la constitucionalidad de las normas al respecto. De hecho, por eso es que este asunto que ahora se va a resolver en sede administrativa, estuvo suspendido a la espera de que resolviera la acción de inconstitucionalidad, y yo intervine, o sea, yo integré la Sala Constitucional en el 2017 para el voto 5945 que se refería justamente a este tema.

No sé si tal vez don Rodrigo puede explicar un poco mejor el asunto, pero lo que quiero decir aquí es que se trata de examinar la constitucionalidad de las normas relacionadas con el procedimiento de actos absolutamente nulos, y por eso es que entiendo que hay una íntima conexión; de hecho, el motivo por el cual se separan a los magistrados propietarios de entonces es justamente porque estaba pendiente de resolución esa acción, pero yo luego integré la Sala para resolver esa acción. Gracias".

(…)

Antes de salir, perdón, es que quería aclarar nada más una cosa, y es que el magistrado Jorge Araya tiene un problema de fluido eléctrico, pero me acaba de decir que en realidad todo lo que yo dije le aplica a él, porque él también estuvo integrando la Sala para la resolución de esta acción de inconstitucionalidad. Entonces, los motivos que yo aduje, que por favor se los apliquen también a él. Gracias".

4.- Que esta Corte por unanimidad considera que no procede acoger las inhibitorias planteadas, por cuanto lo resuelto por la Sala Constitucional mediante sentencia 2017015945 y lo que se está resolviendo en sede administrativa son asuntos diferentes. 

POR TANTO

Por unanimidad, se acordó: No acoger las inhibitorias planteadas por la magistrada Garro y el magistrado Araya. Así votaron los magistrados y las magistradas Solano, Rojas, Aguirre, Olaso, Chacón, Ramírez, Alfaro, Zúñiga, las suplentes Vargas Vargas, Jiménez Ramírez, Sánchez Navarro, Jara Velásquez, Fernández Acuña y los suplentes López González, Campos Esquivel, Ugalde González, Segura Bonilla, Garita Navarro y Salazar Murillo. 

- 0 -

Prosigue la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Quedamos entonces, con una conformación de 21, tenemos que llamar a los magistrados Garro y Araya para que se conecten, vamos entonces a darle la palabra al señor director jurídico a efectos de que haga la exposición".

ENTRA LA MAGISTRADA GARRO. 

Expresa el máster Campos Hidalgo: "Indira, si gusta empezamos. Sí. Ok. Bueno. 

Buenas noches señores magistrados y señoras magistradas nuevamente. Pasamos. 

Tenemos como antecedente que la regla IV fue aprobada en la sesión N°09-2000 del 28 de febrero del 2000 de la Corte Suprema de Justicia, ahí se conoció un informe de la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en la cual se hace una serie de precisiones y recomendaciones en cuanto a los diferentes supuestos de las vigencias temporales de las legislaciones que incidían en el tema de las jubilaciones del Poder Judicial.

Lo que se trata en este informe y las reglas que se plantean, es sobre todo la vigencia y la ultraactividad de las normas, con base en los diferentes transitorios que se están planteando y con base en las consideraciones propias de cuando se está en presencia de un derecho de pertenencia a un determinado régimen de jubilaciones ¿Por qué es que surge esto? Porque tenemos en el tiempo la aplicación de cuatro leyes diferentes de jubilaciones y sobre todo hay tres que coexisten en un período de tiempo muy corto.

Tenemos al inicio la Ley 6869, del 9 de noviembre del 1983, que va a tener una vida, pues más larga y vamos ahorita a especificar los alcances de esta ley.

Viene luego, la Ley Marco de Pensiones, que pretendía de alguna forma homologar o unificar unas determinadas reglas de los diferentes regímenes de jubilaciones y pensiones, incluido los de cargo al presupuesto nacional y que incorporaba el transitorio tercero, -ahorita lo vamos a analizar-, que entró a regir el 8 de julio de 1992. 

No obstante, el 5 de mayo de 1993 entra a regir la Ley 7333 que reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial propiamente y también tiene otro transitorio, el transitorio XIII. Y con posterioridad, el 2 de mayo de 1995 entra a regir la Ley 7605 que viene a reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Empezamos con la primera, la 6869. 

Esta Ley 6869 tiene como regla general una edad de retiro en 55 años de edad, con un retiro forzoso en ese momento que se estableció de 70 años, pedía 30 años de servicio y la jubilación. Ojo, aquí tal vez es muy relevante, correspondía al 100% de la fórmula de cálculo, promedio del salario del último año, doce meses. 

Ahora bien, esto implicó que esta normativa empezó a regir el 9 de noviembre de 1983 y luego, cae el 15 de julio de 1992 la vigencia de la Ley Marco de Pensiones. ¿Qué va a pasar? Como vamos a ver, la Ley Marco de Pensiones viene a reformar parcialmente algunos de los contenidos de esa ley de jubilaciones y va a establecer un transitorio que va a dar determinados supuestos de ultraactividad hasta el 15 de enero de 1994. 

Entonces, seguimos con la Ley Marco de Pensiones. 

En el caso de la Ley Marco de Pensiones, la Ley 7302, entró a regir a partir del 15 de julio de 1992 y básicamente en lo que interesa modifica la edad de retiro para los servidores del Poder Judicial estableciéndola 60 años de edad. Ahora bien, va a tener un transitorio, el transitorio tercero y el transitorio tercero lo que dice es:

"Aquellas personas cuya edad para pensionarse o jubilarse queda establecida a los 60 años y que a la entrada en vigencia de esta ley sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en la norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la administración".

Sin embargo, establece eso sí, que se ocupará un mínimo de 55 años de edad y los años de servicio que pidan el régimen, eso no se tocó, los años de servicio del régimen; y establece el período propiamente de ultraactividad, no obstante, a quienes al entrar en vigencia esta ley les falten menos de 18 meses para poder pensionar o jubilarse según los requisitos originales de la legislación que se deroga, podrán pensionarse o jubilarse al cumplir aquellos requisitos, pero en este caso deberán cotizar con el 14% del monto de su pensión hasta cumplir los 60 años. Entonces, tenemos la norma, pero establece en el transitorio, una serie de supuestos para efectos de cómo se van a aplicar los efectos del derecho abolido, por decir así, en el sentido de que todavía hay un período de gracia de 18 meses por decirlo así y establecen también, la posibilidad de descontar dos años, un año por cada dos años, con el piso de 55.

Entonces, a partir de esta Ley 7302 vemos cómo los servidores judiciales podemos categorizarlos a ese momento en diferentes supuestos, los vamos a agrupar en servidores que no se ven afectados por la reforma legal ¿Quiénes no se ven afectados por la reforma legal? Aquellos que, al cumplir, obviamente, el 15 de julio del 92 los requisitos para jubilarse, estos obviamente no deberían ser afectados; y aquellos de los 18 meses de ultraactividad, esos siguen rigiéndose con la normativa previa y la Ley 7302, o sea, la Ley esta General de Pensiones, será aplicable a partir del 15 de enero del 94 luego el período de los 18 meses de ultraactividad, a quienes no hayan cumplido los requisitos en la ley original. 

Y el primer párrafo del transitorio indica la posibilidad nuevamente reiteramos, de descontar un año por cada dos años de servicio y cotizados; y entonces, mantenemos el tema de lo mínimo 55 y los años de servicio al régimen. 

Pero viene otra ley, la Ley 7333 que nos viene a reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial y entonces, nos va a decir que se accede a la jubilación con 30 de servicio y 60 de edad, pero habilita a los servidores cumpliendo los requisitos de la siguiente manera; en caso de que cuente con la edad de retiro, entonces, el cálculo se realizará en proporción a los años de servicio a condición de que tenga al menos 10 de servicio y si cuenta con 30 o más de servicio, la proporción será en función de la edad.

Lo que pasa es que la Ley 7333 va a establecer una fórmula de cálculo diferente y la fórmula de cálculo diferente de la 7333 es el salario promedio de los mejores 12 salarios mensuales ordinarios dentro de los últimos 24 salarios mensuales ordinarios devengados al servicio del Poder Judicial. Y aquí, entonces, ya tenemos un cambio importante y aquí vamos a tener el transitorio XIII, ese transitorio XIII lo que hace es determinar en qué condiciones debían cumplir los servidores judiciales para poder mantenerse en el régimen de jubilación anterior aún 

¿Y qué dice el transitorio XIII? “Los servidores judiciales que al entrar en vigencia la presente ley, tuvieran más de 20 años de servicio o 55 de edad, tendrán derecho a jubilarse conforme las reglas de la Ley Orgánica que ahora se reforma.” ¿Cuál es ese rige? A partir del 01 de enero del 94. 

Entonces, a enero del 94 el que tuviera 20 o 55 todavía tenía una posibilidad, un segundo chance por decirlo así. 

Tenemos otra ley, la Ley 7605 que en lo que interesa, lo que hace es reformar el numeral 24 de la Ley Orgánica en cuanto al cálculo de pensión que dice que se realiza conforme a los últimos mejores 24 salarios, fija la edad de retiro en 62 años y establece un tope. 

Ok. Este es el marco, digamos, legal previo, que regula las jubilaciones de los servidores y las servidoras judiciales en estos períodos de tiempo, contemplando las personas que ya son cubiertas por las reformas legales que se plantean y los supuestos en los cuáles se da una cobertura de ultraactividad a la norma derogada, cubriendo determinados servidores que se encontraban en determinadas situaciones previstas expresamente en la norma. 

El problema de la regla IV es precisamente, que invoca un supuesto adicional no previsto expresamente en las normas anteriores ¿Por qué? Porque regula el caso de quienes al 01 del 94 no tuvieren 20 años de servicio y no están cobijados en ninguna de los dos transitorios que hablamos. ¿Por qué?

En la referencia que se hace a un estudio que realizó en su momento el magistrado, exmagistrado González Camacho, él plantea que los creadores de la regla IV visualizaban era tutelar la situación de los que tuvieran al menos 10 años de servicio bajo una concepción de un derecho de pertenencia al régimen cuando tenían al menos esos 10 años de servicio. Y entonces, lo que buscaba era tutelar, digamos, las situaciones jurídicas de estas personas que tenían al menos 10 años de servicio en el régimen, con una concepción de que ya si tenía 10 años, tenían algún nivel de pertenencia al régimen, sin embargo, como vemos en los transitorios eso los transitorios no lo dicen, al menos no se puede inferir, y es cuando caemos en el texto de la regla IV.

Quienes al 1 de enero del 94 no tenían 20 años de servicio y siempre y cuando la entrada en vigencia de la Ley Marco de Pensiones vigente a partir del 15 de ese mismo mes y año, o sea, del 8, perdón, de julio del 92 hubieren cumplido más de 10 años laborados o reconocidos, pueden jubilarse con promedio completo, según el régimen anterior a la Ley 7333, con 55 o más años de edad si cumplen al mismo tiempo 30 años de servicio ¿Lo que estaba haciendo qué era? De alguna forma abriendo la posibilidad de mejorar la fórmula de cálculo para esos supuestos de estas personas.

Al crearse estas condiciones, entonces, lo que en su momento en el informe que hizo el magistrado González Camacho determina es, mire, no hay una norma en las leyes o en los transitorios que dé un basamento jurídico de esta regla IV. Ahora ¿Por qué es que estamos en este momento en esta noche aquí? Bueno, una de las principales bases de todo esto es que el tema ha sido analizado por Corte y uno de los primeros supuestos en que se empieza a ver esto, fue una gestión que hace la Superintendencia de Pensiones donde se cuestiona la aplicación de esta regla IV en el informe 1305-2012 y establece que la regla IV no es coherente, no se ajusta al transitorio XIII y le indica al Poder Judicial que en función de las competencias que tiene la SUPEN, que debe emitir las disposiciones para derogar la regla IV. 

Eso fue conocido en la sesión 31-12 del 3 de setiembre del 2012, artículo XXIII de la Corte y entonces, se conoce una propuesta de la magistrada Presidenta en ejercicio de ese momento, para trasladar el tema al magistrado González para que haga un estudio sobre este tema.

El magistrado González hace el estudio y bueno, lo que concluye a groso modo es un poco lo que yo les he planteado; el transitorio tercero no abarca las posibilidad que previó la regla IV, porque lo que hace el transitorio III en un primer párrafo es la posibilidad de descontar dos años por uno, hasta un piso de 55 y no puede contemplarse los supuestos de estas personas que tienen los 10 años al menos, pero tienen menos de los 20 para poder estar cubiertos con los supuestos. 

¿Qué es lo que significa? Bueno, significa que a contrapelo de lo que dice la regla IV, a partir de la Ley Marco de Pensiones tendríamos entonces, que los servidores judiciales se dividían en quienes se jubilaban con el régimen previo que aquellos que cumplían los requisitos o estaban dentro de la ultraactividad y quienes se jubilaban con posterioridad a eso, ya sea porque no estaban o con los requisitos de manera previa a la vigencia de la ley, o no cumplían los supuestos de ultraactividad. Y los que no estaban en esos supuestos, pues iban a quedar excluidos de los alcances de la normativa original y sí se les aplicaba plenamente las reformas legales que les he ido describiendo de una manera muy somera.

¿Qué es todo lo que permite la regla IV?, bueno lo que indicamos, los que tienen diez años de servicio en la vigencia de la Ley General de Pensiones, con 55 más de edad, si cumplen al mismo tiempo 30 de servicio, pueden entonces calcularse con la fórmula de cálculo anterior.

El magistrado González Camacho en su momento recomendó a la Corte derogar por presentar vicios de nulidad la denominada regla IV y que Gestión Humana identificara los supuestos donde se había aplicado esa regla IV en cada caso en particular, y enviarlo a la Procuraduría, para que la Procuraduría, procediera a plantear los procesos de lesividad, previa obviamente, declaratoria por parte de esta Corte, de la lesividad de esos actos que adoptó la Corte en el 2014, cuando conoció este tema en el acuerdo de sesión 50-2014 del 27 de octubre del 2014, artículo único, la Corte lo que acordó fue revocar hacia futuro la regla IV, adoptada por la Corte en la sesión del 2000, por razones de oportunidad y conveniencia, disponer lo que corresponde respecto a aquellas jubilaciones, una vez que se resolviera la acción de inconstitucionalidad a la que ya se hizo referencia, en lo que se puede determinar es que básicamente de los análisis, los documentos del informe del magistrado González Camacho, es que esto se hace y con base en la misma deliberación que tuvo Corte en este momento, porque lo que se vio fue un exceso interpretativo en la naturaleza del denominado derecho de pertenencia, en ese sentido, lo que la Sala Constitucional habló en su momento del derecho de pertenencia, es que ese derecho se configura una vez que yo cumpla los requisitos del ordenamiento para jubilarme.

Hay dos formas de interpretación, de Sala Constitucional y de Sala Segunda, pero básicamente en uno es cuando yo cumpla los requisitos, ya tengo la pertenencia y en ese mismo yo tengo derecho a la inmutabilidad de la jubilación, cuando estén esos requisitos, antes no, en la interpretación de la otra Sala, ese derecho es simplemente estar incorporado y estar cotizando pero aun así no tengo derecho a la inmutabilidad de la jubilación hasta tanto no cumpla los requisitos que pide el ordenamiento para esta jubilado; en ninguno de los supuestos, tal vez la conclusión más importante, en ninguno de los requisitos la regla IV, se ajusta a las interpretaciones que ha hecho Sala Segunda y Sala Constitucional sobre lo que es la pertenencia.

Ahora porque estamos aquí y ya tal vez ahondando un poquito más, bueno porque la Sala Constitucional en el 2017, llega y resuelve ya la acción de inconstitucionalidad y la rechaza y establece la posibilidad de que se anule a partir de la vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo, los actos administrativos que tienen un efecto continuado en el tiempo y con la posibilidad de que también la caducidad no opera mientras está surtiendo los diferentes efectos en el tiempo.

Entonces, en razón de eso, la Dirección de Gestión Humana hace un estudio que lo presenta en julio del 2020, donde determina que de las personas jubiladas en el período de tiempo de estudio, hay 180 jubilaciones que fueron en aplicación de la regla IV, y entonces, en razón de eso es que el 4 de setiembre del 2020, hacemos de conocimiento de esta Corte, la información que nos da la Dirección de Gestión Humana de cuales personas entonces fueron jubiladas en efecto aplicando los alcances de la regla IV, indicando entonces, que en cumplimiento del acuerdo que en su momento se había adoptado cuando se conoció el informe del magistrado González Camacho y dado que ya la acción de inconstitucionalidad estaba resuelta, pues se sometía a conocimiento de Corte, para que Corte volviera a conocer ya el tema, dado que ya no había nada que impidiera entrar a profundizar en este tema de la regla IV.

Ahora, complementario a esto sí estimamos oportuno ver un tema de caducidad, por esto en el período de tiempo que estudió Gestión Humana, hay un grupo de jubilaciones previas a enero 2008, previas entonces a la vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo, el magistrado González Camacho en su estudio él lo que hace es indicar que por el efecto continuo de estas jubilaciones que atraviesan el tiempo de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y pasan al tiempo al Código Procesal Contencioso Administrativo, aun así no están caducas, él dice que no, por eso.

Pero sí quiero indicarles, básicamente es el informe de don Oscar Gonzáles, que estudiando este tema para venir donde ustedes, nos encontramos el criterio de la Procuraduría PJ-117-2018, del 21 de noviembre del 2018, en ese momento la Procuraduría ante una solicitud que le plantea el Director General de Pensiones, don Luis Paulino Mora, le indica el Director General de Pensiones, que no estiman oportuno plantear lesividades de actos previos a enero del 2008, porque dicen que aplicando el principio de regit tempus actum, no puede aplicarse las normas del Código Procesal Contencioso Administrativo en cuanto al efecto continuado, a conductas regidas bajo el amparo de la ley reguladora de la jurisdicción contenciosa administrativa.

Entonces, la Procuraduría le hace devolución al Director General de Pensión y le dice, dígame si usted quiere lo planteamos, esto no es un criterio, pero de una vez le advertimos que creemos que esto no va a tener procedencia porque aplicando este principio, el efecto continuado cualquier jubilación sería a partir del 1 de enero del 2008, previo al 1 de enero del 2008, tendría que aplicarse la Ley Reguladora y la Ley Reguladora no contempla este supuesto que nació a raíz o con motivo del Código Procesal Contencioso Administrativo.

Dado lo que dijo la Procuraduría, pues nos pusimos a investigar un poquito más y aquí está lo que dijo la Procuraduría que no era un criterio vinculante, sino que era simplemente haciendo ver por el traslado que le había dado el director general de pensiones y encontramos un voto del Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo, el 076-2016, que mantiene la misma tesis de la Procuraduría y en lo que interesa lo que indica, palabras más, palabras menos, es precisamente eso, que los efectos continuados y el concepto de acto efecto continuado y el efecto de que el acto no caduca mientras esté surtiendo efectos, debe interpretarse a partir de la vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo, todo vez que la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa nunca previó ese supuesto, y no lo menciona explícitamente pero tiene implícito igual el mismo principio de regit tempus actum.

Con base en lo anterior, entonces lo que se pueden plantear son dos supuestos, los actos dictados previos al 1 de enero del 2008 y los actos dictados con posterioridad al 1 de enero del 2008 y bueno para que se trae todo esto a colación, bueno la recomendación del magistrado González Camacho es en estos casos que se declaren lesivos al interés públicos, estos actos, tanto el acto general como los actos particulares del ciento y resto de personas para efectos de que se envíe a la Procuraduría General de la República.

Nuestra sugerencia o recomendación al órgano tomador de decisión, es que, si el órgano o la Corte lo tiene a bien, nos ordene a la Dirección Jurídica preparar un proyecto para conocimiento de la Corte, ya formalmente donde sí se declaren lesivos, si es que la Corte estima que se pueden declarar lesivos, porque si no la Corte inclusive podría decir, es tan evidente y manifiesto que se pueden anular en sede administrativa.

Lo que hago es retomar la recomendación de González Camacho de declarar la lesividad, pero la Corte tiene las dos opciones válidas, si fuera recoger la recomendación del magistrado González Camacho, que se nos ordene preparar un proyecto de acuerdo para conocimiento de la Corte, donde se declaren lesivos al interés público, aquellos actos que hayan otorgado jubilaciones al amparo de la denominada regla IV, y siempre que no se encuentre caduca la posibilidad de anularlos.

Una vez que esta Corte, conozca el proyecto de acuerdo respectivo, se procederá a remitir dicho acto administrativo junto con el respectivo expediente administrativo, de los actos declarados lesivos a la Procuraduría General de la República, para que proceda a la interposición de los procesos de lesividad, para efectos de anulación en la aplicabilidad a futuro. Aquí estamos aplicando las diferentes interpretaciones y bueno siquiera es muy clara la norma en el sentido de que los efectos serían hacia futuro y designarnos a nosotros, porque esto hay que coordinarlo muy bien con la Procuraduría General de la República si se llega a plantear la lesividad, para coordinar con la Procuraduría, preparar los expedientes administrativos que no es poca cosa y coordinar con la Procuraduría un poco, esta historia, digamos, para que ellos puedan plantear esto ante el Tribunal Contencioso Administrativo y comunicar el acuerdo a la Superintendencia de Pensiones, dado lo que ellos han estado muy pendientes de este tema. De nuestra parte eso sería".

Agrega la magistrada Rojas: "Una pregunta, don Rodrigo, don Oscar en aquel momento histórico, recomienda la lesividad, sin embargo, me parece que la conclusión misma de su informe, porque recuerdo haber votado cuando revocamos el acto, es de que la nulidad es absoluta, es evidente y es manifiesta porque no tiene sustento en ninguna norma, es absoluto, ahí no necesitamos el ojo experto de nadie, la simple confrontación, además en fecha posterior si usted me corrige está bien, la misma SUPEN pide explicaciones a Corte del alcance de esa norma, me parece que posterior al informe del magistrado, diciéndole bueno, cual es la norma que ustedes están aplicando para otorgar estos beneficios, sin ningún transitorio, sin ninguna disposición normativa les autoriza por principio de legalidad para otorgar estas jubilaciones.

Entonces, a mí me parece que de alguna manera, la recomendación del exmagistrado Camacho ha sido vencida en el tiempo, efectivamente yo comparto con usted de que no se podría, aunque el acto siga surtiendo efectos, es muy discutible, porque había un plazo para la nulidad con Ley General, que fue modificada con la entrada en vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo y en ese plazo entra a regir una norma que dice que es posible mientras surta efectos y ahí agarra el surtir efectos.

Yo no estoy tan convencida, creo que es discutible la posición de él y la posición inclusive del tribunal de casación que acordémonos que son tres magistrados de la Sala Primera, no es la Sala Primera en pleno y que continuamente cambian y un precedente administrativo que dice, bueno el asunto es había un plazo para pedir la nulidad según Ley General, que estaba vigente cuando entró el Código Procesal Contencioso Administrativo y dentro de ese plazo de nulidad entra una norma que dice, ah bueno, pero si surte efectos de manera continua entonces mientras los surta puede eliminarlos del ordenamiento jurídico.

O sea ¿cuál es la tesis de la nueva legislación?, ningún acto absolutamente nulo puede mantenerse en el ordenamiento jurídico produciendo efectos perniciosos para los intereses públicos, y puede ser eliminado siempre y cuando sea a futuro, el plazo para afectar retroactivamente los derechos de los administrados sería un año para plantear la lesividad, de lo contrario va a ser hacia futuro siempre. Yo creo que es muy discutible, o sea, que la posición de él en ese momento se podría sostener también, pero bueno, eso es una cuestión de cómo lo valore esta Corte, sí quisiera saber de esos 180, si le restáramos con la interpretación suya que nos ha traído, los que estaban antes del CPCA y que recibieron estos beneficios que no tenían sustento normativo alguno, si les restamos estos, ¿cuántas personas son? Ya no son 180. ¿Qué porcentaje es? Porque esas personas mantendrían ese beneficio que todavía el Fondo les está pagando de manera continua; entonces, es como un poco difícil entender que a unos se les aplica la continuidad y a otros no. Yo quisiera saber el número de esos 180 y después, a mí me parece que además, que hay que determinar quiénes son los nombres de esas personas que el acto administrativo, como bien dice usted, tiene que estar bien fundamentado y si la Corte decide no mandarlo al contencioso y esperar la lesividad, sino declararlo aquí en sede administrativa que también se puede, pues igual se podría comisionar a la Dirección Jurídica para que abriera el procedimiento administrativo y declarar la nulidad evidente y manifiesta, que me parece que eso es lo que hay, una nulidad evidente y manifiesta, que me parece que eso es lo que hay, una nulidad evidente y manifiesta cuando se adopta un acuerdo que es absolutamente contrario al principio de legalidad y con recursos públicos se otorgan beneficios que no era posible otorgar porque el legislador no previó esos beneficios. 

Yo creo que las lesividades están previstas por el ordenamiento para aquellos casos en que es tan complejo si hay nulidad o no, la nulidad que se requiere el ojo experto del juez contencioso para hacer todo un análisis y determinar si esto ocurre o no, pero aquí una revisión clara permite enfrentar palmariamente que no había ningún sustento normativo. Entonces, a mí me parece que podría, si está Corte lo decide también hacerse aquí en sede administrativa, porque también el asunto ha durado muchísimo, me parece que podría ser más rápido el procedimiento administrativo en esta sede y acordémonos que en contencioso tiene todo el proceso de presentación de la demanda, de tramitación a audiencia preliminar, de juicio y luego de eventualmente casación. 

Entonces, estamos hablando de muchos años más, a pesar de todo lo que ha tardado que bueno, no es responsabilidad de la Corte porque también el asunto estuvo suspendido por la posibilidad de que la Corte eligiera la lesividad, que es una posibilidad también latente, o sea, no hay ningún problema y si se estima que hay duda, pues lo correcto sería la lesividad.

En lo personal a mí me parece que no hay duda, sí es importante determinar quiénes son quienes tiene esos derechos adquiridos para notificarles y que el acto administrativo indique de manera clara y precisa para hacer eventualmente el traslado de cargos, en fin lo que corresponda, tener bien determinados, determinar montos, está es una labor compleja con Dirección Humana porque hay que determinar de cuánto dinero estamos hablando también y esto son datos que yo creo que son esenciales para poder tomar una decisión. Muchas gracias".

Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Los montos están determinados, hay un cuadro en donde nos han remitido en otras ocasiones, donde aparece la lista y aparecen los montos de cada una de las personas de las que estaríamos hablando que entran en los 180.

Me parece que lo primero que tendríamos que…".

Indica la magistrada Rojas: "Hay que bajar eventualmente la posibilidad de antes del CPCA, no serían 180".

Menciona el máster Campos Hidalgo: "Mano alzada porque lo hice aquí, pero…".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Sí".

Manifiesta el máster Campos Hidalgo: "Habría 47 fuera. Serían 133".

Interviene la magistrada Rojas: "133".

Expresa el máster Campos Hidalgo: "133".

Señala la magistrada Rojas: "Esos datos, los 133, ¿de cuánto dinero estamos hablando?".

Indica el máster Campos Hidalgo: "No sé, es que ellos nos pasaron…".

Menciona la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Son diferentes montos, porque son diferentes categorías según las pensiones. Recuerdo haber visto montos desde tres hasta veinticinco y cuarenta millones, eso es las sumas que al momento en que se habían hecho se estaban reclamando, que están en los cuadros".

Dice la magistrada Rojas: "Bueno, para que ustedes vean porqué es importante darse cuenta del efecto de esa regla, imagínense sin sustento alguna norma de lo que estamos hablando y estamos hablando de que esto no se está cobrando retroactivamente, porque el ordenamiento no lo permite, estos dineros que se otorgaron sin ningún sustento normativo".

Manifiesta la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "¿Doña Rocío terminó? Magistrado Garita".

Interviene el suplente Garita Navarro: "Gracias, señora Presidenta. Así muy rápido porque por la hora yo creo que todas y todos estamos pensando en otras cosas, pero bueno; sí comparto con doña Rocío la necesidad de contar con esa lista específica porque la postura que señaló ahí don Rodrigo refiriéndose a lo señalado por la Procuraduría, perdón, en torno a la supuesta inaplicabilidad de la regla del 40 del Código Contencioso a los actos previos a enero del 2018, en contencioso incluso ha sido postura dividida. Por ahí el artículo 21 de la Ley Reguladora que era norma procesal vigente previa al Código Contencioso, permite la impugnación de actos que sigan surtiendo efectos únicamente para su inaplicabilidad a futuro, en eso hay tesis divididas, por ejemplo, la Procuraduría ha sido de la postura de que esa norma permite esa impugnación únicamente en favor de la persona administrada y no a favor de las administraciones.

Sin embargo, hay precedentes en contencioso de mayoría, eso sí, he de advertir con voto separado, pero de mayoría en definitiva, me refiero al Tribunal Contencioso que han aplicado la impugnación de actos de efecto continuado previos al Código Contencioso, pero impugnados y aún vigentes en el marco regulatorio del Código Contencioso; entonces, es un tema que, como bien señalaba y anticipaba doña Rocío, es opinable y la Corte tendría que valorar con el criterio jurídico de cada quien, si apoya una y otra postura, esto es determinante porque aunque sean 43 personas, si escuché bien, pues habría que incorporarlas en caso de que la Corte optara en definitiva por aplicar esa regla, que insisto, tiene posturas divididas, caso contrario, incluso por mayoría, si no lo determinara de esa manera, pues entonces habría que quedarse con los 133 que como bien dice doña Rocío, es únicamente para la inaplicabilidad a futuro, sin poder recuperar sumas de manera retroactiva.

Pero, sí en definitiva creo que es necesario contar con la especificidad de esa lista a partir de cuándo se otorgó el acto que configura el derecho, que en esto otro paréntesis, en contencioso hay posturas también divididas en cuanto a si el acto que otorga una pensión es o no de efecto continuado, hay votos en los que incluso tuve que ser postura disidente, que señalan que es de efecto instantáneo y que en consecuencia transcurridos los cuatro años antes de Ley General, ahora a un año ya no se pueden atacar, ni siquiera hacía futuro, ni siquiera en el régimen del Código Procesal Contencioso, esos temas no han "madurado" como para llegar todavía a casación, entonces no hay un antecedente, por lo menos a lo que tengo entendido, de Sala Primera sobre esa postura.

De suerte que, con esto lo que quiero decirles es que hay temas bastante opinables en torno a esta cuestión, primer aspecto, la posibilidad o no de incorporar dentro del análisis de invalidez prospectiva, a las personas que obtuvieron esa declaratoria antes de enero 2008 que es la fecha de entrada en vigencia del Código, segundo, definir ese criterio de si se entiende por acto de efecto continuado o no, que yo coincido con el criterio jurídico, sí es de efecto continuado, es más, parto de la base de que los actos que otorguen derechos de jubilación o pensión son actos bimodales, tienen un efecto instantáneo de cesación de la relación de empleo, pero un efecto continuado en cuanto a las prestaciones económicas derivadas de esa declaratoria, pero eso se verá luego y tercer punto es que de pronto aprovechando esos informes que se le pueden pedir a jurídicos, una definición de qué tan palmaria, evidente o notoria puede ser esa patología en orden a que la Corte decida por criterio de conveniencia, si opta por un mecanismo procedimental de su presión oficiosa en sede administrativa, 173 de Ley General o más bien, se decanta por una lesividad que entiendo a lo que expuso don Rodrigo, era lo que originalmente había postulado el ex magistrado González Camacho.

Entonces, creo que esos criterios señora Presidenta, compañeras y compañeros, son fundamentales para orientar luego una decisión informada de parte de las personas integrantes de esta Corte, en concreto, identificación individualizada de personas beneficiadas y fecha a partir de cuándo se otorgó el derecho, dos, establecer esas posturas en torno a si la Corte define que esas personas previas al Código Contencioso podrían o no incorporarse dentro de las acciones y tercero, establecer también, por lo menos a nivel de recomendación de jurídicos, si hay un tipo de nulidad agravada como para que la Corte defina si opta por un mecanismo administrativo o si judicializa ese reproche. Sería todo. Muchas gracias, doña Patricia".

Expresa la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias. No veo que haya ninguna. Magistrado Ugalde ¿pidió la palabra? Lo escuchamos".

Señala el suplente Ugalde González: "…Se otorgaron hace muchos años y que sería bueno también, cuantificar y darse cuenta si todas esas personas están vivas o algunos han muerto, y cuál sería el escenario en el caso de las personas que hayan muerto, porque si las familias heredaron la pensión o si desaparecieron porque no tenían herederos. Sería el caso que también tendría que separarse, me parece para hacer un procedimiento administrativo si es que se va a hacer efectivo. Gracias".

Indica la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Muchas gracias. Muy bien, creo que la decisión que tenemos que tomar en este momento es, uno, si le pedimos a la Dirección Jurídica la propuesta que nos hace de que nos den los insumos, sé que en algunas sesiones de Corte o en algunas actas nos han enviado los cuadros, porque yo los he visto y por eso ahora les daba los datos, es que no me, digamos, yo traté de abrirlo y no pude abrirlo a pesar de, porque el cuadro yo sé que en algunas oportunidades…".

Menciona la Secretaria General: "Es la referencia 10294 que dice listado entre paréntesis".

Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Ah ok. Ya lo vi, porque en alguna oportunidad yo sé que yo logré, visto el cuadro y ahí aparecen las personas y aparecen las fechas también de concesión del beneficio, entonces, ese dato sí aparece completamente para identificarlo. No está el monto global, ese no está".

Manifiesta la magistrada Rojas: "Sí, es importante saber el monto global por la importancia que tienen los recursos públicos y yo quisiera también indicar que justamente el ex magistrado Camacho dice que el derecho comparado, el típico caso del efecto continuado es justamente el otorgamiento de la jubilación, él lo dice en el informe claramente. Y decirle al magistrado Garita que ya la Sala Primera no hace mucho, de manera reciente en asuntos que ya maduraron, ha sostenido no en relación, bueno, no recuerdo si con el Poder Judicial, pero que efectivamente el acto de jubilación es el típico caso de efecto continuado donde el vicio cada vez que se paga al funcionario, el acto administrativo que tenía el vicio se repite una y otra vez, se va repitiendo una y otra vez de manera continua, o sea, no es un vicio que se ejecutó una sola vez, sino que cada vez que se paga el efecto de ese acto administrativo se mantiene en el tiempo

Por eso es un acto de efecto continuado, esa es la tesis unánime de Sala Primera y en ese sentido podríamos decir que, bueno, al corresponderle el tema y ser un tema unánime no opinable, han sido muchos antecedentes ya en este momento, entonces sí hay efecto continuado, hay casos interesantes en cuanto a cuando ha fallecido una persona y hay una pensión, ya no jubilación, porque la jubilación proviene de una relación laboral y la pensión es la que se dispone en este caso por herencia.

Hay unos porcentajes creo que antes era el 100%, ahora es de manera inferior, sin embargo, el efecto en la jubilación de estas personas o de la pensión, también involucran la regla IV, que sigue surtiendo su efecto con el nuevo sujeto, hay una especie de sustitución, sucesión procesal, hay una sustitución procesal, hay un sujeto, es otro distinto pero que el vicio se repite aún en la pensión que se hereda, y entonces, a estas personas también habría que tenerlas como demandadas o darles traslado de cargos si es que lo vamos hacer aquí, es decir la muerte de la persona como deja en herencia por decirlo de alguna manera, una pensión a otra hace que el acto continúe todavía surtiendo efectos y esos efectos, esos son los que hay que eliminar por cualquiera de las dos vías que el ordenamiento determine.

Agradecerle al magistrado Garita, por completarme con las normas jurídicas el análisis y decirle que ya hay jurisprudencia y reiterada unánime en el sentido de que efectivamente que cada vez que se paga hace continuo el vicio, no se agota cuando se otorga el acto administrativo. Gracias".

Refiere la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Gracias, creo que siendo las 20:30 horas, podemos decidir, me parece que la propuesta que nos hace el señor director jurídico es atinente en cuanto nos prepare el informe para que tomemos la decisión final y en esos términos también, le responderíamos a la SUPEN, eso sí fijamos plazo, es claro es un tema complejo la Dirección Jurídica y don Rodrigo lo vienen analizando con mucho detalle hace muchos días y pensaría que esa es la mejor decisión".

Aclara el máster Campos Hidalgo, Director Jurídico: "Les propongo eso, tenemos escenarios porque lo que se están bastanteando aquí son escenarios, tanto lo que planteó doña Iris Rocío, como lo que planteó el magistrado Garita, como eventualmente el planteamiento original del magistrado González Camacho, si a ustedes les parece entonces, enriqueciendo ahora los escenarios, con las intervenciones de doña Iris Rocío y el magistrado Garita, podría traerle también aparte de lo que estamos planteando aquí los otros escenarios que se pueden plantear, de anular en sede administrativa, tomando en cuenta esto, como este se divide a su vez si consideramos todo el universo o si se decantan ustedes solamente por a partir de enero del 2008 y con base en esos diferentes escenarios ya puedan ustedes tomar la decisión, unos quince días".

Agrega la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Podemos pedir en todo caso, ahí está la tabla, yo no sé si la Dirección de Gestión Humana da el monto global de cuanto es en su caso, antes y después, si fuera de interés".

Dice la magistrada Rojas: "A mí me parece que es de interés público saber, porque estamos hablando de montos que se están pagando al día de hoy, y hay que tomar en cuenta todos los que se pagaron, que aun cuando se anulen o se eliminen del ordenamiento jurídico, cualquiera de las dos vías no se pueden recuperar porque el ordenamiento no lo permite, que debe tener años de estarse pagando desde que se aprobó la Regla.

Entonces, solo para tener una idea del efecto de un acuerdo de un acto administrativo que adopta la Corte, para mí es de interés público".

Expresa la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Si estamos de acuerdo entonces votaríamos de esa manera, salvo que alguno o alguna quiera votar distinto, lo consignaríamos en el acta de esa manera.

Muy bien, creo que es acuerdo unánime, levantamos la sesión, buenas noches.

Doña Silvia les dijo que en el cuadro 10294 aparece todos los montos y las personas para que puedan verlo del acta. Muchas gracias".

Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones de los señores magistrados y las señoras magistradas que hicieron uso de la palabra y por recibidos los oficios Nº s 824-2021 y 030-DJA-2022 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, SP-237-2022 de la Superintendente de Pensiones y 105-P-2022, suscrito por la magistrada Solano. 2) Tener por hecha la exposición del señor Director Jurídico, respecto del informe expuesto en el oficio DJ-2891-2020 de 04 de setiembre de 2020, sobre la situación del acuerdo de la sesión Nº 9-2000 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, referente a la denominada regla IV, a efecto de determinar si se estima procedente acoger solicitud de nulidad de los actos generadores de derechos subjetivos a su amparo, conforme al análisis realizado en la sesión Nº 50-2014 de 27 de octubre de 2014, artículo único. 3) Solicitar a la Dirección Jurídica, que, en el plazo de 15 días hábiles, prepare un informe en el que se analicen y se plantee a conocimiento de la Corte los diferentes escenarios que se han deliberado sobre los medios idóneos para declarar la nulidad de los respectivos actos administrativos conforme lo expuesto, para que en definitiva se tome una decisión respecto el procedimiento a seguir. 4) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana prepare un informe con los montos actualizados de cada una de las sumas pagadas a las personas servidoras jubiladas en los casos de análisis, el total correspondiente erogado por concepto de los referidos actos administrativos y tomando en consideración la fecha de adopción de los mismos, según lo expuesto por la Dirección Jurídica. 5) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1) Tomar nota de lo acordado por Corte Plena del Poder Judicial en la sesión N° 22-2022 celebrada el 16 de mayo de 2022, artículo XXIII, relacionado sobre la situación del acuerdo de la sesión Nº 9-2000 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, referente a la denominada regla IV, a efecto de determinar si se estima procedente acoger solicitud de nulidad de los actos generadores de derechos subjetivos a su amparo, conforme al análisis realizado en la sesión Nº 50-2014 de 27 de octubre de 2014, artículo único. 2) Estar a la espera de los informes que rindan, las Direcciones Jurídica y de Dirección de Gestión Humana.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomará nota.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc104541091]ARTÍCULO X
Documento Nº 518-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino y Bryan Calvo Calderón, Jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 306-JP/DJA-2022 del 17 de mayo de 2022, remitieron el siguiente informe:
“Para su conocimiento y lo que a bien estime resolver, con fundamento en lo indicado en oficio N.º 3512-DE-2013[footnoteRef:8] de fecha 26 de abril de 2013 de la Dirección Ejecutiva, se remite el resultado del cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense de Seguro Social correspondiente al IV trimestre del año 2021, el cual se gestionó con el Lic. Rodrigo Rovira Pantoja, encargado del Área de Gestión Informática de esa entidad, con el fin de determinar si existen personas jubiladas judiciales laborando en el sector público y personas jubiladas judiciales separadas por incapacidad absoluta o permanente, que se encuentren laborando. [8:  Se aclara que en el oficio 3512-DE-2013, se indica que el cruce es mensual siendo lo correcto cruce trimestral.] 


1. Personas Jubiladas reportadas en las planillas de la cuenta individual con gobierno, sector público u otras entidades no privadas. 

Para los casos mencionados a continuación, no aplica gestión de cobro según lo que se indica en las observaciones del siguiente cuadro:

Cuadro N.º 1
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Observaciones:

1. Según lo señalado por la Dirección de Gestión Humana (DGH) mediante correo electrónico de fecha 11 de mayo de 2022, corresponde a pagos efectuados por medio de las colectivas N° 542, 551 y 566.

1. Corresponde al salario escolar 2021, de acuerdo con lo confirmado por la DGH mediante correo electrónico de fecha 26 de abril de 2022.

1. Corresponde a montos devengados antes de la fecha de jubilación o reactivación del beneficio de jubilación, cancelados por parte de la DGH según lo verificado en SIGA-GH.

1. Corresponde a un jubilado judicial que fue nombrado interinamente en el Poder Judicial el 15/11/2021 (Tiempo Servido). Debido a la fecha en la que se recibió la notificación del nombramiento en esta oficina, no fue posible aplicar la suspensión del beneficio de jubilación, por lo que, se generó la cuenta por cobrar pertinente, la cual fue cancelada por el jubilado.

1. Corresponde a una jubilada judicial que fue nombrada interinamente en el Poder Judicial el 10 de septiembre de 2021 (Tiempo Servido). Esta oficina aplicó la suspensión del beneficio de jubilación, de acuerdo con la notificación recibida del SIGA-GH y a lo indicado por la jubilada judicial.

1. Según lo indicado por la DGH mediante correo electrónico de fecha 16 de mayo de 2022, corresponde a devoluciones realizadas al jubilado judicial.

1. Corresponde a una jubilada judicial que fue nombrada interinamente en el Poder Judicial el 18 y 19 de noviembre de 2021 (Tiempo Servido). Esta oficina aplicó la suspensión del beneficio de jubilación, de acuerdo con la notificación recibida del SIGA-GH y a lo indicado por la jubilada judicial.

1. No se obtuvo una justificación por parte de DGH del pago reportado a la C.C.S.S. en los meses de noviembre y diciembre de 2021 para este caso en particular. Se está a la espera de la información pertinente. 

1. De acuerdo con lo indicado por la DGH, corresponde a una jubilada judicial que fue nombrada interinamente en el Poder Judicial en los períodos del 21 al 24 de septiembre de 2021 y del 01 de noviembre de 2021 al 16 de diciembre de 2021 (Tiempo Servido). Esta oficina aplicó la suspensión del beneficio de jubilación, de acuerdo con la notificación recibida del SIGA-GH y a lo mencionado por la jubilada judicial.

1. Según lo corroborado por la DGH, corresponde a un jubilado judicial que fue nombrado interinamente en el Poder Judicial el 29/09/2021, del 27 al 29 de octubre de 2021, 1 y 2 noviembre de 2021 y del 13 al 16 de diciembre de 2021 (Tiempo Servido). Esta oficina aplicó la suspensión del beneficio de jubilación, de acuerdo con la notificación recibida del SIGA-GH y a lo indicado por el jubilado judicial.

2. Personas Jubiladas reportadas en las planillas de la cuenta individual con patronos privados, cuenta propia u otros valores

A) Personas Jubiladas separadas por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 de 1994 (incluye casos de trabajadores independientes, seguro voluntario o empresa privada).

Dichos casos por indicación de la Dirección Ejecutiva podrían analizarse a la luz de lo señalado en el informe AL.DP. Nº 032-14 de la Asesoría Jurídica de la Dirección de Gestión Humana, en el cual se indica:

“[…] Criterio legal: A estas personas les resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 234 de la ley de cita que reza: “Al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las Juntas de educación y de las empresas de economía mixta. / También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación.” (Énfasis agregado) Este numeral, a diferencia del anterior, sí hizo distinción entre las personas jubiladas y en el segundo párrafo hace especial referencia a aquellas que en razón de una enfermedad fueron jubiladas, quienes en caso de encontrarse trabajando deben suspender el disfrute del beneficio. En relación con este último punto considera esta Asesoría que al no señalar nuestros legisladores dónde no debe prestarse el servicio, sea el sector público o el sector privado, se tienen por contemplados ambos; por cuanto, tal y como se indicó líneas atrás, no es dable distinguir donde la ley no distingue. […]”

En relación con estos casos la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el acuerdo tomado en la sesión N° 19-2021 del 10 de mayo de 2021, artículo X, para lo que interesa acordó:

“[…] 3.) Conforme a lo definido por la Sala Constitucional en su resolución N°. 2020010204, expediente 20-007594-0007-CO, en cuanto a la aplicación del principio de confianza legitima del administrado, la Junta Administradora del FJPPJ no podrá actuar en contra de las resoluciones administrativas previamente acordadas por el anterior administrador del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a lo cual sus actuaciones se ejecutarán respetando los acuerdos previamente establecidos por el estimable Consejo Superior. 4.) Dada la situación anteriormente descrita, las personas beneficiarias de este régimen que a continuación se detallan, deberán conservar la autorización brindada para percibir su beneficio económico y poder continuar laborando, a pesar de haberse jubilado por una declaración de incapacidad absoluta y permanente: a) Barquero Varela Grace, según acuerdo del Consejo Superior tomado el 26 de marzo de 2019, Sesión N°. 027-2019 Art. 67. b) Rodríguez Vargas Mainor según acuerdo del Consejo Superior tomado el 26 de marzo de 2019, Sesión N°. 027-2019 Art. LXVIII. c) Villavicencio Masís Ana Gabriela conforme acuerdo del Consejo Superior tomado el 05 de marzo 2016, sesión N° 064-2016 Art. XIX. […]“. (subrayado no es del original)

Por lo que, a pesar de que el señor Rodríguez Vargas y las señoras Barquero Varela y Villavicencio Masís aparecen reportadas en el IV trimestre de 2021, no se envían para análisis:

“[…] 7.) Deberá la Dirección de la JUNAFO tomar nota de la acá acordado con el fin de que los siguientes informes que remita, depure el listado de personas jubiladas judiciales por incapacidad absoluta y permanente que se encuentren laborando en contraposición de lo dictado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.”

En el caso de la señora Noidy Garbanzo Garbanzo, la cual también aparece reportada en el presente cruce, no se remite para análisis de conformidad con el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio de 2021, artículo VII, que para lo que interesa indica:

“[…] 7) Considera este cuerpo colegiado que a la luz de lo establecido en el artículo N° 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Ley. 9544) “Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”, la actividad por la cual la Sra. Garbanzo Garbanzo se encuentra inscrita como contribuyente ante el Ministerio de Hacienda y percibe un ingreso es por concepto de “Alquiler de casas, locales comerciales y otros”, situación que obedece a la administración de herencias y de su propio patrimonio de bienes inmuebles, por lo cual considera esta Junta Administradora que no corresponde a una labor remunerativa al espíritu de la norma del art. 233 de Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto no se establece relación subordinada de empleo ante ningún patrono, debido a lo cual la naturaleza de sus ingresos no obedece a reinserción en el mercado laboral que sea incompatible con el beneficio percibido por parte de este régimen del primer pilar. 8) Dados los elementos anteriormente enumerados, se deberá proceder al archivo de las diligencias de cobro administrativo efectuadas. 9) Tomará nota la Dirección Jurídica del Poder Judicial y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a cada área corresponde.” 

En el presente cruce no se reportan otros casos de personas separadas por incapacidad absoluta y permanente que aparezcan reportadas laborando para empresas privadas o como trabajadores independientes.

B) Jubilados y Jubiladas para Mejor Servicio Público y No Reelección

Cuadro N.º 2

[image: ]

Para los casos mostrados anteriormente, salvo criterio en contrario, no aplica gestión de cobro, en razón que la norma no lo tipifica (artículo Nº 234 L.O.P.J. N° 7333 de 1994 y artículo Nº 233 L.O.P.J. N° 9544 de 2018).

Adicionalmente se indica que, la Circular N° 74-2018 de la Dirección Ejecutiva fue comunicada vía correo electrónico a todas las personas jubiladas judiciales. Posteriormente, se remitió dicha circular por el mismo medio a cada una de las personas jubiladas que aparecen reportadas laborando para universidades públicas. A la fecha las personas que se detallan a continuación tienen pendiente la presentación de la certificación respectiva de este período y en algunos casos también el documento de períodos anteriores: 

Cuadro N.º 3
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3. Anexos

De conformidad con lo indicado por la Dirección Ejecutiva, en correo electrónico del 14 de setiembre de 2015, se incluyen en este apartado los grupos que, salvo disposición en contrario, no ameritan suspensión del beneficio, según criterios externados en el oficio N.º JP-11-15 del 7 de enero de 2015 informe AL.DP. N.º 032-14 de la Dirección de Gestión Humana. 

A continuación, se detallan dichos casos:

· Anexo I: Jubilados y jubiladas judiciales que se encuentran laborando en universidades públicas y en el sector privado que, se acogieron al beneficio por tiempo servido y/o edad cumplida.

· Anexo II: Jubilados y jubiladas judiciales separados por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 8 de 1937, reportados (as) laborando en el sector privado.

· Anexo III: Pensionados y pensionadas judiciales que obtuvieron el beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 de 1994 reportados (as) laborando en el sector público, universidades públicas y sector privado.

· Anexo IV: Pensionados y pensionadas judiciales que obtuvieron el beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 8 de 1937 reportados (as) laborando en el sector público, universidades públicas y sector privado.

· Anexo V: Casos adscritos al Ministerio de Hacienda (Dirección Nacional de Pensiones).

4. Departamento de Trabajo Social

Aunado a la información brindada anteriormente, es importante mencionar lo estipulado en el artículo N.º 8 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones:

“Artículo 8.- El Departamento de Trabajo Social es el encargado de realizar los estudios socioeconómicos solicitados por el Consejo Superior o el Departamento de Personal, que permitan establecer la procedencia, acrecimiento, suspensión, extinción o modificación de una pensión, así como también el correcto aprovechamiento de los beneficios acordados según lo normado en el artículo 235 de la L.O.P.J.”

Se comunica lo anterior, para lo que corresponda a esa Junta Administradora. Quedamos atentos en caso de que requieran información adicional. 

Anexos:
(Adjunto suprimido por contener información sensible)

…”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, indica que daría por aceptado el oficio, y propone que, para próximas ocasiones, en el oficio de la Dirección, se incluya una tabla como resumen general de lo que se debe cobrar y que, en el acuerdo, se incluya, para que la decisión de la Junta, cierre de mejor forma la labor que se realiza.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por rendido el informe presentado por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino y Bryan Calvo Calderón, Jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 306-JP/DJA-2022 del 17 de mayo de 2022, relacionado con el cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense de Seguro Social correspondiente al IV trimestre del año 2021.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc104541093]ARTÍCULO XI
Documento Nº 429-2022 / 504-2022
En sesión N° 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo XVII, se acordó solicitar a la estimable Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), valorar la posibilidad de ampliar las hojas de criterio en donde exponen el estado de salud de la persona evaluada, indicando porcentaje de discapacidad y si la condición de salud lo está imposibilitando únicamente para laborar en el Poder Judicial o en su defecto para cualquier otra actividad remunerativa, lo anterior, con la finalidad de evaluar diferentes escenarios al momento de emitir los respectivos actos administrativos de aprobación del beneficio de jubilación.
El doctor Henry Jiménez Naranjo, Director interino de la Dirección Calificación de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en oficio N° GP-DCI-0272-2022 del 16 de mayo de 2022, comunicó lo siguiente:
“En atención al oficio citado en el epígrafe, y recibido en esta Dirección vía correo electrónico, el 05 de mayo de los corrientes, mismo que señala; “Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XVII

Documento N° 429-2022

De conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, adopta acuerdos en donde aprueba jubilaciones por incapacidad absoluta y permanente de personas funcionarias de la institución, con base en un dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), que sirve de insumo para determinar que la persona evaluada ya no está en condiciones de continuar realizando las labores que desempeña, bajo esta premisa, se acuerda lo siguiente: Solicitar a la estimable Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), valorar la posibilidad de ampliar las hojas de criterio en donde exponen el estado de salud de la persona evaluada, indicando porcentaje de discapacidad y si la condición de salud lo está imposibilitando únicamente para laborar en el Poder Judicial o en su defecto para cualquier otra actividad remunerativa, lo anterior, con la finalidad de evaluar diferentes escenarios al momento de emitir los respectivos actos administrativos de aprobación del beneficio de jubilación. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”

Conforme a lo solicitado, se procede a manifestar lo siguiente:

Respecto a la solicitud de indicar el porcentaje de invalidez, no es posible debido a que, por acuerdo de Junta Directiva de la CCSS, dicha acción esta exclusivamente aprobada para el Régimen de Invalidez Vejez y Muerte, no así para los otros regímenes y servicios para beneficios que brinda esta Dirección.

Lo anterior, también tiene asidero legal en la normativa que cito a continuación:

“(…)

Reglamento de IVM Artículo 8º-Para efectos de este Seguro se considerará inválido el asegurado que, por alteración o debilitamiento de su estado físico o mental, perdiera dos terceras partes o más de su capacidad de desempeño de su profesión, de su actividad habitual o en otra compatible con su capacidad residual, y que por tal motivo no pudiere obtener una remuneración o ingreso suficiente, todo a juicio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez. (…)

Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Ley Nº 7333 Artículo 227- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente. (…)”

En cuanto a la solicitud de indicar “si la condición de salud lo está imposibilitando únicamente para laborar en el Poder Judicial o en su defecto para cualquier otra actividad remunerativa (…)” y con fundamento en lo establecido en:

“Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Ley Nº 7333 Artículo 233- (…)Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido.

Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló. (…)”

“Reglamento de IVM Artículo 21.-Disposiciones sobre los pensionados por invalidez. Transcurridos doce meses del disfrute de pensión por concepto de invalidez, el pensionado podrá trabajar nuevamente en el sector privado, como trabajador independiente, o hasta medio tiempo en docencia universitaria en el sector público. Para ello, deberá solicitar por escrito, permiso a la Administración, la cual, para resolver, requerirá la valoración de parte de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, en la cual se verifique que la nueva actividad laboral sea diferente a aquella por la cual se declaró inválido (…)”

Se indica que la persona declarada invalida presenta una discapacidad severa y permanente, para tales fines se hizo un análisis de sus padecimientos o patologías como de las funciones o labor que realiza, de ahí que exista un proceso aparte para ello que es la solicitud de permiso para laborar, en la cual la Comisión Calificadora verifica que la nueva actividad laboral sea diferente a aquella por la cual se declaró inválido al pensionado, que no requiere el uso de las facultades afectadas y que no representa un riesgo para su capacidad física o mental residual.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° GP-DCI-0272-2022 del 16 de mayo de 2022, suscrito por el doctor Henry Jiménez Naranjo, Director interino de la Dirección Calificación de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc104541095]ARTÍCULO XII
Documento Nº 516-2022
La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 4949-2022 de fecha 19 de mayo de 2022, remitió la renuncia del señor Rolando Zúñiga Avendaño, que dice:
“Gestión de renuncia Irrevocable.

El suscrito Rolando Zúñiga Avendaño, destacado como Asistente Administrativo 3, en el Puesto número 19990, de la oficina de Recepción de Denuncias del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de San José, amparado en el Artículo 28 de Código de Trabajo, en esta fecha presento la renuncia a mi puesto con carácter irrevocable.

Para los efectos solicito se tome en cuenta esta fecha, a computar el mes de preaviso correspondiente, se me otorgue el beneficio de Ley para disfrutar de un día libre por semana, preferiblemente los viernes hasta completar las cuatro semanas.

De la misma manera, se me reconozcan las horas extraordinarias que me adeuda la Institución, y se proceda a trasladar mis cuotas del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al Régimen del I.V.M de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Cualquier otro beneficio que me corresponda y omito solicitarlo en este acto, ruego se proceda de oficio en mi favor.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Oslean Mora Valdez, que no es una potestad de la persona solicitar el traslado de los recursos, ya que de acuerdo con la Ley, ese traslado debe ser solicitado por el Régimen, al cual la persona va a ejercer su derecho jubilatorio, no se hace por oficio de inmediato, hay que aclararle a la persona que hasta en el momento que tramite su jubilación en el IVM, en este caso, que debe hacer la gestión ante el IVM, y este, hace la solicitud al Fondo, ese traslado de recursos, de acuerdo al artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, mientras tanto, esos aportes quedan en custodia del Fondo. Por otra parte, es importante señalar que la si la persona cotiza en el IVM, y al momento de asegurar su derecho, no realiza el trámite para solicitar el traslado, eventualmente podría perder el derecho a esos recursos si no lo hizo en el momento oportuno. Asimismo, dice que la Dirección de la JUNAFO, emitió la circular N° 0001/DJA/2022 para aclarar ese tema a la población judicial.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 4949-2022 de fecha 19 de mayo de 2022, sobre la renuncia del señor Rolando Zúñiga Avendaño.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc104541098]ARTÍCULO XIII
Documento Nº 512-2022
La licenciada M.C.A, Jubilada Judicial, mediante nota de fecha del 18 de mayo de 2022, comunicó lo siguiente:
“Comparezco a manifestar lo siguiente, solicitando que se mantenga la privacidad de mi gestión y de los datos que conlleve, por contener información personal sensible.

Dentro de los derechos fundamentales del ser humano están las garantías sociales, que pretenden proteger a la persona trabajadora, y dentro de estas garantías sociales encontramos la jubilación, es decir, la jubilación es un derecho fundamental de toda trabajadora, no le puede ser negado, si cumple con los requisitos que exige el régimen al que está adscrito para su disfrute. 

Así también se tutela el derecho a la jubilación por la Organización Internacional del Trabajo los Convenios 102, 108 y en las Convenciones sobre Derechos Humanos que tienen un compendio de normas para que los Estados garanticen a sus habitantes las garantías sociales mínimas que les permitan contar una adecuada seguridad social. En Costa Rica los artículos 50, 73 y 74 de la Constitución Política consagran las garantías sociales. 

Con fundamento en lo indicado anteriormente, y en la en lo dispuesto por el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el artículo 59 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, y con apoyo en el criterio emitido por la Procuraduría General de la República Número 310 del 4 de agosto del 2020; en así como en lo que corresponde en la sentencia de la Sala Segunda Nº 00656 - 2022 de las 14:35 horas del 23 de marzo del 2022, comparezco a realizar las siguientes gestión que tiene como finalidad que se resguarde y tutela mi derecho al disfrute y disposición de mi jubilación, a la cual accedí por mis años de trabajo en el Poder Judicial. 

Solicito que en respeto de la normativa citada no se aplique a mi jubilación ninguna deducción de entidades financieras o similares, lo anterior debido a que son de entidades privadas y las atenderé de forma directa ante esas instancias; y que no es procedente que sea cedida o traspasada mi jubilación para esos efectos, pues no se trata de deducciones o retenciones de ley, que son las únicas que autoriza la ley. 

Así lo dispone el artículo 231 de la LOPJ: 

“Artículo 231- Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y las pensiones, ni el Fondo establecido para cubrirlas.” 

Y también el artículo 59 de la Ley Constitutiva de la C.C.S.S: 

“Las prestaciones en dinero acordadas a los asegurados no podrán cederse, compensarse ni gravarse, no son susceptibles de embargo, salvo en la mitad por concepto de pensiones alimenticias.” 

No omito manifestar que aunque en algún momento siendo servidora activa autoricé deducciones de entidades financieras al salario, mi condición actual es distinta, y por tanto solicito que se respete mi condición de jubilada, y no sea aplicado ningún rebajo por esos rubros, sino solo los legales, tal como lo indica la Procuraduría en el dictamen que cito, y cuyo resumen señala: 

“Dictamen: 310 del 04/08/2020 

Resumen 

C-310-2020

MINISTERIO DE HACIENDA. DEDUCCIONES A JUBILACIONES Y PENSIONES. NORMATIVA APLICABLE 

El Ministerio de Hacienda nos consultó sobre la posibilidad de que la Tesorería Nacional practique las deducciones establecidas en el artículo 69, inciso k), del Código de Trabajo, a las prestaciones económicas que reciben los jubilados y pensionados de los regímenes especiales de pensiones. Las preguntas concretas sobre las cuales se requirió nuestro criterio fueron las siguientes: 

“1) ¿Puede la Tesorería Nacional aplicar a las pensiones y jubilaciones las deducciones establecidas en el artículo 69 inciso k del Código de Trabajo, así como las deducciones del marco legal tales como pensiones alimenticias y/o contribución solidaria, o únicamente las derivadas de la Ley 7531 Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, renta y la Caja Costarricense del Seguro Social?”

“2) ¿Debe la Tesorería Nacional aplicar en las deducciones las limitaciones de embargo y secuestro de acreedores a jubilaciones, pensiones, beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias establecidas en el inciso 2 del artículo 984 del Código Civil?” 

Esta Procuraduría, en su dictamen C-310-2020, del 4 de agosto del 2020, suscrito por Julio César Mesén Montoya, Procurador de Hacienda, arribó a las siguientes conclusiones:

1.- Para llenar el vacío generado por la ausencia de disposiciones legales que regulen las deducciones que es posible practicar a las prestaciones económicas que otorgan los regímenes especiales de pensiones, no es posible acudir al artículo 69, inciso k, del Código de Trabajo, pues la naturaleza jurídica del salario y los principios que se le aplican, son distintos a los que rigen las prestaciones económicas que otorga la seguridad social. 

2.- Para suplir la ausencia de normas legales que regulen la situación en estudio debe acudirse a lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), el cual establece que las prestaciones en dinero acordadas a los asegurados no podrán cederse, compensarse ni gravarse, y no son susceptibles de embargo, salvo en la mitad por concepto de pensiones alimenticias. 

3.- Las deducciones expresamente dispuestas en la ley, como son, por ejemplo, las relacionadas con cotizaciones, impuestos, contribuciones especiales, pago de pensiones alimenticias, etc., sí deben ser deducidas de la prestación económica por jubilación o pensión, pues esas deducciones no son formas de “cesión” de la pensión en sentido estricto, sino retenciones legales, que no dependen de la voluntad del pensionado, ni de la de sus acreedores. 

4.- El artículo 984, inciso 2, del Código Civil establece que no pueden perseguirse, por ningún acreedor y, en consecuencia, no podrán ser embargados ni secuestrados en forma alguna las jubilaciones, pensiones y beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias. Esa norma, al no hacer distinción alguna entre pensiones del régimen general, y pensiones de regímenes sustitutivos, aplica por igual a ambas, ya no de manera supletoria, sino de forma directa.

5.- Nada impide al legislador, si así lo tiene a bien, regular las deducciones que sea posible practicar a las pensiones que otorgan los regímenes especiales, o los embargos que podrían practicarse a esos ingresos, salvaguardando siempre lo que podría catalogarse como una porción mínima intocable, a efecto de asegurar el pago de una prestación mínima suficiente, como ocurre con la porción intocable del salario a la que se refiere el párrafo primero del artículo 172 del Código de Trabajo.” 

Con base en lo expuesto, solicito que se acoja mi gestión y se ordene al Departamento Financiero Contable del Poder Judicial que no se permita ningún rebajo de entidades financieras a mi jubilación a partir de la II quincena de mayo del 2022, porque no lo autorizo, y por ser una medida contraria a la normativa que rige mi derecho a la jubilación, pues si la Sala Segunda protege la parte del salario que es inembargable, en el caso de la jubilación todo el monto es inembargable y por tanto no proceden esas deducciones. El por tanto de la sentencia indicada resolvió: 

“En su lugar, se dispone que el Estado (Ministerio de Educación Pública), por medio de la autoridad administrativa competente, debe proceder, a partir de la firmeza de este fallo, a suspender los rebajos de salario que ha venido haciendo al actor para el pago de las referidas cuotas, las que solo podrá aplicar respetando el mínimo intocable (monto inembargable) que se extrae de la aplicación de lo dispuesto por los párrafos primero y segundo del artículo ciento setenta y dos del Código de Trabajo.” 

Y como bien lo señala la Procuraduría, para autorizar otras deducciones no legales, debe existir una ley lo regule de forma expresa, y no como sucede en la actualidad que se trata la jubilación con mucho menos garantías que el salario. 

PETICION ESPECIAL URGENTE En caso de que amerite un mayor estudio mi gestión, solicito que para la II quincena de mayo del 2022 se respete en mi caso el derecho a contar con una prestación mínima suficiente para cubrir mis necesidades esenciales, tal como se dispone para el salario, y que es aplicable también, y con mucha más razón a la jubilación, tal como lo señala la Procuraduría General de la República en el dictamen que indico. Derecho que también es acogido en la reciente sentencia de la Sala Segunda de Corte Suprema de Justicia, que ha reconoce el derecho a contar con ese monto mínimo, que está definido por Ley -como prestación mínima-, que permita a la persona cubrir sus necesidades básicas y respete su dignidad. Dicha sentencia también obliga a las entidades del Estado a respetar dichos principios conforme, como en el caso de la sentencia en que la persona trabajadora había evidenciado su situación ante su patrono, en ese sentido la Sala Segunda resolvió en lo que interesa: 

“En su lugar, procede acoger parcialmente el recurso y disponer que el Estado (Ministerio de Educación Pública), por medio de la autoridad administrativa competente, debe proceder, a partir de la firmeza de este fallo, a suspender los rebajos que ha venido haciendo al actor para el pago de las referidas cuotas, las que solo podrá aplicar respetando el mínimo intocable (monto inembargable) que se extrae de la aplicación de lo dispuesto por los párrafos 1° y 2° del artículo 172 del Código de Trabajo.” 

Solicito se le dé un trámite urgente a mi solicitud y se resuelva lo antes posible, debido al grave perjuicio causado al no contar con el pago del mínimo de ley que se establece para toda persona trabajadora, y en mi caso que disfruto de una jubilación producto de sus años laborales y de mi derecho constitucional a la seguridad social”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, opina que lo recomendable es trasladarlo a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, dado que se plantean temas que deben tener un tratamiento técnico y profesional, además que aprovecharía la ocasión, sí la Junta lo traslada a la Asesoría Jurídica, para que se valore en el criterio la diferenciación de salario con la jubilación y el tratamiento que brinda la legislación para casos como el que solicita la persona jubilada. Además, agradecería, dada la condición de ser un Órgano del Poder Judicial, y siguiendo el principio de legalidad, valorar sí esta Junta, puede ejecutar acciones como las solicitadas por la persona jubilada, sin que exista una orden judicial o medida equivalente (como pueden ser los criterios de la Procuraduría General de la República, Votos de la Sala Constitucional u otros), porque, dada la naturaleza de la Junta y las responsabilidades que tienen las personas integrantes, salvo mejor criterio, el resolver una solicitud solo porque sí, sin que exista una orden, resolución, acuerdo, criterio o dictamen, solo por decir elementos que nos sean obligatorios, nos puede acarrear problemas en el futuro, máxime, que, ya han existido gestiones para que se deje, como Junta, de ejecutar las deducciones que las personas jubiladas han suscrito. Señala que, comprende muy bien, el tema por contar con el suficiente capital para tener una vida como la enuncia la señora jubilada, pero, a decir verdad, también lo ve desde la parte formal y ética con la que debemos actuar en la Junta. Sé que podemos contar con el apoyo y hasta lecciones del señor presidente de la Junta, pero, algo que he aprendido, es que no podemos hacer más ni menos de lo que nos obligue la ley.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que remita a este Órgano Colegiado en el plazo de 10 días, un criterio sobre lo gestionado por la señora M.C.A.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XIV
Documento Nº 555-2022
Solicita el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que el máster Oslean Mora Valdez, exponga un breve resumen, de lo que fue la rendición de cuentas de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, que se presentó el jueves 26 de mayo de 2022. Además, hace mención a que se recibió por parte de la ANEJUD, un reconocimiento por la labor realizada por la JUNAFO, que no es solo trabajo de los integrantes, si no de todas las personas que conforman la Dirección de la JUNAFO.
Expone el máster Oslean Mora Valdez, que la rendición de cuentas fue bien recibida por los presentes, que los resultados del estudio actuarial y sus recomendaciones, llamó la atención, y se explicó a la población judicial, los efectos que, desde la óptica de un matemático, esas recomendaciones tenían algún grado de validez, sin embargo, sí se trató de aclarar, que son recomendaciones y que no necesariamente tiene que ser aplicadas, y el mismo Raúl Hernández, Actuario, indicó acerca de la potestad que la Sala Constitucional, le retira a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de hacer modificaciones propiamente, si no que ya son reserva de ley, entonces que muchas de esas cosas no eran aplicables. Adicionalmente a esto, se conversó acerca de los principales retos que se habían elaborado durante el periodo 2021, donde ya se aclara la relación que existe entre el Poder Judicial y la Junta, ya se nos acepta como una oficina más, la creación de la Dirección, el tramite del presupuesto y demás, y la entrega de resultados, sobre los recursos económicos que son administrados por este Órgano Colegiado, asimismo, con intervención del licenciado Parris Quesada Madrigal y su persona, se conversó sobre el tema de los mercados internacionales, y se evacuaron dudas con respecto a los instrumentos en los que se han invertido. Señala que, en la presencia física, asistieron unas 7 personas, pero que, por medios digitales, la audiencia fue de más de 200 personas aproximadamente, que se evacuaron todas las dudas presentadas, y que se recibió un reconocimiento por parte de ANEJUD, que él tiene en la oficina, y que la intención es otorgarlo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, como un todo, agradeciendo la gestión y el reconocimiento también, por parte de las personas que en ese momento participaron, de la labor desinteresada, y el gran esfuerzo que como personas integrantes, han realizado para poder mantener en buenas manos y con buena salud financiera, este Régimen Jubilatorio, considerando que valdría la pena, enviarle un agradecimiento a ANEJUD por ese reconocimiento.
Agrega que la intención es que cada 6 meses, se efectúen cortes de información, donde se pueda tener ese acercamiento con la población judicial, sí lo vemos en términos relativos, todavía falta tener mayor penetración. Informa que se hizo una cordial invitación, para que las personas se acerquen a los canales oficiales de la Junta, para aclarar alguna duda, o realizar algún comentario.
Además, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, hizo un llamado a las personas a participar y colaborar con la Junta, mediante los Órganos Técnicos o inclusive en las etapas de selección de posibles integrantes, tanto suplentes como titulares.
Adicionalmente, menciona que la acogida de los informes, en redes sociales, fue bien recibida, excepto de un par de personas, que no plantean bien sus inquietudes y se dedican a manchar la buena labor, porque no se les da la razón en sus alegatos.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida la exposición realizada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO. 2.) Trasladar el reconocimiento otorgado por la ANEJUD, a todo el personal de la Dirección de la JUNAFO, en agradecimiento por parte de esta Junta, por todas labores que realizan, para el buen funcionamiento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XV
Documento Nº 561-2022
Expone el licenciado Freddy Chacón Arrieta que, en una sesión del Comité de Riesgos, recibió un comentario por parte otro un compañero Director, sobre que “cómo un Director está votando temas sobre una asociación a la que representa como es CoopeJudicial”, y que no hay que ser muy elocuente para saber de quién estaba hablando, que en su momento replicó dicha manifestación, que considera necesario hacerlo ante este Junta, para que cuando la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, revise las actas, vea su posición, porque él se ha cuidado como Director y como profesional es mantener el gobierno corporativo, en lo que a él compete, de la mejor manera, por lo que señala, que durante las gestiones que han tenido que ver con CoopeJudicial, él se ha abstenido de votar, y en ocasiones ha salido de las sesiones, y que le molesta que un compañero, se deje decir esa barbaridad, y que quiere que quede claro, porque él es escogido por el colectivo judicial, siendo su interés de que ese trámite salga o no, se suscribe únicamente al colectivo judicial, no a otro tipo de intereses, y queda a la disposición de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, para aclarar si ha tenido criterios encontrados y no ha cumplido con lo indicado por el Gobierno Corporativo.
Por su parte, el máster Alexander Arguedas Vindas, indica que, don Freddy tiene la misma línea que su persona, e indica que pese a la situación que tiene la empresa donde trabaja, a la que representa, siempre trata de cuidar su imagen, a su persona como profesional, y considera que es increíble, como un grupo está decidido a que no existan personas representantes del colectivo judicial, que hay desprestigio mediante redes sociales, de sus personas. Indica que ellos tuvieron que asumir el reto como suplentes, de los titulares que se fueron, para las personas se dejen decir en un chat, que se tienen en el Fondo a personas tan deshonestas, como la que llevó a la quiebra a Caprede, y hacen alusión, a que hay un crédito que no se le ha querido dar a CoopeJudicial, que es en beneficio a sus intereses personales, pero que por su parte no tiene ningún interés, que se está trabajando para el mismo sector, no se puede permitir esto, y que quizás se pueda hacer alguna campaña, de todos los miembros de la Junta, que no luchamos por beneficios propios, ni para la empresa a la que trabajo, y que hagan ver eso, que somos profesionales y no tenemos injerencia en la toma de decisiones en beneficio de las organizaciones que representamos.
Aclara el licenciado Parris Quesada Madrigal que, en el Comité de Riesgos, se llega a analizar el tema de la Política de Estimaciones, y antes que se votara, solicitó al presidente del Comité, que se valorara, porque no le parecía que don Freddy votara, porque la Política iba dirigida al crédito que solicita CoopeJudicial, posteriormente, don Pedro Aguilar aclaró que podría votarla, pues es una Política general, por lo que no hubo problema, pero que don Freddy se molestó mucho y ahí quedó en la grabación, pero que su interés es que salga la operación de la mejor manera, y que si lo ofendió le pide disculpas, ya que no fue su intención.
Por otra parte, sobre lo expresado por el máster Alexander Arguedas Vindas, comenta el licenciado Parris Quesada Madrigal, que hay mucha fuga de información, enemigos, personas inescrupulosas, que hacen las cosas anónimamente. Asimismo, dice que, Corte Plena, envió el documento, para nombrar a la persona representante de los trabajadores ante el Consejo Superior, y que siempre que pasa eso, cada 6 años, a alguna organización le toca el ataque, y es preocupante, porque cada cosa que hagan o que sientan que está mal, van a atacar duro, pero que por eso tienen que cuidarse entre los mismos miembros de Junta, y no dejarse desprestigiar.
El licenciado Freddy Chacón Arrieta solicita un reglamento de intervenciones para las sesiones por parte de la Dirección de la JUNAFO, para hacer más expeditas las sesiones.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de las manifestaciones realizadas por los integrantes de esta Junta Administradora.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XVI
Documento Nº 478-2022
Esta Junta Administradora en sesión N° 20-2022 celebrada el 17 de mayo de 2022, artículo XVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo XI, que literalmente dice:

“En sesión N° 11-2022 del 07 de marzo de 2022, artículo X, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 

“(…)

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del informe rendido por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora, la licenciada Maureen Siles Mata, Subdirectora y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe de Administración de Personal, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-0535-2021 del 11 de febrero de 2022. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, continuar con la labor que fue encomendada, en relación a los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, y que brinde los resultados a la mayor brevedad posible. 3.) Con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que remita un informe de los casos que ya tiene, y el trámite en que se encuentran. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, como seguimiento del plan de acción de la aplicación del 2 x 1, así como al Consejo Superior y la Corte Plena. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.””
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El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, mediante criterio N° DJ-138-2022 del 05 de abril de 2022, remitió lo siguiente:

“En atención al oficio N° 0191-JUNAFO-2022 del 17 de marzo de 2022 de esa Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual se solicitó a este Dirección lo siguiente: 

“[…]Con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que remita un informe de los casos que ya tiene, y el trámite en que se encuentran. 

[…]”

Al respecto esta Dirección Jurídica indica lo siguiente:

De los informes recibidos en esta Dirección, por parte de la Dirección de Gestión Humana referente al tema objeto de consulta, procedemos a informar las siguientes acciones adoptadas: 

1. Mediante Criterio Nº DJ- 658-2021, del 10 de diciembre del 2021 se atendió el oficio PJ-DGH-AP-3977-2021 de 15 de setiembre de 2021, comunicado a esta unidad asesora el día 20 de setiembre del mismo año, en donde se determina lo siguiente:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el primer corte de casos analizados por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2015
Total de jubilaciones estudiadas 156
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 83 casos.

Año 2014
Total de jubilaciones estudiadas; 129
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 40 casos.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas: 285 expedientes

Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica: 123 carpetas”. 

Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Dicho criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 099 – 2021 celebrada el 18 de noviembre del 2021, artículo X.

1. En Criterio Nº DJ-41-2022 del 28 de enero del 2022, se atendió el segundo informe de oficio PJ DGH AP 5516 2021 del 16 de diciembre de 2021, comunicado a esta unidad asesora el día 17 de diciembre de 2021, en el cual se elaboró el estudio de:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el primer corte de casos analizados por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2015
Total de jubilaciones estudiadas 156
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 83 casos.

Año 2014
Total de jubilaciones estudiadas; 129
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 40 casos.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas: 285 expedientes
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica: 123 carpetas”. 
Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Este criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, artículo XI.

1. En el Criterio Nº DJ-73-2022 del 23 de febrero del 2022 se atendió el tercer informe de oficio PJDGH AP 0486 2022 del 15 de febrero de 2022, comunicado a esta unidad asesora el día 16 de febrero de 2022, en el cual se elaboró el estudio de:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el tercer corte de casos analizados, así como el primer corte de casos con suma de más estimada al 31 de diciembre 2021 por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2011
Total de jubilaciones estudiadas 121.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 76 casos.

Año 2010 (Primer corte).
Total de jubilaciones estudiadas 73.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas; 194 expedientes.
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica; 76 carpeta”. 

Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Este criterio supra citado, fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 018 – 2022 celebrada el 03 de marzo del 2022, artículo XXV.

De lo anteriormente expuesto, podemos indicar que a la fecha se han trasladado un total de 322 casos a esta Dirección, donde se dio las siguientes recomendaciones:

“Conforme a lo anterior, recomendamos elevar ante la Corte Suprema de Justicia realice la valoración que estime pertinente sobre la anulación de los actos administrativos que aprobaron las jubilaciones indicadas en el informe de la Dirección de Gestión Humana, toda vez que los mismos, conforme lo señalado por dicho órgano podrían presentar un vicio en cuanto a su motivo, dada la ausencia de uno o ambos de los requisitos contemplados en el transitorio III de la Ley General de Pensiones. 

Corresponderá a dicho Colegiado determinar si opta por estimar evidente y manifiesto el motivo de nulidad de dichos actos o si por contrario, considera necesario determinar los mismos lesivos al interés público, a efecto de referir la información necesaria a la Procuraduría General de la República, con el fin de que eventualmente se declare la nulidad para efectos hacia futuro por parte del Tribunal Procesal Contencioso Administrativo. 

Es criterio de esta unidad asesora que la posibilidad de anular los referidos actos no ha caducado, en tanto que poseen un efecto continuado, conforme así lo ha determinado el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.” 

De esta manera dejamos abarcado todo el reporte de los tractos que hasta la fecha ha recibido y atendido la Dirección Jurídica, y asimismo se informa que al día de hoy no hay ninguna petición de valoración adicional en trámite y que se encuentre por concluir.” 
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Manifestaciones de los integrantes:

Propone el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se le indique a la Dirección Jurídica que se concluyan los procesos correspondientes de esos primeros 322 casos, respecto al acuerdo del Consejo Superior, en sesión N° 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI, para que se proceda y se dé trámite a lo solicitado por la JUNAFO, para que se continúe con el trámite.

Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que en su caso propone que sería, atender la recomendación de la Dirección Jurídica, y elevar a Corte Plena, solicitando, respetuosamente el apoyo, para que la Dirección Jurídica, proceda con los 322 trámites de rigor, a la brevedad posible, máxime que esos casos, datan desde años antes del inicio de labores de esta Junta.

Consulta el máster Oslean Mora Valdez, que porqué se eleva la consulta a Corte Plena y no a Consejo Superior, si es el superior jerárquico de la Dirección Jurídica, y que puede más ágilmente que se proceda.

Continua el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que está de acuerdo con lo que indica el máster Oslean Mora Valdez, pero que igualmente se le copie a Corte Plena.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° DJ-138-2022 del 05 de abril de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Atender parcialmente la recomendación de la Dirección Jurídica, y elevar al Consejo Superior del Poder Judicial, solicitando, respetuosamente el apoyo, para que la Dirección Jurídica, proceda con los 322 trámites de rigor, a la brevedad posible, máxime que esos casos, datan desde años antes del inicio de labores de esta Junta. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de Corte Plena.

La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.”
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En relación con lo anterior, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial, mediante oficio N° DJ-196-2022 del 10 de mayo del 2022, comunicó:
“Me refiero al oficio N° 0279 JUNAFO-2022 del 28 de abril de 2022 de esa Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual se solicitó a este Dirección lo siguiente: 

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° DJ-138-2022 del 05 de abril de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Atender parcialmente la recomendación de la Dirección Jurídica, y elevar al Consejo Superior del Poder Judicial, solicitando, respetuosamente el apoyo, para que la Dirección Jurídica, proceda con los 322 trámites de rigor, a la brevedad posible, máxime que esos casos, datan desde años antes del inicio de labores de esta Junta. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de Corte Plena […]”

Al respecto esta Dirección Jurídica indica lo siguiente:

Esta unidad asesora se permite aclarar a la Junta Administradora que con respecto al tema a que se refiere el acuerdo en mención, se evidencia que del oficio N° DJ-138-2022 de fecha del 05 de abril del presente año, se hizo mención de las acciones adoptadas para una resolución sobre los casos atinentes a la aplicación del Transitorio III de la Ley 7302.

En este sentido, se evidencia que se adoptaron las siguientes recomendaciones que ha dado por medio de los siguientes criterios: 

· Criterio Nº DJ- 658-2021, del 10 de diciembre del 2021 se atendió el oficio PJ-DGH-AP-3977-2021 de 15 de setiembre de 2021, criterio que fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 099 – 2021 celebrada el 18 de noviembre del 2021, artículo X.
· Criterio Nº DJ-41-2022 del 28 de enero del 2022, se atendió el segundo informe de oficio PJ DGH AP 5516 2021 del 16 de diciembre de 2021, este criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, artículo XI.
· Criterio Nº DJ-73-2022 del 23 de febrero del 2022 se atendió el tercer informe de oficio PJDGH AP 0486 2022 del 15 de febrero de 2022, criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 018 - 2022celebrada el 03 de marzo del 2022, artículo XXV.

De lo anteriormente expuesto, podemos indicar que esta Dirección, dio las siguientes recomendaciones:

“Conforme a lo anterior, recomendamos elevar ante la Corte Suprema de Justicia realice la valoración que estime pertinente sobre la anulación de los actos administrativos que aprobaron las jubilaciones indicadas en el informe de la Dirección de Gestión Humana, toda vez que los mismos, conforme lo señalado por dicho órgano podrían presentar un vicio en cuanto a su motivo, dada la ausencia de uno o ambos de los requisitos contemplados en el transitorio III de la Ley General de Pensiones. 

Corresponderá a dicho Colegiado determinar si opta por estimar evidente y manifiesto el motivo de nulidad de dichos actos o si por contrario, considera necesario determinar los mismos lesivos al interés público, a efecto de referir la información necesaria a la Procuraduría General de la República, con el fin de que eventualmente se declare la nulidad para efectos hacia futuro por parte del Tribunal Procesal Contencioso Administrativo. 

Es criterio de esta unidad asesora que la posibilidad de anular los referidos actos no ha caducado, en tanto que poseen un efecto continuado, conforme así lo ha determinado el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.” 

Como se establece en las recomendaciones anteriores quien tiene la competencia de estimar la nulidad de dichos actos administrativos es el órgano colegiado de la Corte Suprema de Justicia, el artículo 180 de la Ley General de Administración Pública indica: “Artículo 180.-Será competente, en la vía administrativa, para anular o declarar la nulidad de un acto el órgano que lo dictó, el superior jerárquico del mismo, actuando de oficio o en virtud de recurso administrativo, o el contralor no jerárquico, en la forma y con los alcances que señale esta ley”

Los actos que otorguen jubilaciones en los supuestos indicados son actos creadores de derechos subjetivos, amparados al principio de confianza legítima y a la intangibilidad de los actos propios, por lo que sus efectos no pueden ser suspendidos, sin que exista previo debido proceso y un acto administrativo firme o jurisdiccional, según sea el caso, que determine la nulidad de las conductas administrativas. 

Ahora bien, cuando estemos ante una nulidad absoluta manifiesta y evidente de un acto declaratorio de derechos la Ley General de Administración Pública en el artículo 173 establece: 

“Artículo 173.-

1) Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos sea evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso-administrativo de lesividad, previsto en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República; este dictamen es obligatorio y vinculante. Cuando la nulidad absoluta verse sobre actos administrativos directamente relacionados con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen.

En ambos casos, los dictámenes respectivos deberán pronunciarse expresamente sobre el carácter absoluto, evidente y manifiesto de la nulidad invocada.

2) Cuando se trate de la Administración central del Estado, el ministro del ramo que dictó el respectivo acto deberá declarar la nulidad. Cuando se trate de otros entes públicos o Poderes del Estado, deberá declararla el órgano superior supremo de la jerarquía administrativa. Contra lo resuelto cabrá recurso de reposición o de reconsideración, en los términos del Código Procesal Contencioso-Administrativo.

3) Previo al acto final de anulación de los actos a que se refiere este artículo, la Administración deberá dar audiencia a las partes involucradas y cumplir con el debido procedimiento administrativo ordinario dispuesto en esta Ley.

4) La potestad de revisión oficiosa consagrada en este artículo, caducará en un año, a partir de la adopción del acto, salvo que sus efectos perduren.

5) La anulación administrativa de un acto contra lo dispuesto en este artículo, sea por omisión de las formalidades previstas o por no ser absoluta, evidente y manifiesta, será absolutamente nula, y la Administración estará obligada, además, al pago por daños, perjuicios y costas; todo sin perjuicio de las responsabilidades personales del servidor agente, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 199.

6) Para los casos en que el dictado del acto administrativo viciado de nulidad absoluta, evidente y manifiesta corresponda a dos o más ministerios, o cuando se trate de la declaratoria de nulidad de actos administrativos relacionados entre sí, pero dictados por órganos distintos, regirá lo dispuesto en el inciso d) del artículo 26 de esta Ley.

7) La pretensión de lesividad no podrá deducirse por la vía de la contrademanda.”

Siendo así no se puede dejar sin efecto, el acto sin ser previamente anulado, por tanto, no se puede realizar ningún cobro hasta que no aplique una decisión administrativa sobre la nulidad o no de los respectivos actos administrativos.

Lo anteriormente descrito se puede esquematizar de la siguiente manera: 
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Conforme a lo anterior, no sería posible acción cobratoria alguna hasta tanto no se dicte la nulidad del acto administrativo. 

No es óbice indicar que a pesar de que se contempla la posibilidad de cobrar sumas de más, en la realidad resulta altamente incierto un cobro retroactivo de sumas pagadas más allá de un año, toda vez que cualquier nulidad que se realice, se efectuaría sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y situaciones jurídicas consolidadas. 

De lo indicado anteriormente esta Dirección, aclara que actualmente carece de la competencia y posibilidades para cumplir con lo indicado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en cuanto al cobro de sumas – de ser procedente según lo que se resuelva-, hasta tanto no se adopte una decisión por parte de la Corte Suprema de Justicia y se proceda a anular eventualmente los respectivos actos administrativos.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la JUNAFO, para que rinda criterio sobre lo expuesto en oficio DJ-196-2022 del 10 de mayo del 2022, por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial, referente a los trámites de cobro por la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”

- 0 -
De un mejor análisis del acuerdo adoptado en sesión N° 20-2022 celebrada el 17 de mayo de 2022, artículo XVIII, esta Junta Administradora del Fondo de jubilaciones y Pensiones, por razones de oportunidad y conveniencia, deja sin efecto lo dispuesto en ese momento, de conformidad con el artículo 152 de la Ley General de la Administración Pública, tomando en consideración que no es necesario que el oficio DJ-196-2022 del 10 de mayo del 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial, sea analizado por nuestra asesoría legal, debido a que nos plantea una ruta concreta de lo que se debe realizar con los trámites expuestos en el citado informe, por lo anterior, la parte dispositiva del citado acuerdo, se deberá leer de la siguiente forma:
Se acuerda:	1.) Tener por conocido el oficio N° DJ-196-2022 del 10 de mayo del 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial. 2.) Conforme a la información presentada por la Dirección Jurídica en el oficio N° DJ-196-2022, solicitar respetuosamente a la Dirección de Gestión Humana que continúe con los trámites correspondientes para que la documentación sea remitida a la Corte Plena y que valore la viabilidad de aplicar el procedimiento que mejor estime oportuno. 3.) La Dirección y la Asesoría Legal de la JUNAFO, tomarán nota para los fines correspondientes. 
	Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XVII
Documento Nº 550-2022
En sesión N° 21-2022 del 24 de mayo de 2022, artículo IX, se tuvo por conocido el oficio N° GGC0086/2022 del 17 de mayo de 2022, suscrito por el máster Erick Loría Campos, Gerente General, de CoopeJudicial, e indicarle que, esta Junta se encuentra valorando técnicamente la gestión presentada, en apego a las diferentes medidas y políticas en resguardo de los recursos económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Además, previamente a resolver lo que correspondiera, en cuanto a conceder la audiencia solicitada, tanto en esta Junta, como en el Comité de Riesgos, comunicarle que se está a la espera de recibir el informe solicitado a dicho Comité, sobre una Política de Estimaciones, para los créditos que se den por parte del Fondo de Jubilaciones. Por lo anterior, el Comité de Riesgos tomaría nota de lo correspondiente y estimará la oportunidad para conceder una audiencia, en caso de requerir realizar alguna aclaración, por parte de CoopeJudicial. 
Manifiesta el máster Oslean Mora Valdez, que se tiene una solicitud formal por parte de Coopejudicial, para que la Junta conceda audiencia, y comentar algunos aspectos respecto al crédito. Señala que Coopejudicial, fue recibido por parte del Comité de Riesgos, en la sesión del miércoles 25 de mayo, y ellos insisten que quiere tener un espacio ante el Órgano colegiado, y que, si a bien lo tienen los integrantes, se estarían convocando para la sesión del martes 7 de junio de 2022.
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que podría ser a las 9 de la mañana.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Comunicar al máster Erick Loría Campos, Gerente General, de CoopeJudicial, que este Órgano colegiado, concede audiencia a su representada, el martes 7 de junio de 2022, a las 9 de la mañana.
	La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo.
	El licenciado Freddy Chacón Arrieta se abstiene de votar.
Se procede con la votación, se aprueba por mayoría, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las diez horas treinta y tres minutos terminó la sesión.



       Doctor Juan Carlos Segura                   Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora               Secretario Junta Administradora
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Señor

Oslean Mora Valdez, omorava@poder-judicial.go.cr

Director a.i 

Fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial





Estimado señor:



Con fecha 02 setiembre de 2021 su representada remitió el oficio N° 052-DJA-2021 que contiene los fundamentos técnicos emitidos por la empresa VALMER y por la administración del Fondo para cada una de las diez observaciones planeadas por este ente Supervisor, según SP-784-2021, al modelo de pérdidas esperadas según la NIIF9. 



A continuación, se presentan las evaluaciones y conclusiones en el mismo orden de los puntos señalados en el SP-784-2021.

1. El argumento esgrimido por Valmer es contradictorio en sí mismo, pues como indica la NIIF9, “5.5.17 Una entidad medirá las pérdidas crediticias esperadas de un instrumento financiero de forma que refleje: (a) un importe de probabilidad ponderada no sesgado que se determina mediante la evaluación de un rango de resultados posibles…”; sin embargo, como bien señala la empresa consultora, “la probabilidad con neutralidad al riesgo es mayor que la histórica- es lo que se conoce como prima de riesgo crediticio, misma que incluye factores como la percepción del mercado y los inversionistas -quienes anticipan los posibles incumplimientos a mayor velocidad que las propias agencias, la iliquidez relativa, la no diversificación de portafolios corporativos, entre otros; tal como muestran Heynderickx et al (2016).”.



Si bien es cierto que la NIIF9 “no es explícita sobre la metodología a utilizar para hacer las estimaciones correspondientes”, como bien lo apunta Valmer, la misma sí establece que la probabilidad a utilizar debe cumplir con la condición de ser “no sesgada”, siendo que una de las características de las probabilidades de Riesgo Neutral es su sesgo (producto de factores como los mencionados por Heyndrickx). Para plasmar esto con la mayor objetividad posible, se hace referencia al libro “Counterparty Credit Risk and Credit Value Adjustment”, utilizado por la empresa consultora como referencia, donde se lee lo siguiente:



“Models calibrated to market prices tend to be more forward-looking but contain components such as risk premiums and storage costs that introduce bias….” J. Gregory (2012, pp 160).



Aún más, la filosofía detrás de la declaración de Pérdidas Esperadas en la NIIF9 radica en hacer visible la exposición que se tiene en las inversiones, siendo que las pérdidas esperadas deben ser una estimación de la pérdida en que podría incurrir una inversión, en lugar de ser “el valor” de exposición con base en preferencias de los actores de mercado. Es por ello, que la NIIF9 deja claro que las estimaciones se hacen bajo una medida de probabilidad sin sesgo, característica de la que adolecen las probabilidades de Riesgo-Neutralidad. Como indica el mismo autor:



“… as risk-neutral parameters can often be biased compared with real-world ones (see discussion in Section 8.6). Using risk-neutral parameters for risk management may cause excess volatility, which makes approaches such as credit limit control unnecessarily complex. It also invalidates standard procedures such as backtesting that are done in the real world.” J. Gregory (2012, pp 166).



Sobre las implicaciones de utilizar la medida de riesgo neutral en lugar de la medida objetiva (real-world measure), es importante apuntar que, aunque la teoría establecida indica que la prima por riesgo crédito es positiva[footnoteRef:1], lo cierto es que la evidencia empírica ha puesto esa hipótesis en duda, especialmente durante los momentos de burbujas, cuando los inversores valoran de manera incorrecta el riesgo de ciertas inversiones. Una investigación muy profunda sobre el tema fue realizada por la ESSEC Bussiness School,[footnoteRef:2] donde los autores analizan las distribuciones de riesgo crédito bajo la medida de riesgo neutral y bajo la medida estadística (real-world), notando que empíricamente la prima por riesgo de crédito podría ser negativa,[footnoteRef:3][footnoteRef:4] en parte por una agregación de inversionistas propensos al riesgo (en lugar de aversos al riesgo) que valoran erróneamente los eventos extremos. Cito: [1:  Ver Heynderickx et al (2016).]  [2:  Dacorogna, M., Miguelez, J. and Kratz, M. (2016). “Risk Neutral versus Real-World Distribution on Publicly Listed Bank Corporations”. ESSEC Working Paper.]  [3:  Estas inconsistencias han sido detectadas por la academia y la industria, incluyendo el llamado “pricing kernel puzzle” (como consecuencia de mercados incompletos, inversionistas (agregado) propensos al riesgo, creencias heterogéneas de los inversionistas (subestimación de riesgos de colas, como las de crédito), entre otros). Ver Siddiqi, H and Quiggin, J. (2019). “The pricing kernel puzzle: A behavioral explanation”. Cogent Economics & Finance.]  [4:  Esta situación de negatividad también se presenta empíricamente con la prima por riesgo de mercado que es negativa ante “malas condiciones” (periodos de alta inflación, estructura temporal de tasas de interés con pendiente negativa, entre otros). Ver Boudoukh, J., Richardson, M. and Smith, T. (1993). “Is the ex-ante risk premium always positive? a new approach to testing conditional asset pricing models”. Journal of Financial Economics 34, 387–408.] 




“More generally, the repetition throughout financial markets history of crashes and crisis has lead experts and analysts to state that market participants have a short memory – see for example This time is different – Eight centuries of financial folly from C. M. Reinhart and K. Rogoff [24].[footnoteRef:5] Whether this is due to pure negligence or to market dynamics that penalize investors that do not “ride the wave” of bull markets, the fact is that financial markets seem subject periodically to episodes of what R. Shiller has dubbed “irrational exuberance” [26],[footnoteRef:6] during which financial prices experience sharp revaluations that led investors to underestimate the likelihood of crashes.” Dacorogna et al (2016, pp 43). [5:  Reinhart, C. and Rogoff, K. (2009). “This time is different – Eight centuries of financial folly”. Princeton University Press, Princeton, New Jersey.]  [6:  Shiller, R. (2015). “Irrational Exuberance”. 3ra Ed, Princeton University Press, Princeton, New Jersey.] 




De todo lo anterior, se puede concluir que el espíritu de la NIIF9 es calcular las pérdidas esperadas con probabilidades objetivas (bajo la medida estadística – real-world), y aunque las probabilidades de riesgo neutral generan una cota superior bajo condiciones normales, es bajo situaciones de gran exposición (bullish trending, burbujas, entre otros) cuando esta cota puede fallar, pero es precisamente para estas situaciones que se requiere que las pérdidas esperadas estén adecuadamente estimadas.



Por lo antes señalado, no es adecuado utilizar las probabilidades implícitas (de riesgo neutralidad) para la estimación de pérdidas esperadas bajo la metodología de la NIIF9. Es importante establecer que la medida de riesgo neutral es una herramienta matemática utilizada en el teorema fundamental de la valoración para expresar un precio como el valor presente esperado bajo esta medida, mientras que la medida estadística (real-world measure) es la que se debe utilizar para analizar los posibles eventos futuros. Recordemos que la NIIF9 indica que la pérdida esperada “se determina mediante la evaluación de un rango de resultados posibles”, siendo que para estos análisis de escenarios es la medida objetiva (real-world) la que se utiliza. PhD. John Hull lo establece de la siguiente manera:[footnoteRef:7] [7:  https://fincad.com/blog/scenario-analysis-and-real-vs-risk-neutral-world] 




“In the last few years, we’ve seen scenario analysis growing in importance. Financial institutions want to know how things will turn out, for example, in the next year, two years or three years’ time. It’s not just about valuations anymore, it’s about other key aspects like liquidity and how firms can expect to survive. To do this sort of analysis, you need to work in the real-world, not the risk-neutral world. For this reason, I foresee that this concept of how you move from one measure to another measure is going to be increasingly critical going forward.”



Tomando en consideración estas diferencias, la European Banking Authority recomienda utilizar el CVA para cumplir con la NIIIF13[footnoteRef:8], la cual requiere establecer el valor “justo”, incluyendo los ajustes por riesgo de crédito. Por ejemplo, el párrafo 11 de la NIIF13 indica: [8:  Ver European Banking Authority (2015). “EBA Report on CVA”, EBA.] 




“Una medición del valor razonable es para un activo o pasivo concreto. Por ello, al medir el valor razonable una entidad tendrá en cuenta las características del activo o pasivo de la misma forma en que los participantes del mercado las tendrían en cuenta al fijar el precio de dicho activo o pasivo en la fecha de la medición. Estas características incluyen, por ejemplo, los siguientes elementos:

(a) la condición y localización del activo; y

(b) restricciones, si las hubiera, sobre la venta o uso del activo.”



Esta norma sí solicita que se incluyan las subjetividades de los inversionistas, las preferencias por la liquidez, así como la correcta valoración del activo, puesto que busca obtener una valoración justa, no así una cuantificación de posibles escenarios futuros, como sí lo establece la NIIF9 en sus apartados sobre las “pérdidas esperadas”.[footnoteRef:9] [9:  Varios artículos académicos y de industria establecen esta diferencia y la importancia de utilizar la medida objetiva (real-world) dentro de la regulación a la hora de evaluar escenarios. Ver Giordano, L. and Siciliano, G. (2015). “Real-World and Risk-Neutral Probabilities in the Regulation on the Transparency of Structured Products”. ESMA Working Paper.] 




Finalmente, es importante aclarar que las probabilidades de la medida estadística (real-world measure) sí son prospectivas y no solo se alimentan de información histórica. La diferencia con respecto a la medida de Riesgo Neutral es que la primera se alimenta de información objetiva mientras que la segunda incluye información subjetiva. Por ejemplo, tal como lo indican algunas calificadoras en sus metodologías,[footnoteRef:10] las probabilidades de default son “point-in-time” y “forward-looking”, alimentándose no solo de la información histórica, sino que haciendo uso de variables macroeconómicas (objetivas). [10:  Ver la metodología de Moody’s acorde con la NIIF9 https://ma.moodys.com/rs/961-KCJ-308/images/Moody%27s%20Analytics%20and%20KBA%20webinar%20-%20East_Africa_Forward_Looking_Risk.pdf ] 




Dadas las observaciones señaladas anteriormente, para este punto NO se acepta el CVA como estimación de las pérdidas esperadas, al menos que se incorpore una transformación de las probabilidades implícitas (Risk Neutral Measure) para convertirlas en probabilidades objetivas (Real-World Measure).



2. En línea con lo expuesto en el punto anterior, se debe corregir la medida sobre la cual se están realizando los cálculos de las pérdidas esperadas. Esto se puede realizar de diversas maneras. Existen métodos para transformar las probabilidades de riesgo neutral en probabilidades objetivas (real-world measure), tales como el llamado “recovery theorem”[footnoteRef:11], así como otras técnicas donde se estima la prima por riesgo para estimar la derivada de Radon-Nikodym y recuperar las probabilidades del mundo real.[footnoteRef:12] [11:  Ross, S. (2014). “The Recovery Theorem”. Journal of Finance.]  [12:  Ver por ejemplo Crisóstomo, R. (2021). “Estimating Real World Probabilities: A Forward-Looking Behavioral Framework”. CNMV Working Paper.] 




3. El argumento presentado por Valmer no subsana la inconsistencia en la actual metodología, donde el mismo instrumento presenta cuantificaciones distintas dependiendo de la clasificación contable donde se ubique. Es importante entender que la pérdida esperada de un activo es independiente del tratamiento contable que se le dé, puesto que su monto depende solamente de las características propias del instrumento, como la calidad crediticia del emisor, por lo tanto, este requerimiento continua sin atender.



Para tener más claridad sobre la observación presentada, suponga el caso de un bono con vencimiento inferior a un año, porcentaje de recuperación de 25% y probabilidad de default de 5%. La exposición bajo Costo Amortizado es de $5.000.000 mientras que, por caídas en los precios de mercado, la exposición bajo valor razonable es de $4.750.000. Bajo estas condiciones, con precio del cero cupón (factor de descuento) igual a 99%, la pérdida esperada para este bono sería:



· Costo Amortizado: PE = (1-25%) ∙ $5.000.000 ∙ 99% ∙ 5% = $185.625,00

· Valor Razonable: PE = (1-25%) ∙ $4.750.000 ∙ 99% ∙ 5% = $176.343,75



En este ejemplo vemos que la diferencia en los valores esperados ronda los $9.281,25, monto que representa una desviación del 5% del monto de pérdida esperada calculado bajo Costo Amortizado, o dicho de otra forma, el mismo activo tendrá un 5% menos de pérdida esperada sólo por estar clasificado como Valor Razonable. Como la norma permite la reclasificación de los títulos (NIIF9 sección 5.6), la entidad podría reclasificar los títulos para reducir su valor de pérdida esperada, desviando el espíritu de la norma.



Existen muchas formas de subsanar la inconsistencia, tales como modificar el porcentaje de recuperación para que sus valores de pérdidas esperadas sean consistentes (iguales) sin importar la clasificación contable. Como bien apunta la empresa consultora, esto es inviable en vista de los ajustes a realizar para cada activo. La otra opción que es más viable sería utilizar la misma base para ambas clasificaciones contables, es decir, que para ambas el valor expuesto sea el mismo, lo cual no riñe con la norma pues se está utilizando este valor para el cálculo de la pérdida esperada (en la medida del real-world) y no para valorar el instrumento (que ahí sí se utiliza el valor en libros o la medida de riesgo neutral dependiendo de su clasificación contable).



En vista de lo explicado supra, se considera que la observación no ha sido atendida y se espera se presenten los ajustes a la metodología para que la misma sea consistente.



4. Se considera atendida esta observación. 



5. Sobre este punto se solicita lo siguiente:

a. Actualizar la “Metodología para el Deterioro del Portafolio FJPPJ” y proceder con la inclusión de la fórmula enviada por Valmer.

b. Especificar que el factor de descuento  es en realidad el Precio Forward de un título Cero Cupón (derivado de la Curva Cero Cupón), o en su defecto, escribir , donde  es la tasa forward (con la información de “hoy”) para una inversión desde  hasta . Es importante ser consistente con la metodología, de modo que, si se está realizando el cálculo del CVA, el mismo se realiza bajo la medida de riesgo neutral, por lo que los factores de descuento son los precios de los bonos cero cupón, y así debe ser utilizado a la hora del cálculo. Note que esto corrige automáticamente la observación del punto 3 puesto que la base del valor expuesto es el mismo independientemente de la clasificación contable.



El punto b. supra se sustenta en la fórmula matemática del CVA, como se puede corroborar del Apéndice 12A del libro de J. Gregory “Counterparty Risk and Credit Value Adjustment – a continuing challenge for global financial markets”. Para que este oficio sea autocontenido, se procede con la derivación del factor EPEt incluido en la fórmula matemática del CVA. El CVA se define como:



,



donde  es la esperanza bajo la medida  de riesgo neutral,  es el factor de descuento estocástico de libre riesgo y  es la exposición al momento t (valor presente de los flujos futuros bajo el factor  de libre de riesgo)[footnoteRef:13]. Se utilizó la “propiedad de la torre” para condicionar al tiempo (de parada) del default τ. [13:  En el libro de J. Gregory se indica como: “Denote the risk-free value (current MtM) of the relevant positions as V(t,T)”.] 




Si se asume que el  es constante (como lo hace la metodología de Valmer), y si se considera que los factores de descuento estocásticos y la exposición al momento t son independientes del tiempo al default, entonces, 





Como bien lo indica el Apéndice 12A[footnoteRef:14], es posible reescribir el integrando como  donde  (bajo la medida s-Forward) y  es el precio de un cero cupón con vencimiento en . Asumiendo, solo por simplificación, que el valor  es constante entre subintervalos [ti-1, ti], entonces se puede escribir el CVA como: [14:  Ver nota al pie de la página 4 en https://cvacentral.com/wp-content/uploads/2014/10/Chapter-12-Appendices.pdf ] 








donde  es la probabilidad de default bajo la medida de riesgo neutral. Es claro que esta es la fórmula empleada por Valmer, de modo que el factor de descuento debe ser el correspondiente al derivado de la Curva Cero Cupón y el valor de la exposición esperada es calculada bajo la medida forward.



Es importante recordar, que en línea con la observación 1 de este oficio, una vez calculado el CVA bajo la medida de riesgo neutral, es esencial realizar la transformación para mover el cálculo hacia la medida objetiva (real-world measure).



6.  No se tienen más comentarios sobre este punto. Se da por atendido.



7. Se da por atendida la observación.



8. Sobre este punto se solicita actualizar el manual de “Metodología para el Deterioro del Portafolio FJPPJ” y proceder con la inclusión de los siguientes párrafos presentados en la respuesta del consultor:



“El análisis para la asignación de estos proxies involucra el estudio de la información disponible en el mercado que satisfagan dichas categorías de forma discrecional.



La motivación y justificación de este proceso lo podemos encontrar en el Marco Regulador de los Acuerdos de Basilea III (BIS, 2011), en donde se sugiere:



“Cuando esté disponible, deberá utilizarse el diferencial del CDS de la contraparte; cuando no lo esté, el banco utilizará un diferencial comparable al de la contraparte por calificación, sector y región.” BIS (2011) Basilea III: Marco Regulador Global para reforzar a los bancos y sistemas bancarios.



En general, la asignación de estos proxies podría incluir un ajuste o castigo (spread crediticio) directo sobre la cotización; sin embargo, en el caso del FPPJ este no se aplica: se toma directamente el nivel del proxy.”



9. Se presentaron cambios en la metodología y la redacción, sin embargo, no se atendió el problema de que se toma una revisión de su estatus actual, en lugar de revisar el cambio entre el momento del reconocimiento del instrumento y la fecha de evaluación. Esta observación sigue sin ser atendida y se solicita que se realicen los ajustes necesarios para incluir el cambio en la calidad crediticia del instrumento desde su adquisición.



10. La fórmula de pérdidas crediticias no incluye un cambio para los instrumentos clasificados en la fase 2 con respecto a la fase 3. Esto debe corregirse, pues un instrumento en fase 3 (deteriorado) no puede utilizar los mismos parámetros que si estuviera en fase 2. En los documentos enviados no se percibe ningún cambio en la metodología utilizada para la estimación de las pérdidas esperadas dentro de la fase 2 comparada con la fase 3. Se solicita incluir las respectivas mejoras en la metodología, para que las pérdidas crediticias esperadas incorporen el deterioro de los títulos en fase 3, conforme lo establecido por la NIIF9.



Con fundamento en todo lo expuesto, los requerimientos que no fueron atendidos o aceptados, se le agradece que, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, remita la documentación con las modificaciones pertinentes. 





Atentamente,

[image: ]

Mauricio Soto Rodríguez, Director

División Regímenes Colectivos



Copia:	

MBA. José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Riesgos, jlizanov@poder-judicial.go.cr

Licda. Vanessa Mesén Arroyo, Función Cumplimiento vmesen@Poder-Judicial.go.cr

Licda. Angie Ampié Gutierrez, Secretaría de la JUNAFO, aampie@poder-judicial.go.cr
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Identificación Nombre

Fecha Rige de 

Beneficio

Tipo Empresa Razón Social Salario Planilla Fecha Planilla

0900620404                ALFARO RETANA FLORY YADIRA 23/08/2001 TRABAJADOR(A) INDEPENDIENTE ALFARO RETANA FLORY YADIRA 1,278,296.00 octubre,noviembre

0104420882                ALVAREZ CHACON SONIA 28/01/2000 TRABAJADOR(A) INDEPENDIENTE ALVAREZ CHACON SONIA MARIA 952,419.00 octubre,noviembre,diciembre

0105340928                ARROYO SANCHEZ MYLENE 15/07/1998 TRABAJADOR(A) INDEPENDIENTE MYLENE ROCIO ARROYO SANCHEZ 891,138.00 octubre,noviembre,diciembre

0302180919                JIMENEZ VILLALOBOS RICARDO 09/08/1994 TRABAJADOR(A) INDEPENDIENTE JIMENEZ VILLALOBOS RICARDO 1,336,701.00 octubre,noviembre,diciembre

0601550763                MOYA ARRIETA NORMAN 31/05/1989 EMPRESA PRIVADA ROJAS MORA JUAN CARLOS DE LA TRINIDAD 2,806,895.00 octubre,noviembre,diciembre

0601550763                MOYA ARRIETA NORMAN 31/05/1989 TRABAJADOR(A) INDEPENDIENTE MOYA ARRIETA NORMAN RODRIGO 1,917,444.00 octubre,noviembre,diciembre

0202900645                ULATE RAMIREZ ALVARO 16/09/1994 TRABAJADOR(A) INDEPENDIENTE ULATE RAMIREZ ALVARO ENRIQUE 891,138.00 octubre,noviembre,diciembre

0401020372                ZAMORA CHAVES VINICIO 01/06/1991 TRABAJADOR(A) INDEPENDIENTE ZAMORA CHAVES VINICIO ARMANDO DEL SOCORRO 2,782,830.00 octubre,noviembre,diciembre
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